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ABSTRACT: What was really the famous Constitution of Cadiz, approved in 1812? A new real 
Constitution? Or the compilation, with several corrections and amedments, of the ancient Fundamental 
Laws of the Spanish Kingdom (Monarquía Hispánica)? Was it an “old” and “historical” Constitution or 
not? The oppinion of the main actors in that process (deputies, writers, philosophers, etc.), as we show in 
this paper, supports the second option, that of the Constitution of Cadiz being the refered compilation 
of the ancient Fundamental Laws, because it was impossible to articulate a real constituting power. 
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1. Prolegómenos 
 
La fascinación por los dígitos que reflejan las centenas, símbolo más que cualquier 

otro del implacable y cruel paso del tiempo que todo lo puede y todo lo destruye, sirve 
también, de acuerdo con la mentalidad hispánica, para provocar otro efecto de signo 
contrario, nada angustioso o de tintes dramáticos, sino más bien lúdico y festivo: la 
necesidad imperiosa de celebrar todo aquello que ha traspasado esas barreras cronológicas 
tan amplias como si una inapelable derrota frente a Cronos se hubiera conseguido. Un 
siglo es cifra redonda. Es mucho tiempo y en su interior muchas cosas se han ido 
sucediendo y pasando. No es guarismo baladí, por ende. Dos siglos lo son todavía más. 
Por lo tanto, la consecuencia inmediata cuando esta coincidencia se produce es la 
creación, por parte de la autoridad competente, de esa sensación de necesidad festiva y 
conmemorativa, para que cale, primero, entre especialistas y luego entre la población civil 
lega, o viceversa, dependiendo del tono, elevado o popular, científico o provinciano, que 
se quiera imprimir al evento en cuestión. Hay un componente tradicional indiscutible en 
tales actividades que tratan de presentarse como efímeras victorias sobre lo temporal y, al 
mismo tiempo, otro componente pragmático, consistente en la posibilidad de modificar lo 
celebrado pretérito en atención a las necesidades de todo signo que reclama para sí el 
presente, director de la función en resumidas cuentas. El juego que se plantea es, en suma, 
la posibilidad de releer y así de rehacer el pasado con la excusa de su exaltación para dar 
como resultado un ayer totalmente diferente al acontecido, un pasado a la carta, a la 
medida de los que lo contemplan antes que a hechura de lo contemplado y de los 
contemplados, un pasado que termina así por asemejarse más al presente y plegarse a sus 
intereses, expresos o espurios, y a sus exigencias, un presente, una actualidad, un hoy 
inmediato desde donde se atisba ese tiempo anterior donde surgió realmente el hecho 
histórico en sí y bajo cuyas coordenadas debería haber sido observado en puridad. 

 
Toda festividad implica ese dualismo: la celebración y la alteración, la conmemoración 

y la manipulación, la fiesta y la distorsión, sutil o grosera, palpable o camuflada, evidente o 
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explícita. Porque, aceptando que algo ha de ser recordado y que se dotan cuantiosos 
fondos para ello, ¿qué menos que, como mínimo, ese algo reporte alguna utilidad o 
beneficio al tiempo presente y, del mismo modo, no haga sonrojarse a los sujetos del 
ahora respecto a las acciones de los antepasados? ¿Qué menos que se proclamen las 
bondades del pasado para ligarlas a las bondades del presente, de donde traerían causa, 
creando un remedo de espíritu popular impermeable al paso del tiempo y defensor a 
ultranza de valores sempiternos para que no se pierdan nunca, de valores intocables que 
han de permanecer siempre porque ahí está la esencia de lo que se quiere preservar, 
defender, consolidar, celebrar? ¿Qué menos que aquella celebración haga que todos nos 
podamos sentir orgullosos del pasado, reconocernos en él y no avergonzarnos del mismo, 
para que se cree así un lugar de encuentro común donde todos podamos alojarnos y 
mirarnos de manera orgullosa? ¿Qué menos, en fin, que el pasado pueda llegar al presente 
y pueda ser vendido como parte indisoluble del mismo, como causante de aquél, como su 
más que probable origen? 

 
Celebrar significa, en cierta forma, ocultar lo incómodo y exaltar lo útil coetáneo, crear 

discursos que entronquen pasado y presente, y, en suma, potenciar todas aquellas líneas 
que conduzcan a una más sólida afirmación de esa vinculación o ligazón entre el hoy y el 
ayer. Porque, a fin de cuentas, toda sociedad necesita sus mitos, eso es evidente, pero, más 
aún que los mitos, toda sociedad necesita por higiene mental su Historia, opuesta a los 
anteriores o nada proclive a comulgar con las varias suertes de mitologías implicadas. Si el 
mito es la leyenda, la fabulación, la fantasía y la imaginación, la Historia es el saber 
científicamente fundado, el rigor, la seriedad, el dato, el hecho y su interpretación sólida, 
el saber cuyos contornos se aproximan a la idea de ciencia y a sus baremos definidores. El 
desaparecido R. Koselleck lo recordaba con la claridad y el tino que solamente los grandes 
maestros pueden imprimir a sus afirmaciones contundentes: la función de la Historia es la 
creación, búsqueda o elaboración de conceptos y estructuras, antes que la descripción de 
procesos, de acciones, de casos. Se antepone así la solidez conceptual o estructural de las 
ideas, que el historiador recrea en su laboratorio a partir de los testimonios recibidos del 
pasado, a las simples y puras narraciones de acontecimientos, que se agotan en sí mismas 
y que a nada próspero, útil y fecundo, a ningún resultado reseñable, conducen1. 

 
Nada más alejado, pues, de los mitos, de las leyendas y de las exaltaciones que la 

propia Historia. El historiador es así algo más que un simple contador de eventos; es el 
forjador de un discurso con mayúsculas, pergeñado a partir de lecturas de la realidad 
histórica y de la aprehensión que hace de la misma por medio de ese caudal ideal y/o 
conceptual del que se nutre. Es el fautor también de un discurso que no se elabora de 
cualquier manera, sino imbricando muchos elementos coordinados entre sí (política, 
sociedad, economía, religión, lengua, literatura). Al historiador del Derecho, al que se 
ocupa en concreto de aquella materia histórica de perfiles jurídicos, le corresponde hacer 
lo propio con sus instrumentos y objetos característicos (los que definen al Derecho, 
ahora y siempre, desde una perspectiva sustancial, los que tipifican el orden jurídico con 

                                                           
1 Vid. R. Koselleck, Modernidad, culto a la muerte y memoria nacional. Edición e introducción de Faustino 
Olcina. Madrid, 2011. Cap. II, “Historia, Derecho y Justicia”, pp. 19-38. Del mismo autor y centrado ya en 
su aportación historiográfica más relevante, vid. la reciente Historias de conceptos. Estudios sobre semántica y 
pragmática del lenguaje político y social. Traducción de Luis Fernández Torres. Madrid, 2011. Desde otro punto 
de vista, vid. M. Cruz, Adiós, historia, adiós. El abandono del pasado en el mundo actual. Oviedo, 2012. 
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independencia de las formas externas que se puedan adoptar, los que permiten rastrear la 
presencia de lo jurídico en cualquier espacio y en cualquier tiempo: la formalidad, la 
regularidad, la perdurabilidad, la repetibilidad, la coercibilidad), para investigar diferencias 
temporales, continuidades y discontinuidades, rupturas y velocidades de cambio, tomando 
como referencia ese orden jurídico, ese ordenamiento sedimentado, a modo de 
precipitado final, donde se acaban por recoger y condensar todos los elementos que 
forman la cultura de una determinada sociedad. El Derecho no deja de ser un aparato 
simbólico orientado a la disciplina social que ha de tener en cuenta todo cuanto esa misma 
sociedad genera y le ofrece y con lo que esa sociedad comulga, en palabras de S. Rodotà2. 

 
Uno de los elementos que la Modernidad y su concepción del orden jurídico nos ha 

transmitido y enseñado de forma inapelable - al mismo tiempo que indiscutible - es que el 
Derecho no deja de ser, a fin de cuentas, fruto de una decisión política, fruto de una 
voluntad poderosa que opera sin auténticos frenos éticos, morales o propiamente 
jurídicos más que los puramente formales, y que se conduce, por tanto, en los límites 
externos del orden jurídico para configurar precisamente ese mismo orden. C. Schmitt 
tenía, pues, razón respecto al origen de todo fenómeno jurídico y al sucesivo modo de 
pensarlo y estudiarlo. El Derecho ni es orden o configuración concretos, ni es regla 
estricta, sino que su origen, su nacimiento, su eclosión, solamente se pueden efectuar 
desde los márgenes externos de ese ordenamiento, fuera y por encima del mismo. Es 
decisión pura y simple en casos excepcionales y con resultados asimismo de excepción. El 
origen primero del Derecho no puede ser jurídico, sino que debe entenderse referido a 
otra dimensión previa y superior, prejurídica por tanto, con independencia de que después 
sea perfectamente acantonada y delimitada por la normatividad subsiguiente3. Esta idea 
clave será retomada más adelante por lo que de relieve tiene de cara al armazón 
conceptual de nuestro discurso: el primer Derecho, el Derecho fundador, en cuanto que 
objetivización del sentir jurídico de cualquier comunidad o de sus dirigentes en particular, 
no puede nacer del Derecho mismo, inexistente hasta ese preciso instante, sino que 
procede de otros universos alternativos o paralelos, de otras dimensiones que son las 
encargadas de dar cuerpo a ese edificio final que conocemos como orden jurídico y 
dentro del cual tratamos de habitar todos con mayor o menor fortuna. 

 
La subsunción e identificación del Derecho en el Estado y con el Estado y la 

consiguiente estatalización de toda cuanta producción jurídica se ha venido gestando 
desde comienzos del siglo XIX hasta nuestros días, negando otras fuentes u otros cauces 
generadores al margen del omnipresente y omnipotente aparato político público, ha 
derivado en ese monstruo del estatalismo en el que estamos embarcados - así como en su 
consecuencia más inmediata y conocida por lo que afecta a la producción y comunicación 
del Derecho: el absolutismo jurídico, descrito magistralmente por Paolo Grossi4 -, un 

                                                           
2 Vid. S. Rodotà, La vida y las reglas. Entre el derecho y el no derecho. Traducción de Andrea Greppi. Prólogo de 
José Luis Piñar Mañas. Madrid, 2010, pp. 25 ss. 

3 Vid. C. Schmitt, Sobre los tres modos de pensar la ciencia jurídica. Estudio preliminar, traducción y notas de 
Montserrat Herrero. Madrid, 1996 (= ahora recogido en Posiciones ante el derecho. Edición, estudio 
preliminar, traducción y notas de Montserrat Herrero. Madrid, 2012, pp. 243 ss.). 

4 Vid., entre otros muchos trabajos, P. Grossi, Assolutismo giuridico e diritto privato. Milano, 1998; Mitología 
jurídica de la modernidad. Traducción de Manuel Martínez Neira. Madrid, 2003; y Derecho, sociedad, Estado. 
Traducción de José Ramón Narváez. México, 2004. 
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estatalismo dominante y absorbente, aunque en la actualidad con muchas vías de agua que 
cuestionan la infalibilidad de antaño por parte de ese centro productor del universo 
jurídico5. Otros momentos históricos, vinculados a periodos autoritarios, de fuerte 
concentración de poder, aceptarían asimismo este postulado, este diagnóstico o esta 
lectura, aunque se esforzaron por disimularlo mejor, por mirar hacia otros lados, hacia 
otras legitimidades o por creer que otras fórmulas eran posibles y practicables, aunque 
camufladas. Los productos normativos de la época moderna (Constituciones, Códigos, 
Leyes, etc.) nacen de una afirmación o decisión imperativa de quien tiene residenciado en 
sus manos el poder normativo superior, ejercitado de una forma irrestricta y suprema, sin 
tener en cuenta legados, herencias o dependencias del signo que sean. El Derecho pasa a 
ser creado de la nada, sin anclajes, ni tampoco lastres que lo hipotequen a ciertas 
decisiones, legados o a ciertos contenidos anteriores, los cuales, en caso de comparecer, lo 
hacen en virtud de la autorización que supone esa voluntad creadora y no en virtud de 
ninguna fuerza intrínseca situada fuera de los cauces jurídicos. El pasado existe (continúa 
existiendo) en la medida en que el presente lo acepta y lo reconoce, dejando, por ende, de 
ser pasado para convertirse en lo segundo, en presente a todos los efectos. Eso, en forma 
resumida, es la soberanía. Sólo la voluntad de poder es capaz de hacer que el Derecho 
nazca y florezca, tal y como quiere el que toma la decisión que da contenido a ese 
Derecho. Y sólo esa voluntad puede dar una fecha de caducidad o de validez, puede 
cancelar o perpetuar a aquél. Define qué es el Derecho, cómo será el Derecho, y define 
cuánto ha de durar ese Derecho creado ex nihilo. Si el Derecho, lo jurídico, adquiere 
virtualidad precisamente en aras de una decisión política prejurídica o previa a toda 
ordenación normativa, es lógico inferir de todo esto que la correcta comprensión del 
orden jurídico final resultante solamente se puede alcanzar teniendo en cuenta ese 
momento político previo, ese factor o conjunto de factores metajurídicos que acaban por 
alumbrar lo jurídico con viabilidad y en plenitud de condiciones, que acaban por definirlo 
y por delinearlo. De esta forma, es imposible comprender los mecanismos del Derecho 
sin tomar en consideración el ambiente político (más ampliamente, cultural, civilizador) en 
que tal orden jurídico se imbrica, esto es, el pensamiento político (y de otro signo, pero, 
sobre todo, el político en la medida en que es, por excelencia, el relativo a la función o 
misión del poder, ordenador de la realidad social y arquitecto definitivo de la misma), 
gestado por, para y con la consecuencia final de una determinada decisión que se hace 
Derecho. O dicho de otra manera: la realidad jurídica no puede ser jamás comprendida 
sin tomar en cuenta el pensamiento político (y otros, según lo advertido, no obstante su 
hegemonía) que la subyace, que la condiciona y que la crea. Para ello, se necesita de la 
Historia nuevamente, para incardinar ese pensamiento en el seno del tiempo, para 
comprender textos, pretextos y contextos, para eludir paradigmas ante la multiplicidad de 
conflictos, contingencias y situaciones, para ligar teorías y experiencias, relaciones de los 
seres humanos entre sí y con las instituciones sociales, en fin, para vincular praxis y 
dogmas, abstracciones y tradiciones. No se olvide, con J. G. A. Pocock, que el 
pensamiento político es una secuencia de actos de habla realizados por los agentes en un 

                                                           
5 Entendiendo ese Estado-Nación como aquel aparato que posee el monopolio del poder político y de la 
fuerza, que organiza con autonomía el espacio descrito como nacional, que controla la economía y que 
está dotado de una clara capacidad de domesticación social y cultural. Para su declive actual, vid. M. 
Stolleis, “¿Qué viene después del Estado nacional soberano? ¿Y qué puede decir al respecto la Historia del 
Derecho?”, en La textura histórica de las formas políticas. Edición, presentación y traducción de Ignacio 
Gutiérrez Gutiérrez. Madrid, 2011, pp. 103-117. 
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contexto de prácticas sociales y situaciones históricas, expresados en unos lenguajes 
políticos imprescindibles para llevarlos a cabo y que efectivamente intentan 
materializarse6. Del pensamiento político, piedra angular de la sociedad, por elevación, 
pasamos a todo el conjunto de creencias y actitudes que acaban por envolver la dinámica 
de un determinada colectividad humana y que articulan su capacidad de reacción ante los 
sucesos, previstos o imprevistos, que la circundan. Es la cultura en su máxima expresión 
la que termina por dominar el escenario que habíamos iniciado con las normas puras, con 
la formulación de esas normas (fuentes) y con la recepción que de las mismas se hace por 
parte de autores, colaboradores, cómplices y destinatarios de todas aquéllas. Una 
Constitución, como será el caso concreto que examinaremos en este trabajo, no es 
comprensible si se analiza desde la óptica solitaria y formal del Derecho, desde su mundo 
autorreferencial o autopoyético. Es posible ese análisis y puede ser indispensable punto de 
arranque, pero, a todas luces, es insuficiente, incompleto, defectuoso. El texto se debe 
hacer carne, debe salir de sí mismo, debe volcarse en la realidad para consolidarla o para 
cambiarla. Se precisa algo más que la simple letra, sílaba, palabra o voz: se necesita el 
texto, sus variantes, sus redacciones, el sentido de cada palabra o de cada signo 
ortográfico, el ambiente en que se engendra, su proceso de creación y de discusión, los 
acuerdos y transacciones que lo hacen avanzar, y la lectura que efectúan del propio texto 
sus plurales lectores, una vez que éste ha sido concluido y dado a la luz, y siempre y 
cuando la pluralidad de lecturas esté consentida. Un conocimiento completo de la 
Constitución, como de cualquier otra norma, sólo puede resultar exitoso, si se hace lo 
propio con la vida política, social, económica, etc., que la precede, que la ilumina y que 
finalmente le da la vida. Una norma sólo es cognoscible y comprensible si se averigua y se 
penetra en el universo mental de las personas que contribuyeron a su elaboración o a su 
establecimiento. Aquí llega, pues, el momento gaditano como auténtico punto de 
arranque de estas disquisiciones acerca del valor mismo del texto constitucional 
doceañista desde la perspectiva de sus responsables directos, esto es, el valor o sentido de 
aquella primera Constitución contemplada desde la óptica de sus propios fautores antes 
que desde la perspectiva hodierna de sus lectores actuales: nosotros mismos. Hay que 
volver al lenguaje genuino de 1812 y esto nos va permitir repensar la Constitución de 
Cádiz. 

 
2. Festejos 
 
Ha sido el pasado año 2012 un momento de fastos hispánicos e incluso – y no en 

medida menor – americanos, aunque las perspectivas, los enfoques y los efectos en cada 
uno de los hemisferios responden a parámetros radicalmente distintos, como Historia e 
historiografía han demostrado en tiempos recientes7, fastos que implican 

                                                           
6 Vid. J. G. A. Pocock, Pensamiento político e historia. Ensayos sobre teoría y método. Traducción de Sandra 
Chaparro Martínez. Madrid, 2011. Cap. V, p. 81. 

7 Vid., por todos, J. M. Portillo Valdés, Crisis atlántica. Autonomía e independencia en la crisis de la monarquía 
hispánica. Madrid, 2006, pp. 29 ss.; y además A. Annino (coord.), La revolución novohispana, 1808-1821. 
México, 2010; A. Colomer Viadel (coord.), Las Cortes de Cádiz, la Constitución de 1812 y las Independencias 
Nacionales en América. Valencia, 2011; A. Annino – M. Ternavasio (coords.), El laboratorio constitucional 
iberoamericano: 1807 / 1808-1830. Madrid–Frankfurt am Main, 2012; G. Butrón Prida (ed.), Las Españas y las 
Américas: los españoles de ambos hemisferios ante la crisis de independencia. Cádiz, 2012; y F. J. Díaz Revorio – M. 
Revenga Sánchez – J. M. Vera Santos (dirs.), La Constitución de 1812 y su difusión en Iberoamérica. Valencia, 
2012. 



Historia et ius www.historiaetius.eu - 3/2013 - paper 6 

6 

bibliográficamente proliferación de estudios y ensayos, números monográficos de revistas 
de todo signo y especialidad8, compilaciones, resultado todo ello de seminarios, jornadas 
de estudios, mesas redondas, simposios y congresos, más o menos oficiales, más o menos 
remunerados, más o menos felices, más o menos profundos, dignos de ser tomados en 
consideración. En ese pasado año conmemorativo, decimos, parece haber sido la 
Constitución de Cádiz el tema por antonomasia con exclusión de cualquier otro, salvo los 
que puedan introducirse por vías colaterales (y la producción bibliográfica lo viene 
acreditando desde hace un tiempo)9. Ha sido el pasado año, reiteramos, un año de 

                                                           
8 Hasta donde tenemos conocimiento, han efectuado monográficos gaditanos, con fortuna desigual, las 
siguientes revistas: Rechtsgeschichte. Zeitschrift des Max-Planck-Instituts für europäische Rechtsgeschichte, nº. 16 
(2010), en relación al Constitucionalismo hispanoamericano con alguna mención (mínima) a Cádiz; el 
Anuario de Historia del Derecho Español, nº. LXXXI (2011); la Revista de Derecho Político, nº. 82 (septiembre-
diciembre, 2011); y nº. 83 (enero-abril, 2012). Monográfico sobre la Constitución Española de 1812 (1 y 2); Teoría 
& Derecho. Revista de Pensamiento Jurídico, nº. 10 (2011). La Constitución de 1812: miradas y perspectivas; Letras 
Libres. Edición España, nº. 126 (marzo, 2012); Verbo. Revista bimestral de formación cívica y de acción cultural según 
el derecho natural y cristiano. Año L, nº. 505-506 (mayo-junio-julio, 2012). El “otro” Cádiz. Una revisión 
problemática de los orígenes del constitucionalismo hispánico; Historia Constitucional, nº. 13 (septiembre, 2012), sobre 
la proyección internacional de la Constitución de 1812; Mercurio. Fundación José Manuel Lara, nº. 146 
(diciembre, 2012); la Nueva Revista de Política, Cultura y Arte, nº. 137 (2012). Especial Doscientos años de la 
Pepa, pp. 3-56; y los Anales de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas. Año LXIV, nº. 89. Curso 
Académico 2011-2012 (2012). 

9 Vayan por delante algunas de las más relevantes publicaciones de los últimos años sobre el particular 
momento gaditano, sin ánimo exhaustivo: F. Suárez Verdeguer, Las Cortes de Cádiz. 2ª edición. Madrid, 
2002, pp. 121 ss.; M. Artola (ed.), Las Cortes de Cádiz [= Ayer, n º. 1 (1991)]. Madrid, 1991 (Reedición, 
Madrid, 2003); J. Álvarez Junco – J. Moreno Luzón (eds.), La Constitución de Cádiz: historiografía y 
conmemoración. Homenaje a Francisco Tomás y Valiente. Madrid, 2006; J. S. Pérez Garzón, Las Cortes de Cádiz. El 
nacimiento de la nación liberal (1808-1814). Madrid, 2007, pp. 247 ss; y Cortes y constitución en Cádiz. La revolución 
española (1808-1814). Madrid, 2012; C. Garriga – M. Lorente, Cádiz, 1812. La Constitución jurisdiccional. 
Epílogo de Bartolomé Clavero. Madrid, 2007; J. Varela Suanzes-Carpegna, “Las Cortes de Cádiz y la 
Constitución de 1812”, en A. Moliner (ed.), La Guerra de la Independencia en España (1808-1814). Barcelona, 
2007, pp. 385-423; Política y Constitución en España (1808-1978). Prólogo de Francisco Rubio Llorente. 
Madrid, 2007; La teoría del Estado en las Cortes de Cádiz. Orígenes del constitucionalismo hispánico. 2ª edición. 
Prólogo de Ignacio de Otto. Madrid, 2011; “Las Constituciones de 1812 y 1978 (Ruptura y continuidad)”, 
en El Cronista del Estado Social y Democrático de Derecho, nº. 33 (enero, 2013), pp. 68-72; “La Costituzione di 
Cadice nel contesto spagnolo ed europeo (1808-1823)”, en Quaderni Fiorentini per la Storia del Pensiero 
Giuridico Moderno, nº. 41 (2012), pp. 223-250; y La monarquía doceañista (1810-1837). Avatares, encomios y 
denuestos de una extraña forma de gobierno. Madrid, 2013; J. Vilches, Liberales de 1808. Prólogo de José Maria 
Marco. Madrid, 2008; M. Artola – R.- Flaquer Montequi, II. La Constitución de 1812. Colección Las 
Constituciones Españolas, dirigida por Miguel Artola. Madrid, 2008; J. Lasarte, Las Cortes de Cádiz. 
Soberanía, separación de poderes, Hacienda, 1810-1812. Madrid, 2009; y La contribución extraordinaria de guerra de la 
Junta Central y las Cortes de Cádiz, 1810-1813. Orígenes de la imposición personal en España. Cádiz, 2012; S. 
Scandellari, Da Bayonne a Cadice. Il processo di trasformazione costituzionale in Spagna: 1808-1812. Messina, 2009, 
pp. 175 ss.; F.-J. De Vicente Algueró, ¡Viva la Pepa! Los frutos del liberalismo español en el siglo XIX. Madrid, 
2009, pp. 21 ss.; A. Fernández García, Las Cortes y la Constitución de Cádiz. Madrid, 2010; La Constitución de 
Cádiz (1812) y Discurso Preliminar a la Constitución. Edición, introducción y notas de Antonio Fernández 
García. 2ª edición. Madrid, 2010; Textos constitucionais de Portugal e Espanha, 1808-1845 – Textos constitucionales 
de Portugal y España, 1808-1845 – Constitutional Documents of Portugal and Spain, 1808-1845. Editados por 
Antonio Pedro Barbas Homem, Jorge Silva Santos y Clara Álvarez Alonso (= Constitutions of the World from 
the late 18th Century to the Middle of the 19th Century. Sources on the Rise of Modern Constitutionalism – Verfassungen 
der Welt vom späten 18. Jahrhundert bis Mitte des 19. Jahrhundert. Quellen zur Herausbildung des modernen 
Konstitutionalismus. Editor in Chief – Herausgegeben von Horst Dippel Europa. Vol. 13). Berlín – New 
York – Göttingen, 2010, pp. 159 ss.; J. A. Escudero, Las Cortes de Cádiz: génesis y reformas. Madrid, 2010; C. 
Garriga (coord.), Historia y Constitución. Trayectos del constitucionalismo hispánico. México, 2010; P. García 
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aparente festividad, solaz recreación y felicidad constitucionales, a la par que liberales y 
democráticas en su máxima expresión, sobre la inabarcable materia doceañista10. Pero 

                                                                                                                                                                                     
Trobat, Constitución de 1812 y educación política. Madrid, 2010; M. C. Mirow, “Visions of Cádiz: the 
Constitution of 1812 in historical and constitutional thought”, en Studies in Law, Politics and Society, vol. 53 
(2010), pp. 59-88; C. Reyero, Alegoría, nación y libertad. El Olimpo constitucional de 1812. Madrid, 2010; J. A. 
Escudero (dir.), Cortes y Constitución de Cádiz. 200 años. Madrid, 2011. 3 tomos; I. Fernández Sarasola, La 
Constitución de Cádiz. Origen, contenido y proyección internacional. Madrid, 2011; y Los constituyentes asturianos en las 
Cortes de Cádiz. Antología de discursos. Gijón, 2012 ; M. Moreno Alonso, La Constitución de Cádiz. Una mirada 
crítica. Epílogo de Jorge de Esteban. Sevilla, 2011; y La Constitución de Cádiz. Historia de una utopía. Sevilla, 
2012; M. T. Regueiro García, Relaciones Iglesia-Estado. Afrancesados y Doceañistas. Valencia, 2011; T. - R. 
Fernández Rodríguez, La Constitución de 1812: utopía y realidad. Madrid, 2011; R. Morodo, Las Constituciones 
de Bayona (1808) y Cádiz (1812). Dos ocasiones frustradas. Madrid, 2011; P. García Trobat – R. Sánchez Ferriz 
(coords.), El legado de las Cortes de Cádiz. Valencia, 2011; C. Wentzlaff-Eggebert (ed.) – M. Traine (coord.), 
Cádiz y la Constitución de 1812. Esbozos para la construcción de una identidad cultural europea. La Plata, 2011; A. 
Rivero, La constitución de la nación. Patriotismo y libertad individual en el nacimiento de la España liberal. Madrid, 
2011; M. J. Terol Becerra, La Igualdad ilustrada y revolucionaria en la Constitución de 1812. Valencia, 2012; AA. 
VV., Sobre un hito jurídico: la Constitución de 1812. Reflexiones actuales, estados de la cuestión, debates historiográficos. 
Edición a cargo de Miguel Ángel Chamocho Cantudo y Jorge Lozano Miralles. Jaén, 2012; R. Solís, El 
Cádiz de las Cortes. La vida cotidiana en la ciudad en los años de 1810 a 1813. Madrid, 2012; L. Martí Mingarro 
(coord.), Cuando las Cortes de Cádiz. Panorama Jurídico 1812. Jornada Conmemorativa del Bicentenario. México, 
2012; M. Escamilla Castillo – J. D. Ruíz Resa (eds.), Utilitarismo y Constitucionalismo: la ocasión de 1812. 
Madrid, 2012; M. A. Cortés – X. Reyes Matheus, Era cuestión de ser libres. Doscientos años del proyecto liberal en el 
mundo hispánico. Madrid, 2012; D. Repeto García (coord.), Las Cortes de Cádiz y la Historia Parlamentaria. The 
Cortes of Cadiz and Parliamentary History. Cádiz, 2012; A. Nieto García – E. Orduña Rebollo – M. Salvador 
Crespo, El bicentenario de las diputaciones provinciales (Cádiz, 1812). Serie Claves de Gobierno Local, nº. 14. 
Fundación Democracia y Gobierno Local. Madrid, 2012; M. I. Álvarez Vélez (coord.), Las Cortes de Cádiz y 
la Constitución de 1812: ¿la primera revolución liberal española? Madrid, 2012; J. – B. Busaall, Le spectre du 
jacobinisme. L’expérience constitutionnelle française et le premier libéralisme espagnol. Madrid, 2012; R. Lozano Merino 
(dir.), Cádiz, 1812. El encuentro de España y América en sus sueños de libertad y justicia. Madrid, 2012; L. López 
Nieto (coord.), Catecismos políticos de la Constitución de 1812: Antecedentes e influencia en Hispanoamérica. Madrid, 
2012; S. Gandarias Alonso De Celis – E. Prieto Hernández (coords.), Crónicas parlamentarias para la 
Constitución de 1812. Madrid, 2012; A. Ramos Santana (coord.), La Constitución de 1812. Clave del liberalismo en 
Andalucía. Sevilla, 2012; J. M. Terradillos Basoco (coord.), Política criminal de “La Pepa”. El Derecho penal de la 
cotidianeidad. Cádiz, 2012; AA. VV., El nacimiento de la política en España (1808-1869). Madrid, 2012; A. Lario 
– Del Barrio, F., Españoles, ya tenéis patria. De la Independencia a la Constitución. Madrid, 2012; y, el más 
reciente y premiado, M. Lorente – J. M. Portillo (dirs.), El momento gaditano. La Constitución en el orbe hispánico 
(1808-1826). Madrid, 2012. Cádiz lo impregnó todo en el año 2012 y en sus alrededores, con algunas 
curiosidades dignas de mención, como la edición facsimilar de aquella primera edición grabada y dedicada 
a las Cortes por Don José María Santiago en 1822 (Constitución Política de la Monarquía Española de 1812. 
Presentación de Ramón Jáuregui. Madrid, 2011, acompañada de un Estudio preliminar a la primera edición 
iconológica de la Constitución de Cádiz, debido a la pluma del Prof. S. M. Coronas González); la edición 
facsímil conmemorativa del Círculo Científico, con estudios de J. M. Aguadero Vázquez y C. Olaran 
Múgica. Madrid, 2012; el trabajo de Juan Cuellar Lázaro, La Constitución de 1812. La Pepa. Panorama histórico 
de España a principios del siglo XIX. Madrid, 2012, pp. 5-27; el volumen asimismo iconográfico 1812-2012. 
Una mirada contemporánea. 18 + 12. Ilustradores interpretan la Constitución. Madrid, 2012; la edición conjunta que 
se hace desde Alianza Editorial: Las Cortes de Cádiz y la Constitución de 1812. “Cádiz”, de Benito Pérez Galdós. 
Constitución de 1812. Madrid, 2012; el trabajo de A. González Troyano, La reinvención de un cuadro. Goya y “La 
Alegoría de la Constitución de 1812”. Madrid, 2012; la reedición de J. D. Gafo Muñiz, La legitimidad de las cortes 
y la constitución de Cádiz. Salamanca, 2012; o el curioso experimento de J. Maeso De La Torre – E. Gutiérrez 
Cruz, Historias de la Pepa al derecho y al revés. Cádiz, 2012, amén de innúmeras variaciones regionales sobre 
diputados ordenados por lugares de procedencia y con cierto sabor a panegírico localista que siguen 
demostrando el afán parroquiano de las instituciones públicas situadas detrás de tales publicaciones.. 

10 Para esta bibliografía prácticamente infinita, que no ha dejado de crecer en 2012 y 2013, vid. las 
abundantes referencias suministradas por los siguientes recursos electrónicos, que se consultan a 
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conviene mantener la cabeza fría para que no se obnubile nuestro juicio por las luces, la 
música y los cohetes que se desprenden de las fiestas a ella, a nuestra tan amada y tan 
exacerbada Constitución de 1812, vinculados. Es preciso, necesario y urgente recuperar 
vertiente y espíritu críticos, tan escasos comúnmente en los aledaños y podios de tales 
celebraciones, donde todo parece desbocado, exaltado, fruto del sentimiento antes que de 
la razón, y el denostado presentismo ya referido, imponiendo su modelo exclusivo y 
dictatorial de lectura del pasado, parece invadirlo y corromperlo absolutamente todo11. 

 
Hay que saber qué se celebra y por qué, a qué tipo de Constitución nos estamos 

refiriendo, si es que comparece alguna, a qué contenidos damos la impronta 
constitucional y la vitola de precursores, y con qué implicaciones y desarrollos efectuamos 
todo esto. Importa más lo primero, el qué, la esencia, la sustancia constitucional 
propiamente dicha, puesto que lo segundo, el motivo, la razón última, viene derivado de 
la respuesta que se dé a ese primer interrogante ontológico. Tanta celebración, pompa y 
ostentación puede entorpecer la labor del investigador y hacerle ser conducido 
pasionalmente por los mismos efluvios del siglo XIX que tanto contribuyeron a alterar la 
imagen gaditana como origen del Liberalismo y cuna del régimen constitucional en su 
plenitud más absoluta, cuando es conveniente recordar que Cádiz, a nuestro modesto 
entender y en adelante así lo justificaremos, no fue ni lo uno, ni lo otro totalmente, sino, 
antes bien, algo situado en las antípodas de esa lectura sentimental y romántica, tan del 
gusto decimonónico, puesto que ni lo uno, ni lo otro han existido nunca de forma pura, ni 
han nacido por generación espontánea, ni, por supuesto, han procedido a establecerse y 
consolidarse en un abrir y cerrar de ojos en país alguno12. Ni miedo o ira, ni prejuicios 

                                                                                                                                                                                     
comienzos del mes de abril del año 2013: el de la Biblioteca Virtual Miguel de Cervantes, dirigido por los 
Profs. Ignacio Fernández Sarasola y Fernando Reviriego Picón 
(http://www.cervantesvirtual.com/portales/constitucion_1812/); el de portal gaditano oficial para las 
conmemoraciones del Bicentenario (http://www.cadiz2012.es); el resumen de J.-R. Aymes, “La 
commémoration du bicentenaire de la Guerre d’Indépendance (1808-1814) en Espagne et dans d’autres 
pays”, en Cahiers de Civilisation Espagnole Contemporaine, nº. 7 (2010). De 1808 au temp présent 
(http://ccec.revues.org); o la síntesis de AA. VV., La Constitución de Cádiz. Una España reformada. Pequeña 
selección bibliográfica. Pamplona, 2012. Un buena puesta al día con crítica bibliográfica a raudales se puede 
encontrar en B. Clavero, “Cádiz en España: signo constitucional, balance historiográfico, saldo 
ciudadano”, en C. Garriga – M. Lorente, Cádiz, 1812, ed. cit., pp. 447-526 [aparecido también en A. 
Ramos Santana (coord.), Lecturas sobre 1812. Cádiz, 2007, pp. 21-71]. Recientemente, vid. J. M. Vallejo 
García-Hevia, “Sobre Cádiz y su Constitución desde la Historia Política”; y M. Serna Vallejo, “Un mosaico 
de las Cortes de Cádiz y su obra legislativa desde la pluralidad historiográfica y la interdisciplinariedad (A 
propósito de cinco publicaciones recientes)”, en Anuario de Historia del Derecho Español, nº. LXXXII (2012), 
pp. 785-819 y pp. 821-861, respectivamente. 

11 Frente a ese panorama de estudios homogéneos y ortodoxos, de lo que dan buena cuenta manuales de 
Historia del Derecho y de Historia Constitucional, cuya cita ahorramos al lector, todos ellos con la calidad 
de ser sumamente descriptivos y anticipadores de tiempos actuales o proyectores hacia el pasado de 
caudales conceptuales contemporáneos, cabe destacar la voz disonante, heterodoxa y heterogénea de B. 
Clavero, explicitada en varios trabajos, entre los que merecen ser destacados Evolución histórica del 
constitucionalismo español. 1ª edición. 2ª reimpresión. Madrid, 1986, pp. 29 ss.; Manual de historia constitucional de 
España. Madrid, 1988, pp. 23 ss.; Ama Llunku, Abya Yala: Constituyencia Indígena y Código Ladino por América. 
Madrid, 2000, pp. 235 ss.; y, sobre todo, “Cádiz como Constitución”, en Constitución Política de la Monarquía 
Española promulgada en Cádiz a 19 de marzo de 1812. Volumen II. Estudios. Sevilla, 2000, pp. 75 ss. 

12 Cádiz es, sobre todo, el fruto primero de un Romanticismo político que anticipa en varios años el 
Romanticismo literario, de acuerdo con lo expuesto en su momento por J. L. López Aranguren, Moral y 
sociedad. Introducción a la moral social española del siglo XIX. 4ª edición. Madrid, 1982, pp. 37 ss. 

http://www.cervantesvirtual.com/portales/constitucion_1812/
http://www.cadiz2012.es/
http://ccec.revues.org/
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distorsionadores o exaltaciones patrióticas, ni críticas sin fundamento o encumbramientos 
pasionales: nada de todo eso tan reprobable y de dudosa utilidad científica, nada de eso, 
repetimos, debe ser empleado para tratar el conglomerado gaditano13. Hay que buscar el 
dato frío, el texto iluminador y el contexto que lo engloba. Todo proceso histórico, 
máxime en tiempos de cesura, de renovación, de apertura de nuevas eras y de sepultura de 
las antiguas, tarda en cuajar, en abrirse paso y en asentarse. De ahí lo interesante del 
estudio de esos drásticos períodos de transición, más o menos amplia, en que las 
transformaciones van fraguándose de forma lenta y pausada, pero constante, implacable y 
segura. Cádiz y su Constitución pueden ser un ejemplo de todo esto, de coexistencia 
deliberada de pasado y de presente, con unos ritmos de cambio que no acaban de ser 
percibidos con claridad, lo cual dificulta sobremanera su contemplación. 

 
Pero, por encima de todas las cosas, hay que saber qué se estudia, qué se celebra, qué 

es objeto de conmemoración y, sobre todo, con qué óptica, con qué perspectiva fidedigna 
y respetuosa para con los materiales a emplear se elabora el discurso, dado que esto 
último aludido, el punto de vista, es el quid de la Historia en su conjunto. La perspectiva 
final del historiador o del investigador es lo que se debate en suma y lo que hace que 
cualquier tema histórico nos lleve a preguntarnos por los rudimentos de nuestro propio 
oficio. Podemos afirmar de esta forma que hay dos visiones irreconciliables que atrapan 
entre sus redes a todo historiador: la del pasado que se trata de estudiar y la del presente 
desde donde se investiga, se piensa y al que se dirige su mensaje. ¿A cuál hacer caso? 
¿Cuál predomina, cuál rige, cuál termina por imponerse? ¿Cuál de ellas está investida de 
razón? ¿En qué consiste realmente el papel del historiador? ¿Hablar del pasado, tal y 
como el pasado nos habla y traducirlo al lenguaje del presente, simple y llanamente y sin 
interferencia hermenéutica alguna? ¿O bien interpretarlo desde el hoy y con arreglo a ese 
presente, hasta hacerlo de todo punto irreconocible? Volviendo a nuestro tema principal y 
aplicando esta anterior reflexión, se puede decir que hay una Constitución de Cádiz de 
1812, datada en tal fecha concreta, y otras, muchas, Constituciones de Cádiz 
interpretables, que se han ido leyendo y esbozando a lo largo de los siglos XIX, XX y 
ahora el actual XXI. Hay una Constitución de Cádiz de la que nos hablan los diputados y 
personajes públicos doceañistas en sus textos y de la que dan buena cuenta los periódicos 
de la época, texto que todos ellos conocen bien, del que están empapados y que saben 
definir a la perfección, y hay otras Constituciones de Cádiz que parten de aquélla, se 
desenvuelven en lecturas singulares, sesgadas, partidistas y parciales, y llegan a otros 
destinos contemporáneos que no han de coincidir con el espíritu de esa carta magna 
aludida, es decir, que la interpretan en función de intereses que nada tienen que ver con el 
ambiente gaditano en que se gestó la propia Constitución. Debemos siempre tomar en 
consideración la primera u originaria perspectiva, la que nos conduce a aquella primitiva 
Constitución de 1812, leída a través de las lentes que nos suministran los propios hombres 
actores de 1812 y su entorno, porque es ésta la que nos guiará hacia la realidad histórica 
primigenia y no hacia las visiones intermedias que se han ido forjando y que finalmente 

                                                           
13 Lo que es usual en el caso periodístico, de lo que son ejemplos recientes los siguientes textos, 
recopilados sin ánimo exhaustivo, de R. Peralta, “La Constitución de 1812”, en La Razón (11.02.2012); de 
J. Velarde Fuentes, “La revolución del 19 de marzo”, en ABC (19.03.2012); de P. González Trevijano, 
“Cádiz: el sueño de una España mejor”, en ABC (19.03.2012); de varios autores, en el suplemento “El 
triunfo de la libertad”, en El Mundo (19.03.2012); y de M. Ramírez, “Aquellos días de 1812”, en ABC 
(29.08.2012). 
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han ido distorsionando el primitivo legado gaditano. Como había reclamado el 
humanismo renacentista para con los textos justinianeos, es imperativo abandonar glosa y 
comentario para recuperar el sabor genuino que desprendía el original texto gaditano, 
aquél que había sido sepultado de forma inmisericorde por las palabras de otros (los 
intérpretes presentistas, los rastreadores de esencias constitucionales sempiternas, los 
historiadores de la distorsión, los acendrados dogmáticos atrapados en sus conceptos 
eternos), palabras que perturbaban el correcto sentido de cada una de las expresiones 
genuinas de la Constitución de 1812. Es preciso, necesario y urgente, decimos, romper 
con la labor de intermediación protagónica que ciertos investigadores han venido 
desarrollando con sus construcciones y con sus lecturas, luego materializados en discursos 
de varia orientación y dirigidos siempre a justificar presentes a partir de pasados, es decir, 
a anticipar soluciones constitucionales hodiernas en tiempos preconstitucionales, a 
proyectar hacia épocas pretéritas lo que son creaciones típicamente contemporáneas, 
tratando de conseguir mayores dosis de legitimidad a través del recurso al tiempo. Nuestra 
labor no es participar en y del legado gaditano, no es inmiscuirnos en su formación y 
desarrollo, no es reproducir los debates o las polémicas más significativas tomando 
partido por unos u otros, ni conectar ese pasado con el presente, sino observarlo, 
analizarlo, comprenderlo e imbricarlo en su correspondiente instante, que es donde tiene 
que estar y es donde ha de ser verdaderamente comprendido en su más estricta pureza. 
Cádiz es un mundo del pasado que ya no está y ya no es para nosotros más que como 
sencillo recuerdo. Debe ser, por ende, captado de acuerdo con su propia cultura 
constitucional y no de acuerdo con la cultura constitucional que aparecerá tiempo después 
y que llega hasta nuestros días. Debemos recordarlo y debemos recordarlo tal y como se 
produjo en la medida en que los testimonios lo permitan. A ese pasado, pues, es al que 
hay que volver si se quiere comprender lo que allí sucedió entre 1810 y 1812. Hay que 
dejar que los textos gaditanos hablen su propio lenguaje, que digan lo que tienen que decir 
en su propio contexto, dentro de su propio universo mental, por la boca de los 
protagonistas que pronunciaron sus discursos y se enzarzaron en sus debates; hay que 
excluir de plano lo que nosotros queremos que digan, el intento de encajar en nuestra 
mentalidad, en nuestro mundo conceptual, aquello que en Cádiz estaban siendo 
prefigurado o anticipado. Lo mismo pasa con los silencios que allí abundan: hay que 
entenderlos en su debido sentido y en su adecuado momento. Cuando se calla o cuando 
no se dice algo, también hay valores subyacentes y motivos ocultos. Ni debemos poner en 
la boca de los hombres públicos de aquel tiempo palabras y conceptos que no 
pronunciaron, ni tampoco, por supuesto, hacerles decir por vía de interpretación nuestra 
actual cosas para las que no estaban preparados de ninguna de las maneras o que ni 
siquiera pasaban por sus cabezas. 

 
Por eso, reclamamos la atención del lector para detenernos en el principio que, en este 

caso como en el bíblico, era también el verbo. Y al verbo, a las palabras, hay que hacer 
alusión inmediata. Basta abrir cualquier ejemplar, facsímil o no, de la Constitución de 
Cádiz, de los múltiples que han circulado abundantemente en el pasado año 2012, o 
cualquier ejemplar original de los varios editados en su momento14, para comprobar que 
nos hallamos - antes de nada y nada menos que - ante un Constitución Política de la 

                                                           
14 Para las tribulaciones del texto constitucional en sus primeros meses de existencia, vid. el completo 
estudio de C. Muñoz De Bustillo Romero, “Cádiz como impreso”, en Constitución Política de la Monarquía 
Española promulgada en Cádiz a 19 de marzo de 1812. Volumen II. Estudios, ed. cit., pp. 7-73. 



Historia et ius www.historiaetius.eu - 3/2013 - paper 6 

11 

Monarquía Española. Ése es su nombre. El simple título ya nos da muchas pistas acerca del 
destino que ha de impulsar la investigación. Constitución política significa, en el lenguaje 
de la época, que no es la única forma o manera bajo la cual se presenta un texto 
constitucional en ese tiempo. Si así fuese, si sólo existiese un modelo de Constitución, 
estaría de sobra el adjetivo y no es el caso, ni mucho menos. El adjetivo calificativo es 
algo más; se eleva por encima de cualquier mera descripción y tiene carácter definidor de 
la esencia de aquel sustantivo al que acompaña de modo inescindible. Hay una 
Constitución que se dice política, vinculada a la libertad que así se califica, de lo que se 
infiere que hay otra suerte de Constituciones al margen de ésta (militar, fiscal, eclesiástica, 
etc.), las cuales, en principio, quedan excluidas de la dinámica que el texto gaditano dice 
encarnar y quiere dirigir. Son otra cosa y permanecen en lugar discretamente separado. Su 
objeto no es lo político y, dentro de este contexto, tampoco lo es la libertad política, 
materia principal que se trata de asegurar en primera instancia a través de la Constitución 
misma así calificada. Ése es el cometido primigenio del texto gaditano. Garantizar la 
libertad política y fortalecerla. Luego vendrá asimismo la libertad civil de los individuos 
que forman la Nación, pero lo primero, lo que ha de construirse o reconstruirse en lugar 
preeminente es el edificio político, con sus poderes o potestades, con su moderación 
gubernativa, con su felicidad pública como objetivo de toda acción del poder, con los 
deberes de los ciudadanos antes que con sus derechos, con la obediencia, la sujeción, el 
sometimiento. Todo esto forma la base esencial, el esquema monárquico-nacional para 
que la libertad política sea recuperada tras años de olvido y desprecio, y sea asegurada de 
cara al futuro. En el fondo de todo esto, la Nación, antes que el individuo, está esperando 
la rehabilitación de este cauce de relaciones de dominación que implica aquella libertad 
que alumbra el arranque de la Constitución. Y la Nación comparece con sus notas 
definitorias que luego tipificaremos. La libertad la vuelve a edificar con solidez, 
apuntalamientos, refuerzos y ajustes mínimos. Esta tal libertad concebida en términos 
hispánicos, esto es, en términos católicos, que suponen el seguimiento, la aceptación y el 
acatamiento incondicionados de todos aquellos mandatos expedidos por una autoridad 
soberana debidamente formada y potencialmente legítima dentro de los cauces éticos 
(religiosos, esto es, católicos) que sirven de fundamento a todo el edificio público15, 
                                                           
15 Vid. J. M. Iñurritegui Rodríguez, “Biblioteca de religión en tiempos sin historia”, en P. Fernández 
Albaladejo – M. Ortega López, Antiguo Régimen y Liberalismo. Homenaje a Miguel Artola. 3. Política y Cultura. 
Madrid, 1995, pp. 175-187; y, sobre todo, J. M. Portillo Valdés, “La historia del primer constitucionalismo 
español. Proyecto de investigación”, en Quaderni Fiorentini per la Storia del Pensiero Giuridico Moderno, nº. 
XXIV (1995), pp. 303-373; “Los límites de la Monarquía. Catecismo de Estado y Constitución Política de 
España a finales del siglo XVIII”, en Quaderni Fiorentini, cit., nº. XXV (1996), pp. 183-263; “La libertad 
entre Evangelio y Constitución. Notas sobre el concepto de libertad política en la cultura española de 
1812”, en J. M. Iñurritegui – J. M. Portillo (eds.), Constitución en España: orígenes y destinos. Madrid, 1998, pp. 
139-177; La Nazione cattolica. Cadice 1812: una costituzione per la Spagna. Manduria – Bari – Roma, 1998, pp. 3 
ss.; y, con más detalle y detenimiento, Revolución de nación. Orígenes de la cultura constitucional en España, 1780-
1812. Madrid, 2000, passim. El catolicismo no sólo es el sustento intelectual del aparato político del 
Antiguo Régimen, en tanto en cuanto formula una teoría sobre los orígenes del poder (Dios, si bien con 
varios recorridos posteriores) y sobre sus límites específicos (Leyes Fundamentales, Derecho Divino, 
Derecho Natural, etc.): es también un instrumento que ilumina el modo concreto en que ese poder debe 
ser ejercitado, el cómo de ese poder puesto al servicio de la religión y difundido por cauces religiosos y 
teológicos. Por eso, el catolicismo es antipolítico, rabiosamente antipolítico, porque organiza políticamente 
la tierra de un modo opuesto a los cauces públicos ordinarios mundanos, es decir, es político a su manera 
y no de una forma moderna. No precisa de ninguna instancia intermedia para generar relaciones de poder 
o para desarrollar ese poder (bajo la forma de alternativos sujetos públicos, cuerpos legislativos u 
organismos legitimados por diferentes vías, etc.), puesto que cierra espacios de cualquier género que sean 
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supone la articulación de un aparato complejo de poderes, derechos y deberes que 
responde a unas exigencias concretas, a una visión muy singular de tal libertad, ligada más 
a las concepciones teológicas de los tiempos preconstitucionales que a los espacios 
individuales abiertos y generales que supone la libertad en su moderna acepción ya 
definitivamente constitucional. La libertad implica a la voluntad de los súbditos, a su 
destino, mientras que el germen de donde emana ese deber, la soberanía, concordando 
con la ley natural, se recluye en los márgenes de la inteligencia, de la razón. Los artículos 
13 y 14 de la Constitución serán claros en este sentido y dan la clave de aquello que se 
quiere reconstruir en un sentido sucesivo: felicidad de la Nación, bienestar de los 
individuos que la componen y Monarquía moderada, como culminación política de todo 
esto y garantía final de la efectividad de tal libertad. De la Nación, pasando por los 
individuos, hasta llegar a la forma de poder solidificada. El adjetivo, por ende, no califica 
sin más al sustantivo, sino que desempeña una labor más profunda: introduce unas 
coordenadas públicas de deber, de obediencia, de sumisión, de sometimiento, por donde 
va a discurrir la vida constitucional futura, todo ello de acuerdo con el camino recto por el 
que había venido discurriendo la vida constitucional pasada o por el que debería haber 
transitado aquélla. Eludiendo abstracciones, el objeto que se persigue no es la libertad 
etérea, la libertad sin más, incondicionada, sola y pura, sino una cúmulo de libertades 
específicas, varias de ellas en formas dispares, articuladas en torno a y presididas por la 
noción capital de libertad política que es la única capaz de tutelar efectivamente a la 
Nación y, tras ella, a los individuos que la componen, una libertad dirigida a asegurar los 
fundamentos de la Monarquía Nacional que presidía todo el diseño constitucional antes 
que a asegurar espacios de inmunidad para todos y cada uno de los ciudadanos. La 
libertad política es fuente de las restantes libertades, pero no es individual, sino nacional 
(al menos, en primera instancia), y no es natural, sino histórica16. Una libertad, en suma, al 

                                                                                                                                                                                     
al diálogo, a la intermediación, al consenso, dando alas a aquellas decisiones del poder soberano 
monárquico, unilaterales por definición, que no requieren de aceptación o negociación alguna, sino 
simplemente de acatamiento incondicionado. De aquí surge una idea de libertad política católica que 
apenas guarda conexión con la libertad de los modernos, una libertad, ésta antigua a la que nos estamos 
refiriendo, que está vinculada al cumplimiento de los mandatos racionales del poder y a la ausencia de 
cualquier atisbo de crítica en relación a los mismos. Como contrapunto, postulando la emergencia de un 
republicanismo de corte liberal frente al nacionalismo católico, vid. A. Rivera García, “Catolicismo y 
revolución: el mito de la nación católica en las Cortes de Cádiz (A propósito de José María Portillo Valdés, 
Revolución de Nación. Orígenes de la cultura constitucional en España, 1780-1812. CEPC. Madrid, 2000, 522 
páginas)”, en Araucaria. Revista Iberoamericana de Filosofía Política y Humanidades. Año 2, nº. 6 (Segundo 
Semestre de 2001), pp. 203-226; y “El concepto de libertad en la época de las Cortes de Cádiz”, en M. 
Chust – I. Frasquet (eds.), La Trascendencia del Liberalismo Doceañista en España y en América. Valencia, 2004, 
pp. 93-113; y J. L. Villacañas Berlanga, “La Nación Católica. Una aproximación histórico-conceptual”, en 
Res Publica Hispana. Revista de Filosofía Política., nº. 69 (2004). Biblioteca Saavedra Fajardo de Pensamiento 
Político Hispánico. Dirección en Internet: http://saavedrafajardo.um.es. 

16 La idea de una Política así concebida (more catholico) cala hondo en la propia Constitución y en varios de 
sus apartados. Hay una Política, pero es una Política al estilo antiguo, fuertemente mediatizada por el 
arranque católico del poder. Así, política es la sociedad sobre la que se proyecta la acción del gobierno 
para conseguir la felicidad de la Nación y cuya finalidad es el bienestar de los individuos que la componen, 
como proclama el art. 13. Política es la libertad de imprenta (art. 131, nº. 24 en relación con el art. 371) y 
es la libertad de la Nación que ha de respetar el rey en todo momento (art. 173 para el juramento real). 
Político es el gobierno de provincias (Título VI, Capítulo II), en oposición o como complemento al 
gobierno económico. Políticas son, finalmente, las ciencias que se enseñarán en las universidades y 
establecimientos literarios, al margen o al lado de las ciencias eclesiásticas (art. 368). Las citas al texto de la 
Constitución de Cádiz se hacen de acuerdo con R. Rico Linage, Constituciones históricas. Ediciones oficiales. 3ª 
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servicio del poder, no al servicio del individuo ciudadano o súbdito. Seguimos en tiempos 
de libertad antigua, de libertad premoderna, porque el debate no es la profundización en 
tal libertad o en sus clases, su extensión o ampliación a otras esferas, sino la definición 
exacta y primera de su existencia. La libertad católica se centra en o pivota sobre la 
cuestión de la aceptación de lo que dice la autoridad legítimamente constituida antes que 
en la libertad misma: es la facultad para obedecer o para desobedecer, de conformidad 
con el libre albedrío, pero siempre en el marco de unos cauces institucionales previos que 
acaban por condicionarla de modo extremo17. La Constitución – y para ello basta leer los 
arts. 4, 6, 7, 8 y 9, con extensión al art. 366 – se plantea en clave de deberes y no de 
derechos, en clave de obediencia y no de inmunidad y exención, en clave - debemos 
repetirlo - de libertad antigua y no de libertad moderna18. A mayores: la singular lectura de 
la igualdad, mediatizada por unos códigos ansiados que no pasan de ser recopilaciones 
ancianas con mejor estilo, eso sí, más perfectas y más completas, y un fuero único que 
brilla por su ausencia, además de corporaciones y gremios de todo tipo que no son 
erradicados del escenario social y político, tampoco ayudan en demasía a reforzar su 
carisma liberal, ni mucho menos19. 

 
Pero es, leemos también, una Constitución protectora de la libertad política dirigida a 

un sujeto determinado y aquí es donde se halla un segundo componente relevante: la 
Monarquía Española (que no la Nación, que aparece, por tanto, subsumida en el 
conglomerado que aquélla, con el rey a la cabeza, implica: es una Monarquía de la Nación 
que, consecuentemente, ha de ser calificada como Nación monárquica sin ningún género 
de dudas). Esto nos coloca ante un espacio institucional y territorial complejo, 
bihemisférico, extenso y compuesto, que es, al mismo tiempo, algo más que una forma de 
gobierno sempiterna, forjada en la Historia, indisponible por parte del común de los 
mortales, profundamente enraizada en el espíritu político de esos seres y de esas tierras 
que se tildan de monárquicas y que forma ese amplio y abrupto conglomerado conocido 
como Monarquía Hispánica, abarcando España e islas adyacentes, además de territorios 
repartidos por los tres continentes. La Monarquía es más que eso, es más que el 
entrelazamiento tradicional de personas, corporaciones, provincias y territorios alrededor 
del monarca: es la definición misma de la esencia política hispánica, es su radiografía 
perfecta. Es su alma porque lo ha sido desde tiempos remotos. La Constitución lo es de la 
Monarquía porque esa Monarquía es la única forma constitucionalmente posible y viable a 
la vista del expediente histórico que España tiene tras de sí. La Constitución es, se puede 
concluir, la Monarquía misma y no puede ser de otra forma sin quebrar el tracto histórico 
y pervertir el espíritu de la comunidad política. Si se opta por otra forma política, España 
(o las Españas) desaparecería como tal. Arrancaría la existencia de otra cosa diferente. 

                                                                                                                                                                                     
edición. Sevilla, 2010. 

17 Vid. A. Rivera García, Reacción y Revolución en la España liberal. Madrid, 2006, pp. 33 ss.; y J. López Alós, 
Entre el trono y el escaño. El pensamiento reaccionario español frente a la revolución liberal (1808-1823). Madrid, 2011, 
pp. 167 ss. 

18 Contraposición debida, como es sabido, a B. Constant, “De la libertad de los antiguos comparada con la 
libertad de los modernos (Conferencia pronunciada en el Ateneo de Paris. Febrero de 1819)”, en Escritos 
Políticos. Traducción, estudio preliminar y notas de María Luisa Sánchez Mejía. Madrid, 1989, pp. 257 ss. 

19 Para lo cual, vid. J. López Alós, “El concepto de igualdad en la revolución liberal”, en A. Ramos Santana 
– A. Romero Ferrer (eds.), 1808-1812: los emblemas de la libertad. Cádiz, 2009, pp. 297-312; y, del mismo, 
Entre el trono y el escaño, ed. cit., pp. 177-188. 
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Surgiría otro sujeto histórico ya no español, algo distinto y, como distinto, imprevisible, 
caótico, fuera de control, fuera de los cauces que la Historia ha trazado para delimitar las 
fronteras del poder político con ciertas dosis de regularidad, mesura y orden. Ésta es la 
parte basilar de la Constitución, sin la cual el texto mismo ni remotamente puede llegar a 
ser comprendido20. Lo que se hace en Cádiz es un tipo de Constitución (política como se 
ha indicado), dirigida a un sujeto concreto (la Monarquía). Pero, ¿qué Constitución aflora 
realmente en esos años? ¿Qué se discute? ¿Por qué se lucha exactamente, si es que se 
lucha por algo? Debemos mirar al inmediato pasado gaditano para comprender lo que allí 
se experimenta. 

 
La clave esencial estriba en la perspectiva con la que se debe examinar el complejo 

material forjado entre 1810 y 1812, ese mundo del ayer que se evaporaba ante los ojos de 
los contemporáneos, que se desvanecía de modo evidente e irremisible para los coetáneos, 
quienes decidieron unir fuerzas para pactar una suerte de disolución ordenada y paulatina 
de lo pretérito, una continuidad agotada, y así crear, idear o imaginar otro universo, para 
todo lo cual emplearon y ensamblaron muchas piezas, materiales, instrumentos y 
elementos tomados de ese mismo ayer que se estaba precipitando hacia su desaparición, 
es decir, que procedieron a construir un cosmos en apariencia nuevo a partir de los 
residuos, restos y reminiscencias que quedaban del antiguo, del único que conocían en 
profundidad, dando como producto algo que no puede ser calificado, en puridad, como 
una cosa, ni tampoco como la otra. Cádiz es un mundo exótico que se muestra ante 
nosotros como algo remoto, lejano, extraño: aparece un ser sin tiempo que tendría 
muchas dificultades para adscribirse a una era, la que se cerraba, o a otra, la que 
comenzaba a abrirse21. El mundo gaditano gira en torno a esta singular dualidad de planos 
temporales que se acercan, se tocan, se distorsionan, y, en cierta medida, también se 
confunden. Pasado y presente se dan la mano porque el horizonte constitucional fue 
construido sin marcar cesuras con el pasado más inmediato o más remoto, sin cancelación 
alguna de ese pasado, sin ruptura o fractura con el mismo (lo acredita la inexistencia de 
cláusula derogatoria alguna en el texto doceañista, cláusula que cancelase el pasado de 
forma contundente, como se indicará después), sino trabando un fructífero diálogo con 
aquél, invitándolo a incorporarse a la experiencia constitucional que, con nueva forma, 
método y sistema, comenzaba a caminar en septiembre de 181022. Toda la obra legislativa 
de Cádiz debe ser contemplada desde este prisma: pasado y presente imbricados, 
entroncados, fundidos, o confundidos, dando pie a una relación abierta y natural, 
cotidiana si se quiere, entre el hoy y el ayer, entre 1812 y los tiempos góticos, medievales, 
modernos o los inmediatamente anteriores del despotismo regio y, sobre todo, ministerial, 

                                                           
20 Sobre este sentido monárquico, pueden servir las caracterizaciones de C. E. Corona, “La doctrina del 
poder absoluto en España en la crisis del XVIII al XIX”, en Cuadernos de la Cátedra Feijoo, nº. 13 (1962), pp. 
7-46; S. Scandellari, “El concepto de soberanía en la literatura política española de finales del siglo XVII: la 
Monarquía de Peñalosa y Zúñiga”, en Trienio. Ilustración y Liberalismo, nº. 16 (1990), pp. 5-45; P. Fernández 
Albaladejo, Fragmentos de Monarquía. Trabajos de historia política. Madrid, 1992; y A. M. Hespanha, “Qu’est-ce 
que la Constitution dans les monarchies ibériques de l’époque moderne?”, en Themis. Revista da Faculdade de 
Direito da UNL. Año I, nº. 2 (2000), pp. 5-18. 

21 Vid. M. Lorente Sariñena, “De bicentenarios y otras cosas”, en Teoría & Derecho. Revista de Pensamiento 
Jurídico, cit., pp. 9-19, especialmente p. 9 y p. 18. 

22 Esta mixtura de los tiempos, planos o dimensiones históricos ha sido objeto de completo estudio y de 
contundente teorización por parte de R. Koselleck, Futuro pasado. Para una semántica de los tiempos históricos. 
Barcelona, 1993. 
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sin que nadie se rasgase las vestiduras, ni se asustase ante tamaña actuación porque la 
continuidad histórica estaba garantizada: el Derecho del pasado seguía siendo Derecho del 
presente. Las bases eran las mismas. Eso era lo usual. El ayer todavía era el hoy23. 

 
El sustento a todo esto lo proporcionaba un orden jurídico, reflejo de un más general 

orden cósmico, que apenas guarda relación con esa Modernidad a la que nos referíamos 
antes, esa Modernidad decisionista por voluntarista: un orden jurídico basado en el poder no 
consensual de un monarca cuyas decisiones se amparaban en su capacidad unilateral de 
determinación, en su pura voluntad, si bien guiada de cerca y condicionada por la razón, 
en su vertiente teórica y en su dimensión práctica, como la Escolástica española, con 
Suárez a la cabeza se había encargado de propugnar. La voluntad racionalizada permeaba 
todo el arranque de este orden. Un mundo jurídico, el del Antiguo Régimen, que 
difícilmente encajaba o aceptaba la idea de derogar o de abrogar, es decir, la idea de 
comienzo y de terminación de cualquier norma (en principio, todas subsisten en tanto en 
cuanto subsistiese la causa que justificaba el nacimiento de aquéllas, con independencia de 
su fecha de nacimiento o de descubrimiento), sino que confiaba en y a múltiples sistemas 
jurídicos, de dispar origen y evolución, yuxtapuestos y superpuestos, cada uno con sus 
propias fuentes de producción, que debían ser armonizados en cada caso concreto por 
jueces, magistrados y juristas de cara al hallazgo final de la Justicia, concebida como la 
equidad constituida particularizada que daba forma a aquella previa ruda equidad, materia 
informe que sustentaba todo el orden universal y le confería pleno sentido. Toda norma, 
sin excepciones más que puntuales, existía desde su creación divina por siempre y al 
mismo tiempo que cualquier otra, era descubierta por los hombres y, a través de ello, 
buscaba su participación práctica en la vida cotidiana, buscaba imponerse, sin que el 
fracaso aplicativo supusiese su erradicación. No era así cómo funcionaban los juristas del 
momento. Nada se desechaba, ni se eliminaba, sino que toda norma jurídica y su expresa 
formulación pasaban a formar parte del escenario común del Derecho y debía 
determinarse su posición específica, nunca irreversible, sino formulada para cada caso 
singular que se sometía a resolución. En unos supuestos, unas triunfarían; en otros, serían 
las restantes, sin que esto determinase su eliminación de una vez y para siempre. Toda 
norma era potencialmente válida a los ojos de cualquier operador jurídico y dependía de 
las circunstancias específicas del caso el que se activase su eficacia. No había, pues, reglas 
generales, sino que imperaba el universo del particularismo, del casuismo, tanto en las 
normas en sí mismas consideradas, como en la ubicación de tales normas (prelaciones, 
muchas veces insuficientes, poco claras o puramente ignoradas y conculcadas). Era un 

                                                           
23 Vid. P. Fernández Albaladejo, Materia de España. Cultura política e identidad en la España moderna. Madrid, 
2007; y J. Nieto Soria, Medievo constitucional. Historia y mito político en los orígenes de la España contemporánea (ca. 
1750-1814). Madrid, 2007, con nuestro comentario “De la Constitución Histórica a la Historia 
Constitucional. El Medievo como imaginario político”, en Historia Constitucional, nº. 10 (2009), pp. 511-527. 
Para cuestiones estrictamente jurídicas, vid. C. Álvarez Alonso, “Un Rey, una Ley, una Religión. 
Goticismo y Constitución histórica en el debate constitucional gaditano”; en Historia Constitucional, nº. 1 
(junio, 2000), pp. 1-62; J. L. Villacañas Berlanga, “El derecho histórico a principios del siglo XIX: un 
análisis comparativo entre España y Alemania”, en B. Raposo – J. A. Calañas (eds.), Paisajes espirituales: el 
diálogo cultural entre Alemania y Valencia. Valencia, 2003, pp. 125-144; y “Ortodoxia católica y derecho 
histórico en el origen del pensamiento reaccionario español”, en Res Publica. Revista de Filosofía Política. Año 
6, nº. 13-14 (Pensamiento reaccionario español. Un simposio en Duke University) (2004), pp. 41-54; y nuestro 
trabajo “Alfonso X en Cádiz. Visión constitucional de un monarca del Medievo (I)”, en Cuadernos de 
Historia del Derecho, vol. 17 (2010), pp. 49-102. 
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mundo para el cual no podía hablarse bajo ningún concepto de Derecho Histórico, en un 
sentido anticuario y peyorativo, puesto que todo Derecho lo era por el mero hecho de su 
aparición específica en el tiempo, sin dejar nunca de ser Derecho vigente, y toda Historia 
era indispensable para conocer ese tal Derecho en vigor, válido y eficaz a todas luces, 
puesto que era la vía preferente, esa histórica referida, para acceder al contenido y al 
espíritu de cada norma. Se trataba de un mundo que veía como coexistían piezas jurídicas 
de diversa procedencia geográfica, jerárquica y, sobre todo, temporal (fueros señoriales, 
fueros municipales, costumbres, ordenamientos reales, disposiciones de las Cortes y de los 
Consejos, sentencias, estilos judiciales, pareceres doctrinales, etc.), todas las cuales 
conformaban un patrimonio común en pleno vigor y con fuerza vinculante, sobre el cual 
se aplicaban unas nada claras reglas de conflicto (de geometría variable, elástica, maleable) 
que no tenían poder eliminador o depurador de la complejidad subyacente de un modo 
definitivo, de forma concluyente e inapelable, sino que simplemente las iban situando en 
modo casuístico y provisional, para cada supuesto planteado, en su lugar adecuado, dentro 
de un orden regido por la superior idea de consecución de la Justicia, nunca para 
garantizar, pues, una efectiva, pura y exacta aplicación del Derecho. Eso no se perseguía, 
ni estaba en la mente de nadie el postularlo como objetivo a corto plazo. El Derecho en 
cualquiera de sus piezas debía servir a esa finalidad última, la cual se imponía 
dictatorialmente por encima de cualquier otra consideración, ya prelaciones, ya 
vinculaciones, ya órdenes normativos estrictos. No existía ese rigor, ese monolitismo, esa 
intransigencia interpretativa, sino que, al contrario, eran ordenamientos abiertos, dúctiles, 
adaptables, cambiantes en sus decisiones concretas bajo la apariencia de inmutabilidad, 
regidos por las exigencias de cada caso particular. Lo concreto determinaba la decisión a 
partir de la elección de aquella pieza jurídica que mejor se plegase a las necesidades que el 
caso suscitaba. Se pensaba y se actuaba jurídicamente de forma tópica, nunca sistemática, 
es decir, el jurisprudente no encajaba su solución en un conjunto de principios y axiomas 
trabados de modo ordenado bajo la apariencia de sistema completo, absorbente y total, 
sino que avanzaba a trompicones, paso a paso, según sus necesidades, por medio de topoi 
o lugares comunes, que le permitían ir encajando la solución probable, no necesaria, que 
él había ideado de conformidad con el fragmento de un texto de un ley romana o de una 
decretal canónica (una simple palabra bastaba), la opinión, entera o parcial, de un colega, 
pasajes de las más diversas fuentes, no exclusivamente jurídicas (teológicas, por ejemplo), 
sentencias de altos tribunales, etimologías de voces, etc., materiales empleados en 
ocasiones a modo de excusa o de subterfugio, articulando un modo de pensar fundado en 
lo específico determinado, de nuevo en el caso que les ocupaba en ese instante preciso, y 
nunca en el ansia de lo general o de la generalización, que estaba alejada de su modo de 
pensar. Leges, rationes y auctoritates conformaban su fondo conceptual y, con arreglo a ellos, 
se operaba. No se iba de lo general a lo particular, sino que el camino era el opuesto. Lo 
concreto específico, lo particular de cada caso debatido y sus circunstancias anexas 
determinaban la vida del Derecho. El fin era lo justo, lo equitativo de ese supuesto 
analizado, ya obtenido por vías jurídicas ordinarias, ya conseguido por vías que se situaban 
más allá de tales fronteras, pero que servían para reforzar, a modo de contrafuerte, la 
solidez de todo el orden mediante el recurso a valores, virtudes o principios alejados de la 
Justicia, los cuales, no obstante, contribuían a realizarla bajo determinados supuestos y 
condiciones, y contribuían a fundarla de un modo más sólido (la gracia). 

 
Era, en suma, un mundo donde los monarcas legisladores ocupaban un puesto 
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decisivo, en cuanto que ordenadores, garantes y cierres últimos del mismo, en donde 
tenían la primera y la última palabra, sin perjuicio del papel activo de la jurisprudencia, que 
era desarrollado precisamente al amparo, bajo la cobertura y de acuerdo con lo que el rey 
había sancionado de forma expresa o había tolerado en modo implícito. El arbitrio 
judicial era el corolario de este sistema: la libertad interpretativa para moverse en esa 
maraña normativa era un elemento indispensable de cara a la obtención del resultado 
justo que todos perseguían, una libertad que no era indiscriminada, ni absoluta o total, 
sino que estaba dirigida por reglas específicas y estaba orientada al fin último, que era la 
Justicia del caso concreto, como ya se ha expuesto. Solamente esa flexibilidad en el 
manejo y en la interpretación de las fuentes podía evitar el caos. Estos rudimentos 
funcionaban con regularidad en toda Europa en esa larga era del Derecho Común que se 
prolongaba hasta comienzos del siglo XIX. España no era una excepción a este mundo 
eterno del Derecho, a este mundo sin tiempo donde cada norma valía por siempre, sin 
discusión, este mundo de planos normativos superpuestos e integrados, a la espera de su 
eventual posibilidad aplicativa dependiente del caso particular en el que se viesen 
involucrados24. 

 
Si no hay pasado, ni presente jurídicamente hablando (todo lo jurídico corresponde al 

ahora), si todo el Derecho antiguo es y está al mismo tiempo, con independencia de la 
época de su gestación, si no se derogan piezas de este mosaico complejo, sino que se 
prefieren o se superponen en algunos casos unas a otras, sin que esto llegue a conformar 
reglas generales o pautas universales de actuación, si nada se tira o se pierde en ese mundo 
jurídico, puesto que todo forma parte del mismo orden prescriptivo y acumulativo, de 
tipo tradicional y sedimentario (compuesto de varios elementos, ligados a una visión 
teológica del mundo que nunca llega a desaparecer), orden plural, con muchos 
componentes implicados, de textura abierta e incierta, sometido al cálculo de 
probabilidades aplicativas que determinan los juristas, los jueces o los reyes, si este orden 
descrito, decimos, es el dominante en España en el Antiguo Régimen, no podemos, ni 
debemos bajo ningún concepto, contemplar la labor iniciada en 1810 con la óptica 
positivista, legalista y estatalista de lo que vino después, sino todo lo contrario. El 
paradigma legislativo puro y sus connotaciones no nos sirven para operar en esta realidad 
opuesta. Esto es evidente. Hay que modificar el enfoque que tradicionalmente ha venido 
siendo empleado. Es un claro error de planteamiento ver lo antiguo como si fuese lo 
nuevo o como si tuviera imperativamente que haber sido como lo nuevo resultó ser con 
mucha posterioridad. Hay que esforzarse en comprender lo que sucedía antes y ver cómo 
ese antes condicionó lo que se hizo ulteriormente. Si tenemos todo esto en cuenta (sobre 
todo, la falta de aislamiento entre pasado y presente, sino, antes bien, su coexistencia más 
o menos pacífica, la perduración de todo el orden jurídico y su recuperación por medio de 
la mejora o corrección del mismo, en una suerte de eterno-retorno jurídico), la visión de la 
Constitución de 1812 ha de cambiar de forma clara y notoria. ¿En qué sentido? No es un 
Constitución nueva la que allí se presenta o la que allí se perpetra. Es una Constitución 
antigua, histórica, tradicional, de raíces consuetudinarias en última instancia, construida 
con retales del pasado, con dispositivos e instituciones tomados del mundo pretérito que 
parecía disolverse, con lo que la posibilidad de innovación desaparece desde el momento 

                                                           
24 Para todo lo anterior y con las precisiones y matices indicados, vid. A. M. Hespanha, Cultura jurídica 
europea. Síntesis de un milenio. Edición al cuidado de Antonio Serrano González. Traducción de Isabel Soler y 
Concepción Valera. Madrid, 2002, pp. 58 ss. 
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mismo de su arranque, tanto en lo que se refiere a su reflexión como a su formación 
propias, una Constitución que carece de cláusula derogatoria porque no estaba en 
condiciones de (ni tenía el poder suficiente para) cancelar el caudal histórico que la nutría 
y la definía. Lo que se hace – y así lo dicen sus protagonistas como tendremos ocasión de 
demostrar a través de numerosos, esclarecedores e inequívocos testimonios - es afirmar 
instituciones y leyes antiguas, recuperarlas, fortalecerlas, y asegurar la aplicación del 
modelo monárquico y católico que venía existiendo en España desde tiempos medievales, 
dándoles a todas ellas una nueva sistemática que facilite su reconocimiento y evite su 
posible ocultación o ambigüedad de cara al inmediato futuro. Se toma el pasado, se busca 
un modelo pretérito operativo y se limpia de impurezas, al mismo tiempo que se dota a la 
vida pública de los instrumentos precisos que impidan cualquier deriva despótica y se le 
da un orden que permita su clarificación. El pasado no sólo es fuente de poder y de 
institutos; es modelo de lo que se tiene que hacer para eludir los peligros de la 
degeneración que se había dado en tiempos modernos. Por eso, el pasado es útil: porque 
es fuente donde se encuentra todo lo que debe existir, y, al mismo tiempo, es enseñanza 
que previene frente a posibles desvíos. Las piezas varias que integran Cádiz no son 
invención de las Cortes, ni de sus diputados; son creación de la Historia, son piezas más o 
menos identificadas en el pasado y con el pasado, lo que conduce a Dios como 
depositario último de todas las esencias constitucionales primarias, como creador del 
marco político al que ahora sus criaturas están dando un nuevo orden. Pensemos en el 
inicio del texto gaditano que, empleando una fórmula de promulgación típica del Antiguo 
Régimen, habla de un rey, Fernando VII, que lo es por la gracia de Dios, antes que por la 
gracia de la Constitución, lo cual viene después, y la jerarquía no es pacífica, ni neutral, 
sino plena de significación jurídica y política: el rey es la máxima autoridad terrena, pero 
debe su poder indiscutiblemente a ese Dios todopoderoso, “Padre, Hijo y Espíritu Santo, 
autor y supremo legislador de la sociedad”. Por medio de la Historia, de la que bebe la 
Constitución, hemos llegado a la Teología que es la que funda el orden político-jurídico, el 
orden constitucional resultante, más que querido, aceptado por los hombres que integran 
la Nación y, con ella, la Monarquía. Es una suerte de canto del cisne del Antiguo 
Régimen, en donde ese modelo político obsoleto y criticado tiene la suficiente capacidad y 
el suficiente arrojo como para condicionar el resultado normativo producido con el 
propósito de hacer perdurar esquemas viejos envueltos aparentemente en nuevas palabras 
y en nuevos conceptos, que de inmediato se quieren envejecer por motivos pragmáticos y 
de legitimidad. En vano. Tales palabras y tales conceptos no innovan en absoluto, sino 
que se reconocen en lo pretérito de forma clara y nítida. El orden jurídico del que se 
formaba parte no era algo monolítico, intocable, inmodificable e inmanejable. El Derecho 
del Antiguo Régimen procedía a evolucionar también, no obstante su origen divino, esto 
es, su perfección ínsita, a través de mecanismos internos de auto- o de regeneración, a 
partir de sus propios elementos consustanciales, que implicaban la suma, la adición, nunca 
la resta o la desaparición (salvo casos excepcionalmente justificados por causa de pública 
utilidad o de necesidad) de elementos jurídicos para que se imbricasen en el complejo 
orden coral ya construido. Todo estaba creado. Restaba al hombre simplemente el 
descubrimiento de ese Derecho, la mejora de esa creación divina o la corrección de las 
impurezas que la actividad humana hubiera podido introducir en el plan de Dios. Así se 
efectúa en el proceso que conduce a Cádiz: de lo antiguo se pasa a lo antiguo 
mínimamente reformado, enmendado, corregido o mejorado, que aparenta ser nuevo, sin 
llegar a serlo en su totalidad. Lo pasado se somete a un proceso de recomposición. Nada 
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se pierde en el camino; nada se omite; nada se destruye o se desecha; nada se cambia en lo 
sustancial. Todo permanece bajo otras palabras, bajo otras rúbricas o en otras sedes. Se 
refuerza, en todo caso, su existencia para, de esta forma, asegurar una persistencia que 
permita cumplir con el espíritu de los nuevos tiempos y evitar las derivas tiránicas de 
épocas anteriores. Y así se hace ciertamente. Recuperar y garantizar la pervivencia de lo 
recuperado. El pasado invade, pues, el presente de un modo indiscutible. 

 
Cádiz y su obra normativa, Constitución incluida, han sido contemplados desde el 

prisma distorsionador del romántico siglo XIX y desde la atalaya de sus historiadores e 
historiografía liberales, los cuales estaban imbuidos de un espíritu tendente a la creación 
urgente e inmediata, con independencia del coste historiográfico, de orígenes y 
precedentes para el nuevo régimen en construcción y del cual ellos eran usufructuarios 
inmediatos. Los historiadores liberales, fieles a este adjetivo que los definía, querían ver en 
Cádiz el origen lógico del régimen en el que estaban viviendo, padre y madre de la España 
contemporánea, por lo que no dudaron en transformar el rotundo fracaso doceañista en 
exitoso y productivo mito revolucionario liberal. Al mismo tiempo, cargaban las tintas 
sobre el Antiguo Régimen, al que no dudaron en desdibujar hasta extremos grotescos que 
lo hacían de todo punto irreconocible, caricaturizándolo antes que describiéndolo. Ni la 
Constitución fue culminación liberal de nada, ni el Antiguo Régimen fue el caos despótico 
y arbitrario que nos quisieron hacer creer. Los motivos que los guiaban eran otros: la 
Historia no les importaba lo más mínimo. Querían antecedentes sobre los cuales edificar 
ideología. De este modo, no repararon, en absoluto, en transitar desde la realidad 
histórica, certificada por los hechos compactos y sólidos, hacia la recreación de un 
escenario que trataba de explicar aquélla mediante su negación o, mejor dicho, mediante 
su ocultamiento tras una caterva de buenas palabras, mejores ideas e idílicos conceptos, de 
la misma manera que atacaban lo pretérito con afán de mostrar el gran salto hacia 
adelante que se había producido25. Se quiso ver en Cádiz el manantial de la ideología que 
señoreó España la mayor parte del silgo XIX y lo cierto es que el manantial existía, pero 
las aguas eran otras bien distintas a las que ellos propugnaban y decían beber con 
delectación. Con esta óptica sesgada, interesada y parcial, no sorprende que la mayor parte 
del credo liberal, moderado en su mayoría, pero también con algunas incrustaciones 
progresistas y demócratas - las otras dos grandes facciones del pensamiento liberal patrio - 
fuese retrotraída a los inicios del siglo XIX como pieza esencial integrante de un ideario 
primigenio que ya presentaba unos perfiles perfectamente definidos y consolidados en su 
primera manifestación escrita. En esta visión distorsionada, se halla el pecado de la 
precomprensión gaditana que lleva a tildarla como Constitución liberal y democrática, 

                                                           
25 Acaso el mejor ejemplo sea M. Lafuente, en su Historia General de España. 2ª edición. Madrid, 1865. 
Tomo XXV. Parte III. Libro X, Cap. XIX, pp. 191 ss., específicamente, cuando habla de su “sello tan 
marcadamente liberal”, en p. 195, de su condición de base y cimiento de las libertades políticas españolas, 
en p. 206, lo que le hace ser finalmente “objeto de veneración suma”, en p. 207. Desde otra perspectiva, 
más cercana a la crítica destructiva que al ensalzamiento indiscriminado, también contribuye al mito M. 
Menéndez Pelayo, Historia de los heterodoxos españoles. Editionem curavit Javier María Pérez-Roldán y 
Suanzes-Carpegna y Carlos María Pérez-Roldán y Suanzes-Carpegna. Madrid, 2011. Tomo II. Libro VII, 
pp. 533 ss., especialmente, Cap. 2, pp. 597-598. Pero también desde el campo jurídico, se han creado 
lugares comunes, difíciles de erradicar. Uno de ellos puede ser el que proporcionó en su momento B. 
Mirkine-Guetzevich, “La Constitution Espagnole de 1812 et les débuts du libéralisme européen (Esquisse 
d’Histoire Constitutionelle Comparative)”, en Introduction à l’étude du droit comparé. Recueil d’études en l’honneur 
d’Edouard Lambert. París, 1938. Tomo II, Chap. IV, Séction I, pp. 211-219. 
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cuando sustantivo y adjetivos tienen difícil encaje y armonización en esos tiempos, en esas 
mentalidades y en esas latitudes, así como otros muchos que han acompañado al texto de 
1812 desde prácticamente su nacimiento. La Constitución aprobada el 19 de marzo de 
1812, luego difundida, recibida y jurada en todos los territorios de la Monarquía 
Hispánica, es algo que difícilmente puede ser reputado como un texto auténticamente 
constitucional, revolucionariamente constitucional si se permite la expresión, bajo prisma 
moderno, en el sentido de ver en aquélla una norma escrita sólidamente racionalizada, 
fundada en una serie de valores procedentes de la naturaleza y formulados por medios 
racionales, valores abstractos que conformaban verdades evidentes por sí mismas, fruto 
real, efectivo e indiscutible de un poder constituyente que obrase como tal, con la más 
absoluta de las libertades a la hora de establecer un orden político que respondiese a las 
únicas orientaciones, expectativas y deseos de la Nación soberana que se hallaba en su 
base, sin coacciones, ni condicionantes o imposiciones de ninguna clase o medida, ni 
regios, ni históricos, ni religiosos, ni tampoco derivados de la tradición. No es así una 
Constitución moderna, si por tal entendemos una Constitución racional y normativa, 
fruto puro de la razón abstracta y con fuerza vinculante absoluta, derivada de la máxima 
expresión volitiva del sujeto que quiere crearla y que quiere darse, a través de ella, un 
orden político nuevo, libre, global, completo, sin ataduras. Frente a la Nación, naciente y 
libre, y a la Razón constitucionalizada, arquitecta del sistema en su conjunto y con amplias 
cotas de novedad, Cádiz opone Historia y Dios como poderosos y exclusivos factores 
constituyentes, derivados de un duro y rocoso caparazón católico que impedía difusiones 
más allá de sus fronteras, pero, al mismo tiempo, evitaba contaminaciones externas. Esto 
es: frente a un constituyente avant la lettre, se erige una Historia que lo es por encima de 
todas las cosas y una Divinidad que lo reclama para sí por su carácter indiscutiblemente 
necesario, nunca contingente26. 

 
Sentadas esas dudas previas y necesarias, que van directas a la línea de flotación de la 

cuestión gaditana, cabe preguntarse si la Constitución de 1812 fue realmente el origen de 
nuestra abrupta trayectoria constitucional, si fue el primer hito en este camino tortuoso, o 
si, por el contrario, debemos esperar a tiempos mejores para la eclosión de una 
Constitución real, auténtica, efectiva, con los perfiles que la Modernidad revolucionaria 
reclamaba para sí misma. Cabe preguntarse si realmente fue el punto de partida de un 
modelo liberal que se irá edificando de forma paulatina a lo largo del siglo XIX, con 
altibajos, con avances y retrocesos, o si, por el contrario, aparece como un compendio de 
los valores, experiencias y principios alineados dentro de lo mejor, de lo más selecto y de 
lo más compacto del ideario ilustrado. En fin, cabe preguntarse, por ende, en términos ya 
ontológicos, qué fue exactamente lo que se promulgó en Cádiz, bajo qué presupuestos, 
con qué alcance, con qué pretensiones, con qué efectos, con qué bagaje subyacente, con 
qué consecuencias, bajo qué forma, en relación a una España europea ocupada por el 
ejército francés, monárquicamente descabezada, privada, por tanto, de su consustancial 
libertad política y de su soberanía, lo que impedía el juego normal de la Nación pura y de 
la Monarquía que la auspiciaba y acogía, y también en relación a una España de Ultramar, 
que comenzaba a respirar aires nuevos de libertades y de derechos alejada de la metrópoli. 
Podemos anticipar una respuesta negativa o poco convencional a cada una de estas 
cuestiones. Es casi obligado poner así en tela de juicio la constitucionalidad misma del 

                                                           
26 Cfr. infra, las reflexiones que siguen de inmediato sobre el poder constituyente. 
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momento gaditano y de muchas de sus supuestas innovaciones, partiendo de la base de 
que éstas no se deben al instante doceañista, ni mucho menos, sino que proceden de 
tiempos anteriores sin solución de continuidad. Las novedades predicadas de la obra de 
las Cortes no son, en ocasiones, tales. Así, por citar varios ejemplos sucesivos, como texto 
liberal elude y omite derechos y libertades que brillan por su ausencia en el seno de aquel 
documento, más que en la genérica proclamación del art. 4 (hay, a lo sumo, garantías, 
pero no derechos amplios fundados en la razón y en la naturaleza) y se residencian en 
sede diversa a la del individuo, que aparece como el gran proscrito, el gran omitido, el 
gran anónimo del momento, dado que es la Nación la llamada a desarrollar, en primera 
instancia, la libertad civil, la propiedad y los demás derechos legítimos de los individuos 
que la componen; como Constitución igualitaria tampoco puede ser admitida, toda vez 
que la igualdad reflejada en el texto constitucional es una igualdad más aparente que real, 
ambigua y minimizada, y, sobre todo, contradictoria, no obstante impulsar la elaboración 
de códigos (con matices en su art. 258) y unificar fueros (posibilidad de inmediato 
excepcionada y, por eso, dinamitada, en el propio articulado constitucional, como 
demuestran los arts. 248, 249, 250 y 278), puesto que no altera para nada el panorama 
social persistente (donde cada individuo queda situado por debajo de la corporación a la 
que se adscribe); como Constitución dependiente de una soberanía nacional, ha de 
ponerse en entredicho la existencia misma de ese poder irrestricto y de esa Nación al 
modo liberal, dado que ni se concentra el primero en la segunda, ni la segunda aparece 
como un renovado sujeto político (la Nación al estilo liberal, tampoco puede ser 
convalidada, cuando lo que hay en el escenario gaditano no es Nación plenamente libre, 
formada por ciudadanos así definidos e iguales entre sí, sino un complejo corporativo 
abigarrado de territorios, comunidades y cuerpos estructurados al margen y por encima 
del individuo, que se diluye entre las categorías de vecino, natural, ciudadano y español, o 
la más religiosa definición del ser humano como alma); como Constitución democrática 
tampoco puede ser admitida, toda vez que cualquier atisbo de esta naturaleza no 
comparece ni por asomo en un complejo y plural sistema electoral que acababa 
desembocando en cooptación antes que en sufragio, con indeterminada idea de la 
representación y con un cuerpo muy restringido de sujetos actuantes en esta sede, los 
padres de familia, los únicos que reciben la condición de completos ciudadanos, 
plenamente investidos de derechos políticos; al mismo tiempo, en fin, que las potestades 
– que no los poderes - que decía separar acababan por confluir y concordar en instancias 
conocidas y hacerse únicos, aunque se diferencien sus funciones. En realidad, ni garantía 
de derechos, ni exacta separación de los poderes aparecen en el articulado de 1812, con lo 
que es difícil aceptar su calificación como Constitución, si tenemos en cuenta los dos 
elementos habilitadores de esa calidad jurídica, explicitados en la Declaración francesa del 
verano de 1789. Si éste es su aspecto interior, sobre el que se volverá más adelante, donde 
es difícil hallar restos homologables a las constituciones revolucionarias de su época, 
donde no hay libertad, derechos o igualdad, tampoco cambia mucho su aspecto exterior, 
su presencia externa, su apariencia, la forma bajo la que se aglutina todo lo anterior: es 
una Constitución que se presenta como compendio de Leyes Fundamentales antiguas, 
reformadas y reforzadas, que no apoya una ley omnipotente y vinculante para los poderes 
públicos, sino una ley indefensa y solitaria, que sigue cauces de difusión, traslación y 
publicidad antiguos27, con el juramento individual o corporativo, a la cabeza, por lo que su 

                                                           
27 Si no hay unidad proporcionada por la publicación uniforme, el resultado es la fragmentación de la 
norma en tantas partes como lectores e intérpretes tenga la misma. Cuanto más larga sea la cadena de la 
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unidad de lectura y de aplicación no está asegurada en ninguna parte de los territorios de 
la Monarquía28. Constitución y ley son plurales, diversas, no uniformes, interpretables 
también pluralmente hablando, escasamente públicas, no vinculantes, dejadas en las 
manos de unos celosos guardianes del orden constitucional que son las Cortes - pero no 
sólo éstas - lo que implica ausencia de una posición central del momento legislativo en 
estos tiempos convulsos. No hay legicentrismo, ni por asomo: la ley no tiene papel estelar 
y la vertebración de los mandatos constitucionales ha de hacerse por otros cauces, 
confiando en los empleados públicos (que no en la administración, aún inexistente) y en 
su responsabilidad con la Constitución en el horizonte29. 

 
Con estos ejemplos basta y sobra. Es suficiente como inicio de argumentación. Ni hay 

motivos liberales, soberanos o democráticos, ni siquiera constitucionales, y esto es lo más 
paradójico de la cuestión. Hasta tal punto es cuestionable Cádiz que incluso puede 
discutirse su esencia misma, es decir, si nos encontramos ante una auténtica Constitución en 
el sentido moderno del término, esto es, en el sentido racional-normativo que se viene 
otorgando a los textos aprobados tras las revoluciones estadounidense y francesa o, por el 
contrario, si se trata de otra forma más antigua de Constitucionalismo, si nos hallamos 
ante un Constitucionalismo de signo histórico, basado en la tradición y reacio a cualquier 
decisión política fundadora de regímenes o de formas con absoluta libertad y con 
completo poder sin restricciones para la determinación del orden político final resultante. 
La pregunta se resume en una disyuntiva: ¿es una Constitución moderna, revolucionaria, 
que hace un nuevo orden político, o es una Constitución a la vieja usanza, antigua, 
anciana, convencional, que constata o certifica el orden ya existente con mínimas 
adaptaciones y enmiendas? La respuesta parece caminar hacia la segunda solución 

                                                                                                                                                                                     
difusión, mayor será el riesgo de plurales lecturas no revisables del articulado normativo, comenzando por 
la propia Constitución, con lo que la pretendida supremacía y jerarquía normativas apenas tienen espacio 
para florecer. Vid. M. Lorente Sariñena, La voz del Estado. La publicación de las normas (1810-1889). Madrid, 
2001, pp. 33 ss. 

28 Otro signo más de ese catolicismo político militante que inunda el texto de 1812, pero con mucho más 
recorrido. El juramento prueba asimismo que la Constitución no tenía valor per se, no vinculaba de 
inmediato, no bastaba la sola labor de las Cortes para ello, si no en la medida en que se procediese a su 
aceptación y reconocimiento por parte de los reales sujetos políticos y sociales encargados de articular la 
Nación desde un prisma tradicional, es decir, en la medida en que las corporaciones existentes le dieran su 
visto bueno. No bastaba con aprobarla: había que jurarla y ahí estaba el dilema provocado por un texto 
jurídico, que se pretendía nuevo y superior, y una perfecta sociedad corporativizada ya consolidada, 
inmune al anterior. La Constitución, si se nos permite la expresión, tenía que pasar por el aro político del 
Antiguo Régimen para tener virtualidad u operatividad, y eso sucedía a través del juramento como puesta a 
punto de la maquinaria constitucional, sin perjuicio de lo cual la obligatoriedad de éste (en cuanto que 
encarnación de esa nueva religión laica o civil que la Constitución parecía encarnar) traía consecuencias 
drásticas para quienes se negaban a prestarlo. Vid. M. Lorente, “El juramento constitucional: 1812”, en P. 
Fernández Albadalejo – M. Ortega López (eds.), Antiguo Régimen y Liberalismo. Homenaje a Miguel Artola. 3, 
ed. cit., pp. 209-229; y “El Juramento Constitucional”, en Anuario de Historia del Derecho Español, nº. LXV 
(1995), pp. 585-632 (= C. Garriga – M. Lorente, Cádiz, 1812, ed. cit., pp. 73-118); y F. Martínez Pérez, “La 
dimensión jurídica del juramento constitucional doceañista”, en A. Ramos Santana – A. Romero Ferrer 
(eds.), 1808-1812: los emblemas de la libertad, ed. cit., pp. 379-392. 

29 A modo de compendio, vid. C. Garriga – M. Lorente, “El modelo constitucional gaditano”, en Il modello 
costituzionale inglese e la sua recezione nell’area mediterranea tra la fine del 700 e la prima metà dell’800. Atti del 
Seminario Internazionale di Studi in memoria di Francisco Tomás y Valiente (Messina, 14-16 novembre 1996). A cura 
di Andrea Romano. Milano, 1998, pp. 587-613 (= C. Garriga – M. Lorente, Cádiz, 1812, ed. cit., pp. 373-
392). 
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apuntada, como ya se ha podido anticipar30. 
 
Hechas estas consideraciones apriorísticas, los efluvios constitucionales quedan así 

rebajados en cierta medida, disipados o, mejor dicho, situados en sus justos términos. No 
queremos ser tachados de aguafiestas. No nos oponemos a celebración alguna, siempre y 
cuando se sea consciente y se tenga conocimiento de aquello que se está conmemorando. 
En Cádiz, podemos encontrar de todo y con abundancia en esas fechas de arranque del 
siglo XIX, pero nos tememos que no es posible rastrear las huellas de una imborrable 
experiencia constitucional, ni siquiera de un modelo que pueda ser así calificado, puesto 
que allí no se forjó texto constitucional alguno (en el sentido en que nosotros lo 
aceptamos modernamente, como ya se ha indicado). Cádiz fue un fracaso tanto en el 
continente europeo como en el americano. Su puesta en práctica lo acredita y la deja en la 
condición de mera tentativa constitucional, loable, pero frustrada, de donde surge con 
fuerza el mito ligado al paraíso perdido, a lo que no pudo ser, pero que tenía que ser 
porque así se deseaba con todas las fuerzas. De su fracaso paradójicamente nació su 
éxito31. Cádiz no es una Constitución o no es una Constitución si la contemplamos desde 
los presupuestos que nosotros admitimos como normales para calificar a un texto como 
constitucional, presentes ya a finales del siglo XVIII. La afirmación puede sorprender a 
primera vista y como primera impresión; puede chocar contra mentes estrechas y cerradas 
que sí la tenían por modelo de Constitución (y además de las primeras, de las mejores, de 
las más liberales y de las más avanzadas de su tiempo). Por eso, puede ser considerada tal 
afirmación herética en cierta medida y más en estos tiempos tan proclives a lo 

                                                           
30 Estamos, pues, en la línea de esa Constitución concebida, tal y como nos ilustra P. Grossi, en el sentido 
de un amplio patrimonio de usos y costumbres seculares, escritos o no escritos, que, inevitablemente, una 
comunidad política de larga vida histórica llega a consolidar en su seno y que se erigen en la radiografía 
perfecta de la misma, no necesariamente circunscrita al mundo jurídico, no necesariamente plasmada por 
escrito, no necesariamente única o uniforme, sino con proyecciones que afectan a todos los órdenes de la 
vida (cultural, social, político, económico, religioso, etc.). La Constitución histórica es así una Constitución 
atmosférica o envolvente, que circunda la sociedad, la empapa y la define en todos sus aspectos, que está 
presente en todo instante, aunque no se reconozca una fuente única donde hallarla o incluso aunque no se 
sepa con claridad su contenido. Es una Constitución más intuida o prefigurada que otra cosa. Cfr. P. 
Grossi, L’Europa del Diritto. Roma – Bari, 2007, p. 119 (con versión española: Europa y el Derecho. 
Traducción castellana de Luigi Giuliani. Barcelona, 2008, p. 105-106). El modelo así resultante, que 
implica negación del poder constituyente y que precisa de otras instancias para la emergencia de la 
Constitución, tanto en las formas como en el fondo, no puede ser calificado, pues, como Constitución 
revolucionaria o Constitución racional-normativa, sino que debe acudir a otro mapa conceptual, como 
puede ser el llamado, por algunos, “Constitucionalismo jurisdiccional”, tal y como lo postulan C. Garriga 
– M. Lorente, Cádiz, 1812. La Constitución jurisdiccional, ed. cit., passim, o bien, con menor fortuna, el 
denominado “Constitucionalismo consultivo”, esbozado por F. Martínez Pérez, “De la potestad 
jurisdiccional a la administración de justicia”, en C. Garriga (coord.), Historia y Constitución, ed. cit., pp. 235-
266; “Constitución de la Justicia en Cádiz. Jurisdicción y Consultas en el proceso constituyente de la 
potestad judicial”, en Anuario de Historia del Derecho Español, nº. LXXXI (2011), pp. 377-407; y 
“Constitucionalismo consultivo”, en Teoría & Derecho. Revista de Pensamiento Jurídico, cit., pp. 89-99. Sobre 
este Constitucionalismo histórico, vid. bibliografía citada infra. 

31 Prueba del fracaso europeo, más en concreto español, lo encontramos en J. Varela Suanzes-Carpegna, 
“La Monarquía Imposible: la Constitución de Cádiz durante el Trienio”, en Anuario de Historia del Derecho 
Español, nº. LXVI (1996), pp. 653-687; y, bajo otros presupuestos y de modo más amplio, en R. Medina 
Plana, Soberanía, monarquía y representación en las Cortes del Trienio. Madrid, 2005. 2 tomos. Para el americano, 
vid. B. Clavero, “Cádiz y el Fracaso de un Constitucionalismo Común a Ambos Hemisferios”, en Giornale 
di Storia Costituzionale, nº. 21 (I. Semestre, 2011), pp. 41-57. 
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políticamente correcto, al pensamiento único y a la exaltación festiva de idearios sin el 
más mínimo contraste crítico, ni respeto a la verdad histórica y a las fuentes de donde 
aquélla mana. Es ésta mala época para impugnaciones y para navegar a contra corriente, 
máxime si tenemos en cuento el discurso oficial impulsado hasta la saciedad en el pasado 
año del Bicentenario. La tolerancia se confunde fácilmente con la falta de criterio y, por 
eso, haciendo uso de la primera, pero sin renunciar a lo segundo, iremos pergeñando una 
exposición que vaya dirigida a explicar el significado de la primera afirmación, es decir, 
aquélla que proclamaba abiertamente la negación de Cádiz como Constitución moderna, 
racional y normativa. Se trata de comprender Cádiz, su ambiente, sus productos y, a partir 
de todo ello, de explicarlo en unos términos que permitan saber qué se hizo en las Cortes 
Generales y Extraordinarias allí reunidas en tiempos excepcionales, qué se quiso hacer y 
qué se pudo hacer en realidad. Por tal motivo, el objetivo de las siguientes páginas es 
desentrañar un poco el rompedor e iconoclasta espíritu de la boutade que se ha formulado 
más arriba para poder comprender, siquiera sea mínimamente, el espíritu político y 
jurídico de esos primeros años del siglo XIX. Se puede adornar a Cádiz con todos los 
adjetivos y sustantivos que tengamos a bien agregar para identificarla. Es reflejo digno de 
encomio de una gratitud sin par hacia ese reducto épico y heroico de antiguas raíces 
mediterráneas y atlánticas. Pero guste o no, son simples flatus vocis. Por mucho que nos 
empeñemos, Cádiz no es una Constitución moderna y no lo es porque no es resultado de 
ningún poder constituyente, no es fruto normativo de ninguna Nación, ni de ninguna 
soberanía nacional. Ahí están planteados los tres elementos que impiden resolver la 
ecuación de modo satisfactorio conforme a una perspectiva jurídica moderna, la 
perspectiva jurídica que se estaba comenzando a formar cuando Cádiz daba sus primeros 
pasos y que había sido anticipada en Estados Unidos y en Francia. 

 
El problema, a nuestro entender, es que Cádiz y su Constitución se han leído desde la 

perspectiva del siglo XIX liberal consolidado, con todos sus excesos y derivas, cuando lo 
mejor, entendido como lo más real, plausible o lo recomendable históricamente hablando, 
hubiera sido estudiar la Constitución de 1812 no como punto de arranque de ningún 
movimiento amparado en la libertad absoluta, sino como culminación de un mundo, el 
ilustrado, que estaba llamado a desaparecer de forma paulatina y que daba sus últimos 
coletazos en un intento desesperado por salvar lo que podía salvarse de todo un 
movimiento condenado a la extinción por la simple inercia de los tiempos. Toda época 
histórica procura su eternidad y ese momento hispánico convulso no fue excepción, si 
bien los acontecimientos precipitaron las previas reflexiones y las posteriores 
realizaciones, dando una falsa apariencia de transición a lo que era, a todas luces, un 
proceso claro de introspección. Se buscaba trasplantar más allá de los límites lógicos de 
persistencia el legado de la Ilustración. Fue, pues, el último intento desesperado por 
condensar el credo político del Antiguo Régimen, que no del absolutismo, a modo de 
tabla de salvación de un mundo que se iba, con el propósito de hacerlo (sobre)vivir unos 
años más camuflado o disfrazado (incluso unos siglos más si fuera posible), ante el 
inminente desplome de todo lo conocido hasta ese instante como se había puesto de 
manifiesto en las plurales crisis que vivía la Monarquía a comienzos del siglo XIX. La 
solución fue mantener todo aquello que podía ser conservado (cuanto más, mejor), todo 
aquello que era considerado esencial para definir jurídica y políticamente a España, tal y 
como lo pretérito lo acreditaba y lo probaba con numerosos ejemplos. Cádiz fue la 
respuesta en clave constitucional, la solución constitucional si se quiere ver así (con todos 
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los matices que pueden darse al adjetivo aquí empleado), a un momento crítico único, 
extraordinario e irrepetible, en el que parecía que todo, sin excepción, se iba a desmoronar 
dejando huérfanos de poder, de instituciones, de atención, de tutela, de deberes y de 
derechos, a todos los súbditos de los muy católicos reyes de las Españas. Para tratar de 
amarrar a buen puerto esa Monarquía a la deriva, se echó mano (y se echó en manos) del 
pasado como firme pilar al que sujetar un espacio político e institucional que se 
desconyuntaba por todas partes y se le dio por vez primera la forma escrita de una 
Constitución. La antigua Verfassung, dispersa, ignorada, irreconocible, oculta, pasó a ser 
Konstitution, cuando menos, formalmente bajo aspecto escrito. Ante la crisis, la respuesta 
fue más y mejor pasado, matizado, recuperado y reordenado, bajo la forma de herencias y 
reformas antes que de esperanzas de futuro, de alteraciones y de revoluciones que a nada 
bueno podían conducir. Compendiaron así cúmulos de contrastadas experiencias y de 
hechos ya sucedidos, por ende, susceptibles de valoración positiva y de ser repetidos y 
reiterados hasta el infinito, siempre, experiencias y hechos de acrisolada efectividad. Se 
acogieron a lo acontecido, a lo que ya había funcionado y se suponía que iba a seguir 
funcionando con pequeños ajustes, antes que decidirse por preludiar promesas, 
esperanzas, ilusiones y futuros, ya perfectos, ya imperfectos. Prefirieron los definidos y 
marcados espacios de las experiencias, claras, amplias, exitosas y fructíferas, antes que los 
difusos e ignotos horizontes de las expectativas, ocultas e imprevisibles, conceptos 
opuestos, radicalmente antitéticos, en donde está compendiada la ruptura constitucional 
moderna, la cual supone abandonar lo primero (el pasado) para intentar lo segundo (el 
futuro) por medio del instante de ruptura que implica la misma Constitución32. Mucha 
tradición y algunas dosis de modernidad, sin excesivas concesiones y dentro de un orden 
contenido, la Ilustración española es síntesis de esos dos componentes, es decir, es poco 
ilustrada y es muy española, y, por todo ello, es un movimiento ambiguo, indeciso e 
impreciso33. De acuerdo a este planteamiento (respuesta extrema para resucitar un mundo 
amenazado de extinción por la confluencia de varios factores que cuestionaban ese mismo 

                                                           
32 Tomamos la terminología de C. Garriga, “Cabeza moderna, cuerpo gótico. La Constitución de Cádiz y 
el orden jurídico”, en Anuario de Historia del Derecho Español, nº. LXXXI (2011), p. 128. 

33 Se puede observar esa simbiosis en un ejemplo concreto, el de las nuevas doctrinas acerca del Derecho 
Natural, aceptadas oficialmente, pero de inmediato pasadas por el tamiz depurador de la ortodoxia católica 
y así revisadas, neutralizadas y concordadas de conformidad con el dogma religioso, para lo cual jugó un 
papel decisivo la universidad como entidad del saber y del poder que toleraba, al mismo tiempo que dirigía 
y controlaba, lo que se estudiaba en España en el siglo XVIII bajo la supervisión final del Consejo de 
Castilla. El Derecho Natural sufrió una serie de adaptaciones para que fuese concordante con el 
catolicismo imperante, dando como resultado un planteamiento que apenas tenía que ver con lo que es 
estilaba en Europa y sí con lo que se venía haciendo en España (un Derecho, sobre todo, natural antes que 
racional). Pensadores suizos y jesuitas tienen mucho que decir en esta dinámica. Para estas cuestiones, vid., 
como marco general, A. Jara Andreu, Derecho natural y conflictos ideológicos en la universidad española (1750-1850). 
Madrid, 1977; y, como manifestaciones más concretas, S. Rus Rufino, Historia de la cátedra de Derecho 
Natural y de Gentes de los Reales Estudios de San Isidro (1770-1794). Sobre el problema del origen de la disciplina 
Derecho Natural en España. Con la colaboración de M. A. Sánchez Manzano. León, 1993; “Una versión del 
estado de naturaleza en la España del siglo XVIII: el texto de Joaquín Marín y Mendoza”, en Cuadernos 
Dieciochescos, nº. 1 (2000), pp. 257-282; y, más en concreto, “Evolución de la noción de Derecho Natural en 
la Ilustración española”, en ibidem, nº. 2 (2001), pp. 229-259; J. López Hernández, “La concepción del 
derecho en el pensamiento ilustrado”, en E. Bello – A. Rivera (eds.), La Actitud Ilustrada. Valencia, 2002, 
pp. 85-119; A. Rivera García, “Juan Andrés y la Historia del Derecho Natural. Una aproximación a la 
heterodoxia jesuítica”; y J. L. Villacañas Berlanga, “La obra del abate Andrés y el derecho natural ilustrado 
español”, ambos trabajos en AA. VV., Juan Andrés y la teoría comparatista. Edición de Pedro Aullón de Haro. 
Valencia, 2002, pp. 95-112 y pp. 171-192, respectivamente. 
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mundo, es decir, lucha por la supervivencia del amenazado universo cultural que parecía 
evaporarse y consecuente reafirmación sólida del mismo), Cádiz ha de leerse y 
comprenderse, pues, desde el siglo XVIII, como recuperación, renovación y 
condensación de esa centuria que se tiene el deber de salvar en modo imperativo, porque 
es este siglo en el que piensan, se educan, se forman, debaten, discuten y escriben los 
hombres que redactan todos y cada uno de sus preceptos. En consecuencia, quieren hacer 
perdurar el mundo que han conocido y de cuyos fundamentos se han empapado, no 
porque fuese el único conocido (que también sucede así), sino porque creían a ciencia 
cierta que era el mejor de todos los conocidos e imaginables. Si cambiamos esta 
perspectiva y abandonamos reminiscencias liberales, las cosas pueden resultar mucho más 
sencillas y comprensibles. La Constitución de 1812 es obra de los ilustrados hispánicos, 
más o menos liberales - siendo el Liberalismo elemento accidental de todos estos - antes 
que de unos pensadores liberales en sentido estricto, parangonables a los europeos de su 
tiempo, por lo que ha de ser analizada teniendo en cuenta el caudal ideológico del que 
aquellos estaban imbuidos y el lenguaje que aquellos hablaban. No se olvide que eran 
católicos, más o menos devotos, homogéneos y entregados34, y ese catolicismo marcaba el 
destino de sus reflexiones en conceptos centrales como el de la libertad misma, la 
soberanía, el poder o el de la forma de gobierno35. Cádiz ha de enfrentarse, por ende, de 

                                                           
34 Lo que no impedía la aparición de un cierto catolicismo contemporizador, de centro o ilustrado, como 
lo prueba, a propósito de Jovellanos, J. M. Caso González, “Escolásticos e innovadores a finales del siglo 
XVIII (Sobre el catolicismo de Jovellanos)”, en Papeles de Son Armadáns. Año X. Tomo XXXVII, nº. CIX, 
(1965), pp. 25-48. Lo mismo puede decirse a propósito del Derecho Natural, citado en nota anterior, que 
se situó en un punto de equidistancia entre lo ortodoxo y lo moderno. 

35 Por la abundancia de datos (y también de valoraciones críticas que han de ser vistas en su respectivo 
contexto), sigue siendo aprovechable M. Menéndez Pelayo, Historia de los heterodoxos españoles, ed. cit. Tomo 
II. Libros VI y VII, pp. 183 ss. Para visiones generales sobre este período y sus ramificaciones inmediatas, 
vid. la grandiosa trilogía de J. I. Israel, Radical Enlightenment. Philosophy and the Making of Modernity, 1650-
1750. Oxford – New York, 2002; Enlightenment Contested. Philosophy, Modernity, and the Emancipation of Man, 
1670-1752 Oxford – New York, 2008; y Democratic Enlightenment. Philosophy, Revolution, and Human Rights, 
1750-1790. Oxford – New York, 2011. Para el ejemplo peninsular, vid. R. Fernández-Carvajal, “El 
pensamiento español en el siglo XIX. Primer período”, en G. Díaz-Plaja (dir.), Historia General de las 
Literaturas Hispánicas. Reimpresión. Barcelona, 1968. Tomo IV. Segunda Parte. Siglos XVIII y XIX, pp. 
339-366 (= El pensamiento español en el siglo XIX. Los precedentes del pensamiento español contemporáneo. Edición e 
introducción de Jorge Novella Suárez. Murcia, 2003, pp. 81 ss., por lo que a nosotros nos afecta); A. 
Elorza, La ideología liberal en la ilustración española. Madrid, 1970; y “La formación del liberalismo en 
España”, en F. Vallespín (ed.), Historia de la Teoría Política, 3. Ilustración, liberalismo y nacionalismo. Madrid, 
2002, pp. 417-472; A. Derozier, Manuel José Quintana y el nacimiento del liberalismo en España. Traducción de 
Manuel Moya. Madrid, 1978; F. Díaz, Europa: de la Ilustración a la Revolución. Versión española de Carlo 
Caranci. Prólogo y capítulos I al VI de Lourdes Sanz Mingote. Madrid, 1994; C. Martínez Shaw, El Siglo de 
las Luces. Las bases intelectuales del reformismo. Madrid, 1996; A. Mestre Sanchís, La ilustración española. Madrid, 
1998; y Apología y crítica de España en el siglo XVIII. Madrid, 2003; C. Martínez Shaw – M. Alfonso Mola, La 
Ilustración. Madrid, 2000; J. G. A. Pocock, Historia e Ilustración. Doce estudios. Madrid, 2002; E. Bello – A. 
Rivera (eds.), La Actitud Ilustrada, ed. cit., passim; F. Aguilar Piñal, La España del Absolutismo Ilustrado. 
Madrid, 2005; J. L. Villacañas Berlanga, “Las raíces ilustradas del liberalismo”, en El primer liberalismo: 
España y Europa, una perspectiva comparada. Foro de Debate. Valencia, 25 a 27 de octubre de 2001. Actas. Edición 
de Emilio La Parra y Germán Ramírez. Valencia, 2003, pp. 343-362: J. M. Portillo Valdés, “Ilustración y 
Despotismo Ilustrado”, en M. Artola (dir.), Historia de Europa. Madrid, 2007. Tomo II, pp. 239-296; J. 
Abellán, Política. Conceptos políticos fundamentales. Madrid, 2012, pp. 177 ss.; F. Sánchez-Blanco, La Ilustración y 
la unidad cultural europea. Madrid, 2013; y, recientemente, A. Calvo Maturana, Cuando manden los que obedecen. 
La clase política e intelectual de la España preliberal (1780-1808). Madrid, 2013. Para su proyección en el seno de 
las Cortes de Cádiz, vid. J. Varela Suanzes-Carpegna, “Los modelos constitucionales en las Cortes de 
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una vez por todas, a una lectura que se efectúe con y desde el conjunto de tópicos del 
siglo XVIII y de su cultura constitucional, que acaban por depositarse en su articulado, y 
no someterse a esta lectura parcial, interesada y, en suma, distorsionadora con la que nos 
obsequiaron los liberales a lo largo del siglo XIX y que ha marcado su destino histórico (y, 
por extensión, historiográfico). Una lectura que ha traído como consecuencia perturbar la 
comprensión de la Monarquía previamente existente (muy alejada de parámetros 
absolutistas y de las prácticas a ese estilo vinculadas: el rey hispánico no tenía una 
omnipotencia comparable a la de su homólogo francés) y concebir el mundo jurídico 
gaditano como una suerte de fundación adánica de todo (es decir, antes de Cádiz no había 
justicia, poder legítimo, derechos, libertad de ninguna clase, propiedad, etc., sino que 
reinaba el más absoluto caos y despotismo). Cádiz es una obra de sedimentación histórica, 
de condensación de legados y de tiempos, antes que de fundamentación política de un 
orden nuevo, de construcción de un novedoso mundo para la posteridad. El grito 
renovador es dejar el siglo XIX con todo su caudal ideológico y pasar al siglo XVIII con 
el suyo respectivo, empaparse y entrar en la totalidad de sus horizontes, abandonar lo 
liberal y concentrarse en lo ilustrado, con las peculiaridades hispánicas conocidas y 
dominantes, incluida la posibilidad de declinar vocablos como Constitución o cultura 
constitucional, dado que en esa época existían nociones acerca de la primera y tomaba 
cuerpo la segunda para justificarla, para legitimarla, para hacerla material36. La ruptura 
metodológica no es menor porque el cambio de enfoque trae resultados absolutamente 
diferentes y se puede acceder a un mundo gaditano, aparentemente nuevo (en realidad, no 
lo es), pero, sobre todo, muy distante y muy distinto del que se ha sostenido y mostrado 
de forma tradicional por parte de historiadores, generales y jurídicos, y por parte de 
publicistas y constitucionalistas, prestos, especialmente estos últimos, a reconocer en 
tiempos pasados esencias constitucionales imperturbables y carentes de maduración de 
ningún tipo: nacen tal y como las conocemos en la actualidad en ese remoto pasado sobre 
el que se proyecta el más acentuado dogmatismo conceptual que hace difícilmente 
reconocible la Historia por superflua e innecesaria37. El nuevo escenario gaditano aparece 

                                                                                                                                                                                     
Cádiz”, en F. – X. Guerra (dir.), Las revoluciones hispánicas: independencias americanas y liberalismo español. 
Madrid, 1995, pp. 243-268 (luego aparecido en otras sedes varias); La teoría del Estado, ed. cit., pp. 5 ss.; y 
La monarquía doceañista, ed. cit., pp. 23 ss. 

36 Pues es evidente que, antes de toda Constitución, está conformada la cultura constitucional que da lugar 
a la misma, como espacio público de reflexión sobre el poder, sobre sus límites y sobre sus relaciones con 
los ciudadanos particulares, una cultura en torno a la cual aquélla nace, crece y se desarrolla. Sobre estas 
cuestiones, vid. C. García Monerris, “Lectores de Historia y Hacedores de Política en tiempos de fractura 
constitucional”, en Historia Constitucional, nº. 3 (2002), pp. 29-98; “La diversidad de proyectos políticos en 
el primer debate preconstitucional español: Canga Argüelles, Ribelles y Borrull en el contexto de la política 
valenciana”, en Hispania, vol. LXII/1, nº. 210 (2002), pp. 113-140; “El debate preconstitucional: historia y 
política en el primer liberalismo español (Algunas consideraciones)”, en El primer liberalismo, ed. cit., pp. 41-
77; y “Notes à propos de la culture constitutionnelle en Espagne avant la Constitution de 1812”, en La 
Guerre d’Indépendance espagnole et le Libéralisme au XIXe siècle. Études réunies para Jean-Philippe Luis. Madrid, 
2011, pp.75-89; J. M. Portillo Valdés, Revolución de Nación, ed. cit., passim; y “Entre la Historia y la 
Economía Política: orígenes de la cultura del constitucionalismo”, en C. Garriga (coord.), Historia y 
Constitución, ed. cit., pp.27-57; J.- B. Busaall, “La dualité du débat ur la première Constitution espagnole de 
1812. Entre norme historique et volontarisme juridique”, en Revue Historique de Droit Français et Étranger, nº. 
80 (4) (oct. - déc., 2002), pp. 419-450 ; y S. Scandellari, “España, 1808-182. Un recorrido constitucional”, 
en Hispanogalia. Revista Hispanofrancesa de Pensamiento, Literatura y Arte. Vol. I (2004-2005), pp. 29-54. 

37 Bibliografía que compendia noticias sobre este particular, en nuestro trabajo “Un nuevo poder en el 
escenario constitucional: notas sobre el ejecutivo gaditano”, en Anuario de Historia del Derecho Español, nº. 
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ante nuestros ojos de forma renovada, aunque no lo es tanto porque siempre ha estado 
ahí. Faltaba aquella voz o visión histórica consciente que, respetuosa con el momento 
estudiado, lo analizase de acuerdo con sus propias coordenadas, parámetros y patrones 
intelectuales, es decir, la perspectiva que no tomase en consideración conceptos 
modernos, sino conceptos propios del tiempo, que los analizase en su instauración y en su 
devenir de acuerdo con la percepción de aquellos momentos históricos realizada por los 
propios protagonistas. Texto y contexto son indispensables. Sobraban precomprensiones, 
prejuicios y proyecciones hacia atrás. Se precisaba de una visión histórica que ordenase 
actuar al investigador no como juez, notario o arquitecto de lo pretérito, ni mucho menos 
como participante en una fiesta a la que no había sido invitado, no como anticipador de 
Constitucionalismo y de conceptos que lo sustentarán, sino, sobre todo, como discreto 
observador neutral que está llamado imperativamente a entender los testimonios, a 
desentrañarlos y a explicarlos, a comprenderlos, a darlos a conocer, y, sobre todo, a leerlos 
tal y como fueron leídos, explicados y comprendidos en su momento, no en el nuestro. 
Leer el tiempo pasado no implica participar en ese tiempo ya ido, sino tratar de colocarse 
unas lentes que nos permitan la aproximación más cabal al mismo y a los testimonios o 
descripciones que han dejado sus protagonistas. A partir de ahí, opera el traslado al 
tiempo presente y su comprensión más acertada. La Constitución de Cádiz es, antes que 
nada, regeneración del caos de soberanía, del colapso político y del bloqueo constitucional 
en que estaba sumida la Monarquía. Es también renovación y convalidación de un orden 
jurídico tradicional y no fruto de voluntad política alguna38; es pugna en la que están 
embarcadas no tanto la Historia y la Política, como realidades diferentes y contrapuestas, 
con arreglo a las cuales diseñar la cosa pública, una ligada al Antiguo Régimen y a la 
tradición, la otra vinculada a la revolución y al puro decisionismo, sino el resultado 
combinado de varias razones históricas que querían imponerse, el efecto de plurales 
lecturas acerca de la Historia misma que deseaban convertirse en Política actual y sobre la 
que se debía actuar. No había contraposición entre tales instancias, sino que la Historia 
era el único camino para llegar a la Política en el mundo hispánico y configurar de esta 
manera una Política propia, ajena a la europea. Y esto era así porque la vida española del 
siglo XVIII y de comienzos del XIX había manifestado una total incapacidad para 
configurar un espíritu moderno y laico que protagonizase la creación de una vida pública 
en sentido plenamente actual y liberal, con espacios de debate y de diálogo, con 
mediaciones e intermediaciones, con contratos, pactos y acuerdos, con instituciones que 
cumpliesen ese cometido de alojar o alumbrar consensos y negociaciones (era, pues, algo 
premoderno y prepolítico)39. Por fin, lo único que existía, lo único que había quedado en 
pie de todo el edificio monárquico, era su pasado recreado y recuperado por vías 
históricas. Todos los sujetos implicados lo sabían y todos los sujetos implicados hablaron, 

                                                                                                                                                                                     
LXXXI (2011), pp. 276-278, notas nº. 31 y 32. 

38 Vid. J.- B. Busaall, “La révolution constitutionnelle de 1812 dans la monarchie espagnole : une 
rénovation de l’ordre juridique traditionnel”, en AA. VV., L’idée contractuelle dans l’Histoire de la Pensée 
Politique. Actes du Colloque International de l’AFHIP (6-7 septembre 2007). Aix- Marseille, 2008, pp. 419-438. 

39 Vid. J.- P. Dedieu, “Amistad, familia, patria … y rey. Las bases de la vida política en la Monarquía 
española en los siglos XVII y XVIII”; y G. A. Franco Rubio, “El ejercicio del poder en la España del siglo 
XVIII. Entre las prácticas culturales y las prácticas políticas”, en Mélanges de la Casa de Velázquez [El 
nacimiento de la política moderna en España (mediados del siglo XVIII – mediados del siglo XIX) – La naissance de la 
politique moderne en Espagne (milieu du XVIIIe siècle – milieu du XIXe siècle)]. Tomo 35 (1). Nouvelle Série 
(2005), pp. 27-50 y pp. 51-77, respectivamente. 
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pues, el mismo lenguaje, el lenguaje de las diversas razones históricas, que no era otra cosa 
que hacer Política a partir de la Historia (nunca al revés), eludiendo la forma política pura, 
respetando el conocimiento histórico y sin pretender nunca superarlo, ni revocarlo, sino 
actualizarlo de conformidad con los tiempos que tocaban vivir40. 

 
Como historiadores del Derecho, esto es, como usuarios, narradores y estudiosos de la 

textura histórica de lo jurídico, debemos dar paso y pleno protagonismo, por encima de 
cualesquiera otros, a los testimonios que merezcan tal calificativo sustancial, ya en el plano 
previo a su conversión en material normativo, ya en su fase posterior cuando devienen 
Derecho a todos los efectos y así son percibidos, aplicados y desarrollados. Hay que 
rastrear esta senda y recopilar testimonios, previos y posteriores, que ilustren un camino 
singular que parece tomar abierto partido por el pasado antes que por el presente y, 
mucho menos, por el futuro. Ése era el estilo de la época cultivado por nuestros 
ilustrados: el pasado como tabla de salvación, como mito tangible donde todo se 
encontraba en perfecto estado y al que el paso del tiempo y ciertas traiciones a un espíritu 
nacional sempiterno habían corrompido, por lo que era preciso una labor de depuración y 
de limpieza en varios frentes (político, histórico, filológico, etc.), un proceso nunca 
constituyente, sino, a lo sumo, reconstituyente o reformista con mayores o menores 
intensidades, mas sin llegar a prescindir de los pilares esenciales sobre los que se había 
asentado todo cuanto éramos y teníamos que seguir siendo. Se buscaba, antes que nada, 
una regeneración de la Monarquía con todos los rasgos que la definían, una reparación, 
resurrección o refacción de la misma, pero sin que ésta fuese eliminada del panorama 
político-jurídico. La Monarquía tenía que ser recuperada en su versión más pura para 
luego ser ajustada a los nuevos tiempos y apuntalada con dispositivos que asegurasen su 
pervivencia milenaria. Y con la Monarquía iban anexos toda una serie de elementos de ella 
derivados y con ella fuertemente integrados, indispensables para asentarla y asegurarla en 
el sentido indicado. Debemos, pues, ponernos la gafas de 1812 para observar con todo 
lujo de detalles lo que en esa fecha tan señalada se estaba pergeñando para el destino 
inminente de la Monarquía hispánica y quiénes, cómo y por qué lo percibían así. Las 
discrepancias entre facciones vendrían determinadas por el alcance y profundidad de la 
reforma y por los tiempos de la misma, pero no por el cuerpo central y nuclear sobre el 
que se tenía que realizar aquélla, así como por los pilares básicos que, a lo sumo, deberían 
ser reforzados, mas nunca suprimidos. Un credo político común era compartido por 
todos los prohombres y diputados gaditanos y sobre aquel corpus heteróclito iban a pensar 
el mundo constitucional que querían reinstaurar. 

 
Si nos atenemos a las premisas expuestas con anterioridad, la novedad más relevante 

que se puede formular, contra el parecer de la mayor parte de la doctrina41, es la ausencia 

                                                           
40 Cfr. C. García Monerris, “El debate preconstitucional”, cit., p. 76, aun sin compartir su conclusión de 
que la recuperación del pasado no tuvo virtualidad como modelo político y como solución constitucional, 
sino, al contrario, fue efectiva y fue eficaz desde los dos puntos de vista remarcados. 

41 Sin ánimo exhaustivo, respecto a este doble tópico consolidado, el de Cádiz como proceso 
constituyente y el de su Constitución como Constitución plenamente moderna, vid. los siguientes 
ejemplos, amén de los indicados en el trabajo citado en nota nº. 37, D. Sevilla Andrés, “El poder 
constituyente en España de 1808 a 1868”, en Revista del Instituto de Ciencias Sociales, nº. 4 (1964), pp. 149-
169, especialmente, pp. 152-156; M. Martínez Sospedra, La Constitución de Cádiz y el primer liberalismo español 
[en el interior, el título reza así: La Constitución española de 1812 (El constitucionalismo liberal a principios del siglo 
XIX)]. Valencia, 1978, pp. 185-198]; J. Andrés Gallego, “El proceso constituyente gaditano: cuarenta años 
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de debate”, en Gades, nº. 16 (Número Extraordinario. CLXXV Aniversario de la Constitución de 1812) (1987), 
pp. 119-141; F. Tomás y Valiente, “Génesis de la Constitución de Cádiz, I. De muchas leyes 
fundamentales a una sola constitución”, en Anuario de Historia del Derecho Español, nº. LXV (1995), pp. 13-
125 (= reproducido asimismo en sus Obras Completas. Madrid, 1997. Tomo V, pp. 4.449 ss.; y 
recientemente en la Colección Historiadores, nº. 15, de Urgoiti Editores, con prólogo de Marta Lorente 
Sariñena. Pamplona, 2011); M. L. Sánchez-Mejía, “Tradición histórica e innovación política en el primer 
liberalismo español”, en Revista de Estudios Políticos (Nueva Época), nº. 97 (julio-septiembre, 1997), pp. 277-
289; D. Torres Sanz, “Liberalismo, Constitución e Historia en la España decimonónica”, en Codificación y 
Constitución. XI Encuentro Histórico España – Suecia. E. Martínez Ruiz – M. Torres Aguilar – M. De Pazzis Pi 
Corrales (eds.). Madrid, 2003, pp. 136-155, especialmente, pp. 139-142; J. M. Cuenca Toribio, “El proceso 
constituyente gaditano: hacia la convocatoria de Cortes”, en Anales de la Real Academia de Ciencias Morales y 
Políticas. Año LVIII, nº. 83. Curso Académico 2005-2006 (2006), pp. 481-525; J. M. Portillo Valdés, “Crisis de 
la Monarquía y necesidad de la Constitución”; en M. Lorente (coord.), De justicia de jueces a justicia de leyes: 
hacia la España de 1870. Madrid, 2007, pp. 107-134; M. Artola – R. Flaquer Montequi, II. La Constitución de 
1812, ed. cit., pp. 25 ss.; J. Vilches, Liberales de 1808, ed. cit., pp. 174 ss.; I. Fernández Sarasola, Los primeros 
parlamentos modernos de España (1780-1823). Madrid, 2010, pp. 117-153, particularmente, pp. 121-131; y La 
Constitución de Cádiz. Origen, contenido y proyección internacional, ed. cit., pp. 145-179; R. L. Blanco Valdés, La 
construcción de la libertad. Apuntes para una historia del constitucionalismo europeo. Madrid, 2010, passim; A. Cuenca 
Miranda, “Poder constituyente y Constitución en Cádiz”, en Bicentenario de la Secretaría y del Cuerpo de 
Letrados de las Cortes, 1811-2011. Coordinadora: Bárbara Cosculluela Montaner. Madrid, 2011, pp. 63-75 [= 
reproducido también en L. Martí Mingarro (coord.), Cuando las Cortes de Cádiz, ed. cit., pp. 15 ss.]; J. Varela 
Suanzes-Carpegna, La teoría del Estado, ed. cit., pp. 93 ss.; y La monarquía doceañista, ed. cit., pp. 76-79; o, 
más recientemente, L. López Guerra, en su “Introducción” a La Constitución de 1812. Edición conmemorativa 
del segundo centenario. Madrid, 2012, pp. 9-23; F. Martínez Pérez (ed.), Constitución en Cortes. El debate 
constituyente, 1811-1812. Madrid, 2011; M. I. Álvarez Vélez (coord.), Las Cortes de Cádiz y la Constitución de 
1812, ed. cit., pp. 89 ss. y pp. 164 ss.; M. Lorente – J. M. Portillo (dirs.), El momento gaditano, ed. cit., Caps. 2 
y 3, pp. 51 ss.; J. De Esteban, “Ante el Bicentenario. Cádiz 1812. Una constitución disfrazada”, en El 
Cronista del Estado Social y Democrático de Derecho, nº. 25 (enero, 2012), pp. 18-25; J. Sánchez-Arcilla Bernal, 
Historia de los derechos fundamentales en sus textos. Madrid, 2012, pp. 256 ss.; M. Moreno Alonso, La Constitución 
de Cádiz. Historia de una utopía, ed. cit., passim; A. Ramos Santana, “El triste sino de la Constitución de 1812. 
A modo de introducción”, en A. Ramos Santana (coord.), La Constitución de 1812. Clave del liberalismo en 
Andalucía, ed. cit., pp. 9-29; M Herrero y Rodríguez De Miñón, “Contribución a la desmitificación de 
Cádiz”, en Anales de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas. Año LXIV, nº. 89. Curso Académico 2011-
2012 (2012), pp. 265-295; y J. P. Fusi, Historia mínima de España. 3ª edición. Madrid, 2012, pp. 158 ss. Sin 
embargo, por fortuna, hay autores que han roto con este tópico y que abiertamente cuestionan la 
existencia de un poder constituyente en Cádiz o lo sitúan en unos parámetros diversos a los 
convencionales, como, por ejemplo, B. Clavero, Evolución histórica, ed. cit., pp. 33-41; Manual, ed. cit., pp. 
23-27; “Cádiz como Constitución”, cit., passim, pero especialmente, en pp. 89, 121-122, 186, 201 y 226; y 
“Voz de Nación por Constitución. España, 1808-1811”, en Giornale di Storia Costituzionale, nº. 4 (II. 
Semestre, 2002), pp. 81-104, aunque de modo ambiguo y poco claro, especialmente, en pp. 81, 89, 92, 96-
98 y 100; J. L. Villacañas Berlanga, “La Nación Católica”, cit.; y, más en particular, “La nación católica. El 
problema del poder constituyente en las Cortes de Cádiz”, en Relatos de Nación. La construcción de las 
identidades nacionales en el mundo hispánico. Edición al cuidado de Francisco Colom González, Madrid – 
Frankfurt am Main, 2005. Tomo I, pp. 159-177, aunque con matices que ahora no interesa destacar; C. 
Garriga, “Constitución política y orden jurídico en España: el efecto derogatorio de la Constitución de 
Cádiz”, en M. Chust (coord.), Doceañismos, constituciones e independencias. La Constitución de 1812 y América. 
Madrid, 2006, pp. 33-77 (= recogido asimismo en Cádiz, 1812, ed. cit., pp. 119-168); “Continuidad y 
cambio del orden jurídico”, en C. Garriga (coord.), Historia y Constitución, ed. cit., pp. 59-106; y, de forma 
más completa, “Cabeza moderna, cuerpo gótico. La Constitución de Cádiz y el orden jurídico”, en Anuario 
de Historia del Derecho Español, nº. LXXXI (2011), pp. 99-162; R. De La Blanca Torres, “El fundamento 
ideológico de la Constitución de Cádiz de 1812: Ilustración y Romanticismo. El sentido de la presencia de 
los textos jurídicos medievales en la Constitución de Cádiz de 1812”, en Revista de la Facultad de Ciencias 
Sociales y Jurídicas de Elche, nº. 5 Número Extraordinario (2009), pp. 158-167; M. Lorente Sariñena, “Crisis 
de la monarquía católica y regeneración de su constitución”, en Giornale di Storia Costituzionale, nº. 19 (I. 
Semestre, 2010), pp. 67-87, específicamente, pp. 70-73, quien habla de modo expreso de la “debilidad” de 
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empírica, constatable, evidente y clara, de un autentico poder constituyente en las Cortes 
Generales y Extraordinarias, inauguradas en septiembre de 1810, entendido como poder 
originario, ilimitado y autóctono residenciado en la Nación (sí lo está, por el contrario, en 
la Historia y, por extensión, en Dios como fundador de aquélla), de lo cual se deriva la 
imposibilidad de calificar a la Constitución de 1812 como auténtica Constitución 
moderna, consecuencia de la suma de varias imposibilidades, rayanas con la impotencia (y 
aquí se retoman argumentos ya esbozados en páginas anteriores). La imposibilidad, en 
primer lugar, de una Nación al estilo plenamente liberal (esa conjunción de ciudadanos 
libres e iguales, ese conglomerado preestatal dotado del poder irrestricto que comporta la 
soberanía para organizar cómo debería ser ese Estado posterior artificial: falta una 
sociedad civil plenamente libre, igual y democrática), que debe reducirse y contentarse a la 
presencia de una Nación al estilo literario del Antiguo Régimen, dominada por las elites 
religiosas, militares y jurídicas, es decir, una Nación que no es libre, ni igual, ni fundada en 
el valor capital del individuo42, sino integrada por cuerpos ancianos, partes varias de un 
mapa político heterogéneo, con gremios y corporaciones que silenciaban a las personas, 
nunca compuesto de ciudadanos plenos, ausentes en las grandes decisiones que allí se 
adoptan43. De ahí se sigue la imposibilidad de una auténtica soberanía nacional debido a lo 
anterior (esa Nación no lo puede todo porque es una entidad capitidisminuida en lo 
teórico y difícilmente rastreable en la realidad práctica de unas elecciones que ni fueron 

                                                                                                                                                                                     
ese poder constituyente; J. – B. Busaall, Le spectre du jacobinisme, ed. cit., pp. 203 ss.; y M. Lorente – J. 
Vallejo (coords.), Manual de Historia del Derecho. Valencia, 2012, pp. 346-348. 

42 El sujeto principal que aflora es esa Nación monárquica y católica que, con tales caracteres, se encarama 
a una posición de supremacía la cual, sin embargo, no puede evitar que afloren sus raíces y sus 
dependencias respecto al pasado más remoto y más inmediato. Es además una Nación que rezuma 
componentes tradicionales antes que elementos políticos innovadores, como se puede ver en su genética 
religiosa, en su forma política regia o en su conformación geográfica. En su génesis, la Nación no se 
diseña como comunidad de individuos políticamente activos, sino como suma de comunidades, territorios, 
corporaciones y religión, es decir, no se crea, sino que es algo ya creado, es un cuerpo moral y político ya 
constituido, incapaz, pues, de cualquier acción constituyente, sino, como máximo, reconstituyente de lo 
que ya venía existiendo. Vid., sobre todo, J. M. Portillo, Revolución de Nación, ed. cit., pp. 259 ss.; AA. VV., 
Pueblos, Nación, Constitución (En torno a 1812). Vitoria, 2004; y M. Lorente Sariñena, La Nación y las Españas. 
Representación y territorio en el constitucionalismo gaditano. Madrid, 2010. Cfr., a mayores, la bibliografía ya citada 
en notas nº. 15, 17 y 19. En contra, vid. A. Rivero, La constitución de la nación, ed. cit., passim. De hecho, la 
ruptura del modelo social corporativo que impedía la eclosión efectiva del individuo como sujeto político 
y jurídico protagonista, no se planteará de forma nítida hasta los tiempos del Trienio, como ha estudiado 
R. Medina Plana, “Entre los viejos gremios y la liberalización del trabajo y la industria: análisis de un 
proyecto legislativo abandonado”, en Ius Fugit, nº. 12 (2005), pp. 545-608, y, aun así, con muchos matices, 
equidistancias y resistencias. 

43 La Nación, con toda claridad, se sitúa por encima del individuo que no llega a aparecer como sujeto 
libre e igual, y que, cuando lo hace, comparece con tales restricciones que reduce el cuerpo útil, hábil y 
activo de la soberanía a un muy limitado porcentaje de españoles de ambos hemisferios, exclusivamente 
los parroquianos, vecinos, católicos y buenos padres de familia propietarios. Vid. B. Clavero, 
“Constitución de Cádiz y Ciudadanía de México”; y J. Vallejo “Paradojas del sujeto”, ambos en C. Garriga 
(coord.), Historia y Constitución, ed. cit., pp. 141-172, maxime, pp. 148-152, y pp. 173-199, respectivamente; 
C. Serván, “Los derechos en la Constitución de 1812: de un sujeto aparente, la nación, y otro ausente, el 
individuo”, en Anuario de Historia del Derecho Español, nº. LXXXI (2011), pp. 207-225; y M. Lorente – J. M. 
Portillo (dirs.), El momento gaditano, ed. cit., Cap. 5, pp. 155 ss.; y Cap. 8, pp. 289 ss. Para estas cuestiones, 
vid. el más general (aunque irregular y desigual en las colaboraciones) marco hispánico proporcionado por 
M. Pérez Ledesma (dir.), De súbditos a ciudadanos. Una historia de la ciudadanía en España. Madrid, 2007; y, por 
encima de y como fuente de todos ellos, P. Costa, Civitas. Storia della cittadinanza in Europa. Roma – Bari, 
1999-2001. 4 vols. 
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generales, ni incluso fueron elecciones, una Nación que no puede maximizar esa soberanía 
de la que se dice investida por causa de mediaciones históricas restrictivas que impiden 
una emergencia poderosa e incontestada de aquélla), con la sombra omnipresente de ese 
monarca que subyace en cada una de las líneas de los debates o artículos constitucionales 
y que nos conduce hacia una suerte de soberanía cooperativa, compartida, fragmentada, 
pero no una soberanía exclusiva de la Nación44. Finalmente, derivado de los dos puntos 
anteriores, aparece una tercera restricción: la imposibilidad de una libertad absoluta de los 
diputados, dimanante de las singulares formas de representación actuadas, para trazar el 
guión del futuro sin ataduras con el pasado y para atreverse a romper con los legados más 
significativos que ese pasado traía consigo (algunos ya mencionados: la forma 
monárquica, los territorios, la religión católica), dado que Cádiz no cancela para nada lo 
pretérito, sino que se apoya e impulsa en el mismo para conseguir sus propósitos. La 
Historia sojuzga a la Nación, ya de por sí despedazada en cuerpos heterogéneos. Es una 
Constitución que se redacta con las puertas abiertas al ayer y a todo lo que el ayer 
significaba, que no lo depura más que en mínimas fracciones, sino que, mayormente, lo 
constitucionaliza y lo incorpora a su articulado, con correcciones, mejoras y reformas 
mínimas, casi imperceptibles, no sustanciales en todo caso, dirigidas a perpetuar ese 
legado pretérito por toda la eternidad, a hacerlo efectivo, vigente e inatacable para que 
pudiera superar crisis tan duras como las que se estaban viviendo desde marzo de 1808. 
Hay que mantener ese entramado de la Monarquía y no trastornarlo, ni alterarlo en la 
medida en que se pueda. Eso es lo que se hace desde 1810 y culmina en el mes de marzo 
de 1812. En ningún instante, como aconteció en Francia con la Revolución45, hay intento 

                                                           
44 Vid. mi trabajo citado en nota nº. 37, donde se explicita esta visión de la soberanía como algo que es, 
más bien, cosa de dos (Nación y Rey), antes que de uno solo. Para un panorama general, J. Varela, La 
teoría del Estado, ed. cit., pp. 45 ss., y A. Fernandez García, “La cuestión de la soberanía nacional”, en 
Cuadernos de Historia Contemporánea, vol. 24 (2002), pp. 41-59. 

45 El ejemplo más claro lo proporciona el Preámbulo de la primera Constitución revolucionaria francesa, la 
de 3 de septiembre de 1791 (basado en parte en la famosa reforma de 4 de agosto del mismo año por la 
que se suprimían las diferencias estamentales y los privilegios, el sistema feudal y el orden gremial), texto 
decisivo en el que no sólo se edificaba un orden político nuevo (aunque con algunas piezas antiguas, pero 
que están presentes porque así se ha decidido y no por imposiciones procedentes de sujetos ajenos a la 
propia dinámica política), sino que, de forma especial, se procedía a eliminar todo aquello que rezumaba 
pasado y que era incompatible con el nuevo espíritu que iluminaba la construcción de la Nación y del 
Estado que la servía. Quedaban abolidas de modo irrevocable todas aquellas instituciones lesivas para con 
la libertad y la igualdad de los derechos, específicamente la nobleza, las dignidades, las distinciones 
hereditarias y de órdenes, el régimen feudal, las justicias patrimoniales, los títulos, denominaciones y 
prerrogativas de allí derivados, las corporaciones y condecoraciones para las que se requerían pruebas de 
nobleza o que implicaban distinciones de nacimiento, cualquier superioridad particularizada, salvo la de los 
funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones. Tampoco superaban este examen político la 
venalidad o herencia de cargos públicos, los privilegios y excepciones al derecho común de los franceses 
para ninguna parte de la Nación y para ningún individuo, los jurados y las corporaciones de profesiones, 
artes y oficios. La ley, culminaba el preámbulo aludido, no aceptaba ningún voto religioso o cualquier otro 
compromiso contrario a los derechos naturales o a la Constitución: “L’Assemblée nationale voulant établir 
la Constitution française sur les principes qu’elle vient de reconnaître et de déclarer, abolit irrévocablement 
les institutions qui blessaient la liberté et l’egalité des drots – Il n’y a plus de noblesse, ni pairie, ni 
dictinctions hérèditaires, ni distinctions d’ordres, ni régime féodal, ni justices patrimoniales, ni aucun des 
titres, dénominations et prérogatives qui en dérivaient, ni aucun ordre de chevalerie, ni aucune des 
corporations ou décorations, pour lesquelles on exigeait des preuves de noblesse, ou qui supposaient des 
distinctions de naissance, ni aucune autre supériorité, que celle des fonctionnaires publics dans l’exercice 
de leurs fonctions. – Il n’y a plus ni vénalité, ni hérédité d’aucun office public. – Il n’y a plus, pour aucune 
partie de la Nation, ni pour aucun individu, aucun privilège, ni exception au droit commun de tous les 
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alguno por parte de los redactores de hacer tabla rasa del pasado, de erradicarlo, de 
enviarlo al pozo de la Historia, de enumerar todo aquello que ya no habría nunca más en 
España, de explicitar un efecto derogatorio que brilla por su ausencia y justifica lo que 
ahora diremos. Y eso que Francia también manejaba una cierta cultura y discurso 
constitucionales de corte antiguo, pero de inmediato superados por la dinámica de los 
acontecimientos46. No hay en el caso hispánico intención de marcar una cesura histórica 
con mayúsculas, de romper con el ayer, de protagonizar una fractura temporal expresa y 
decidida: al contrario, todo lo que figura en el articulado o sus piezas más relevantes y 
esenciales (forma de gobierno, ciudadanía, religión, organización territorial, potestades, 
etc.) figura por el peso específico e indiscutible de la Historia a la que no se podía 
renunciar de ninguna de las maneras posibles, a la que no se podía combatir bajo el riesgo 
de dejar de ser todo aquello que históricamente había singularizado a España como 
Monarquía y como Nación. La Historia dicta el guión de la Constitución y ningún poder 
humano puede oponerse a la misma. El pasado es el que hace el presente y en él, en ese 
mundo remoto, se puede reconocer todo precepto constitucional. Es un espejo y es un 
modelo. Si España quería ser algo en esas horas inciertas de 1812, tenía que serlo con, 
desde y a partir de la Historia, nunca a sus espaldas, nunca sin contar con ese flujo 
incesante procedente de tiempos remotos. Lo contrario habría supuesto el suicidio 
político como comunidad. 

 
Sin poder constituyente, esto es, sin una Nación libre que decide ponerse en 

movimiento para articular la soberanía como depósito de todo el poder público 
concentrado y llevarla así a su máxima expresión, a su más alta capacidad de decisión (la 
determinación misma del orden político que se quiere, es decir, la opción decisional 
absolutamente libre por la organización política que se estimaba más conveniente en un 
determinado momento histórico, la declaración de voluntad más pura y menos sujeta a 
restricciones, límites, condicionantes y frenos por medio de la cual se construye desde sus 
cimientos mismos un orden político-jurídico nuevo, lo que no excluye la presencia de 
elementos antiguos pero no por el componente histórico subyacente, sino porque hay una 
decisión que determina su inclusión en el texto constitucional resultante), sin un poder 
capaz de actuar sin vínculos imperativos y directos con el pasado más que aquellos que 
libremente se deciden asumir y conservar, sin un poder de esta naturaleza capaz de crear 
todo lo nuevo y de destruir todo lo antiguo, decíamos con anterioridad, no podremos 
                                                                                                                                                                                     
Français. – Il n’y a plus ni jurandes, ni corporations de professions, arts et métiers. – La loi ne reconnaît 
plus ni vœux religieux, ni aucun autre engagement qui serait contraire aus droits naturels ou à la 
Constitution”. El texto en S. Rials, Textes constitutionnels français. 23ª edición. Paris, 2010, p. 4. Una versión 
en castellano en La Revolución francesa en sus textos. Estudio preliminar, traducción y notas de Ana Martínez 
Arancón. Madrid, 1989, p. 9. Como afirmó en su momento uno de los más sagaces y conspicuos 
observadores de la Revolución, Alexis de Tocqueville, “los franceses hicieron en 1789 el mayor esfuerzo al 
que jamás se haya entregado pueblo alguno para, por así decir, cortar en dos su destino, y separar por un 
abismo lo que habían sido hasta entonces de lo que en lo sucesivo querían ser”, por lo que tomaron “toda 
suerte de precauciones al objeto de no trasladar nada de su pasado a su nueva condición” y “se impusieron 
toda clase de constricciones para hacerse distintos de sus mayores” hasta el punto de devenir 
irreconocibles en el espejo del pasado. Cfr. A. De Tocqueville, El Antiguo Régimen y la Revolución. Edición 
de Antonio Hermosa Andujar. Madrid, 2004. Prólogo, p. 45. Obvia decir que nada de esto se puede 
encontrar en la Constitución de Cádiz, o, lo que es lo mismo: todo esto citado y muchas más cosas se 
entendían subsistentes, a pesar del esfuerzo constitucional desplegado en tal experimento. 

46 Vid. el amplio y documentado trabajo de A. Vergne, La notion de Constitution d’après les cours et assemblées à 
la fin de l’Ancien Régime (1750-1789). Paris, 2006. 
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encontrar resto alguno de Constitución moderna por ninguna parte y en ninguna de las 
direcciones en las que nos movamos. La Constitución, en su acepción moderna, está 
ausente porque adolece del autor que toda Constitución ha de tener, y porque carece de 
los elementos mínimos que le sirven como criterio de homologación respecto a sus 
coetáneas estadounidenses y francesas. Resumiendo lo hasta aquí dicho: no pretendamos 
buscar o ver en Cádiz ninguna Constitución porque Cádiz no nace como resultado de 
proclamación volitiva de poder constituyente alguno, un poder concebido al estilo de lo 
que ordenaban los cánones de los movimientos revolucionarios que habían triunfado en 
el siglo anterior, tanto en las colonias americanas como en la vecina Francia, otorgando al 
pueblo, en el primer caso, y a la Nación, en el segundo, la efectiva y más completa 
capacidad de determinación para la organización del poder político y del estatuto de los 
ciudadanos. Hubo en aquellos lares un poder constituyente capaz de romper con el 
pasado, capaz de marcar la frontera entre el ahora y el ayer, y que enviaba al depósito de la 
Historia todo lo que ese pasado había supuesto sin posibilidad de regreso en ningún 
momento y bajo ninguna circunstancia. Era ese poder constituyente, tanto el americano 
como el francés, capaz de escribir un texto rotundamente nuevo que marcaba un antes y 
un después, que ponía puertas al tiempo para determinar lo que valía o lo que no valía, lo 
que era novedoso y útil, frente a todo lo antiguo e inútil, un texto que trazaba una clara 
separación entre el nuevo mundo constitucional y el viejo orden feudal, el cual pasaba a 
ser derrumbado, obviado y aniquilado, que devenía, por tanto, ser histórico, es decir, no 
vigente y, por ende, irrelevante desde las perspectivas jurídica y política. Fuera de la 
Constitución así concebida, tal y como hicieron americanos y franceses, sólo había 
antigüedades, despojos, restos, ruinas, materiales de desecho, productos que debían ser 
abandonados y erradicados, pero no podía aparecer, ni aparecía materia constitucional 
alguna. Los tiempos que inauguraban las nuevas Constituciones eran, en efecto, tiempos 
nuevos porque abrían nuevos caminos de cara al futuro y sepultaban el pasado de una vez 
por todas. 

 
Por tales motivos aducidos, Cádiz no es, no puede ser jamás reputada como un fruto 

de la razón abstracta, como un producto del racionalismo iusnaturalista, como ejecutoria 
de una autoridad política absoluta (ya la Nación, ya la Monarquía con su rey a la cabeza, ya 
su confluencia coordinada), sino, más bien, todo lo contrario47: fruto de la razón histórica, 
de esa razón que vive por y para el pasado, con el propósito de convertir al hombre en 
autorizado heredero de sus ancestros; producto de un historicismo de corte tradicional, 
basado más que en aquellas Constituciones al estilo revolucionario ya descritas en aquellas 
otras Leyes Fundamentales, profundamente enraizadas en las estructuras políticas del ayer 
que definieron los límites del poder soberano casi absoluto y lo justificaron en todo su 
esplendor; y ejecutoria de un pasado que ejercía una influencia incontestable sobre el 
presente, que no era capaz de separarse de él, dado que en su seno contenía su esencia 
política indestructible. Cádiz no crea Constitución auténticamente novedosa; efectúa una 
reordenación de las Leyes Fundamentales del Antiguo Régimen, es decir, una revisitación 
o recomposición de los principios esenciales sobre los que se sustentaba la Monarquía 
Católica Hispánica, sin que se diese pie a la aparición de un poder originario, radical, 
drástico y omnímodo. En 1812, se procede a una recuperación, reinstauración y relectura 
del pasado hispánico (no solamente castellano), en clave de resurrección político-jurídica 

                                                           
47 Cfr. J. L. Villacañas Berlanga, “Ortodoxia católica y derecho histórico”, cit., pp. 48-52. 



Historia et ius www.historiaetius.eu - 3/2013 - paper 6 

35 

de todo aquello que había existido en tiempos remotos de plena felicidad constitucional y 
que, por distintas causas y azares, se había perdido en el tiempo48. No hay creación sin 
tradición. Los clásicos lo comprendieron bien cuando trazaron una línea de clara 
separación entre la traditio y la imitatio. Lo nuevo es, en realidad, la nueva forma de 
conjugar todo aquello que nos precede en el tiempo; es el modo específico que cada 
época tiene de enfrentarse, de leer, de comprender y de interpretar lo pretérito común. La 
novedad no es más que una versión retomada del pasado. Los acontecimientos 
constitucionales gaditanos parecen dar la razón a este último aserto, a esta dinámica de 
revisión o de revisitación de los fundamentos políticos de la Monarquía con la clara 
intención de hacer que perdure en el tiempo hasta alcanzar la inmortalidad. Se equivocaba 
el recordado F. Tomás y Valiente cuando explicaba el momento gaditano como el paso de 
muchas Leyes Fundamentales a una sola Constitución, afirmando, pues, la vigencia de una 
práctica constituyente: lo que hubo, en realidad, fue el tránsito de muchas Leyes 
Fundamentales a otras tantas Leyes Fundamentales (esencialmente las mismas), pero ya 
recogidas en un solo texto, mejor ordenadas, sintetizadas y clarificadas, y con importantes 
ajustes institucionales para su salvaguardia49. Nada más y nada menos, puesto que la tarea 
así reputada no dejaba de ser titánica y dificultosa. La pretendida cabeza moderna apenas 
tenía las fuerzas necesarias e indispensables para regir los destinos de ese cuerpo 
esencialmente gótico, que era el que, al final, acabó por dirigir toda la maquinaria política, 
todo el sistema reconstituido50. 

 
3. Constituyente 
 
La voz Constitución, clave en el trayecto que estamos trazando, y los conceptos que van 

detrás de la misma, ligados a su esencia, se configuran como los elementos definitorios 
más relevantes de toda la cultura jurídico-política del siglo XVIII en adelante. 
Constitución es summa o compendio de todo un léxico que trata de plasmar en palabras 
los nuevos esquemas intelectuales sobre los que se van a sustentar el poder y – lo más 
relevante – la posición del individuo para con éste, en esa nueva etapa de la Historia de la 
Humanidad que con las mismas se inauguraba51. En aquella variedad de contenidos 

                                                           
48 Cfr. M. Lorente – J. M. Portillo (dirs.), El momento gaditano, ed. cit., “Consideraciones finales: viejas y 
nuevas polis”, pp. 399-400: “En definitiva – valga el oxímoron – se buscaba el camino de una revolución 
moderada que promoviese nuevas clases dirigentes, que instalase un régimen parlamentario, que aboliese 
los privilegios obsoletos, todo sin poner en crisis las estructuras sociales. Moderar el cambio quería decir 
también, de hecho, aceptar un compromiso con el Antiguo Régimen. La carta gaditana, con su 
jurisdiccionalismo, fue también esto: un compromiso con la tradición hispánica; no con los antiguos 
privilegios de la nobleza señorial, sino, por ejemplo, con la justicia, una esfera que afectaba a todos los 
nuevos ciudadanos, habituados desde siempre al imperio de los hombres y no al de las leyes (…) reformar 
las antiguas leyes de la Monarquía. No importa cuáles fueran esas leyes: lo que importa es la voluntad 
declarada de historificar la renovación a través de una constitución escrita, y esta voluntad coincidía 
perfectamente con la de los liberales moderados de otros países, fueran masones o católicos”. 

49 Cfr. F. Tomás y Valiente, “Génesis de la Constitución de 1812”, cit., passim. 

50 Cfr. C. Garriga Acosta, “Cabeza moderna, cuerpo gótico”, cit., passim. 

51 Abundante bibliografía sobre el particular, de la cual puede destacarse la que sigue: P. Bastid, L’idée de 
Constitution. Préface de Jean Rivero. Paris, 1985; G. Stourzh, “Constitution: Changing Meanings of the Term 
from the Early Seventeenth to the Late Eighteenth Century”, en AA. VV., Conceptual Change and the 
Constitution. Edited by Terence Ball and J. G. A. Pocock. Lawrence, Kansas, 1988, pp. 35-54; C. H. Mc 
Ilwain, Constitucionalismo antiguo y moderno. Traducción de Juan José Solozábal Echavarría. Madrid, 1991; M. 
Fioravanti, Stato e Costituzione. Materiali per una storia delle dottrine costituzionali. Torino, 1993, pp. 105 ss.; 
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ideológicos que la integran y que se vinculan a la nueva representación de lo 
constitucional, están las bases para una definición moderna del término, aunque, debe ser 
advertido aquí, es vocablo de largo recorrido histórico y presenta, por ende, múltiples 
acepciones coexistentes que conviene desentrañar para saber a qué nos referimos 
exactamente cuando aludimos a la Constitución, así en singular, y en qué preciso 
momento histórico se desenvuelven todos y cada uno de los correspondientes 
significados. Con todo, la problemática no está en absoluto clara porque la dimensión 
histórica subyacente nos conduce de forma irremisible a la polisemia y la polisemia a la 
variedad de interpretaciones y de criterios delimitadores de la sustancia. No hay 
univocidad, sino todo lo contrario. Pero, ¿qué es una Constitución? ¿Cuántos tipos de 
Constitución se conocen? ¿Qué singulariza a cada uno de ellos? ¿Se suceden o coexisten? 
¿Se excluyen o se superponen? Desde la tradicional clasificación debida a M. García-
Pelayo, se suele dividir el concepto referido en tres grandes bloques que responden a cada 
una de las tres acepciones convencionales de todos conocidas que se han presentado a lo 
largo de la Historia del vocablo52. Vayamos en dirección a cada una de esas partes 

                                                                                                                                                                                     
Costituzione. Bologna, 1999 (2ª ed. Bologna, 2008), con traducción española: Constitución. De la Antigüedad a 
nuestros días. Traducción de Manuel Martínez Neira. Madrid, 2001; y, del mismo, “Estado y Constitución”, 
en AA. VV., El Estado Moderno en Europa. Instituciones y derecho. Edición de Mauricio Fioravanti. Traducción 
de Manuel Martínez Neira. Madrid, 2004, pp. 13-43; G. Villapalos Salas, El concepto de norma fundamental. 
Madrid, 1993, pp. 5-71; AA. VV., Le basi filosofiche del costituzionalismo. Lineamenti di filosofia del diritto 
costituzionale coordinati da Augusto Barbera e Gianfrancesco Zanetti. Roma – Bari, 1997; N. Mateucci, Organización 
del poder y libertad. Historia del constitucionalismo moderno. Presentación de Bartolomé Clavero. Traducción de 
Francisco Javier Ansuátegui Roig y Manuel Martínez Neira. Madrid, 1998; C. Álvarez Alonso, Lecciones de 
Historia del Constitucionalismo. Madrid, 1999; H. Mohnhaupt – D. Grimm, Verfassung. Zur Geschichte des Begriffs 
von der Antike bis zur Gegenwart. Zwei Studien. 2ª edición. Berlin, 2002 (1ª ed. Berlin, 1995), con traducción 
italiana: Costituzione. Storia di un concetto dall’Antichità a oggi. Edizione italiana a cura di Mario Ascheri e 
Simona Rossi. Roma, 2008 (el libro procede, con algunos añadidos, de las voces “Verfassung (I) y (II)”, 
elaboradas por cada uno de los dos citados autores para el volumen Geschichtiliche Grundbegriffe. Historisches 
Lexikon zur politisch-sozialen Sprache in Deutschland. Herausgegeben von O. Brunner, W. Conze und R. 
Koselleck. Stuttgart, 1990. Tomo VI, pp. 831-862 y pp. 863-899, respectivamente); A. Guzmán Brito, “El 
vocabulario histórico para la idea de Constitución política”, en Revista de Estudios Histórico-Jurídicos, nº. 
XXIV (2002), pp. 267-313; S. Muñoz Machado, Constitución. Madrid, 2004, pp. 19 ss.; M. Artola, 
Constitucionalismo en la historia. Barcelona, 2005; D. Grimm, Constitucionalismo y derechos fundamentales. Estudio 
preliminar de Antonio López Pina. Traducción de Raúl Sanz Burgos y José Luis Muñoz de Baena Simón. 
Madrid, 2006, pp. 27 ss.; F. Martínez Martínez, “Una idea histórica de Constitución”, en E. Ferrer Mac-
Gregor – C. de J. Molina Suárez (coords.), El juez constitucional en el siglo XXI. México, 2009. Tomo I; pp. 
325-381 [= también en Dereito. Revista Xurídica da Universidade de Santiago de Compostela, vol. 16, nº. 2 (2007), 
pp. 67-123; y en versión brasileño-portuguesa: “Uma ideia histórica da Constitução”, en B. A. Lacerda – 
M. Kokke, Marcelo (coords.), Constitução. Da Antiguidade ao Século XXI. Belo Horizonte, 2009, pp. 20-64]; 
H. Dippel, “Constitución”, en Constitucionalismo moderno. Traducción de Clara Álvarez Alonso y María 
Salvador Martínez. Madrid, 2009, pp. 13-20; AA. VV., Fundamentos. Cuadernos Monográficos de Teoría del 
Estado, Derecho Público e Historia Constitucional, nº. 6 (2010) (= Conceptos de Constitución en la Historia); A. 
Garrorena Morales, Derecho Constitucional. Teoría de la Constitución y sistema de fuentes. Madrid, 2011, pp. 21 ss.; 
F. Rubio Llorente, La forma del poder. Estudios sobre la Constitución. 3ª edición. Madrid, 2012. Tomo I, pp. 9 
ss.; P. Schiera, El constitucionalismo como discurso político. Traducción de Adela Mora Cañada y Manuel 
Martínez Neira. Madrid, 2012; y D. Castellano, Constitución y Constitucionalismo. Madrid, 2013, pp. 43 ss. 

52 Vid. M. García-Pelayo, Derecho Constitucional Comparado. Introducción de Manuel Aragón. Madrid, 1999, 
pp. 33 ss. (1ª ed. Madrid, 1950) (= en Obras Completas. Madrid, 1991. Tomo I, pp. 223 ss.), con el 
complemento que supone K. Loewenstein, Teoría de la Constitución. Traducción y estudio sobre la obra por 
Alfredo Gallego Anabitarte. 4ª reimpresión. Barcelona, 1986, pp. 216 ss., quien habla, por su parte y en 
relación a su efectividad, de Constituciones normativas, nominales y semánticas. La primera clasificación 
la retoma F. Tomás y Valiente, “Constitución”, en Constitución: escritos de introducción histórica. Prólogo de 
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implicadas. 
 
Hay, en primer lugar, una Constitución sociológica, esto es, una visión o reflexión 

acerca de la Constitución desde el campo de la Sociología: así planteada, la Constitución 
como texto jurídico es el resultado de la suma de los reales y auténticos factores efectivos 
de poder en el seno de una determinada comunidad política, como afirmaba F. Lasalle en 
su estudio clásico53. Esta Constitución así concebida remite a lo fáctico, a la sociedad y a 
la correlación de fuerzas que allí habitan para condensarse eventualmente en un texto que 
debe guardar coherencia con tal conformación social a los efectos de garantizar su eficacia 
práctica y su virtualidad real. En este sentido, todo período histórico tiene su Constitución 
real (que no material) que puede verse reflejada o no en una consecuente Constitución 
formal, la cual ha de apoyarse en la anterior si desea perdurar. En este caso, la norma es 
posterior al contexto social y debe guardar imperativamente coherencia o congruencia 
con el mismo, dado que, en caso contrario, la realidad de los hechos acabará por 
imponerse y por hacerla de todo punto inútil: la convierte en un mero papel mojado si no 
es capaz de plasmar las tensiones sociales subyacentes, las realidades de poder, que se 
ocultan tras el articulado del texto. El poder está situado antes y al margen del aparato 
constitucional; éste simplemente procede a recogerlo y a darle forma jurídica por escrito. 
Lo fáctico acaba por triunfar sobre lo jurídico y termina por definirlo en cada uno de sus 
apartados. La Constitución sería el documento donde tales tensiones sociales se acaban 
por plasmar, viviendo, pues, sin necesaria imbricación con los poderes reales, sino 
supeditada a ellos. 

 
Al lado de este concepto que remite a mundos situados más allá del orden jurídico, al 

statu quo o a la realidad social previos a cualquier forma de normatividad, a un materia que 
da forma a la Constitución, dos son las acepciones que nos interesan puesto que son las 
que entran en claro y abierto conflicto cuando se oponen entre sí en torno a mediados del 
siglo XVIII. La primera es la denominada Constitución histórica o tradicional, aquélla que 
se funda en el legado transmitido de forma ininterrumpida por el pasado y que halla su 
base, su sustento pleno, en la Historia. Aparece como la manifestación palmaria de lo que 
ha sido denominado Constitucionalismo antiguo, en feliz expresión de Ch. H. Mc Illwain54, un 
Constitucionalismo remoto y oculto, lejano y distante, fundado en los pactos estamentales 
entre el rey y las diversas noblezas regnícolas (por medio de contratos de dominación o 
capitulaciones electivas, que desembocan en las Leyes Fundamentales)55, sustentado en 
lealtades y fidelidades de factura feudal, de perfiles económicos y tributarios por encima 
de cualesquiera otros (aunque con ramificaciones en la libertad individual), dirigido a 
delimitar las esferas de influencia y de acción de cada corporación yuxtapuesta, y con una 
insita debilidad provocada por la pura carencia o la palmaria insuficiencia de medios o 
mecanismos con los cuales hacer efectivos, tangibles, materiales, los derechos y las 
obligaciones de allí dimanantes para las partes implicadas56. Esta Constitución a la antigua 

                                                                                                                                                                                     
Bartolomé Clavero. Madrid, 1996, pp. 28-46, en especial, pp. 30-35 (= en Obras Completas, ed. cit. Tomo 
III, pp. 2.489 ss.). 

53 Vid. F. Lasalle, ¿Qué es una Constitución? 5ª edición. Bogotá, 2001. 

54 Cfr. C. H. Mc Ilwain, Constitucionalismo antiguo y moderno, ed. cit., passim. 

55 Así, vid. R. Vierhaus (hrsg.), Herrschaftverträge, Wahlkapitulationen, Fundamentalgesetze. Göttingen, 1977. 

56 Cfr., de nuevo, C. H. Mc Ilwain, Constitucionalismo antiguo y moderno, ed. cit., p. 119, para quien la debilidad 
más importante del Constitucionalismo medieval residía en su incapacidad para imponer algún tipo de 
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era, antes que una norma perfectamente definida y rastreable, claramente presentada y 
formulada, un orden en su más amplia acepción, es decir, una suerte de atmósfera que 
envolvía toda acción particular o comunitaria, un envoltorio que rodeaba todas y cada una 
de las conductas de los hombres y de las autoridades. Podían existir normas, una o varias, 
de cualquier forma, factura o tipo (escritas, no escritas, pactadas, impuestas, 
consuetudinarias, regias, estamentales, corporativas, etc.), pero lo esencial era la falta de 
necesidad de esa normatividad toda vez que el orden constitucional poseía una fuerza 
irresistible, inherente y propia que dimanaba del hecho de nacer a partir de la naturaleza 
de las cosas, del orden querido y trazado por Dios desde el inicio de los tiempos, orden 
que posteriormente era descubierto y formulado por los hombres, para devenir inatacable. 
Era así un status natural, esto es, normal, querido y admitido por la humanidad, sin 
discusión posible. Eterno, perfecto, sólido, intocable, salvo casos puntuales. La 
Constitución no creaba, ni fundaba nada; se limitaba a reconocer o a certificar un estado 
de cosas ya existente, completo y maduro. Por eso mismo, era conocida por todos y todos 
sabían a qué atenerse en caso de cumplimiento o de incumplimiento. Podía ponerse por 
escrito a efectos de publicidad, de difusión y de comodidad, pero la escritura no era parte 
de su esencia. Se trataba de una Constitución de principios y reglas, no propiamente de 
normas, retórica, de pomposas declaraciones y exaltaciones, antes que dotada de 
mecanismos e instrumentos, y ahí estaba su insuficiencia, su talón de Aquiles: la carencia 
de elementos y de dispositivos claves para hacer efectivo ese legado pretérito, la falta de 
deberes y de obligaciones que la hiciesen efectiva jurídicamente hablando, probablemente 
porque no precisaba de tal apoyatura jurídica al jugar a su favor todo un elenco de 
poderosos elementos vinculantes como la religión o la ética. Esa Constitución antigua era 
un compendio de varios frentes prescriptivos y descriptivos, que rodeaba a todos los 
hombres y de la que ninguno de ellos se podía desprender, sustraer o separar. No era sólo 
jurídica o lo jurídico no conformaba un elemento indispensable para su definición: 
aglutinaba todo un complejo orden vinculante que ligaba al hombre con Dios en sus 
varios campos obligacionales, desde el más personal e íntimo (el religioso, el moral) hasta 
el más externo (el jurídico). Existía, aunque no fuese posible determinar con exactitud sus 
rasgos, sus perfiles, sus contenidos, sus normas concretas y específicas. Estaba, en cierta 
medida, grabada en la conciencia de todo ser humano y explicitada en el orden del 
universo. Todo el mundo sabía de su existencia, conocía su relevante importancia, y era 
consciente de las amenazas y riesgos, personales y colectivos, dimanantes de su no 
realización. Tenía que ser cumplida siempre y en todo lugar. Su legitimidad última se 
hallaba en el trayecto trazado magistralmente por la Historia que llevaba a los orígenes 
mismos de la sociedad. El pasado, el más remoto, era la fuente principal de donde 
manaban los principios políticos y de otro signo que regían la vida colectiva, principios 
intocables por el hombre y de perfiles casi eternos. No era posible cambiarla, sino, a lo 
sumo, corregirla y mejorarla, mas nunca atreverse a su erradicación total o a la formación 
de una nueva alternativa. Bajo esta idea, se vive en el Antiguo Régimen. Hay una 
Constitución cuyo autor no es el hombre, sino Dios: aquél tiene el cometido de 
expresarla, protegerla, respetarla y restaurarla. La Historia es la encargada de exhibir 
aquélla con toda precisión, pero también de forma ambigua. Se tiene conciencia de su 
existencia, se procede de conformidad con ella, aunque hallarla es otro cantar. Su rastro 
nos conduce a la Edad Media, al mundo gótico, donde se plasman con toda pureza sus 
                                                                                                                                                                                     
sanción, salvo la amenaza o el empleo efectivo de la fuerza revolucionaria, contra aquel príncipe que 
menoscabase los derechos de sus súbditos. 
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elementos esenciales que han podido ser corrompidos por la mano del hombre a lo largo 
de su sempiterna existencia57. En este sentido, de acuerdo con lo indicado y con toda 
propiedad, se puede afirmar que la Edad Media y la Edad Moderna, antes de las 
revoluciones liberales, tenían su Constitución compleja, esa amalgama de mandatos, 
pensamientos, ideas, costumbres, sentencias, estilos, convenciones, precedentes, acuerdos 
y pactos, que diseñaban el fundamento del poder, sin cuestionarlo, ni limitarlo, sino, antes 
bien justificándolo y tratando de hacerlo perdurable en el tiempo. La Constitución antigua 
era una Constitución de proclamas, que no de instrumentos, una Constitución que decía, 
pero que no hacía o que no lo hacía todo, que hallaba serios problemas para su cumplida 
ejecución, una Constitución pensada por y para el poder, no para el individuo, nada 
radical o exacerbada, sino inspirada en los beneficios de la moderación y la templanza, una 
Constitución mixta conforme al dictado de los clásicos que la habían prefigurado. No era, 
por ende, una norma jurídica específica y definida, sino un orden eterno e inmodificable, 
salvo en casos contados, compuesto de algunas prescripciones normativas mínimas, que 
estructuraba las relaciones de poder con la vista puesta en la búsqueda de equilibrios 
momentáneos a través de cauces de negociación. Era una Constitución material que podía 
o no tener su reflejo en una Constitución formal, aunque no necesariamente, es decir, era, 
sobre todo, Verfassung antes que Konstitution, sin descartar la aparición de ésta. La 
Constitución se situaba detrás del poder, al que en ningún caso fundaba o limitaba: a lo 
sumo, lo certificaba, lo constataba, lo describía, lo contemplaba. No había espacio para lo 
constituyente, sino para lo constituido, toda vez que el primero se situaba en espacios 
lejanos para el ser humano y para su capacidad de decisión. No era creada por la mano del 
hombre, ni por ninguna instancia humana; éste se limitaba a recoger lo que la Historia y 
Dios mismo habían tenido a bien forjar para dirigir el destino de las sociedades terrenas 
de modo inexcusable e imperativo. Era así un legado prescriptivo, con o sin normas 
jurídicas, de cumplimiento obligado, sin elección o alternativa posible, donde la voluntad 
humana no contaba para nada, subordinada como estaba al papel de la razón y de la 
naturaleza, de la Historia y de Dios, que eran los rectores supremos de todo el orden 
constituido. Debemos retener este punto como clave porque aquí es donde se muestra la 
divergencia con el tercer tipo constitucional, el más moderno y revolucionario, que ahora 
pasamos a referir: la Constitución racional-normativa58. 

 
A mediados del siglo XVIII, concretamente en el año 1758, Emmer de Vattel publica 

en Londres su tratado sobre el Derecho de Gentes, una obra que va a suponer un salto 
cualitativo dentro del horizonte de la doctrina constitucional, especialmente en su base 
misma, esto es, en la noción de lo que debe ser una Constitución. El cambio es inminente 
y drástico, a pesar de su apariencia inocua y simple59. Se formula en este sólido trabajo 

                                                           
57 Vid. P. P. Portinaro, Il labirinto delle istituzioni nella storia europea. Bologna, 2007, pp. 171 ss. 

58 Vid. P. Comanducci, “Ordre ou norme? Quelques idées de Constitution au XVIIIe siècle”, en 1789 et 
l’invention de la Constitution. Sur la direction de Michel Troper et Lucien Jaume. Actes du Colloque de Paris 
organisé par l’Association Française de Science Politique: 2, 3 et 4 mars 1989. Paris - Bruxelles, 1994, pp. 
23-43. 

59 E. De Vattel, Le Droit des Gens ou Principes de la Loi Naturelle Appliquées à la conduite et aux affaires des Nations 
et des Souverains. Londres, 1758. 2 tomos. La obra de E. de Vattel es traducida al castellano (en realidad y en 
honor a la verdad, plagiada) por el magistrado José Olmeda y León, bajo el título Elementos del Derecho 
Público de la Paz y de la Guerra, ilustrados con Noticias Historicas, Leyes, y Doctrinas de el Derecho Español. Madrid, 
1771. 2 tomos. Cfr., sobre esta obra, P. Gutiérrez Vega, “Vattel larva detracta. Reflexiones sobre la 
recepción del ius publicum europaeum en la universidad preliberal española”, en Manuales y textos de enseñanza 
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una nueva acepción autónoma de lo constitucional, separada de la precedente 
Constitución en su versión histórica, en el sentido de hacerla independiente de muchos de 
los elementos que la habían acompañado en tiempos anteriores, rodeando su particular 
esencia. La Constitución se emancipa de ese orden al que estaba ligada y del que formaba 
parte indisoluble. Se reformula, se reinventa por obra de un teórico. Pasa a ser reputada 
ahora como una norma jurídica, como una auténtica y real norma jurídica, que funda y 
domina el orden jurídico-político por ella misma creado, definido y ultimado. La 
Constitución, pues, decide, crea, funda, establece, con la libertad que le da el ser la 
expresión del sentimiento de la nueva comunidad que reemplaza a los poderes antiguos 
(la Nación, aunque su eclosión no sea definitiva, ni irreversible). Antes, esta posibilidad 
era excepcional: la Constitución no tenía necesariamente que ser formulada de modo 
expreso y, en caso de hacerse así, el texto escrito no configuraba más que una parte del 
amplio mundo constitucional que estaba alrededor de aquél y que tenía su sede en otra 
multitud ingente de depósitos y recipientes dispersos. Ahora esto cambia porque la 
Constitución pasa a ser el lugar único y central, el sitio exclusivo y principal, donde se 
hallan las normas fundamentales, y no se debe buscar más allá de la misma ningún otro 
contenedor de aquéllas. Todo está en la Constitución. Todo lo que presenta relevancia. 
Fuera de ella, no hallamos rastro alguno del viejo espíritu constitucional sempiterno. Lo 
constitucional será lo que exprese la Constitución puesta por escrito y lo que de allí se 
interprete o derive. Punto y final. No hay más mundo constitucional que el que la propia 
Constitución crea, perfila y delimita. El adelgazamiento conceptual es evidente. Hay una 
operación de reducción a lo jurídico, de juridificación, y, al mismo tiempo, de liberación 
respecto a otros componentes que integraban el viejo orden que la propia Constitución 
rompe para edificar otro, combinando estructuras antiguas y recientes. Si bien se maneja 
un léxico típico del Antiguo Régimen, muy en la línea de la Ilustración, (Vattel habla de 
forma de Estado, bien público, cuerpo estatal, Leyes Fundamentales, etc.), la Constitución 
que propugna el suizo tiene ya perfiles propios, fronteras definidas y contenidos 
marcados. La conforman las Leyes Políticas o Fundamentales (no las Civiles), pero solamente 
éstas, con exclusión de cualquier otro componente exógeno, leyes que son ahora definidas 
y marcadas por la Nación, capaz de elegir su propia Constitución, en un anticipo de lo que 
se llamará poder constituyente, si bien aquélla delega en el Príncipe tales cometidos, 
asimismo anticipando una suerte de soberanía compartida, tan querida y extendida en el 
siglo XIX60. La Nación es libre en su elección, cosa que no acontecía en tiempos 
pretéritos, donde ni la Nación tenía voz, ni esa voz, caso de manifestarse, podía hacerlo 
en términos absolutamente libres, voluntaristas, decisorios e incondicionados, o sea, 
constituyentes. Gana certidumbre el concepto, que pierde los brumosos contornos de 
antaño (no todo es, por tanto, materia de la Constitución), y se produce una paulatina 
normativización hasta ese instante desconocida o simplemente postergada. La 
Constitución se vuelve, por encima de todo, norma y además norma jurídica plena con 

                                                                                                                                                                                     
en la universidad liberal. VII Congreso Internacional sobre la Historia de las Universidades Hispánicas. Edición de 
Manuel Ángel Bermejo Castrillo. Madrid, 2004, pp. 537-568, con el complemento que supone la revisión 
de C. Petit, “De la Historia a la Memoria. A propósito de una reciente obra de historia universitaria”, en 
Cuadernos del Instituto Antonio de Nebrija de Estudios sobre la Universidad, nº. 8 (2005), pp. 237-279, 
especialmente, pp. 276-278. 

60 Para lo cual, cfr. Le Droit des Gens, ed. cit. Libro I, Cap. IV, §. 46 ss., pp. 44 ss. (= Olmeda y León, 
Elementos, ed. cit. Libro I, Cap. V, pp. 36 ss.).  
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todas las implicaciones que de ahí se derivan61. 
 
Pero, ¿cuál es la novedad a la que nos estamos refiriendo? En palabras de Vattel, la 

Constitución es una cosa diferente en relación a lo que hasta ese instante se había 
considerado en Europa, como ya se ha podido exponer al trazar el sentido de esa 
Constitución histórica. No era ya más un orden, compuesto y complejo, de plural 
integración; era una norma y además una norma con unos contenidos, precisiones e 
indicaciones muy específicos. Así, en la reflexión del pensador suizo, se explica que toda 
sociedad política debe establecer una autoridad pública, que imponga a cada uno de sus 
miembros la conducta que debe seguirse a la vista del bien general, y que establezca los 
medios para hacerse obedecer. Tal autoridad emana esencialmente del cuerpo de la 
sociedad, si bien ésta goza de libertad para elegir la que más le convenga. No hay 
predeterminación y sí una consustancial capacidad de elección política, una libertad de la 
voluntad que rompe con determinismos antiguos, una disponibilidad política hasta 
entonces desconocida. De ahí surge la nueva concepción de la Constitución: es el 
reglamento fundamental que determina la manera con arreglo a la cual la autoridad 
pública debe ser ejercitada. Pero no sólo eso. En ella, se indicará la forma en que la 
Nación – otra novedad debida a la pluma de Vattel como sujeto político emergente62, si 
bien con las precisiones referidas supra – actúa en calidad de cuerpo político, cómo y por 
qué el pueblo debe ser gobernado, o cuáles son los derechos y deberes de aquellos que 
gobiernan. Es, en suma, la norma que supone el establecimiento de un orden conforme al 
cual una Nación se propone trabajar en común para obtener todas las ventajas derivadas 
de la conformación de una sociedad política63. En la Constitución, pues, están las bases 
para la perfección comunitaria y para forjar su aptitud de cara a la consecución de los 
fines sociales básicos. Está contenido el elenco de principios que determinan la salvación 
de toda sociedad por lo que el primer deber de cada comunidad es la correcta elección de 
la Constitución que mejor se adapte a sus propias circunstancias, ya que de ella derivan las 
bases de su conservación, de su salud, de su perfección y, cómo no, de su felicidad64. El 
cuerpo principal de la Constitución lo forman las Leyes Políticas, llamadas también Leyes 
Fundamentales, en contraposición a las Leyes Civiles, que regulan derechos y conductas 
                                                           
61 Sobre estas cuestiones, vid. G. Stourzh, “Constitution”, cit., pp. 35 y 45-46 ; H. Mohnhaupt – D. Grimm, 
Verfassung, ed. cit., pp. 91-92; y H. Dippel, “Constitución”, cit., p. 18. Sin perjuicio de algunos 
antecedentes, predominantemente anglosajones, enumerados por M. Fioravanti, Costituzione, ed. cit., pp. 71 
ss., si bien circunscritos a las singularidades políticas y jurídicas que en ese mundo se viven, como son los 
casos de J. Harrington, J. Locke, Bolingbroke, Montesquieu o Blackstone. En J. J. Rousseau, teórico 
máximo de una soberanía abierta y absoluta, sin frenos de ninguna clase, hallamos una peculiar lectura de 
la Ley Fundamental, que no limita aquella soberanía, pero sí la constituye. En el pensador ginebrino, la Ley 
Fundamental no opera como constrictora de la comunidad política, ni mucho menos. Esto sucede así no 
por el peso histórico que se liga a tal concepto, sino por la maximización de la soberanía que se propugna, 
la cual impide fijar frenos de cualquier clase al querer de la voluntad general. La Ley Fundamental no 
limita por su componente histórico y no puede hacerlo debido al poder máximo que concentra la 
soberanía. Vid. M. Schwartzberg, “Rousseau on Fundamental Law”, en Political Studies, vol. 51, nº. 2 (june, 
2003), p. 387-403. 

62 Cfr. Le Droit des Gens, ed. cit. Libro I, Cap. III, §. 31-32, pp. 34-36 (= Olmeda y León, Elementos, ed. cit. 
Libro I, Cap. IV, pp. 31-32). 

63 Cfr. Le Droit des Gens, ed. cit. Libro I, Cap. III, §. 26-27, p. 31 (= Olmeda y León, Elementos, ed. cit. Libro 
I, Cap. IV, p. 32). 

64 Cfr. Le Droit des Gens, ed. cit. Libro I, Cap. III, §. 28, pp. 31-32 (= Olmeda y León, Elementos, ed. cit. 
Libro I, Cap. IV, pp. 32-33). 
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de los particulares entre ellos. Las primeras, las calificadas como políticas y, por eso 
mismo, como fundamentales, se ocupan directamente del bien público. Por tal razón, 
encarnan el cuerpo mismo y la esencia de la sociedad. Son, sobre todo, las que determinan 
la forma de gobierno y el modo de ejercicio de la autoridad pública65. Pero Vattel no se 
detiene en esta descripción y nos ilustra sobre ciertas calidades o condiciones de esa 
Constitución: precisión y claridad, sabiduría, conveniencia a la situación del pueblo, 
estable (aunque no inmutable), tendente a eludir cualquier tipo de disensión, en fin, norma 
pacífica y pacificadora, entre otros. Lo relevante es que esa Constitución de nuevo cuño 
se eleva por encima de cualquier otra norma y se coloca en la cúspide de un nuevo 
sistema jurídico y de un nuevo orden político: es la base, por ende, de la tranquilidad 
pública, el apoyo más firme de la autoridad y la clave de la libertad de los ciudadanos66. 
Debe ser observada de modo cuasi-religioso y la Nación es la encargada de tal cometido 
de protección y salvaguardia. Atacar la Constitución, violar las Leyes Fundamentales, dice 
Vattel, es un crimen capital contra la sociedad, máxime cuando tal ataque o violación 
procede de una autoridad. Se convierte en la norma básica, prácticamente inatacable, 
sobre todo, a partir de la acción del poder legislativo67. Vattel está transmitiendo al mundo 
algo novedoso: nos hallamos en presencia de una norma (cosa que no era antes), 
compuesta de varias leyes (ahora bien precisadas y clasificadas), sin referencia a otros 
elementos externos (al margen de la propia normatividad), singularizada por su dimensión 
jerárquica indiscutible y preeminente que lleva a someter a sus dictados a todas y cada una 
de las autoridades dentro de la sociedad política de la que se trate. Y, sobre todo, relevante 
por el hecho de ser elegida, por contener en sí misma la posibilidad de nacimiento a través 
de un acto volitivo puro y duro, y ya no por simple traslación histórica, por simple 
precipitado del pasado68. La Constitución moderna había alcanzado su primera 
formulación, susceptible todavía de mejoras, correcciones y añadidos. Era el tiempo de las 
realizaciones concretas, a través de las revoluciones, en referencia a todo este nuevo 
caudal conceptual. 

 
Se trataba, como hemos podido ver, de una Constitución que no era ya simplemente 

orden, ni mucho menos, y que rompía, por tanto, con esta tradicional visión de siglos. 
Desprovista de ropajes ajenos a su sustancia, era una Constitución que se definía por ser, 
por encima de cualquier rasgo, norma, Derecho, esto es, por ser un texto escrito 
preceptivo, con querencia y tendencia absorbente y totalizante, global, que contenía en sí 
todo el orden político querido por una comunidad y así deseado, sin restricciones de 
ninguna clase. Además de un contenido mínimo, para lo cual servirá como guión el 
famoso artículo 16 de la Declaración francesa del 26 de agosto de 1789, el texto 
constitucional se singularizaba por su doble efecto o aspecto: era racional (derivado de o 

                                                           
65 Cfr. Le Droit des Gens, ed. cit. Libro I, Cap. III, §. 29, p. 32 (= Olmeda y León, Elementos, ed. cit. Libro 
I, Cap. IV, pp. 32-33). 

66 Cfr. Le Droit des Gens, ed. cit. Libro I, Cap. III, §. 30, p. 33 (= Olmeda y León, Elementos, ed. cit. Libro I, 
Cap. IV, p. 35). 

67 Cfr. Le Droit des Gens, ed. cit. Libro I, Cap. III, §. 34, pp. 36-37, insinuando en cierta medida la 
posibilidad de un poder constituyente, no obstante las advertencias y cautelas derivadas de sus reflexiones 
previas. 

68 En contra de esta lectura, cfr. M. Fioravanti, Costituzione, ed. cit., pp. 110-111, para quien las ideas de 
Vattel ese mueven dentro de las coordenadas antiguas del bon ordre du royaume o de la constitution de l’État, 
aunque establece un paralelismo con Sieyès que no deja de ser expresivo. 
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creado por la razón abstracta y no a partir de casos particulares, concretos, singulares, es 
decir, alejado del modo de actuar jurídico típico del Antiguo Régimen, no creado desde el 
espacio particular, sino desde el de la generalidad) y era normativo (es la norma que 
contiene todo el orden político ansiado hasta agotarlo y ninguna otra puede reclamar para 
sí tal condición fundadora: crea y preside aquél sin contestación u oposición posibles). 
Nada de esto podía acreditar la Constitución antigua, antes al contrario, fruto de la 
Historia y parcialmente normativizada. La antigua Constitución material daba paso a la 
Constitución formal: una Constitución de máximos o maximizada, que lo abarcaba todo, 
cedía el testigo a una Constitución de mínimos, reducida y simplificada, pero no por ello 
menos efectiva. La Constitución en su sentido moderno, anticipada por Vattel y de la que 
son primeros exponentes la norteamericana de 1787-1791 y las francesas de los tiempos 
revolucionarios (sobre todo, las de 1791 y 1793), se caracteriza por la presencia en su base 
de un nuevo sujeto político (el pueblo, en el primer caso americano; la Nación, en el 
segundo europeo), investido de un indiscutible poder absoluto (la soberanía), arrancado 
de las manos del rey y transferido a aquel sujeto, que se ejecuta con el deseo de diseñar de 
modo perdurable (aunque no inmodificable) un orden político, bien a partir de un trazado 
rotundamente nuevo, bien a través de la coexistencia pacífica con instrumentos y 
dispositivos tomados del pasado (cuya virtualidad práctica no deriva de la herencia 
recibida, sino de la acepción que hace el redactor de todo o parte de ese mundo pretérito 
por su sola voluntad)69. En suma, las Constituciones modernas son textos que nacen 
como consecuencia de la puesta en marcha de un nuevo concepto, percibido o 
prefigurado en el caso norteamericano70, y, sobre todo, construido por los franceses, 

                                                           
69 El ejercicio del poder constituyente y, en consecuencia, la aparición de la Constitución de éste 
dimanante, supone un doble ejercicio de “construcción” y “deconstrucción”: construye un orden político 
nuevo y, previa, simultánea o sucesivamente, desmonta el orden político antiguo, sin perjuicio de que 
puedan trasladarse piezas del segundo al primero, es decir, se construye, se deconstruye e incluso se 
reconstruye, todo bajo el presupuesto del carácter decisorio puro, libre y absoluto, no condicionado, de 
esa acción fundadora. Vid. R. Halévi, “La déconstitution de l’Ancien Régime. Le pouvoir constituant 
comme acte révolutionnaire”, en Jus Politicum. Revue de Droit Politique, nº. 3 (Autour de la Notion de 
Constitution) (décembre, 2009). 

70 Por ejemplo, los Artículos de la Confederación (1 de marzo de 1781) hablan de “constituyentes” en 
diferentes pasajes para referirse a los poderes que crean ese texto. Cfr. J. Varela Suanzes (ed.), Textos básicos 
de la Historia constitucional comparada. Madrid, 1998, pp. 50-51. A mayores, para las Constituciones estatales 
que intuyen este concepto y lo llevan a la práctica, hablando del poder decisorio y originario de los 
respectivos Congresos y del valor pro futuro y casi perpetuo de los textos que allí se estaban aprobando, vid. 
L. Grau (ed.), Orígenes del constitucionalismo americano. Corpus documental bilingüe / Selected Documents Illustrative of 
the American Constitutionalism. Bilingual edition. Volumen 3. Período revolucionario, 1765-1787. Madrid, 2009, 
passim. Para probar esta efervescencia, baste recordar el famoso enfrentamiento, desarrollado a lo largo de 
los años 1790 y 1792, entre Edmund Burke y Thomas Paine a este respecto, en relación a la Constitución 
británica (pero con ramificaciones americanas y francesas), basado en la negación recíproca de sus 
referidas posturas a partir del manejo de visiones antitéticas de lo que era la Constitución y la consiguiente 
emergencia de un poder constituyente. El primero abanderaba una visión “antigua” del 
Constitucionalismo, para lo cual pueden servir como ejemplos sus escritos Revolución y descontento. Selección de 
escritos políticos. Edición, presentación y revisión de la traducción de Noelia Adánez González. Madrid, 
2008, pp. 93 ss.; y, sobre todo, sus Reflexiones sobre la Revolución en Francia. Prólogo, traducción y notas de 
Carlos Mellizo. Madrid, 2010. Primera Parte, pp. 27 ss. La réplica la proporciona T. Paine, en su clásico 
Derechos del hombre. Respuesta al ataque realizado por el Sr. Burke contra la Revolución Francesa. Traducción, 
introducción, cronología y notas de Fernando Santos Fontenla. Madrid, 2008, especialmente, Parte 
Primera, pp. 101-102; y Parte Segunda, Cap. 4, pp. 246 ss., para quien la única Constitución moderna es la 
estadounidense y la británica no merece tal calificativo. Insinúa la presencia de un poder constituyente 
cuando afirma que nadie tiene facultad para añadir, modificar o abreviar los artículos originales de la 
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gracias a la obra de Emmanuel-Joseph Sieyès71. Nos referimos, claro está, al poder 
constituyente72, como voluntad política creadora del orden, el verdadero protagonista del 
relato que conduce a la afirmación de un Constitucionalismo moderno en oposición al 
Constitucionalismo antiguo ya mencionado, un poder que realmente “constituye”73, es decir, 
un poder que define, delimita y decide74, un poder que asume, a fin de cuentas, la misión y 
el riesgo de formalizar el contrato social que da origen a la vida política plena y de 
organizar esa misma vida política de cara al futuro con amplios, por no decir absolutos, 
márgenes de libertad, tanto en lo estatal como en lo individual. Un poder creador de la 

                                                                                                                                                                                     
Constitución, salvo ese poder referido (“the original constituting power”). Sobre este momento, vid. H. 
Mohnhaupt – D. Grimm, Verfassung, ed. cit., pp. 104-105; D. Grimm, Constitucionalismo y derechos 
fundamentales, ed. cit., pp. 111-112; y P. Schiera, El constitucionalismo como discurso político, ed. cit., pp. 37-41. 

71 Con claridad, lo expresa en su obra más conocida, “¿Qué es el Tercer Estado ?”, pero ya anteriormente 
lo esbozaba en su panfleto “Ideas sobre los medios de actuación de que podrán disponer los 
representantes de Francia en 1789”, ambos textos recogidos en E.-J. Sieyès, El Tercer Estado y otros escritos de 
1789. Edición y traducción de Ramón Máiz. Madrid, 1991, particularmente, p. 74 y pp. 212 ss., si bien con 
el matiz, tan querido al Constitucionalismo francés, de evitar en todo momento que la Nación pudiese ser 
limitada por la Constitución: aquélla la crea y la puede cambiar en cualquier momento. La Nación no está 
condicionada por el texto constitucional, ni puede, ni debe hacerlo, lo que proporciona una suerte de 
poder constituyente continuo, constante e imparable. Sobre este pensador, vid. M. Fioravanti, Costituzione, 
ed. cit., pp. 110 ss.; P. Pasquino, Sieyès et l’invention de la Constitution en France. Paris, 1998, passim; R. Máiz; 
Nación y Revolución: la teoría política de Emmanuel Sieyès. Madrid, 2007, pp. 30 ss.; C.-M. Pimentel, “Du contrat 
social à la norme suprême: l’invention du pouvoir constituant”, en Jus Politicum, cit., nº. 3; y P. Schiera, El 
constitucionalismo como discurso histórico, ed. cit., pp. 43-48. 

72 Sobre el poder constituyente, referencias primeras las podemos hallar en los grandes teóricos del Estado 
y de la Constitución, como, a modo de ejemplo, G. Jellinek, Teoría general del Estado. Prólogo y traducción 
de Fernando de los Ríos. México, 2000, pp. 401 ss., y pp. 457 ss.; H. Heller, Teoría del Estado. Traducción 
de Luis Tobío. Edición y prólogo de Gerhart Niemeyer. 2º edición. 2º reimpresión. México, 2002, pp. 316 
ss.; A. Posada, Tratado de Derecho Político. Edición y estudio preliminar a cargo de J. L. Monereo Pérez. 
Granada, 2003, pp. 302 ss.; y R. Carré De Malberg, Contribution à la théorie générale de l’État. Préface d’Éric 
Maulin. Réédition présentée par Éric Maulin. Paris, 2004. Tomo II, pp. 489 ss. A mayores, vid. F. Ayala, 
“La teoría del poder constituyente”, en La Ley. Tomo XXIX (1943), pp. 874-876 (= asimismo aparecido 
como estudio preliminar a la edición argentina de ¿Qué es el Tercer Estado? Buenos Aires, 1943, y con el 
título “El abate Sieyès, verbo del Tercer Estado”, en Los Políticos. Buenos Aires, 1944, pp. 65-75); N. Pérez 
Serrano, El poder constituyente. Discurso de recepción del académico de número D. Nicolás Pérez Serrano y contestación del 
académico de número Excmo. Sr. D. José Gascón y Marín. Sesión del 9 de febrero de 1947. Madrid, 1947, pp. 11 ss. 
(= Escritos de Derecho Político. Presentación de Nicolás Pérez-Serrano Jáuregui. Madrid, 1984. Tomo I, pp. 
251-316); C. Mortati, “Costituzione dello Stato (Dottrine Generali)”, en Enciclopedia del Diritto. Milano, 
1962. Tomo XI, pp. 139-214; y “Studi sul potere costituente e sulla reforma costituzionale dello Stato”, en 
Raccolta di Scritti. I. Milano, 1972, pp. 7 ss.; P. Barile, “Potere costituente”, en Novissimo Digesto Italiano. 
Torino, 1968. Tomo XIII, pp. 443-450; P. G. Grasso, “Potere costituente”, en Enciclopedia del Diritto. 
Milano, 1985. Tomo XXXIV, pp. 642-670; e Il potere costituente e le antinomie del diritto costituzionale. A cura di 
Agostino Carrino. Con note di Vincenzo Atripaldi e Claudio Rossano. Torino, 2006; I. De Otto y Pardo, 
Qué son la Constitución y el proceso constituyente. Barcelona, 1977; y Derecho Constitucional. Sistema de fuentes. 2ª 
edición. 1ª. reimpresión. Barcelona, 1989, pp. 11-23 (= ambos textos en sus Obras Completas. Oviedo, 2010, 
pp. 391 ss. y pp. 803 ss., respectivamente); M. Fioravanti, Stato e Costituzione, ed. cit., pp. 215 ss.; M. Artola, 
Constitucionalismo en la Historia, ed. cit., pp. 13 ss.; y D. Castellano, Constitución y Constitucionalismo, ed. cit., pp. 
55 ss. Ahora, como compendio general, vid. M. Ayuso (ed.), El problema del poder constituyente. Constitución, 
soberanía y representación en la época de las transiciones. Madrid, 2012. 

73 Vid. P. Colombo, “On the road again: osservazioni propositive intorno alla storia costituzionale”, en 
Giornale di Storia Costituzionale, nº. 19 (I. Semestre, 2010), pp. 57-63, quien habla del poder constituyente, en 
p. 60, como tema central e ineludible de la Historia Constitucional. 

74 Cfr. P. Schiera, El constitucionalismo como discurso político, ed. cit., p. 43. 
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Constitución y de los restantes poderes, y no creado por ninguno de ellos, independiente, 
pues, de cualquier otra instancia a la que se pueda referir, pero vinculado de modo 
genético a cualquiera de ellas: todo nace de ese poder y, sin embargo, nadie o nada lo hace 
nacer, salvo él mismo. Como lo afirmó en su momento C. Schmitt, la creación de la 
Constitución (y, con esto, el poder constituyente en estado pleno y puro) se perfila como 
el acto de decisión política fundamental, es decir, como la decisión política superior de 
una comunidad acerca de su mismo ser político, o, lo que es lo mismo, acerca del modo y 
de la forma del propio ser que se autorregula y se autodefine75. En otros términos no muy 
diferentes de los anteriores, a pesar de las claras diferencias ideológicas que los separaban, 
H. Heller definía al constituyente como aquella voluntad política cuyo poder y autoridad 
estaba en condiciones de determinar la existencia de la unidad política en el todo76. 

 
La conclusión de estas reflexiones es clara: sólo hay Constitución en este sentido 

racional-normativo, si en la base de la misma se puede encontrar una figura de poder 
constituyente que es, a su vez, el trasunto de esa Nación soberana que decide proclamar 
con entera libertad y sin condicionantes o ambages de ningún signo el marco político-
jurídico que va a existir desde el instante mismo de la aparición del texto constitucional 
nuevo, o que en apariencia lo es, o el marco renovado tras firmar un compromiso con el 
pasado institucional que se recibe y acoge en su seno. En definitiva, la Constitución 
moderna implica activación del poder constituyente, es decir, de la Nación o del pueblo 
ejercitando o actuando sin fisuras, sin restricciones, filtros o limitaciones de ninguna clase, 
la soberanía de la que aparecen investidos en esa refundación de la sociedad política que 
se produce revolución mediante. La Constitución procede de un poder constituyente, 
distinto y superior a los restantes poderes constituidos, a los tres poderes clásicos, que 
traen, por tanto, su causa de aquél: son estos contingentes, dependientes, derivados, 
mientras que el primero es el único necesario, puro, originario, primigenio, sin mediación 
o mácula alguna, con independencia de que tal poder constituyente decida limitarse a sí 
mismo, colocando a la Constitución como resultado de la solidificación de sus 
capacidades, o bien determine su activación constante e irrestricta a lo largo de toda su 
eventual existencia. El constituyente puede agotarse en la propia Constitución y resucitar, 
en parte, en los procesos de reforma, si bien ya no de un modo idéntico a sus primeras 
manifestaciones (dado que ya no lo puede todo, sino que la reforma ha de realizarse de 
acuerdo con los cauces que se han trazado: en cierta medida, el poder de reforma es un 
poder constituido con cierta efectividad constituyente, siempre que no se altere todo el 
edificio político-constitucional, en cuyo caso no hablaremos ya exactamente de reforma, 
sino de un nuevo texto constitucional propiamente dicho), o puede manifestarse de 
manera continuada en un interminable y obsesivo proceso constitucional que está llamado 
a no acabarse nunca, pues siempre cabrá la posibilidad de hacer nuevas Constituciones o 
reformar las existentes, sin freno alguno y en cualquier instante. Estados Unidos es 
ejemplo de lo primero, de un poder constituyente que decide terminar su labor y 
formalizar su legado en un texto escrito, dando pie a eventuales cambios restringidos por 
la vía de la reforma, con la consecuente estabilidad del edificio constitucional: el 
constituyente se transforma en Constitución de una vez por todas y para siempre. La 

                                                           
75 Cfr. C. Schmitt, Teoría de la Constitución. Presentación de Francisco Ayala. Epílogo de Manuel García-
Pelayo. Versión española de Francisco Ayala. 1ª. edición. 4ª reimpresión. Madrid, 2003, pp. 93 ss. y pp. 
108 ss. 

76 Cfr. H. Heller, Teoría del Estado, ed. cit., p. 352. 
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Francia revolucionaria muestra el segundo ejemplo y su reverso: la imposibilidad de la 
calma, la inviabilidad de la paz constitucional, la sucesión de textos sin mesura, en suma, 
la obsesión constituyente que impide de todo punto la aparición de una Constitución 
estable y duradera, puesto que lo predominante es el constituyente en estado puro que no 
quiere o no puede alojarse en texto de referencia alguno, que elude depositarse en una 
escritura con visos de perpetuidad, puesto que esto aniquilaría la propia vida social y 
condenaría a las generaciones futuras a vivir bajo el yugo de algo que no han consentido 
aceptar77. 

 
El poder constituyente supone así la aceptación de un único poder capaz de 

enfrentarse realmente a la Historia, de hacerle frente con garantías de éxito, de superación 
y de avance, y, por tal motivo, es el único elemento capaz de superar el 
Constitucionalismo de cuño historicista para introducirnos de forma plena en el 
Constitucionalismo moderno, de signo racional y normativo, temporal y no ucrónico. El 
primero, ya se ha indicado con abundancia, era aquél que pensaba solo y exclusivamente 
en el pasado, que se regodeaba con él y en él, que se incardinaba per saecula saeculorum en 
lo histórico, que hallaba allí sus raíces y sus bases y no iba más allá del horizonte 
inmediato. Era incapaz de alumbrar algo novedoso porque la novedad era imposible, 
ontológicamente hablando. Todo era ya porque había sido y sería siempre, y la Historia, 
como eterno retorno, impedía rupturas o cambios de ciclo. El pasado invadía el presente, 
se confundía con él, y, sobre todo, neutralizaba el futuro, puesto que impedía de todo 
punto su afloración. Todo era lo mismo, sin cambios de calado, en profundidad, sin 
alteraciones posibles. La nueva Constitución es, sobre todo, un proyecto político de cara 
al futuro, un diseño de algo nuevo que ha de materializarse en lo sucesivo. Francia es el 
modelo claro de esto que venimos diciendo. Allí se obra de forma contundente y drástica: 
crea el futuro, lo incorpora a la realidad, lo hace nacer, introduce unas nuevas 
dimensiones del tiempo (pasado, presente y futuro se conjugan por vez primera), a partir 
de la destrucción del pasado, de su disolución absoluta en los casos más extremos, de su 
descomposición o desfragmentación, o bien de su transustanciación, para los supuestos 
más matizados o moderados. La lucha entre esos dos modelos solamente puede decidirse 
si a uno de ellos se le permite aniquilar al otro, convertirlo en su pálido reflejo. La Historia 
halla en el constituyente un freno a su dominio incontestable de antaño porque ese 
constituyente es el único poder que se enfrenta de modo abierto a la Historia, que la trata 
de tú a tú y, en consecuencia, que está dotado de la suficiente fuerza para crear a su vez 
Historia y para vencer a la tradición. Si la Nación comparece con este instrumental, 
poderoso y susceptible de determinar cuál es el orden político y cuál es el orden jurídico 
(da igual los elementos que tome para conformar ambos órdenes), esa misma Nación 
puede completar el discurso temporal que estime oportuno en cada momento, es decir, 
puede forjar lo que es válido y lo que no lo es, marcando la cesura cronológica entre el 
ayer y el ahora, entre pasado y presente, entre la Historia y lo que no es Historia. El poder 
constituyente, en suma, puede vencer a la Historia porque la crea efectivamente a partir de 

                                                           
77 Sobre el valor de la Constitución en estas experiencias, vid. los clarificadores trabajos de R. L. Blanco 
Valdés, El valor de la Constitución. Separación de poderes, supremacía de la ley y control de constitucionalidad en los 
orígenes del Estado liberal. Madrid, 1994 (2ª ed. 2006 y 3ª ed. 2010); y de M. Fioravanti, Appunti di storia delle 
costituzioni moderne. Le libertà fondamentali. Torino, 1995, con traducción española: Los derechos fundamentales. 
Apuntes de historia de las constituciones. Presentación de Clara Álvarez Alonso. Traducción de Manuel 
Martinez Neira. Madrid, 1996 (con ediciones sucesivas en 1998, 2000 y 2003). 
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sus decisiones y designios, porque la hace, la destruye, la acepta y transige con ese pasado 
o con parte de él. Se sitúa de frente a lo histórico y lo somete hasta el punto de decidir sus 
contenidos, es decir, de determinar qué es y qué no es jurídicamente hablando lo 
histórico. Su fuerza es tal que es susceptible de convertirse en el enemigo a batir e, incluso 
más, es susceptible de crearlo llegado el caso y, por tanto, de derrotarlo. Si crea la Historia 
quiere decirse que esa Historia ya no está en condiciones de determinar el horizonte 
político-jurídico en el que nos estamos moviendo, sino que es el nuevo sujeto el 
responsable de tal determinación sustantiva. El cambio ahora es claro y evidente. Una 
Constitución, la antigua, nos hablaba del ser, de lo que ya existía y que, por eso mismo, 
tenía que perdurar; la otra, la moderna, nos hablará del deber ser, de lo que podría nacer a 
partir de su instauración, a partir de una elección absolutamente libre. Una era pasado; la 
otra era futuro. Una, fundamentalmente, describía y no se introducía en el paisaje 
contemplado; la otra, prescribía, ordenada, mandaba, imponía, para configurar un nuevo 
mundo a imagen y semejanza de los deseos de quienes la estaban creando ex novo o 
reformulando de acuerdo con vestigios y restos que no se eliminaban del todo. 

 
El poder constituyente es, por tanto, la clave de bóveda del edificio constitucional 

moderno, ése que se tilda de racional y normativo como ya ha sido calificado, dos factores 
que coinciden o tratan de coincidir en el concepto referido, sin el cual aquella 
construcción jurídica, la Constitución, no puede ser explicada78, y lo es, concepto clave, a 
pesar de su carácter complejo y, en cierta forma, fantasmagórico (todo concepto tiene un 
poco de ambos calificativos pues se mueve en el mundo de las ideas), paradójico incluso 
para algunos79, no obstante lo cual sigue siendo reclamado como pieza indispensable en 
toda trayectoria constitucional que quiera mantener tal adjetivación, que quiera conservar 
los elementos a la Constitución vinculados y que se precie de ser de tal calidad80. El poder 
constituyente es, en resumidas cuentas, el poder de y para construir una Constitución (y, 
con ella, asimismo de construir un nuevo mundo político y jurídico, con extensión a otros 
campos de todo signo), el poder que se contenta y conforma con su sola y ardua 
realización (pero que no va más allá del texto dado, es decir, que no deriva, ni puede 
derivar en acción constituida subsiguiente), y asimismo es la libertad vinculada a tal labor, 
que implica, a modo de reverso y con no menor importancia, la posibilidad de cambiar, 
revisar o modificar aquella Constitución realizada en el próximo futuro como reserva para 
lo sucesivo81. Hallamos en él, para clasificarlo y describirlo, una marcada sustancia política 

                                                           
78 Afirmar que la Constitución es fuente de Derecho significa afirmar que aquélla es el soporte de todas las 
normas constitucionales que se van a incorporar al sistema jurídico y que ocupa el centro mismo del 
ordenamiento que da a luz. La Constitución deviene así algo racional, no volitivo, apoyada en una serie de 
principios metajurídicos que dan vida y sentido al Derecho. Al mismo tiempo, esa racionalidad se 
convierte en norma estricta, en precepto normativo, que está llamada a ser aplicada y a serlo por encima 
de cualquier otro texto inferior a él mismo. Cfr. F. Balaguer Callejón, Derecho Constitucional. Volumen I. 2ª 
edición. Madrid, 2003, p. 107. 

79 Vid. AA. VV., The Paradox of Constitutionalism. Constituent Power and Constitutional Form. Edited by Martin 
Loughlin and Neil Walker. Oxford, 2007, especialmente, pp. 27 ss. 

80 Vid. J. Ruipérez, La Constitución Europea y la teoría del Poder Constituyente. Algunas reflexiones críticas desde el 
Derecho Político. Madrid, 2000, pp. 101 ss. 

81 Vid., entre otros, J. Bécker, La reforma constitucional en España. Estudio histórico crítico acerca del origen y 
vicisitudes de las Constituciones españolas. Madrid, 1923 (Reedición anastática. Pamplona, 2006). pp. 21 ss.; A. 
Posada, La reforma constitucional. Madrid, 1931, pp. 13 ss.; J. Pérez Royo, La reforma de la Constitución. Madrid, 
1987, pp. 17 ss.; J. Bryce, Constituciones flexibles y Constituciones rígidas. Estudio preliminar de Pablo Lucas 
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que no jurídica, un sustrato originario, incondicionado e irrestricto, permanente (aunque 
de uso discontinuo), extraordinario y no divisible, vinculado no a la legalidad, sino a la 
legitimidad que está detrás de todo aparato político que se quiere edificar de nuevo. Por 
tanto, es un poder soberano e ilimitado, en sí y por sí mismo justificado, basado no en el 
mundo jurídico, sino en el ontológico-existencial (por ende, de corte prejurídico, anterior 
a todo Derecho) e irrestricto tanto en los contenidos de su voluntad cuanto en los medios 
y formas de ejercicio de aquélla. Por supuesto y a mayores, inalienable e indelegable, y, 
sobre todas las cosas, esencialmente libre en cuanto que no atado al pasado, a otro u otros 
sujetos, o a imposiciones ajenas a su sola voluntad, con capacidad de decisión suficiente 
para redactar contenidos en atención a esa misma libertad y no por el peso de 
condicionantes de ninguna clase. La Constitución no la determina la Historia: no la hace o 
elabora componente tradicional alguno, sino que se deriva de lo que decidan aquellos que 
integran el constituyente, un cuerpo nuevo fundador, con independencia de que acepten, 
en todo o en parte, aquel legado histórico, el cual subsiste por tal convalidación, no por 
ninguna pretendida fuerza intrínseca indisponible por los seres humanos. Constituyente 
significa libertad completa, ausencia de ataduras, carencia de determinismo, de 
subordinación y de sumisión, borrón y cuenta nueva, folio en blanco, que puede escribirse 
con palabras antiguas, ahora ya aceptadas o acogidas por ese nuevo redactor del orden 
político; antes que nada, supone novedad con independencia de los retales o de las piezas 
que se empleen para hacer ese cuadro novedoso. Constituyente significa crear algo nuevo 
y elegir lo que se quiere, sin hipotecas o imposiciones, sin tributos a lo pretérito, ni 
restricciones, ni limitaciones o controles. Constituyente es hacer por sí mismo, en virtud 
de poder propio, y no en nombre de otros: es elaborar un texto nuevo porque así se 
quiere y no porque se diga desde otros campos que así tiene que ser. Ignorado por el 
modelo revolucionario constitucional inglés, un modelo encerrado o apresado en la 
Historia y en su recuperación como parte de un eterno retorno (lo que se plasmará con 
otras intensidades también en el caso gaditano), su aparición se produce en las colonias 
norteamericanas (las Constituciones estatales dibujan Congresos que actúan con un poder 
primigenio y que fijan normas para el futuro inmediato, incluso para siempre: recuérdese 
la polémica Burke versus Paine)82 y, sobre todo, en su esplendor máximo, en la Francia 
revolucionaria, de donde arrancan los perfiles apuntados que permiten definirlo y 
contraponerlo a la pléyade de poderes constituidos que de allí dimanan en posición 
contingente, secundaria y subordinada. El poder constituyente es la fundación, total o 
parcialmente innovadora, es el primer paso del orden futuro que se comienza a pergeñar, 
es el primer día de toda una nueva vida, el primer momento donde lo político y lo jurídico 
van de la mano (sus caminos se separan de inmediato y a partir de esa primera 
confluencia). En resumidas cuentas, es el elemento clave y capital sobre el que se sustenta 
toda la Constitución porque la forja y desaparece una vez culminada la suprema obra de 
su elaboración para permanecer aletargado, disminuido o encorsetado bajo la especie del 
poder revisor constitucional, auténtico poder constituyente constituido. Un protagonista – 

                                                                                                                                                                                     
Verdú. Madrid, 1988, pp. 64 ss.; G. Jellinek, Reforma y mutación de la Constitución. Estudio Preliminar de 
Pablo Lucas Verdú. Traducción de Christian Förster, revisada por Pablo Lucas Verdú. Madrid, 1991, pp. 5 
ss.; S. A. Roura Gómez, La defensa de la Constitución en la historia constitucional española. Rigidez y control de 
constitucionalidad en el constitucionalismo histórico español. Prólogo de Javier Ruipérez. Madrid, 1998, pp. 135 ss.; 
P. De Vega, La reforma constitucional y la problemática del poder constituyente. 6ª reimpresión. Madrid, 2007; y J. 
M. Vera Santos, La reforma constitucional en España. Madrid, 2007, pp. 75 ss. 

82 Vid. supra, nota nº. 70. 
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y no de los menores o más tibios - de esa Francia revolucionaria, el ciudadano Maximilian 
Robespierre, lo resumía a la perfección: el poder revolucionario (léase, constituyente) es el 
encargado de derruir la vieja sociedad y construir una nueva; el poder constitucional 
posteriormente será el encargado de conservar, proteger y defender ese mundo nuevo 
desde el instante en que el anterior termina su función máxima y suprema83. El poder 
constituyente hace y deshace, crea y destruye, acepta y rechaza, fija lo nuevo y convalida 
lo antiguo, hace pasado, presente y futuro en un periplo constructor de tiempos que hasta 
entonces no había sido predicado de ninguna instancia humana. Inaugura temporalidades 
hasta ese preciso instante ignoradas por la concepción del Derecho y de la Historia como 
un continuum sin cesuras. Como su propio nombre indica, constituye, esto, es, construye, 
deconstruye y reconstruye con la mirada puesta en el futuro, en las generaciones 
venideras, y sin tomar en cuenta el legado que la Historia le suministra; antes bien, al 
contrario, actuando de espaldas a esa Historia desde el momento mismo en que puede 
disponer de ella a su antojo y puede decidir cuándo termina aquélla y cuándo se inicia el 
presente para construir el nuevo futuro84. 

                                                           
83 Vid. M. Robespierre, “Sobre los principios del gobierno revolucionario”, en La revolución jacobina. 
Traducción y prólogo de Jaume Fuster. Barcelona, 1992, p. 128. 

84 Como se ha expuesto en líneas anteriores, es Francia quien pone de manifiesto de manera más perfecta 
esta visión radical y drástica del poder constituyente en cuanto que fundador de un nuevo orden político 
de cara al futuro y en cuanto que demoledor martillo del viejo orden. Para el desarrollo de esta idea de 
Constitución como proyecto político, es decir, como proyección y promesa prescriptiva colectiva de unos 
fines con largo recorrido, cfr. M. Fioravanti, Stato e Costituzione, ed. cit., pp. 119-135; y Appunti, ed. cit., pp. 
96-98. Así consideradas, la revolución y su Constitución son un proyecto para el futuro, un documento 
para la esperanza venidera; por tanto, no simplemente unos estabilizadores sociales, unos moderadores de 
lo que ya venía existiendo y de lo que debería seguir siendo así (ese teatro competitivo donde concurrían 
individuos junto con fuerzas sociales y políticas). La Constitución es indicador u orientador normativo de 
un complejo de valores que se deben realizar en el futuro. Es quien marca el destino inmediato. Ese 
proyecto allí contenido debe ser realizado desde el poder constituyente expresado por el pueblo o la 
Nación. No es un sencillo instrumento de conservación de derechos y libertades, que se piensan existentes 
de forma autónoma, sino que estos deben ser reconocidos, afirmados y construidos activamente por parte 
de la revolución misma contra sus enemigos en el deseo de un futuro mejor y más justo. La revolución es 
radical porque afirma la prioridad del cuerpo constituyente soberano con esos ciudadanos políticamente 
activos frente a los poderes constituidos, y porque asimismo afirma la primacía del legislador que encarna 
la voluntad general por encima de las facciones agentes de la Nación o del pueblo. La antítesis irresuelta 
entre democracia directa y democracia representativa implica la oposición entre soberanía del poder 
constituyente y soberanía de los poderes constituidos. En la concepción revolucionaria francesa, la 
soberanía tiene que estar siempre activada, en marcha, en continua acción y reacción: no puede ser nunca 
frenada, con lo que se niega cualquier virtualidad jurídica a la Constitución (no es propiamente una norma) 
y no se otorga a la misma ninguna supremacía, ni, por extensión, nace control de constitucionalidad 
alguno. No es una norma jurídica, sino un programa mudable y revisable. Ciudadanos activos implica 
ciudadanos que siempre estén decidiendo sobre el orden político final, lo que significa que la Constitución 
es, en todo momento e ilimitadamente, cambiable: un pueblo tiene siempre el derecho de revisar, reformar 
y cambiar su Constitución, dirá el texto constitucional de 1793 en su artículo 28, porque una generación 
no puede atar con sus leyes a las generaciones futuras (cfr. Textes constitutionnels français, ed. cit., p. 15). Si lo 
relevante política y jurídicamente es la voluntad del pueblo soberano, ésta debe estar siempre en acción 
para que la soberanía viva realmente, para que se exprese y se conozca, con lo cual se amenaza de forma 
permanente la estabilidad de los poderes constituidos. El futuro se construye día a día con la guía de la 
Constitución, en tanto en cuanto represente la voluntad nacional. Si no sucede así, prevalece la voluntad 
limpia y desnuda por encima del texto escrito. Eso es lo que se alcanza en tiempos jacobinos (la fiebre 
revolucionaria o constitucional: vincular el hecho de tener una Constitución escrita a poseer un 
salvoconducto para el futuro, un pasaporte para el destino), pero también es lo que destruye el valor 
jurídico (que no político) de la Constitución y lo que anticipa la llegada de la moderación termidoriana, 
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Hay que reiterarlo una vez más: el poder constituyente es, pues, el protagonista clave 

del Constitucionalismo moderno, su alma mater. Supone la aceptación de un poder 
prejurídico, absoluto, total, libre, primigenio, capaz no sólo de forjar la Constitución en sí 
misma y de darle vida, sino también de determinar contenidos: qué se incorpora o qué se 
incluye, desde el pasado y a partir del mismo, en ella. Porque ese poder constituyente no 
se enfrenta a la nada jurídica, al vacío normativo. No es así. Parte de unos legados previos 
con los que tiene la obligación de dialogar para hallar soluciones drásticas, de ruptura o de 
compromiso. Sucede que, en todo proceso de construcción constitucional, hay una 
dinámica compleja de deconstrucción y de construcción o reconstrucción, es decir, un 
doble proceso por medio del cual se erradica lo políticamente irrelevante, inútil, caduco o 
incompatible, y, por otro, se procede a la erección de aquello que se estima relevante, útil, 
perenne y compatible con su ideario rector. Lo antiguo y lo nuevo no tienen que coincidir 
necesariamente con cada una de estas cascadas de adjetivos calificativos. Hay dos 
dinámicas complementarias, sucesivas o simultáneas, que en Cádiz no aparecen muy 
claramente delimitadas, es decir, que no se divisa con luminosidad qué es novedad y qué 
no lo es, dónde comienza lo nuevo y dónde termina lo antiguo, acaso porque tales 
dicotomías no son sentidas o percibidas así. El poder constituyente actúa como motor de 
la revolución y, por tanto, de la Constitución, final producto de ese proceso de abierta 
ruptura, que se traduce en su calificación como director o guía de ese futuro 
revolucionario constitucional. Responde de la existencia misma de la Constitución, de su 
diseño y de su contenido, decidiendo libremente, sin condiciones, ni imposiciones, sin 
herencias, ni bagajes que pudieran determinar la capacidad última de decisión, 
explicitando la voluntad suprema, la decisión máxima en cuanto que fundacional del 
orden político, jurídico y social. A esto, a este propósito capital, responde la Constitución, 
producto normativo para el futuro, rompedor con el pasado o recomponedor del mismo 
bajo el prisma del presente, pero vinculado a lo pretérito en la medida en que la propia 
Constitución, por voz de su constituyente, así lo haya querido y determinado de forma 
expresa. Sin poder constituyente, no hay - no puede haber - Constitución racional y 
normativa; hay otra cosa diferente: hay ligazón con el pasado y adecuación del mismo, 
pero no se puede afirmar la existencia de un real poder de decisión máxima como el que 
aquí se está planteando. Si falta la libertad decisoria, si no puede imponerse al pasado, a la 
tradición, a la Historia, no hay poder constituyente operativo, en tanto que poder válido y 
eficaz. Hay, a lo sumo, un poder ordenador, sistematizador, recopilador, de efectos 
compilatorios y acumulativos respecto a pasadas Leyes Fundamentales, pero nunca 
fundador de un modelo político absoluto de ninguna clase. La imposibilidad del 
constituyente en el ejemplo gaditano deriva, como ya se ha dicho, de la carencia de una 
Nación liberal, no sojuzgada y no predeterminada por la Historia, por la tradición, por el 
peso de la costumbre, en definitiva, por Dios que es quien realmente pergeña e impone el 
decorado constitucional. No eclosiona una auténtica Nación libre de ciudadanos. La 
Nación sigue estando fagocitada por la Monarquía y por la Religión, que son, a la vez, 
formas indudables e indiscutibles de gobierno, pero también formas de Estado, fuera de 
cuyos márgenes no puede comparecer la Nación de ninguna manera posible. Monarquía 
moderada católica es el término que lo aglutina todo, lo que presupone evitar el ideario de 
                                                                                                                                                                                     
única forma de poner fin a ese incesante ciclo constituyente. Cfr. H. Hofmann, Introduzione alla filosofía del 
diritto e della política. A cura di Giuseppe Duso. Roma – Bari, 2003, pp. 162-163 y, especialmente, pp. 180 ss. 
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libertad y de igualdad que puede justificar la Nación. No hay Nación liberal; hay una 
Nación monárquica y católica: de corporaciones, no de individuos; histórica, no liberal; 
dependiente, no soberana; contingente, por tanto, no necesaria. Si falta la Nación, si falta 
esa soberanía que reclama para sí en términos de exclusividad, si esa Nación aparece 
mediatizada y fraccionada por el juego de religión, cuerpos y tradiciones, sin ciudadanos 
libres e iguales, desaparece el poder constituyente y desaparece la posibilidad de una plena 
Constitución moderna. En este sentido, con estos mimbres escasos y cuestionados, no 
hay - no puede haber - una Constitución homologable a la americana o a las francesas, en 
cuanto a su fundación, a su origen, a los elementos primeros que están en su base. Hay 
otro espíritu constitucional que sigue instalado en el pasado y que no llega a acercarse al 
presente. Hay un constituyente cuestionado que casi deviene imposible. 

 
Ahora, bien, a la altura de 1812 y con las Cortes Generales y Extraordinarias en 

funcionamiento, ¿hubo algo de esto indicado páginas arriba en Cádiz? ¿Existió realmente, 
de acuerdo con todo lo expuesto, un constituyente gaditano en tales términos y 
condiciones, en toda la plenitud y extensión de la palabra y del concepto, con todo el 
sentido y con todas las implicaciones que ello comportaba en lo político y en lo jurídico? 
¿Existió, por tanto, una Nación que se diera a sí misma, de modo libre y voluntario, una 
nueva Constitución sin ataduras históricas de ninguna clase, que relegase o postergase el 
pasado de forma drástica, al modo francés? ¿Existieron unos diputados que tuvieran en 
sus manos la libertad absoluta y total de conceder a la Monarquía Hispánica una 
Constitución nueva, radical y profundamente nueva, sin pagar costoso peaje a la tradición, 
a la costumbre, al pasado, sino rompiendo rotundamente con él? ¿Actuaron los diputados 
gaditanos libremente, sin ataduras, o tuvieron que aceptar un legado procedente de 
tiempos remotos o inmemoriales de forma imperativa? ¿Impusieron su voluntad a la 
Historia hasta el punto de crearla por medio de su derrota, o, por el contrario, fue la 
Historia la que dictó el guión al que se plegaron todos y cada uno de los artículos 
gaditanos como expresión de unas antiguas y venerables Leyes Fundamentales? ¿Triunfó 
la voluntad nacional y, con ella, el futuro, o venció la tradición y, por ende, el pasado? ¿Se 
obró al estilo francés o al estilo británico? Los testimonios que ahora enumeraremos nos 
conducen a formular una respuesta negativa y poco conforme con los tiempos de 
celebración que hemos vivido en el pasado más reciente. No hubo constituyente así 
definido, luego no hubo una Constitución moderna. Pocos o muy pocos de los que 
participaron en el momento doceañista fueron conscientes de que estaban actuando como 
tal poder, probablemente porque no lo sentían así, porque no lo querían, ni podían, y 
probablemente porque el tal poder no lo era. Más bien, pensaron en una vuelta al pasado, 
en un poder reconstituyente, mas no fundador o creador, dirigido a una ardua labor de 
recomposición de lo que había sido una exitosa, alabada y remota Constitución histórica 
que pasaba por sus más bajos momentos, pero que era posible recuperar, enderezar, 
corregir y mejorar para asegurar su persistencia por mucho más tiempo. Hay en Cádiz una 
Constitución que quiere ser moderna, que lo intenta en boca de algunos de sus redactores, 
pero que no llega a su plena madurez porque no cumple con los requisitos mínimos para 
ser así acreditada, una Constitución que no puede (o acaso no quiere) romper con las 
fuentes de donde traía su causa. Es así irremediablemente una Constitución fracasada o 
frustrada en este sentido, tanto en su génesis como en su posterior puesta en marcha, que 
no es merecedora de llevar tal nombre en su sentido moderno porque no nace de acuerdo 
con los presupuestos que una tal Modernidad jurídica y política implica. El sujeto que la 
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alumbra no es constituyente, sino reconstituyente, es decir, un sujeto que procede a 
reconstruir las ruinas de un modelo político que seguía siendo operativo, pero que tenía 
que ser adaptado a los nuevos tiempos por un simple razón de supervivencia. Por eso, en 
su cuerpo articulado, habrá antigüedad, teñida de alguna mínima novedad bajo la forma 
de mejora. Veamos ahora algunos ejemplos clarificadores y algunos testimonios que 
permiten negar virtualidad constituyente, que no constitucional, al momento gaditano, y 
que impiden, tal y como se avanzó en páginas anteriores, que Cádiz pueda ser juzgada 
como un auténtica Constitución moderna, o sea, racional y normativa.  

 
4. La Constitución como catálogo ordenado de Leyes Fundamentales 
 
4.1. En un curioso Catecismo Civil de España, mandado imprimir por orden de la Junta 

Central y Suprema Gubernativa en Sevilla, en los alrededores del año 1809, se puede leer, 
con arreglo al estilo discursivo de este singular y prolífico género literario, tan común y 
difundido en esos tiempos y en los inmediatos con la intención decidida de crear 
ciudadanía y cultura constitucionales, la respuesta clara y rotunda que se da a la pregunta 
de cuál es la felicidad de España. Cuestión ésta de claro regusto ilustrado, pues ése – no se 
olvide – era el cometido principal del gobierno y de su acción, el anónimo autor responde 
con contundencia: la felicidad consiste en la seguridad de nuestra Santa Religión, de 
nuestra Monarquía, de nuestras leyes, de nuestros bienes y de nuestros derechos. El 
afianzamiento de todos estos elementos será lo que permita recuperar el pulso histórico a 
esa patria doliente, aquejada de tantos y tan diversos males. Una felicidad que conocíamos 
no hacía tanto tiempo (sin ir más lejos, con Carlos III), pero que había ido abandonando 
el país bajo el reinado de Carlos IV, el cual con su bondad natural fue víctima de 
traiciones varias. La recuperación de todos esos valores sempiternos, de indiscutible 
alcance constitucional (catolicismo, gobierno monárquico, leyes, libertades y derechos), 
dado que “constituían” la base del poder, pasaba imperativamente por arrojar a los 
franceses del territorio nacional, procurar el retorno de Fernando VII y, lo que ahora más 
nos interesa, se podía conseguir “haciendo leyes fundamentales que no puedan trastornarse, y que 
sean siempre observadas rigorosamente”85. Había que hacer, que crear, que estatuir, por ende, 
Leyes Fundamentales, pero Leyes Fundamentales ya había, eso estaba claro en la mente 
de los más reputados hombres públicos de la época, y no era preciso crearlas ex novo. Lo 
más importante era la segunda parte de la contestación: dado que existía un poso 
constitucional sempiterno, cuyos ejemplos eran citados previamente, había que generar 
los mecanismos indispensables para que esas Leyes fuesen observadas, es decir, no 
trastornadas, y así recuperar un tracto constitucional que se había interrumpido no hacía 
mucho tiempo. El problema no era tanto de Constitución en sí, cuanto de respeto y 
cumplimiento hacia la Constitución ya existente. Había, pues y esto era obvio, una 
Constitución latente, viva, que convenía recuperar y reformular, restaurar y defender, una 
Constitución material que tenia difícil encaje en un cierto molde formal y que, debido a 
esa ausencia de forma definida, provocaba el consiguiente desconocimiento por parte de 
sus potenciales destinatarios. 

 
Porque si a la altura del año 1808, el año en que todo empezó a cambiar, cualquiera de 

                                                           
85 Cfr. Catecismo civil de España en preguntas y respuestas mandado imprimir de orden de la Junta Suprema. Sevilla, 
1808-1814, pp. 13-15. El ejemplar consultado procede de la Biblioteca Nacional. Fondo Antiguo. 
Signatura: R / 60693 (antigua signatura: R / 820890. Col. Gómez Imaz). 
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nuestros ilustrados fuese interrogado, al estilo de los catecismos civiles indicados, acerca 
de si la Monarquía Católica Hispánica gozaba o disponía de una Constitución, como 
sucedía con las más sólidas Coronas europeas, es decir, de un conjunto de Leyes 
Fundamentales, formadas pausadamente a lo largo de los siglos, que determinaban las 
bases con arreglo a las cuales debía actuar el poder en todas sus manifestaciones, la 
respuesta habría sido inexcusablemente afirmativa por unanimidad, sin margen para el 
error, sin ningún género de dudas86. Es un hecho contrastado que, desde el reinado de 
Carlos III, cuando se acelera el pulso reformista borbónico y comienza a mostrar algunos 
modestos resultados (mayormente económicos), la preocupación por esas Leyes 
Fundamentales, que articulaban y dirigían con pulso firme los destinos de la Monarquía, 
había originado un incipiente pensamiento constitucional con múltiples ejemplos que aquí 
simplemente podemos citar sin analizarlos en profundidad. Por poner un caso, el célebre 
Motín de Esquilache había tenido como origen una violación u ocultación de tal marco 
constitucional histórico, de esa Constitución del Estado, obviada por gobernantes y 
consejeros extranjeros que eran incapaces de entender la lógica hispánica del poder, 
explicitada en tales textos y en la Historia que los alumbraba. La culminación natural de 
esta tendencia la podemos hallar en las famosas Cortes de Madrid del año 1789, en las 
cuales se debate un tema central, cual era el referido a una de esas Leyes Fundamentales, 
la de sucesión de la Corona, para lo cual los procuradores solicitaron y el rey concedió la 

                                                           
86 Vid. los abundantes trabajos del Prof. S. M. Coronas González, que ha conseguido prácticamente agotar 
el tópico: en concreto, por todos ellos, “Las Leyes Fundamentales del Antiguo Régimen (Notas sobre la 
Constitución histórica española)”, en Anuario de Historia del Derecho Español, nº. LXV (1995), pp. 129-218 
[= en Estudios de Historia del Derecho Público. Valencia, 1998, pp. 177-321; y en A. Torres Del Moral (dir.), 
Monarquía y Constitución (I). Madrid, 2001, pp. 19-66]; “La recepción del modelo constitucional inglés como 
defensa de la constitución histórica propia (1761-1810)”, en Il modello costituzionale inglese e la sua recezione 
nell’area mediterránea, ed. cit., pp. 615-643; “España: Nación y Constitución (1700-1812)”, en Anuario de 
Historia del Derecho Español, nº. LXXV (2005), pp. 181-212; “España: Nación y Constitución. Una nota 
histórica”, en AA. VV., Homenaje a la Constitución Española (XXV Aniversario). Oviedo, 2005, pp. 121-137; 
“Nación y Constitución en el pensamiento jurídico español del siglo XVIII”, en C. Canterla González 
(dir.), Nación y Constitución: de la Ilustración al Liberalismo. Sevilla, 2006, pp. 147-165; “Constitucionalismo 
histórico y neoforalismo en la historiografía del siglo XVIII”, en Notitia Vasconiae, nº. 1 (2002), pp. 83-118; 
“En torno al concepto de Constitución histórica española”, en Notitia Vasconiae, nº. 2 (2003), pp. 481-500; 
“La crítica al Antiguo Régimen jurídico y político en España”, en Codificación y Constitución. XI Encuentro 
Histórico España – Suecia, ed. cit., pp. 100-134; “Leyes Fundamentales y Constitución de la Monarquía 
Española de 1812”, en Iura Vasconiae, nº. 8 (2011), pp. 41-62; y “De las leyes fundamentales a la 
constitución política de la monarquía española (1713-1812)”, en Anuario de Historia del Derecho Español, nº. 
LXXXI (2011), pp. 11-82, entre otros muchos. No todos postulan la existencia de esta tal Constitución 
antigua y extraen consecuencias diversas de la lectura de los mismos materiales. Cfr., a modo de 
contrapunto, J. M. Portillo Valdés, “¿Existía una antigua Constitución española? El debate sobre el 
modelo inglés en España, 1808-1812”, en Il modello costituzionale inglese e la sua recezione nell’area mediterranea, 
ed. cit., pp. 545-585, con los testimonios de Capmany, Jovellanos y Martínez Marina. La recomposición de 
la soberanía y de sus fundamentos, como consecuencia de las crisis de 1808, tuvo dos caminos 
alternativos, según este autor: uno primero, el histórico o historiográfico de ascendencia británica, 
implicaba recuperar una cierta Constitución equilibrada, donde las Cortes tenían un papel armónico 
central, expresión de los estamentos y de sus intereses, pero no cabía hallarla en Castilla y ése era el gran 
problema; el otro, la segunda vía, fue la construcción de una Historia civil de la Nación, que veía en las 
Cortes el resultado de un pacto imperativo entre estamentos y monarcas para eludir patrimonializaciones, 
y que terminaba por forjar aquélla como una suma de cuerpos político que podían recomponer la base 
constitucional y soberana conculcada. A nuestro modesto entender, no hay contradicción entre ambas 
lecturas puesto que las dos buscan reinventar una Nación que no había existido más que literariamente 
hablando.  
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abrogación del Auto Acordado filipino de 10 de mayo de 1713 y la restauración de la vieja 
ley de Partidas 2. 15. 2, es decir, se ordenó la vuelta al orden sucesorio tradicional. Se 
reformó, pero con acentuada y decidida conciencia histórica, y con la vista puesta en el 
pasado recuperado87. Cosa diferente es lo que sucedió después con el ocultamiento de la 
decisión, pero lo verdaderamente importante, lo relevante desde la óptica de este 
Constitucionalismo antiguo, es destacar las coordenadas en que se movía tal decisión: una 
reforma, que no revolución, ni mucho menos inversión del orden político, es decir, un 
cambio bajo el aspecto de simple revisión con afán de mejora de algunos aspectos de la 
Constitución, manteniéndola válida y eficaz en todos los restantes; y una reforma como 
camino hacia el pasado, trayendo de ese remoto lugar los elementos que perfilan la 
esencia política hispánica en el presente, es decir, sin renunciar al caudal pretérito del que 
se traía causa y que constituía el fundamento último del edificio político. En definitiva, se 
cambia con la vista puesta en el pasado; apenas se roza la sustancia del orden complejo 
yacente más que de forma tangencial y siempre para corregirlo, enmendarlo o mejorarlo. 
Desde Carlos III y en adelante, muchas voces caminaron en esa senda reflexiva del 
reformismo. Los nombres de Manuel de Aguirre, Ibáñez de la Rentería, León de Arroyal 
o Cabarrús son claras muestras de esta línea de pensamiento no uniforme, pero que 
compartía elementos comunes, a caballo entre el viejo y el nuevo orden político. Digamos 
que en estos tiempos las nuevas ideas luchaban por hacerse un hueco dentro de las 
hornacinas donde estaban depositados los conceptos tradicionales con arreglo a los cuales 
se disciplinaban esas prácticas de poder, generando una mezcla compleja, como no podía 
ser de otra manera88. Una cierta cultura constitucional empapaba los escasos espacios 
destinados a formar una opinión pública homologable a la europea, que los había, a modo 
de caja de resonancia del pensamiento continental89. Como denunciará tiempo después 
Martínez Marina, la claridad constitucional, sin embargo, no era un logro consolidado y 
ahí radicaba buena parte del problema: leyes oscuras e indeterminadas, interpretaciones en 
contra de la tradición, silencio histórico impuesto por las autoridades. Al contrario, había 
una peligrosa ocultación de la Constitución cuyas causas no estaban del todo investigadas, 
aunque algo se podía intuir: tal ocultación derivaba de la omisión de esas normas básicas, 
es decir, de su violación o conculcación, abierta o subrepticiamente, o bien era resultado 
de interpretarlas de un modo torticero por la escasa pericia demostrada en su formulación 
y redacción, pasto, pues, de los juristas que hacían decir a esas normas cosas que 
inicialmente no decían y viceversa. La Constitución no se respetaba por falta de 
cumplimiento usual. No era entendida por la corrupción interpretativa que habían 
realizado los juristas en tiempos intermedios, lo que conducía irremisiblemente a su 
infracción. Además el despotismo había sepultado cualquier recuerdo de la misma para 
hacerse omnipotente, arbitrario y caprichoso, y había evitado cualquier posibilidad de 
estudio de aquélla. Se sabía, por tanto, que había una Constitución, que existía y que 
estaba, puesto que, como sucedía con las Constituciones tradicionales, su presencia no 
tenía que ser diáfana, sino que se contentaba con envolver, al modo del aire, todo 
comportamiento político relevante. Pero era preciso determinar varios elementos a ella 

                                                           
87 Vid. J. M. Vallejo García-Hevia, “La última máscara del rey. Las Cortes de Castilla de 1789 en la España 
del Antiguo Régimen”, en M. D. del M. Sánchez González (coord.), Corte y Monarquía en España. Madrid, 
2003, pp. 191-258. 

88 A modo de ejemplo, vid. A. Rodríguez Aranda, “La recepción y el influjo de las ideas políticas de John 
Locke en España”, en Revista de Estudios Políticos, nº. 76 (julio-agosto, 1954), pp. 115-130. 

89 Vid. supra, bibliografía citada en nota nº. 36. 
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ligados y con implicaciones decisivas para la vida pública: qué decía exactamente esa 
Constitución, dónde estaba residenciada, en qué textos se podía encontrar, y qué origen 
tenía, dentro del variado conjunto de reinos que formaban esa compleja y plural 
Monarquía, es decir, cuál era su nacionalidad, máxime cuando a la Constitución castellana 
preponderante por el predominio que esa Corona poseía en el mapa político del 
momento, y abiertamente conculcada, se decía, desde los inicios de la Modernidad, se le 
podían oponer otras Constituciones territoriales menores, diversas, pero vivas y en pleno 
estado de forma y conservación, como las procedentes de los territorios vascongados o la 
navarra, sin ir más lejos, y ello sin recurrir a los fantasmas de la Corona de Aragón90. 

 
A mayores, cabría preguntarse qué hacer con esta Constitución, cuál era su inmediato 

destino, si bien la mayor parte de los pensadores del momento eran partidarios de su 
conservación, sin perjuicio de algunas reformas, y, en todo caso, de lo imperativo de su 
conocimiento para poder trazar con plena conciencia el plano del futuro colectivo que se 
quería delinear. Una nueva Constitución que cancelase todo el pasado no estaba en el 
horizonte ni siquiera de los pensadores más radicales, esto es, abiertamente más liberales, 
como pudiera ser el caso de León de Arroyal91. El problema de la crisis que vivía España 
era el resultado de la combinación de todas esas dudas, incertidumbres e inquietudes que 
habían permitido al poder político caminar con paso firme hacia el despotismo, sobre 
todo ministerial antes que regio, al ignorar, por los motivos que fuesen, cuáles era esas 
Leyes Fundamentales, dónde se encontraban y qué decían exactamente. El poder político 
de la maquinaria estatal en su conjunto creía que no tenía límites en su actuar, es decir, 
aquél, de modo deliberado, doloso, o simplemente por ignorancia o negligencia, había 
pisoteado los derechos y libertades de la Monarquía, de los reyes y de los súbditos, 
derechos y libertades depositados en aquella Constitución de los mil años de la que hablaba el 
padre Burriel, y que de vez en cuando afloraba en la vida jurídica práctica: como era 
común en el Antiguo Régimen, la aparición de leyes de esta clase, su formulación más 
detallada, no se producía en abstracto, sino como consecuencia de concienzudos debates 
jurídicos para casos puntuales. En un tema de indudable trascendencia por cuanto 
suponía enfrentarse al pasado y defender a ultranza el regalismo más acentuado 
imaginable, Campomanes, por ejemplo, a propósito de la reversión de señoríos a la 
Corona y en relación a Nueva Recopilación 5. 10. 3, nos hablará de leyes “que se numeran entre 
las fundamentales del Reyno y no se pueden variar ni alterar sin consentimiento de la República o de sus 
legítimos representantes” como era el caso de la recopilada que se estaba aplicando en ese 
asunto particular92. Quien habla es todo un fiscal del Consejo de Castilla, abanderado del 
regalismo más recalcitrante en la senda de ese reformismo aludido, esto es, un partidario 

                                                           
90 Así lo acredita, por ejemplo, A. Capmany en su famoso dictamen, publicado por M. Artola, Los orígenes 
de la España contemporánea. 2ª ed. Madrid, 1975. Tomo II, pp. 509-528 (1ª ed. Madrid, 1959); y por J. 
Álvarez Junco, “Capmany y su informe sobre la necesidad de una Constitución (1809)”, en Cuadernos 
Hispanoamericanos, nº. 210 (junio, 1967), pp. 520-551. 

91 Vid. S. Scandellari, “Il costituzionalismo storico di Leon de Arroyal: una possibile lettura delle Cartas 
económico-políticas?”, en Historia Constitucional, nº. 5 (2004), pp. 191-235, especialmente, pp. 218-222. Para su 
proyecto de Constitución, vid. I. Fernández Sarasola, Proyectos constitucionales en España (1786-1824). Madrid, 
2004, pp. 15 ss. 

92 Cfr. Número 15: Alegación del Fiscal Campomanes, sobre que se declare haber llegado el caso de la reversión a la 
Corona de la Jurisidicción, Señorío y Vasallage del Valle de Orozco. Madrid, 16 de agosto de 1781 (B. N. 1 – 5705), en 
S. M. Coronas González, Ilustración y Derecho. Los fiscales del Consejo de Castilla en el siglo XVIII. Madrid, 1992, 
p. 509. 
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del poder completo de los monarcas, y en relación a un pleito abierto. Hay conciencia, 
pues, de esas leyes ya formadas y ya formuladas, que irán surgiendo en función de las 
necesidades de cada momento concreto, mediante la forma de litigio o de debate, pero sin 
que se redacten de un modo general y pleno, porque eso no era preciso. Se invocan, se 
citan, se traen a colación en función de lo que cada instante reclame93. Los 
acontecimientos americanos y europeos no debían entorpecer el desarrollo normal y 
continuado de una Constitución, la hispánica, que seguía siendo de las más perfectas del 
mundo civilizado, frente al caos y a la anarquía que parecían anticipar los movimientos 
plenamente revolucionarios localizados en la vecina Francia (no así en los lejanos Estados 
Unidos, cuyo juicio no es tan negativo). En sus obras y en su labor profesional, la de 
Campomanes, hay una constante defensa y reivindicación de la Constitución española 
frente a los devaneos constitucionales extranjeros, extraños – cuando no opuestos - a la 
tradición y que a nada concreto, benéfico y productivo conducían94. 

 
4.2. Por encima de todos estos autores aludidos y en relación directa con el 

anteriormente citado, aparece una de las figuras más relevantes de todo el pensamiento 

                                                           
93 De nuevo, P. Rodriguez Campomanes, “Cortes de 1789”, en Inéditos Políticos. Estudio preliminar de 
Santos M. Coronas González. Oviedo, 1996, p. 62, punto nº. 6, habla de la modificación de la ley 
sucesoria: “En la proposición específica que debe hacer el Gobernador del Consejo a nombre de S. M. 
parece conveniente saber la voluntad del rey en que preceda la que toca a restablecer la sucesión regular en 
la Corona, conforme a las leyes y costumbre universal de España y que los demás particulares se vayan 
tratando por su orden progresivo como menos importantes”. Nuestro autor era consciente de que, más 
allá de nuestras fronteras, un nuevo mundo constitucional (en Estados Unidos y en Francia) estaba 
fraguándose, como demuestra en sus diversos escritos sobre política exterior, en esos mismos Inéditos 
Políticos, ed. cit., pp. 137 ss., lo que contrasta abiertamente con el discurso por él mantenido y con las 
referencias laudatorias al mundo británico, que es el modelo que se ansía por su respeto a la tradición y 
por su equilibrio social y político que conduce a la moderación y a la templanza (“Pues los ingleses a pesar 
de sus sangrientas revoluciones han conservado a la Corona su antiguo patrimonio; a la nobleza, sus 
distinciones; al clero, sus rentas y a estos dos órdenes del Estado la intervención en los negocios públicos 
en la Cámara alta”). Así, en la formación de las leyes, “han guardado los ingleses la precaución de 
conservar las antiguas; declarar éstas quando lo necesitan y establecer las nuevas según las cosas lo pidan”, 
lo que ha provocado que hayan ido mejorando su Constitución, que se haya respetado el decoro y la 
autoridad del rey para evitar así la anarquía, que vayan tomando nuevas disposiciones en atención a la 
“ocurrencia de las cosas”. Todo sigue sobre “su pie antiguo”, en “Reflexiones sobre la Política Exterior. 
Mayo, 1792”, en ibidem, pp. 165-166. 

94 Dos pasajes debemos extraer y recordar en una línea que llevará Jovellanos a su máxima expresión, en P. 
Rodríguez Campomanes, “Segundas Observaciones sobre Europa”, en Inéditos Políticos, ed. cit., p. 190: 
“Las leyes fundamentales en que se apoya la Constitución de qualquier país deben ser constantes y 
uniformes los principios de su gobierno interior para mantener el orden de los ciudadanos dentro del país 
y propulsar a los enemigos de fuera”; y p. 236: “Nuestra Constitución es excelente y ninguna la hace 
ventaja entre todas las que hasta ahora se hallan legalmente establecidas”. Contra Francia, vid. 
“Reflexiones sobre la Política Exterior. Mayo, 1792”, en ibidem, pp. 163-166: “La conducta de la nación 
francesa esencialmente se ha dirigido a establecer un gobierno democrático o popular, disminuiendo 
considerablemente el poder legítimo de la autoridad real. El fundamento sobre el que se ha erigido la 
nueva Constitución es el abuso de la libertad atribuida al hombre, cuyo principio vicioso aniquila el apoyo 
de las sociedades establecidas dexando al pueblo al arbitrio indefinido de destruir mañana lo que hoy se 
establece y así sucesivamente (…) Todo esto ha variado en Francia de un golpe, borrándose el antiguo 
sistema y subrogando otro enteramente nuevo fundado en especulaciones y expuesto a la contingencia de 
la novedad a lo que se puede inferir del estado actual de las cosas”. La democracia absoluta, como la 
querida por los jacobinos, conduce irremisiblemente a la anarquía ilimitada, cuya forma de gobierno no ha 
podido establecerse en parte alguna, ni aun entre las naciones bárbaras, añade en sus “Cuartas 
Observaciones sobre Europa”, en ibidem, pp. 272-273. 
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del siglo XVIII español, uno de los pocos ilustrados que puede ser paragonado con sus 
coetáneos europeos, pensador original y único, protagonista asimismo de las tensiones 
despóticas de la dinastía Borbón y de sus oscilantes gobiernos, favoritismos y favoritos, 
premiado, desterrado y rehabilitado, y, por fin, actor de excepción del proceso 
constitucional que se inicia en el mes de marzo de 1808. Nos referimos, claro está, a 
Gaspar Melchor de Jovellanos, máximo representante de este Constitucionalismo 
iluminado95. Él es la encarnación casi perfecta del ilustrado como hombre culto, 
consecuente, político y público, que recorre instancias diversas a lo largo de su carrera 
profesional, y se convierte así, por ese conocimiento profundo que adquiere del poder, de 
sus rudimentos, de sus estilos y prácticas y, también, cómo no, de sus arcanos, en una de 
las voces más autorizadas del momento para explicar de qué hablamos cuando se habla de 
esa Constitución que él intentaba respetar, cumplir y emplear en su quehacer cotidiano. 
Jovellanos une en su persona la condición de hombre teórico y de hombre práctico, cosa 
que se da en muy contadas ocasiones, es decir, es persona cuyas reflexiones van a tener 
una virtualidad aplicativa que comparece en pocos hombres del siglo XVIII, normalmente 
apresados en una u otra dimensión, pero sin poder comunicarlas, ni trascenderlas. 
Nuestro hombre lo hará y lo hará además con éxito. Él dirigirá con pulso firme muchas 
de las acciones de la Junta Central desde septiembre de 1808 y esa dirección condicionará 
los resultados que se alcancen, puesto que trazará los límites por donde habrá de discurrir 
el primer debate constitucional en todos sus extremos. Es el director de esa inicial etapa 
constitucional, la que se termina con la apertura de las Cortes en septiembre de 1810, y es 
el que marca la pauta de ese primer periplo. Jovellanos es una persona imbuida de espíritu 
británico y ese espíritu le va a hacer hablar en términos constitucionales de un modo 
análogo a los más relevantes políticos británicos de la época96. Se refiere en varios de sus 

                                                           
95 Sobre Jovellanos y su pensamiento en el ámbito político-constitucional, vid. F. Baras Escolá, El 
reformismo político de Jovellanos (Nobleza y Poder en la España del Siglo XVIII). Zaragoza, 1993, pp. 226 ss.; y 
“Política e historia en la España del siglo XVIII: la concepción historiográfica de Jovellanos”, en Boletín de 
la Real Academia de la Historia. Tomo CXCI. Cuaderno II (mayo-agosto, 1994), pp. 295-385; los trabajos 
compilatorios de otros antecedentes debidos a las plumas de S. M. Coronas González, Jovellanos. Justicia, 
Estado y Constitución en la España del Antiguo Régimen. Gijón, 2000; y de I. Fernández Sarasola, El pensamiento 
político de Jovellanos. Seis estudios. Oviedo, 2011; y, a modo de síntesis, la reciente y completa aproximación 
conjunta AA. VV., Jovellanos, el valor de la razón (1811-2011). Edición de Ignacio Fernández Sarasola, Elena 
de Lorenzo Álvarez, Joaquín Ocampo Suárez-Valdés y Álvaro Ruíz de la Peña Solar. Gijón, 2011, junto 
con los trabajos hagiográficos de J. E. Canseco Canseco, La evolución política e ideológica de Jovellanos. Gijón, 
2011; J. M. Gea, Jovellanos o la virtud del ciudadano. Gijón, 2011; J. M. Souto Rodríguez, Filosofía e Ilustración en 
Jovellanos. Introducción a su pensamiento. Oviedo, 2011; V. Llombart, Jovellanos y el otoño de las Luces. Educación, 
economía, política y felicidad. Gijón, 2012; y P. Cerezo Galán, “El litigio por la soberanía. Jovellanos ante las 
Cortes de Cádiz”, en Anales de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas. Año LXIV, nº. 89. Curso 
Académico 2011-2012 (2012), pp. 59-92, así como la última biografía de M. Álvarez-Valdés y Valdés, 
Jovellanos: vida y pensamiento. Oviedo, 2012. Con razón, es reputado como el fundador de la doctrina de la 
“Constitución histórica”, que identificará a nuestro Liberalismo moderado a lo largo del siglo XIX. Vid. J. 
Varela Suanzes-Carpegna, “La doctrina de la Constitución Histórica: de Jovellanos a las Cortes de 1845”, 
en Revista de Derecho Político, nº. 39 (1994), pp. 45-79; “El debate sobre el sistema británico de gobierno en 
España durante el primer tercio del siglo XIX”, en J. Alvarado (ed.), Poder, Economía, Clientelismo. Madrid, 
1997, pp. 97-124; y en J. M. Iñurritegui – J. M. Portillo (eds.), Constitución en España: orígenes y destinos, ed. 
cit., pp. 79-108 [= ambos trabajos recogidos asimismo en Política y Constitución en España (1808-1978), ed. 
cit., pp. 417-447 y pp. 279-307, respectivamente]; y “La doctrina de la Constitución histórica en España”, 
en Fundamentos, nº. 6 (2010), pp. 307-359. 

96 Vid. C. Álvarez Alonso, “La influencia británica y la idea de Constitución en Jovellanos”, en Il modello 
costituzionale inglese e la sua recezione nell’area mediterranea, ed. cit., pp. 507-543; y, más en detalle, M. C. Lara 
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escritos a la existencia de esa Constitución tradicional, de amplios vuelos y perfiles, con 
ramificaciones sociales y económicas, en consonancia con esa idea no exclusivamente 
jurídica de la Constitución antigua, antes orden que precepto97, al mismo tiempo que es 
consciente del estado ruinoso en que se halla la misma por varios motivos y de la 
necesidad de proceder a su restauración, fiel al ejemplo británico que tenía en la cabeza: 
recuperarla, sí, pero sin invertirla, ni remozarla por completo. Nada se desecha en este 
mundo constitucional tradicional; sólo se transforma y se transforma dentro de un orden 
que sea ajeno a cualquier devaneo de corte revolucionario, esto es, que subvierta el orden 
constitucional dado en sus más sólidas estructuras. Al margen de otras referencias 
menores, la primera gran reflexión sobre esa Constitución histórica se produce con 
ocasión de su ingreso en la Real Academia de la Historia, en febrero del año 1780, donde 
se esboza la génesis de aquélla98. El discurso de recepción es el fundador, con toda 
propiedad, de nuestra Historia del Derecho, es decir, del conocimiento histórico de lo 
jurídico, anticipándose unos cuantos años a Savigny. El polígrafo asturiano reclama la 
necesidad de la Historia para que se pueda estudiar, comprender y captar la esencia de 
nuestra legislación, una legislación que no estaba constituida por piezas de museo, por 
reliquias inútiles y superfluas, sino por cuerpos legales vigentes, vivos, destinados a su 
aplicación, con independencia de su fecha de elaboración. Todo magistrado estaba 
llamado a gobernar a los hombres; para gobernarlos, precisaba conocerlos y para 
conocerlos, estudiarlos. La Historia era la pieza clave para conseguir ese conocimiento y 
ese estudio sereno y meditado. Además de criticar con dureza los planes de estudio 
universitarios, concentrados en el Derecho romano, ajeno a la tradición nacional, en lo 
que era ya un tópico de todo buen ilustrado hispánico99, salvo contadas excepciones, 
Jovellanos traza con mano magistral un fresco de la Historia jurídica de España que 

                                                                                                                                                                                     
Nieto, Ilustración española y pensamiento inglés: Jovellanos. Granada, 2008. 

97 A modo de ejemplo, específicamente, en dos escritos de corte económico, como son “Memoria sobre el 
establecimiento del Montepío de Hidalgos de la Corte, leída en la Real Sociedad [Madrid, 12 de marzo de 
1784]”; e “Introducción a un Discurso sobre la Economía Civil y la Instrucción Pública [1796-1797]”, 
ambos en G. M. De Jovellanos, Obras Completas iniciadas por José Miguel Caso González. Tomo X. Escritos 
Económicos. Edición crítica, estudio preliminar, prólogo y notas de Vicent Llombart i Rosa y Joaquín 
Ocampo Suárez-Valdés. Colaboración filológica de Noelia García Díez. Oviedo, 2008, pp. 598-611 y pp. 
886-901, respectivamente. 

98 Cfr. “Discurso académico pronunciado por D. Gaspar Melchor de Jove-Llanos en su recepción a la 
Real Academia de la Historia [Sobre la necesidad de unir al estudio de la legislación el de nuestra Historia] 
(Madrid, y febrero, 4, de 1780), en G. M. De Jovellanos, Obras en prosa. 2ª edición corregida. Edición, 
introducción y notas de José Caso González. Madrid, 1976, pp. 71-102. Su complemento, también con 
claro regusto savignyano, aparecerá al año siguiente como resultado de su ingreso en la Real Academia 
Española: conocer las leyes implica conocer su Historia y además la lengua en la que está redactadas, de 
ahí su “Discurso sobre la necesidad del estudio de la lengua para comprender el espíritu de la legislación”, 
de 25 de septiembre de 1781, en Obras de Don Gaspar Melchor de Jovellanos. Nueva Edición. Madrid, 1845. 
Tomo I, pp. 496-505 (= Obras publicadas é inéditas de D. Gaspar Melchor de Jovellanos. Colección hecha é 
ilustrada por D. Cándido Nocedal. Biblioteca de Autores Españoles. Madrid, 1858. Tomo I, pp. 299-301). 
Sobre aquel primer discurso, vid. F. De Angelis, “Per un metodo storico nello studio del diritto: Gaspar 
Melchor de Jovellanos e il suo Discorso Sobre la necesidad de unir al estudio de la legislación el de nuestra historia 
(1780)”, en Studia et Documenta Historiae et Iuris, nº. 79 (2013) (En prensa). 

99 Como él mismo hace en su “Elogio de Carlos III, leído á la Real Sociedad de Madrid en la Junta plena 
del sábado 8 de noviembre de 1788”, en Obras en prosa, ed. cit., pp. 174-193, específicamente, en pp. 179-
180 y p. 184; o, con más detalle y más ánimo constructivo, en su “Reglamento Literario é Institucional, 
extendido para llevar á efecto el plan de estudios del Colegio Imperial de Calatrava, en la ciudad de 
Salamanca, en Obras publicadas é inéditas, ed. cit. Tomo I, pp. 169-229, específicamente, pp. 210-213.  
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retrotrae a los tiempos godos, los primeros tiempos de una España emancipada del 
dominio romano, de una España plenamente libre e independiente, que son asimismo los 
momentos en que se funda la vieja Constitución, caracterizada por la presencia del 
elemento católico (desde Recaredo) y por la templanza o moderación de la Monarquía, 
expresada en los Concilios toledanos, en ningún caso, abrazando postulados absolutistas, 
ni el despotismo o la tiranía100. Ahí está el origen constitucional de nuestro pueblo. La 
invasión musulmana cambia las tornas, modifica el panorama existente y asimismo muta 
las causas que explicaban o sustentaban la Constitución visigoda, todo lo cual provoca la 
eclosión de una nueva Constitución ahora casi feudal, con un poder fragmentado en lo 
político y en lo territorial, con idéntica – y lógica - fragmentación jurídica, y con irrupción 
de variados señores y consiguiente debilidad regia. Si bien León siguió fiel con notables 
esfuerzos a los postulados góticos, Castilla fue la expresión más depurada del nuevo clima 
y el Fuero Viejo encarnó esa nueva dinámica constitucional, de la que destaca nuestro autor 
su prodigiosa conformidad con la Constitución coetánea. El resultado de ese complejo 
mundo medieval fue la aparición de concejos a modo de pequeñas repúblicas, con sus 
fueros propios, y el nacimiento de las Cortes, que recogían en cierta forma el testigo de 
los antiguos Concilios en orden a cuidar el gobierno civil y político del reino, moderando 
las tendencias regias y consolidando un genuino espacio de diálogo rey-reino, base de la 
proverbial templanza política. La Constitución así trabada no era, sin embargo, perfecta y 
contenía los vicios que provocarían su ruina, sobre todo, el poder de los señores. Las 
Cortes, que no el príncipe, eran la pieza clave para hacer fructífera tal Constitución, buena 
y sabia, pero carente de uniformidad lo que provocaba un gobierno vario, incierto y 
dividido. Para conseguir la ansiada unidad, Fernando III y Alfonso X El Sabio emprenden 
una reforma conducente a la unificación, cuya mejor muestra son las Partidas, que, si bien 
frustran una jurisprudencia nacional por su querencia hacia las leyes romanas y opiniones 
de jurisconsultos extranjeros, sin embargo, introducen los mejores principios de equidad y 
justicia natural, templando la antigua legislación, las viejas ideas y costumbres, y haciendo 
reaparecer la libertad en todas sus posibles manifestaciones. Se crea así una Nación “sabia, 
guerrera, industriosa, comerciante y opulenta”. Crece con esas leyes el poder real, se da una “feliz 
revolución” con los Reyes Católicos, y se uniformiza la soberanía que seguirá traduciéndose 
en la producción normativa, la cual culmina con la Nueva Recopilación, en donde se recogen 
“las leyes hechas en todas las épocas de la constitución española”. En suma, la Constitución que 
tenemos es la antigua Constitución gótica, pero tamizada por la Historia a través de 
sucesivos procesos de recomposición, reestructuración y perfeccionamiento que acaban 
desembocando en el presente, conservando siempre elementos básicos (esencialmente, 
catolicismo y gobierno monárquico limitado, de donde arrancan libertades política y civil) 
que la definen en todos los tiempos y frente a cualquier poder. Una suerte de alma eterna 
está presente en ese cuerpo político. Concluye Jovellanos de manera rotunda: si no se 
conoce este trayecto de siglos, jalonado por la aparición sucesiva de textos de indiscutible 
vigencia en ese año de 1780, ningún magistrado será capaz de conocer el sentido exacto y 
preciso de la Constitución y de las leyes que la acompañan (el derecho público nacional), es 
decir, el sentido de la soberanía, de la libertad, de las prerrogativas, de los privilegios y de 

                                                           
100 Resultado directo de esa centralidad constitucional es el “Plan de una disertación sobre las leyes 
visigodas”, presentado en 1785 a la Real Academia de la Historia, en Obras de Don Gaspar Melchor de 
Jovellanos. Nueva Edición. Madrid, 1845. Tomo I, pp. 350-358 (= Obras publicadas é inéditas, ed. cit. Tomo I, 
pp. 455-456), considerando a aquéllas como depósito de la Constitución de los antepasados y como fuente 
de la Constitución en la que se vivía por aquel entonces. 
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los derechos allí reconocidos, y, por tanto, ningún magistrado será capaz de actuar en su 
respectivo ámbito de poder porque ignorará sus fundamentos, sus atributos y sus límites. 
El problema capital, dice para terminar su exposición, radicaba en que la Nación, 
silenciosa protagonista de toda esta singladura, acababa por despertarse sin poder 
presentar a su favor una Historia de sí misma, una Historia que permitiese conocer su 
esencia política, jurídica y constitucional. Ése era el grave problema: la ausencia de una 
Historia civil que explicase el origen, progresos y alteraciones de la Constitución, de la 
jerarquía política y civil, de la legislación y costumbres, la ausencia de un relato que 
permitiese conocer e identificar a la primera, toda vez que el siglo XVIII había 
proporcionado los elementos científicos necesarios para que tal labor pudiese ser 
ejecutada con garantías. Ése era el camino que había que recorrer: investigar la Historia 
para, por medio de la misma, descubrir cuál era nuestra Constitución. Ésta estaba 
radicada, pues, en la Historia y no en ninguna razón o voluntad políticas ajenas a la 
misma, no en ningún poder. A ella había que dirigirse para su cabal conocimiento. Si se 
quería su recuperación y esplendor, había que conocerla y saber dónde se había frustrado 
su normal evolución, lo que implicaba una labor de investigación histórica profunda. A 
ello dedicará Jovellanos sus esfuerzos en los años siguientes. 

 
Después de esa primera formulación, vendrían otros textos en los que aludiría a esta 

Constitución etérea, desdibujada, difícil de encontrar, pero existente, por encima de todas 
las cosas, aunque sin formulación específica: la Constitución es un tópico retórico que 
impone orden y jerarquía, y a la que se debe, junto con la patria y el soberano, amor, algo 
diferente a la reverencia que merece Dios y al respeto que se tributa a jerarquías, leyes y 
depositarios de la autoridad. Es la Constitución pieza clave en la enseñanza, ley 
fundamental, que permite la perfección física e intelectual para conseguir la prosperidad 
del Estado y la felicidad de todos sus miembros101. 

 
Especialmente interesante a este respecto es su correspondencia donde se dan claves 

para explicar el por qué de esa ruina constitucional que se estaba viviendo y se formulan 
posibles remedios para la reconstrucción. Como sabemos, el problema constitucional es 
doble, aunque puede reconducirse a cierta unidad en las causas: la Constitución se vulnera 
(el efecto) porque la Constitución se ignora (la causa). Los gobernantes no lo hacen de 
forma voluntaria o eso se quiere pensar; simplemente no hallan trazas de las normas 
constitucionales y no saben cómo han de actuar en cada caso concreto. Asesorados por 
ministros extranjeros, ávidos del simple y desnudo poder sin atender a otras 
consideraciones, el resultado es el caos. El Derecho ocupa ahora un papel central. No 
podía ser de otra manera. En la famosa carta al doctor Fernández de Prado y dentro de 
una reflexión más general sobre el estudio del Derecho patrio, cuestión de candente 
actualidad en su momento y de implicaciones políticas nada pacíficas, Jovellanos nos 
narra el peculiar estado de deterioro que vive la universidad finisecular y propone para 
aliviar un poco tanta postración y decadencia un cambio en los métodos de estudio y de 
enseñanza del Derecho, lo cual pasaba necesariamente por una profundización en las 

                                                           
101 Así, por ejemplo, en la “Memoria para el arreglo de la policía de los espectáculos y diversiones públicas, 
y sobre su origen en España”, en G. M. De Jovellanos, Escritos políticos y filosóficos. Barcelona, 1982, pp. 45 y 
55, aparecida en 1790 y luego reformada en 1796; o en la “Memoria sobre educación pública o sea tratado 
teórico-práctico de enseñanza, con aplicación a las escuelas y colegios de niños (Fragmento)”, en ibídem, 
pp. 113-114 y 116, redactada en Mallorca alrededor del año 1802. 
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normas patrias, en el Derecho nacional102. Tras afirmar la necesidad del estudio de la 
lengua castellana, otro de los emblemas del patriotismo ilustrado, en y para todas las 
disciplinas y ciencias, nuestro autor postula que la ruina y la decadencia de la Constitución 
proceden de su desconocimiento, que conduce a su ignorancia y violación reiteradas: 
nadie ha tenido la preocupación de estudiarla ni en las universidades, ni fuera de ellas, y, 
por ende, no se respeta de ninguna de las maneras. No ha sido el poder, no han sido los 
gobernantes los que se han encargado de hollar estas Leyes Fundamentales, de forma 
deliberada, sino que sencillamente se ha omitido cualquier referencia a las mismas, a su 
estudio, y esto ha provocado su olvido. España tiene Constitución, como toda buena 
sociedad ordenada y organizada, pero no es conocida porque los responsables de su 
difusión se han dedicado a otra cosa. Culpables del silencio constitucional son los propios 
juristas que han relegado el Derecho patrio en provecho del Derecho Común romano-
canónico, tanto en la vida académica como en la vida práctica. Hay, por tanto, que 
recuperar del olvido todo ese caudal histórico. Su conocimiento dará pie a su 
revivificación y así a su posterior actualización. Los reyes apoyan esta medida porque va 
en su propio beneficio. El problema esencial es que no hay una mínima y decente Historia 
de ese Derecho patrio que proporcione los instrumentos para su conocimiento. Si no se 
conoce la Historia, difícilmente se podrán conocer los elementos particulares, lo que él 
denomina el derecho público interior (en oposición al derecho social o público universal, extensión 
de la Moral, de donde se deducen los derechos y deberes de estas grandes colecciones de 
hombres que son las sociedades), es decir, sin Historia, no se podrá tener noticia cumplida 
de la Constitución: 

 
“¿Tenemos por ventura en España una constitución? Si usted me dice que sí, ¿cómo es que no 
la estudiamos, que no la conocemos? Si me dice que no, siendo constante que la tuvimos en 
algún tiempo, es preciso decir que la hemos perdido; y no pudiendo atribuir esta pérdida ni a las 
clases iliteratas que nada estudian, ni a aquellos literatos cuyos estudios son de distinta 
naturaleza, debemos concluir que la pérdida de esta constitución, o por lo menos de su 
conocimiento, será imputable a los jurisconsultos de cuya ciencia o facultad debiera ser objeto”. 
 

Identificados los causantes del mal, sigue contra ellos una feroz diatriba que permite 
atisbar, por otro lado, cuáles son los posibles contenidos de esa Constitución omitida u 
olvidada: 

 
“En efecto, ¿no es cosa vergonzosa que apenas haya entre nosotros una docena de 
jurisconsultos que puedan dar idea exacta de nuestra constitución? Las cuestiones que abraza 
este estudio son demasiado importantes para olvidarlas. ¿Dónde reside esencialmente la 
soberanía, y cómo? ¿Si la potestad legislativa, la ejecutiva, la judicial, están refundidas 
enteramente en una sola persona sin modificación y sin límite? ¿O si reside alguna parte de ellas 
en la nación o en sus cuerpos políticos? ¿Cuáles, en cuáles y cómo? ¿Cuáles son los derechos de 
las Cortes, de los tribunales, de los magistrados altos y inferiores que forman nuestra jerarquía 
constitucional? En suma, ¿cuáles son las funciones, las obligaciones los derechos de los que 
mandan y de los que obedecen? ¿Puede dudarse que la ignorancia de estos artículos sea la 
verdadera fuente de toda usurpación, de toda confusión, de toda opresión y desorden?”. 
 

En resumidas cuentas, las piezas integrantes de la Constitución serían las atinentes a la 
soberanía (titularidad y extensión), los poderes, y los derechos y obligaciones de 

                                                           
102 Carta nº. 835. De Jovellanos a Antonio Fernández de Prado. Gijón, 17 de diciembre de 1795, en G. M. 
De Jovellanos, Obras Completas. Tomo III. Correspondencia. 2º. (Julio 1794 – Marzo 1801). Edición crítica, 
introducción y notas de José Miguel Caso González. Oviedo, 1986, pp. 175-184.  
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autoridades y súbditos. Ahí está compendiado ese Derecho público constitucional. Ahí 
está extractado el contenido de los preceptos constitucionales. Hay una dirección, pero 
faltan instrumentos porque no se sabe dónde puede estudiarse esa tal Constitución. La 
solución, de nuevo, en la Historia: hay que acudir de forma directa a “nuestros viejos códigos”, 
a “nuestras antiguas crónicas”, a “nuestros despreciados manuscritos” y a “nuestros archivos polvorosos”. 
Colecciones de Cortes, ordenamientos, fueros generales y municipales, entre otros, son el 
instrumental donde yace, callada, la vieja Constitución, a la cual hay, pues, que desenterrar 
y desempolvar para recuperar el tracto interrumpido por el silencio, la ignorancia y la 
desidia103. No todo está perdido. Algo se puede encontrar para salir de ese laberinto. La 
guía más perfecta la suministra la segunda de las Partidas, compendio del mejor gobierno 
político interior, que ha de ser leído, sin embargo, con las lentes del siglo XVIII. Al derecho 
público interior así concebido deberá seguir el estudio del Derecho privado, para lo que 
pueden valer en parte las Instituciones de Asso y De Manuel, aunque no estén escritas con 
método “raciocinado”, es decir, aunque carezcan de principios generales y derivaciones 
lógicas de aquellos, defectos imputables a otras obras hispánicas, legales y 
jurisprudenciales, y, que, sin embargo, no se encuentran en el modelo que se demanda 
para España (el de Domat, cuya traducción reclama). Mientras no se haga esto, cualquier 
propuesta será inútil. La respuesta de Fernández de Prado coincide con el diagnóstico de 
Jovellanos y habla de que poseemos “alguna tintura de la constitución del tiempo de los godos”, de 
que hay que recurrir a los fueros medievales, a la obra de Alfonso X, a los ordenamientos 
de Cortes y a las pragmáticas regias, pero que, pese a todo lo anterior, falta un cuerpo de 
legislación más preciso que reduzca nuestra Historia y nuestro Derecho a orden y a 
método, es decir, a proporcionar los instrumentos necesarios que faciliten el 
conocimiento histórico de ese Derecho propio104. Regeneración constitucional a partir de 

                                                           
103 Así lo expresa en su carta a Juan Francisco Masdeu. Gijón, diciembre de 1800 (Carta nº. 1.321, en Obras 
Completas. Tomo III, ed. cit., pp. 596-604): “Porque, ¿qué perderíamos en que el público viese nuestras 
actas de Cortes, nuestros Ordenamientos generales, los fueros municipales de nuestras ciudades y villas y 
nuestras antiguas pragmáticas? Y pues que en estos documentos están los orígenes de nuestra legislación, 
¿cómo se ha creído que puede ser estudiada sin su auxilio? Ni ¿cómo, tampoco, serán conocidas nuestras 
leyes si por medio de una completa y genuina colección de nuestros antiguos Códigos no se fijan y 
conocen sus orígenes? Son muy venerables las fuentes de nuestra legislación anterior a las Partidas, y 
aunque éstas introdujeran en ella las sutilezas del derecho romano y las supercherías de Mercator y los 
colectores y los pragmáticos, sus secuaces, todavía ellas respetaron nuestra constitución y no olvidaron de 
todo punto nuestras costumbres; y si en vez de estudiar las doctrinas de la escuela boloñesa hubiesen 
nuestras escuelas generales levantado su sistema de jurisprudencia sobre este Código sistemático, ilustrado 
por los que le habían precedido, España hubiera sido en éste como en otros puntos madre de una ilustrada 
jurisprudencia y la de la escuela de Bolonia no hubiera inundado, como inundó, la Europa entera. Y 
prescindiendo de estas dos grandes colecciones, civil y eclesiástica, ¿cuánta luz no encierran estos archivos, 
necesaria para ilustrar nuestra historia? Porque, al fin, usted, que es el primero que ha intentado escribirla 
por el buen sistema histórico, conocerá que es imposible ilustrar el origen y progresos de nuestra cultura y 
civilización, de nuestra industria agraria y fabril, de nuestro comercio y población, de nuestra literatura, 
nuestras costumbres, usos y estilos, sin reconocer las escrituras privadas en que están contenidos; y sabe 
también que la historia, sin este descubrimiento, nunca será otra cosa que un montón de hechos y noticias, 
de nada importantes, y sólo útiles para contentar la vana curiosidad y el más vano orgullo de algunos 
pueblos. Grandes cuestiones están también pendientes de la publicación de estos monumentos: 
constitución, legislación, población, cultura, carácter nacional, espíritu público, cosas todas tan 
provechosas de conocer como vergonzosas de ignorar. Y con esto digo que su empresa es muy digna de 
aprobación, y que cualquiera ministro amante del público deberá gloriarse de protegerla”. 

104 Carta nº. 839. De Antonio Fernández de Prado a Jovellanos. Oviedo, 24 de diciembre de 1795, en 
Obras Completas. Tomo III, ed. cit., pp. 185-187. 
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la Historia, sin añadidos extranjeros y en atención al estado presente de la Nación 
conforman la partitura que Jovellanos quiere que se lleve a la práctica para restablecer y 
mejorar la excelente y natural Constitución que ya existe, extirpando abusos y oponiendo 
diques a los males que la han puesto en manos de los franceses y que la han arruinado de 
todo punto. Reforma gradual, pausada, meditada, parece ser la medicina que precisa el 
cuerpo político. España no lucha, escribirá a Cabarrús en los convulsos tiempos de 1808, 
por los Borbones, ni por Fernando VII: lucha por sus derechos “originales, sagrados, 
imprescriptibles, superiores e independientes de toda familia o dinastía”, lucha, en resumidas cuentas, 
“por su religión, por su Constitución, por sus leyes, sus costumbres, sus usos, en una palabra, por su 
libertad”105. 

 
Su correspondencia posterior vuelve sobre estas cuestiones, especialmente la que 

mantiene con Lord Holland, figura señera del Liberalismo británico, aunque el contexto 
es diferente al anterior. Media ahora la crisis político-institucional que ha seguido a los 
acontecimientos de marzo de 1808 y toda una guerra contra los franceses. Hay unas 
Cortes actuando o a punto de hacerlo, con la intención de clarificar el panorama 
constitucional complejo, unas Cortes que ha intentado dirigir con pulso firme dentro de 
las coordenadas historicistas que lo han singularizado en sus escritos anteriores. 
Jovellanos insiste en su línea de pensamiento, sin temor a revoluciones, que se divisaban 
en el horizonte más inmediato y en eso coincide con el noble inglés: en palabras de éste, 
ya hay una Constitución que se tiene que restaurar, afirmar y mejorar, y, en ningún caso, 
alterar o renovar, hay unos fueros y usos que facilitan el establecimiento de la libertad sin 
quebrantar la jerarquía, y que han de ser adecuados a las nuevas circunstancias por 
hombres celosos que amen, al mismo tiempo, la libertad y la autoridad106. El carácter de 
cada Nación lo dan las antiguas instituciones. Ellas alteran, cierto, pero ellas mismas 
también reparan y corrigen. Por todo eso, no son precisas nuevas instituciones, sino, pura 
y llanamente, una modificación o corrección de las antiguas. Ahí está condensado de 
nuevo su pensamiento constitucional107. Sin embargo, el impacto que supone el primer 
Decreto expedido por las Generales y Extraordinarias, con su consagración de la 

                                                           
105 Carta n. 1.741. De Jovellanos a Francisco Cabarrús. Jadraque, agosto de 1808, en Obras Completas. 
Tomo IV. Correspondencia. 3º (Abril, 1801- Setiembre, 1808). Edición, crítica, introducción y notas de José 
Miguel Caso González. Oviedo, 1988, pp. 560-566. 

106 Cfr. [H – I] De Lord Holland a Jovellanos. Holland House, Kensington, London, 12 de septiembre de 
1808, en Cartas de Jovellanos y Lord Vassall Holland sobre la Guerra de la Independencia (1808-1811) con prólogo y 
notas de Julio Somoza García-Sala. Estudio preliminar de Silverio Sánchez Corredera. Oviedo, 2009. Tomo I, 
pp. 85-86. 

107 Cfr. [J- XXVII] De Jovellanos a Lord Holland. Sevilla, 22 de mayo de 1809, en Cartas de Jovellanos y Lord 
Vassall Holland, ed. cit. Tomo I, pp. 207-208. El problema era el de siempre: ¿dónde está esa Constitución? 
En [J – II]. Aranjuez, 2 de noviembre de 1808, en ibídem. Tomo I, pp. 91-92, se vuelve a dar la respuesta 
conocida, aunque con un poco más de optimismo y esperanza, suministradas por Martínez Marina: “V. E. 
ha estudiado ya y conoce nuestra Constitución, cuanto la escasez de escritos acerca de ella permite 
conocer; pero puedo asegurarle que la conocerá más clara y ampliamente cuando haya leído la obra que 
por una señalada y alta providencia ha salido a luz en el tiempo en que era más necesaria y podía ser más 
provechosa. Hablo del Ensayo histórico-crítico sobre la antigua legislación y cuerpos legales de los Reynos 
de León y Castilla, publicado por el Dr. Dn. Francisco Martínez Marina, donde V. E. hallará, además de 
un rico tesoro de erudición escogida y recóndita, otro de máximas políticas y morales, tan luminosas, tan 
sólidas y tan firmemente expuestas que, de cierto, no se pudieran esperar en el tiempo y situación en que 
se escribieron; puesto que esta luz de libertad y independencia apareció entre nosotros en el mismo punto 
en que las tinieblas de la opresión y abatimiento acababan de cobijar todo el continente español”. 
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soberanía nacional y el choque que implica la división de poderes allí formulada y luego 
desarrollada en el Congreso aludido, provocan una reacción, mezcla de estupor y de rabia, 
ante lo que parecía ser una inversión del orden político y jurídico históricamente 
conocido, y un pasar por encima de todas sus ideas, escritos y recomendaciones. En carta 
al citado noble inglés, expresa que se ha conseguido crear un poder ejecutivo mínimo, 
“puramente nominal”, que ni interviene en la confirmación de las leyes, ni las pueda vetar, 
sancionar o revisar. Alerta de una cierta deriva asamblearia, temible de acuerdo con el 
ejemplo francés. Pero lo más sangrante, a su juicio, es que la afirmación de la soberanía de 
la Nación, declaración rompedora, rupturista, aunque de inmediato corregida y 
recompuesta por las Cortes, ha procedido a destruir nuestra antigua Constitución. Se 
trata, dice Jovellanos, de un dogma teórico reconocido por los políticos, pero imposible 
de presentar a una Nación que ni lo conocía, ni sabía de su extensión en la práctica. Lo 
que se está fraguando, dice nuestro autor, es una Constitución no conocida, cuyos 
fautores ni la han ideado, ni la han discutido, algo absolutamente poco sensato y de todo 
punto innecesario. No bastan teorías políticas para hacer una buena Constitución. Se 
precisa de experiencia y la experiencia sólo la suministra la Historia, Una confesión final 
lo aclara todo: “Mi deseo era preparar, por medio de nuestro plan, una Constitución modelada por la 
inglesa y mejorada en cuanto se pudiese”. Ahí está su empeño y su afán108. 

 
El camino por el que discurría la acción de las Cortes no convencía para nada a este 

abanderado de la Constitución histórica, entendiendo que esa acción novedosa terminaría 
por frustrarse, por fracasar de modo rotundo, y daría pie a ensalzar al cúmulo de antiguas 
Leyes Fundamentales, que era lo que se pretendía desde la moderación del ideario 
ilustrado. Jovellanos ve que las Cortes no hacen lo que él había insinuado que debían 
hacer y eso no puede conducir más que al caos y a la anarquía, a la destrucción del mundo 
conocido. Lo había expresado, en la misma línea argumentativa conocida, cuando 
presentó su proyecto de dictamen sobre la institución del gobierno interino, en el 
contexto de la Junta Central, marcando así los límites a la acción de la misma, una Junta 
que, bajo ningún concepto, podía titularse soberana, sino limitada, que no era titular de 
poder alguno (sólo del ejercicio de algunas funciones legislativas y judiciales), y que no 
ostentaba la representación verdadera de los reinos, es decir, que no era, ni por asomo, 
constituyente, puesto que ya había Constitución y a la misma debía plegarse su conducta: 

 
“Ello es que nadie puede negar que España tiene una Constitución santa y respetable, y unas 
leyes fundamentales consignadas en unos códigos; que estas leyes y esta Constitución no han 
perecido ni alterádose ni por la invasión del enemigo ni por la ausencia y cautiverio de nuestro 
deseado rey, ni tampoco por la súbita erección de las Juntas nacidas para repeler a aquél, librar a 
éste, defender sus derechos y los de su familia, y conservar la libertad de la nación. Luego esta 
Junta, ejerciendo todo el poder necesario para estos objetos, lejos de representar la nación en lo 
que no concierne a ellos, deberá respetar nuestra Constitución y nuestras leyes y mirar como 
ilegítimo todo lo que se haga en oposición de ellas”. 
 

Esto no impide, ni mucho menos, que la Junta pueda disponer y preparar ciertas 
reformas en atención a los tiempos y circunstancias que se están viviendo para que la 
Nación sea congregada y decida sobre las mismas. Hay una Constitución con vicios 
“dignos de reformarse”, la cual, desde hace aproximadamente un siglo y medio, se ha ido 

                                                           
108 Cfr. [J – CVI] De Jovellanos a Lord Holland. Muros, 5 de diciembre de 1810, en Cartas de Jovellanos a 
Lord Vassall Holland, ed. cit. Tomo II, pp. 598-601. 
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olvidando y arrinconando (el problema de siempre: la ignorancia, querida o no, deliberada 
o culposa) por los agentes del poder ejecutivo, lo que ha podido hacerse por la falta de 
garantías o de apoyos establecidos en la misma Constitución, y lo que ha provocado 
finalmente que la libertad política y civil de los ciudadanos haya quedado vacilante y haya 
sido atropellada109. 

 
Ejemplos varios se suceden en esta misma dirección, siempre histórica, siempre de 

cara al pasado, siempre afirmando lo que ese pasado está en condiciones de transmitir al 
presente110: hay Constitución, pero hay que conocerla primero, clarificarla, saber dónde 
está, para después pasar a reformarla y hacerla efectiva, o, como expresará en la Instrucción 
a la Junta de Legislación, “no se tratará de dar a la Nación nuevas leyes, cuanto de escoger, ordenar, 
declarar y mejorar las ya establecidas”. Allí Jovellanos, como se verá más adelante con 
detenimiento, expone cómo se va a desarrollar esa labor de reconstrucción constitucional 
y cuáles van a ser sus etapas: reunir las Leyes Fundamentales; ordenarlas con arreglo a un 
esquema general (Soberano, Nación, Individuos); disponer de los medios para asegurar su 
observancia contra cualquier amenaza o injerencia; posibilidad de declarar alguna de esas 
leyes para garantizar su observancia y afianzar los derechos que nacen de ellas, con el 
recurso extremo de introducir alguna nueva ley para perfección del sistema en su 
conjunto, conforme al espíritu de las establecidas y con arreglo a los principios de claridad 
y simplicidad; y búsqueda, por último, de la uniformidad en relación al gobierno de 
pueblos y provincias, y, sobre todo, en las obligaciones y derechos de sus habitantes111. 
Las cosas se sucederán, en parte, como él había querido, pero no del todo. 

 
Un Jovellanos, en cierto modo derrotado, desencantado y desengañado, no cesa de 

manifestar la rectitud de su conducta conforme al patrón histórico, conforme a lo que se 
esperaba y se exigía de un hombre público de la época, y que él reclamaba de las 
                                                           
109 Cfr. [Proyecto de Dictamen sobre la Institución del Gobierno Interino] (26 de septiembre – 7 de 
octubre de 1808), en G. M. De Jovellanos, Obras Completas iniciadas por José Miguel Caso González. Tomo XI. 
Escritos Políticos. Edición crítica, estudio preliminar, prólogo y notas de Ignacio Fernández Sarasola. 
Oviedo, 2006, pp. 81-82. Vid. asimismo “Apéndices y Notas a la Memoria de Don Gaspar de Jovellanos. 
Número V. Dictamen del autor sobre la institución del gobierno interino”, con variaciones importantes 
respecto al anterior, en Obras Completas, ed. cit. Tomo XI, p. 628: “5º. La Junta Central tiene hoy reunida 
en sí la autoridad de todas las juntas provinciales, caracterizada y reducida por el mismo objeto que 
determina y circunscribe la de las juntas comitentes. Ellas no fueron erigidas para alterar la constitución 
del reino, ni para derogar sus leyes fundamentales, ni para alterar la jerarquía civil, militar, ni económica del 
reino. Luego la Junta Central, en todo lo que no pertenezca directamente a su objeto o a sus inmediatas 
relaciones, debe arreglarse a la constitución y leyes fundamentales del reino, y lejos de alterarlas, debe 
respetarlas, como hemos jurado todos sus miembros”. 

110 Cfr. [Dictamen sobre la Minuta de Decreto de Convocatoria de Cortes] (13 de mayo de 1809 – 21 de 
mayo de 1809), en Obras Completas, ed. cit. Tomo XI, p. 180, luego materializado en el Decreto de 22 de 
mayo de 1809 por el que se efectuaba la tal convocatoria de modo real; o en las “Reflexiones sobre la 
Democracia. ¿Junio de 1809?”, en Obras Completas, ed. cit. Tomo XI, pp. 214-216. 

111 Cfr. “Instrucción de la Junta de Legislación (finales de septiembre de 1809)”, en Obras Completas, ed. cit. 
Tomo XI, pp. 263-270, específicamente, pp. 266-267. La “Instrucción” está además publicada por M. 
Artola, “El pensamiento político de Jovellanos según las instrucción inédita a la Junta de Real Hacienda y 
Legislación”, en Archivum. Revista de Facultad de Filología, nº. 12 (1962), pp. 210-216 (= asimismo 
reproducida en M. Artola – R. Flaquer Montequi, La Constitución de 1812, ed. cit., nº. 41, pp. 292-295). Se 
inserta también en el acta de la primera sesión de la Junta de Legislación, nombrada por la Comisión de 
Cortes, celebrada en Sevilla el 4 de octubre de 1809, como transcribe F. Tomás y Valiente, “Génesis de la 
Constitución de 1812”, cit., pp. 103-106. 
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instituciones y de las personas situadas al frente del Estado. Lo expresa en los conocidos 
pasajes de su Memoria en defensa de la Junta Central, a diferencia, según su estimación, de lo 
que parecían estar haciendo las Cortes de Cádiz112. Ese pliego de descargos es la 
confesión de su radical apoyo a la Constitución histórica y el desesperado grito último que 
profiere para que esas Cortes gaditanas no se desvíen ni un ápice del trayecto que la 
Historia había trazado y que tenían la obligación de recorrer. Las Cortes están instaladas 
en el error y Jovellanos se lo reprocha, al mismo tiempo que les indica cómo recuperar la 
senda histórica correcta, para lo cual traza una genealogía de las Cortes mismas con el 
objeto de demostrar cómo aquéllas están actuando de modo contrario a su sempiterna 
esencia. Se tensa la cuerda entre dos formas de contemplar el proceso constitucional. En 
los Apéndices a la Memoria indicada113, se invoca de nuevo el derecho público de España para 
trazar una reflexión acerca de la soberanía, la Nación y la Constitución, refutando las 
decisiones primeras tomadas por las Cortes gaditanas. Si la Constitución es complemente 
monárquica, no cabe hablar de soberanía nacional, ni siquiera por asomo. División del 
poder existía en la antigua tradición política hispánica, según la lectura que efectúa (o, 
mejor, que elabora) de la “antigua y venerable Constitución de España”, puesto que la sabiduría 
y prudencia de nuestros padres concedieron a los reyes todo el poder necesario para 
defender, gobernar y hacer justicia a sus súbditos, pero con el indispensable consejo de la 
Nación (las Cortes). La Nación se expresaba en y por medio de las Cortes desde los 
orígenes de la Monarquía, allá en tiempos visigodos, lo cual se conserva con los monarcas 
asturianos. Prueba de que la Constitución histórica estaba parcialmente recogida en 
textos, pero no era en su integridad un documento escrito, es esta contundente 
afirmación: aun cuando no había necesidad de consultar a las Cortes para imponer 
tributos o para resolver casos arduos y graves, “bastaba esta antigua y constante costumbre para 
que la nación hubiese adquirido un derecho de justicia a ser consultada en ellas. Esta costumbre es la 
verdadera fuente de la Constitución española, y en ella debe ser estudiada y por ella interpretada, porque 
¿qué Constitución hay en Europa que no se haya establecido y formado por este mismo medio?”114. La 
contundencia de la respuesta llega en un pasaje posterior, recriminando nuevamente la 
actitud de las Cortes que quieren ser constituyentes cuando no pueden, ni deben serlo: 

 
“Y aquí notaré que oigo hablar mucho de hacer en las mismas Cortes una nueva Constitución, y 
aun de ejecutarla, y en esto sí que, a mi juicio, habría mucho inconveniente y peligro. ¿Por 
ventura no tiene España su Constitución? Tiénela, sin duda; porque ¿qué otra cosa es una 
Constitución que el conjunto de leyes fundamentales que fijan los derechos del soberano y de 
los súbditos, y los medios saludables de preservar unos y otros? ¿Y quién duda que España 
tiene estas leyes y las conoce? ¿Hay algunas que el despotismo haya atacado y destruido? 
Restablézcanse. ¿Falta alguna medida saludable para asegurar la observancia de todas? 
Establézcase. Nuestra Constitución entonces se hallará hecha, y merecerá ser envidiada por 
todos los pueblos de la tierra que amen la justicia, el orden, el sosiego público y la verdadera 
libertad, que no puede existir sin ellos”115. 
 

Vuelve a tomar forma el discurso ilustrado ya anticipado en páginas previas. Hay 

                                                           
112 Cfr. “Memoria en Defensa de la Junta Central (1811)”, en Obras Completas, ed. cit. Tomo XI, pp. 353 ss. 

113 Cfr. “Apéndices y Notas a la Memoria de Don Gaspar de Jovellanos. Número XII. Consulta sobre la 
Convocación de las Cortes por Estamentos”, en Obras Completas, ed. cit. Tomo XI, pp. 685 ss. Datado 
alrededor de 1809-1810. 

114 Ibidem, nº. 17, p. 693. 

115 Ibidem, nº. 25, p. 697. 
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Constitución, ocupada de los derechos del soberano y de los súbditos, así como de los 
medios para hacerlos efectivos, dividida en varias Leyes Fundamentales, forjadas en el 
tiempo, leyes todas ellas que han de ser recuperadas, mejoradas y protegidas. La esencia 
constitucional existe; hay que salvaguardarla, pero sin salirse de aquel estricto guión 
marcado por la Historia, sin desviarse de sus cauces, fuera de los cuales sólo habitan el 
caos, el desorden y la anarquía, el riesgo a los peores males políticos imaginables. Si el 
despotismo las ha mancillado, es preciso restablecerlas; si se carece de mecanismos para 
ello, deben crearse e imponerse. Es problema de medios, por tanto, no de fines. Ni el rey, 
ni la Nación, ligados por un pacto fundacional y por juramentos varios, pueden, bajo el 
pretexto de reforma, alterar la esencia de una tal Constitución dada e indisponible: “Lo 
contrario no cabe en el poder de vuestra majestad que ha jurado solemnemente observar las leyes 
fundamentales del reino, ni en los votos de la nación, que cuando clama por su amado rey, es para que la 
gobierne según ellas, y no para someterla a otros, que un celo acalorado, una falsa prudencia o un amor 
desmedido de nuevas y especiosas teorías pretenda inventar”116. Un escrito posterior sigue con la 
misma línea coherente117. Nada se podrá hacer bien sin conocimiento de la Constitución 
tradicional ya existente: la antigua Constitución no es estudiada por los fogosos políticos 
deslumbrados por su mismo celo, ni se conocen las causas de su ruina, ni los males o 
abusos derivados de ésta, sin hacer mención a las leyes existentes, a la religión profesada, a 
las opiniones, usos y costumbres practicados, que nos conducen por un senda equivocada: 
“en vez de curar y reformar, sólo piensan en destruir para edificar de nuevo”118. El ejemplo que trae a 
colación es el de la representación por estamentos que él defendió como el modo 
convencional de constituir Cortes en España, advirtiendo que un solo estamento “era lo 
mismo que destruir su representación jerárquica y arruinar una parte esencial de la Constitución que 
España reconoció por más de catorce siglos, y por cuyo restablecimiento ha suspirado tantos años y hace 
ahora tantos sacrificios”119. La representación estamental, con o sin bicameralismo, puede ser 
ventajosa para la Constitución misma y así, por medio de ella, es factible construir un 
equilibrio sociológico, de nuevo con el modelo inglés al fondo, entre todas las fuerzas 
sociales que contribuya a fomentar el posterior equilibrio político, el equilibrio de los 
poderes. La Constitución así se conserva, se recupera, respeta en lo posible la costumbre 
antigua, pero puede ser mejorada y está en condiciones de serlo. Operar de un modo 
diverso, implicaría debilitar y arruinar las bases de la Constitución, “sin cuya firme estabilidad 
el edificio social sería arruinado”120. La Monarquía moderada es la solución a recuperar, la que 
permite eludir los riesgos del despotismo y de la democracia en sus estados más puros: si 
todo el poder estuviese en manos del rey, los derechos de la Nación habrían sucumbido, 
sin fianza o defensa, y habrían ido siempre a menos; si las Cortes concentrasen en sus 
manos la soberanía, el ejecutivo saldría mal parado, ya que “se hubiera ido cercenando y 
confundiendo y amalgamando poco a poco con el legislativo, y en ambos casos hubiera perecido la 
Constitución, declinando en absoluta monarquía o en perfecta democracia”121. Tras elaborar en la 
primera de sus Notas a los Apéndices su conocida distinción entre soberanía y supremacía, 

                                                           
116 Ibidem, nº. 26, p. 697. 

117 Cfr. “Apéndices y Notas a la Memoria de Don Gaspar de Jovellanos. Número XV. Exposición sobre la 
Organización de las Cortes”, en Obras Completas, ed. cit. Tomo XI, pp. 708 ss. 

118 Ibidem, nº. 2, p. 708. 

119 Ibidem, nº. 12, pp. 712-713. 

120 Ibidem, nº. 21, p. 717. 

121 Cfr. “Notas a los Apéndices. Segunda Nota”, en Obras Completas, ed. cit. Tomo XI, p. 804. 
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como medio de explicar lo que estaba sucediendo en España con rey ausente y juntas 
varias actuantes122, suministra Jovellanos dos reflexiones finales, congruentes con su 
modo de pensar, que recapitulan lo esencial de su pensamiento constitucional en la línea 
argumental ya conocida: 

 
“Primero, ¿tiene toda nación el derecho, no sólo de conservar, sino también de mejorar su 
Constitución? Segundo, ¿tiene el de alterarla y destruirla para forma otra nueva? La respuesta, a 
mi juicio, es muy fácil, porque tan irracional me parecía la resolución negativa del primer punto 
como la afirmativa del segundo”123. 
 

Contra los males y las crisis, la solución es reformar, mejorar, perfeccionar la 
Constitución, negando cualquier acción que pueda ser calificada de constituyente, porque 
las Cortes no están autorizadas para esa labor de demolición y de construcción: 

 
“Pero supuesta la existencia de esta Constitución, y su fiel observancia por las autoridades 
establecidas, en ella, ni la sana razón ni la sana política permiten extender más allá los límites de 
la supremacía, o llámese soberanía nacional, ni menos atribuirle el derecho de alterar la forma y 
esencia de la Constitución recibida, y destruirla para forma otra nueva; porque ¿fuera esta otra 
cosa que darle el derecho de anular por su parte un pacto por ninguna otra quebrantado, y de 
cortar sin razón y sin causa los vínculos de la unión social? Y si tal se creyese posible, ¿qué fe 
habría en los pactos, qué religión en los juramentos, qué firmeza en las leyes , ni qué estabilidad 
en el estado y costumbres de las naciones, ni qué seguridad, qué garantía tendría una 
Constitución que sancionada, aceptada y jurada hoy, pudiese ser desechada y destruida mañana 
por los mismos que la habían aceptado y jurado? (…) El celo de los representantes de la nación 
debía reducirse a hacer una buena reforma constitucional. Ni creo yo que sea otro el espíritu de 
los sabios decretos que se refieren a la Constitución del reino. Lo contrario sería tan ajeno del 
celo y lealtad, como de la prudencia y sabiduría de los ilustres diputados de Cortes, y lo sería 
también del voto de una nación tan generosa y religiosa como la nuestra y tan amante de su rey; 
de una nación tan constante en el propósito de defender su libertad y sus derechos, como 
enemiga de las peligrosas innovaciones que so pretexto de felicidad la pudiesen conducir a su 
ruina”124. 
 

No obstante todo lo expuesto de modo coherente y en una clara línea de continuidad, 
sin lagunas o vacíos, había carencias constitucionales de hondo calado. Seguía faltando esa 
Historia civil que reclamaba Jovellanos en los lejanos años de su ingreso en la Academia 
de la Historia, acaso porque ni monarcas, ni estamentos, las piezas que debían equilibrarse 
entre sí (por medio de su recíproca neutralización) para sostener toda la Constitución final 
resultante, podían lucir una impecable hoja de servicios políticos que les hiciera 
merecedoras de protagonizar tal relato. Al menos, en Castilla, eso no pasaba, ni se podía 
reconstruir así. En cierta forma, será Martínez Marina el que se encargue de satisfacer esa 
demanda histórica y, a la vez, historiográfica, por medio de un ejercicio de erudición 
inconmensurable, contundente y poderoso, incidiendo en otra línea de expresión, también 
histórica donde podía hallarse el remedio constitucional ansiado. Dado que rey y brazos 
no podían actuar de forma reconstituyente (por incapacidad física y, en cierto sentido, 
también moral), había que dirigirse hacia el pacto fundacional del poder político, al 
acuerdo primigenio entre rey y reino (entendido como Nación, esto es, como grupo 
compacto de padres de familia organizados en diferentes instancias locales). Era la única 

                                                           
122 Cfr. “Notas a los Apéndices. Primera Nota”, en Obras Completas, ed. cit. Tomo XI, pp. 785 ss. 

123 Ibidem, p. 800. 

124 Ibidem, pp. 801-802. 
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manera asimismo de recomponer las viejas estructuras de la Monarquía, la única forma de 
reformar constitucionalmente la Monarquía sin que dejase de ser ella misma. Se imponía 
la revisión en sentido amplio. Recogiendo el testigo de Jovellanos, la Historia de la Nación 
la formula Martínez Marina, tanto en su famoso Ensayo, como, sobre todo, en su no 
menos famosa Teoría de las Cortes, es decir, el espíritu político de España viene 
determinado por la Monarquía moderada, cuyos límites están fijados, en lo cuantitativo y 
en lo cualitativo, por la voz de la Nación misma expresada en sus venerables asambleas. 
Rey y Nación son, pues, interdependientes: han existido siempre y se necesitan para 
retroalimentarse, siendo indispensable la segunda y no el primero, en estimación del 
canónigo de San Isidro, como los acontecimientos estaban demostrando El cuerpo de la 
Nación seguía operativo, cosa que no podía decirse de la realeza lánguida y moribunda. La 
Nación y la soberanía se sitúan en la Historia y, precisamente a partir de ella, se colocan 
en una posición de hegemonía con respecto a los monarcas, a diferencia de lo que había 
avanzado Jovellanos. Se trata de una nueva lectura histórica que pone el acento en otro 
sujeto político ya conocido, pero no deja de tener reminiscencias tradicionales, es decir, 
amplia y rotundamente históricas125. Jovellanos y Martínez Marina encarnan desde sus 
respectivas posiciones, la reforma, el reformismo ilustrado, la revisión, neutralizando 
cualquier impulso revolucionario. Cambian los sujetos predominantes en ese proceso y 
cambian las interpretaciones. Para el primero, siempre será la Monarquía; para el segundo, 
es la Nación la que acaba por imponerse. Probablemente los dos tenían razón dado que 
no eran sujetos incompatibles o excluyentes, siendo la Monarquía algo nacional y siendo 
la Nación algo monárquico. En definitiva, como sucederá de inmediato en las Cortes de 
Cádiz, se trataba de leer en la Historia y en su legado de costumbres, prácticas, usos y 
estilos, ejemplos y modelos aprovechables, para después aprehender de todo ello el 
remedio constitucional indispensable, poniendo el acento en uno u otro sujeto, a modo de 
acelerador, líder o director del proceso, con las miras colocadas en la regeneración del 

                                                           
125 A modo de recapitulación, vid. A. Posada – R. Riaza, “Martínez Marina”, en Revista de Ciencias Jurídicas y 
Sociales. Año XVI, nº. 65 (octubre-diciembre, 1933), pp. 479-542, especialmente, la parte redactada por el 
segundo, “Las ideas políticas y su significado dentro de la obra científica de Martínez Marina”, en pp. 511-
526; J. A. Maravall, “El pensamiento político en España a comienzos del siglo XIX: Martínez Marina”, en 
Revista de Estudios Políticos, nº. 81 (mayo-junio, 1955), pp. 29-82 [= reproducido después en F. Martínez 
Marina, Discurso sobre el origen de la monarquía y sobre la naturaleza del gobierno español. Edición y estudio 
preliminar de José Antonio Maravall. Madrid, 1957, pp. 7-78. (Reimpresión. Madrid, 1988)]; R. Morodo, 
“La reforma constitucional en Jovellanos y Martínez Marina”, en Boletín Informativo del Seminario de Derecho 
Político. Universidad de Salamanca. 2ª época, nº. 29-30 (1963), pp. 79-93 [= E. Tierno Galván – R. Morodo, 
Estudios de Pensamiento Político. Madrid, 1976, pp. 151-171; y R. Morodo, Las Constituciones de Bayona (1808) y 
Cádiz (1812), ed. cit., pp. 151 ss.]; J. M. Pérez-Prendes, “Introducción”, en F. Martínez Marina, Teoría de las 
Cortes. Madrid, 1979. Tomo I, pp. 9-51; y “Martínez Marina y Blanco White sobre Cortes de Castilla”, en 
Revista de la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense, nº. 73 (1987-1988), pp. 317-332; J. Varela 
Suanzes-Carpegna, Tradición y Liberalismo en Martínez Marina. Oviedo, 1983 [= Política y Constitución en 
España (1808-1978), ed. cit., pp. 225-278]; J. I. Sánchez Amor, “Algunas consideraciones sobre la 
influencia de Martínez Marina en las Cortes de Cádiz”, en Revista de Estudios Políticos. Nueva Época, nº. 62 
(octubre-diciembre, 1988), pp. 89-129; J. R. Torres Ruíz, “Martínez Marina y la Declaración de Derechos 
de 1789: un modelo de recepción reformista del espíritu revolucionario francés”, en Revista de Estudios 
Políticos. Nueva Época, nº. 67 (enero-marzo, 1990), pp. 189-212; F. Tomás y Valiente, Martínez Marina, 
Historiador del Derecho. Madrid, 1991 (= Obras Completas, ed. cit. Tomo III, pp. 2.055 ss.); J. L. Bermejo 
Cabrero, “Tríptico sobre Martínez Marina”, en Anuario de Historia del Derecho Español, nº. LXV (1995), pp. 
219-265; J. M. Portillo Valdés, “¿Existió una antigua Constitución española?”, cit., pp. 574-585; y J. A. 
Escudero, “Estudio Introductorio”, en F. Martínez Marina, Teoría de las Cortes. Oviedo, 2002. Tomo I, pp. 
XV-CLXXX. 
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pasado. El fin era idéntico; los propósitos y los medios también lo eran. Cambiaba el 
personaje principal. Para unos, lo que se podía tomar del pasado era la Monarquía en su 
conjunto, con las precisas correcciones que evitasen derivas despóticas como las 
imputables a las dinastías reales que habían regido en la época moderna; para otros, era la 
Nación quien debía recuperar el resuello y volver a vivir el esplendor de los tiempos 
medievales. En todo caso, ambos pensadores eran realistas y congruentes con lo que 
estaban viviendo. Para Jovellanos, desde su óptica más británica que otra cosa, España no 
podía dejar de ser una Monarquía y, por ello, había que volver siempre al monarca como 
protagonista principal, poderoso, convencional, de ese orden político, aun cuando 
estuviese ausente. Sin embargo, la realidad se imponía: ese monarca no estaba, por lo que, 
de acuerdo con Martínez Marina, más pragmático y castellanista, había que echar mano 
del otro sujeto político disponible, de modo directo e inmediato. Había que recurrir a lo 
que se tenía en el horizonte más próximo, conforme a una hoja de ruta ya prefigurada por 
la Historia. Sin perjuicio de todo ello, algunas voces discrepantes eludieron el discurso 
historicista y se pronunciaron abiertamente por seguir otros derroteros políticos más 
rupturistas, es decir, abiertamente más modernos126. 

 
4.3. Tras este periplo intelectual, factor e índice de la mejor corriente ilustrada, que se 

mueve no sólo en el plano teórico, sino en el de la materialización de las ideas como se 
podrá ver a partir de ahora, volvamos a retomar el hilo histórico en marzo de 1808 con 
los críticos acontecimientos de todos conocidos y que no es preciso resumir aquí más que 
de un modo muy general. La Historia es sabida127. La supuesta revolución, esa revolución 
paradójica, contradictoria, a la antigua y hacia el pasado, la que busca la reconstrucción de 
la Constitución sin la destrucción de aquélla, sino presuponiéndola y aceptándola con 

                                                           
126 Sucede, de forma clara y rotunda, con Juan Sempere y Guarinos a partir de 1808. Vid. J. M. Carretero 
Zamora, “La obra de Sempere y Guarinos en la génesis historiográfica de las Cortes tradicionales”, en P. 
Fernández Albaladejo – M. Ortega López (eds.), Antiguo Régimen y Liberalismo. Homenaje a Miguel Artola. 3, 
ed. cit., pp. 71-79; J. Rico Giménez, De la Ilustración al Liberalismo (El pensamiento de Sempere y Guarinos). 
Alicante, 1997; e “Ilustración y liberalismo en la obra de Juan Sempere y Guarinos (1754-1830)”, en Studia 
Historica. Historia Moderna, nº. 19 (1998), pp. 241-259; y, sobre todo, el documentado y exhaustivo trabajo 
de R. Herrera Guillén, Las indecisiones del primer liberalismo español. Juan Sempere y Guarinos. Madrid, 2007, pp. 
189 ss. No menos rotundo comparece J. Canga Argüelles, Reflexiones sociales, ó idea para la constitucion 
española, que un patriota ofrece a los representantes de Cortes por D. J. C. A. Valencia, 1811, reproducido en el 
volumen Reflexiones sociales y otros escritos. Edición e introducción de Carmen García Monerris. Madrid, 2000, 
pp. 7 ss., específicamente, p. 13 (= también – aunque solamente la “forma constitucional” - en I. 
Fernández Sarasola, Proyectos constitucionales en España, ed. cit., p. 701). 

127 Para el marco histórico general, vid. J. Fontana Lázaro, La quiebra de la monarquía absoluta, 1814-1820. 3ª 
edición revisada. Barcelona, 1978; y La crisis del Antiguo Régimen, 1808-1833. Barcelona, 1979, pp. 11 ss.; F. 
Suárez, La crisis política del Antiguo Régimen en España (1800-1840). 3ª edición. Madrid, 1988, pp.19 ss.; J. P. 
Fusi – J. Palafox, España: 1808-1996. El desafío de la modernidad. Madrid, 1997, pp. 15 ss.; M. Artola, Los 
orígenes de la España contemporánea. 3ª edición. Madrid, 2000. 2 tomos (1ª ed. Madrid, 1959; 2ª ed. Madrid, 
1975, por donde citamos); La España de Fernando VII. Introducción de Carlos Seco Serrano. 3ª edición. 
Madrid, 2008, pp. 285 ss.; y La revolución española (1808-1814). Madrid, 2010; R. Carr, España 1808-2008. 
Edición revisada y actualizada por Juan Pablo Fusi. 2ª edición. Barcelona, 2009, pp. 79 ss.; A. Ramos 
Santana, “Antes y después de Cádiz. La soberanía reconstituida”, en AA. VV., Constitución Política de la 
Monarquía Española promulgada en Cádiz a 19 de marzo de 1812 y Discurso preliminar leído en las Cortes al presentar 
la Comisión de Constitución el proyecto de ella. Estudios. Cádiz, 2010, pp. 21-93; y F. De Angelis, La rivoluzione 
spagnola degli anni 1808-1810. Alla ricerca di un modello politico-costituzionale tra antico regime e rinnovamento. Roma, 
2010, pp. 31 ss. 
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leves matices e innovaciones, comienza en el mes de marzo de 1808128. Tras los sucesos 
de Aranjuez que suponen la caída de Godoy y la abdicación de Carlos IV, Fernando VII 
actúa ya como rey sin contestación alguna. Sin embargo, Napoleón, conocedor de las 
luchas familiares y con el apoyo que suponía un ejército desplegado en buena parte de la 
Península Ibérica en virtud de anteriores tratados, decide tomar cartas en el asunto y 
convoca a padre e hijo en Bayona. Las sucesivas renuncias al trono y dignidades anexas se 
efectúan en provecho del Emperador. El 13 de mayo de 1808 se publican las 
abdicaciones, con lo que el poder queda concentrado en manos de Bonaparte, el cual da a 
la luz un manifiesto el 25 del mismo mes y año, donde anunciaba un intenso plan de 
reformas y la convocatoria de una Junta Nacional de donde saldrá, con el tiempo, el 
flamante Estatuto de Bayona, siempre dentro del más exquisito respeto a la tradición, 
leyes, usos y costumbres del país, según sus propias palabras e indicaciones. El 6 de junio, 
su hermano José es proclamado rey de España y de las Indias en cumplimiento de la sola 
voluntad imperial. El colaboracionismo, la indolencia o la pura pasividad de las instancias 
tradicionales (fundamentalmente de los Consejos y sus miembros) provocan la 
desconfianza generalizada hacia el sistema de poder convencionalmente establecido. La 
mayor parte de las ciudades no ocupadas por las tropas francesas se levantan en armas y 
surgen numerosas Juntas provinciales para hacer frente al enemigo, organizar ejércitos y, 
con ellos, recursos económicos, con el fin de paliar así el vacío de poder provocado por la 
marcha de los reyes tras sus forzadas renuncias y empezar a organizar la guerra. 
Heterogéneas en cuanto a composición, hallamos Juntas continuistas, dirigidas o 
gestionadas por los antiguos representantes del poder central (Coruña, Mallorca, Valencia, 
Granada) o del poder municipal, cuando los anteriores no han podido, no han querido o 
han sido eliminados de tales tareas, con la agregación de otras figuras eclesiásticas, 
militares y de la nobleza local (Asturias, León, Jaén, Alicante), Juntas de corte militar, con 
protagonismo de los cuadros del ejército en exclusiva o llamados por los ayuntamientos 
(Badajoz, Cádiz, Zamora, Gerona), o Juntas eminentemente rupturistas (Zaragoza, 
Murcia, Sevilla, Soria), con renovación absoluta de los cuadros y de los nombres del 
pasado. Sin llegar a ser soberanas (aunque muchas de ellas se titulen como tales), las 
Juntas provinciales asumen un papel diferente: la tutela de una soberanía en horas bajas y 
desfallecida, en cierto modo exhausta, la de una Monarquía sin reyes, la de un cuerpo 
político al que le falta la cabeza rectora, siempre con conciencia de que su actuación era 
temporal y limitada, de garantía y salvaguardia, orientada a la recuperación de la dinámica 
política originaria, sin que en ningún momento operase una transferencia de potestades. 
Simplemente usarán desde ese preciso instante y con suma cautela algunas de esas 
facultades que anteriormente correspondían a reyes e instituciones colindantes para 
recuperar el pulso normal de la Monarquía129. En todo caso y a pesar de la incertidumbre 
reinante, el sentimiento popular sigue otorgando un voto de confianza a la posición 
legítima de Carlos y Fernando, alegando violencia y coacciones bajo las cuales se 
produjeron las renuncias: esto las hacia de todo punto inaceptables por haber viciado el 
libre consentimiento de los monarcas referidos. Por otro lado y no menos capital, además 

                                                           
128 Vid. C. Morange, “Sur la révolution de 1808-1814. Pour une vision dynamique et dialectique du 
processus”, en Mélanges de la Casa de Velázquez (Actores de la Guerra de la Independencia – Acteurs de la guerre 
d’Indépendance). Tomo 38 (1). Nouvelle Série (2008), pp. 155-172. 

129 Sobre estas Juntas y por todos, vid. la magnífica síntesis de R. Hocquellet, “España 1808: unos reinos 
huérfanos. Un análisis de las Juntas patrióticas”, en La revolución, la política moderna y el individuo. Miradas sobre 
el proceso revolucionario en España (1808-1835). Jean-Philippe Luis (ed.). Zaragoza – Cádiz, 2011, pp. 49-79. 
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del capítulo sentimental y privado ligado a esos reyes vejados por el francés, constreñidos 
a entregar su poder a instancia extranjera con una voluntad forzada y manipulada, aparece 
un elemento constitucional de primera magnitud: la abdicación solamente habría podido 
hacerse efectiva en el caso de realizarse en el único ámbito donde podía ser actuada. Este 
ámbito lógico era el de las Cortes, representantes de la Nación, del Reino en su conjunto, 
fiel exponente de una idea pactista que no era novedad del momento, sino tradición patria 
secular. La combinación de los dos elementos proporciona argumentos de peso que serán 
invocados una y otra vez frente al usurpador francés. Hay, pues, una combinación de 
crisis de indudable calado que hacen difícil la conservación de las estructuras monárquicas 
tradicionales y que imponen la necesidad de dispositivos que las recompongan y que las 
mejoren. Primeramente, una crisis político-constitucional, en lo que afecta principalmente 
a la soberanía, como recipiente donde se recoge este legado de potestades hasta entonces 
situado en manos de los reyes. La Monarquía ha quedado descabezada por ausencia 
violenta de sus titulares y el que se nombra como tal, José I, detenta una Corona sin 
suficientes títulos para ello: es un usurpador130. Hay soberanía, latente, pero se carece de 
titular por incomparecencia. Luego, hay que buscar la restauración de la misma en su 
legítimo propietario, hay que traer al rey de vuelta y tomar medidas para que 
circunstancias tales no se puedan volver a repetir en el futuro o, en caso de que se 
produzcan, se tengan elementos suficientes para sortearlas. Mientras tanto, se acepta que 
pueda ser protegida por otras instancias que recuerdan al reino, siempre de forma 
provisional y limitada, pero con un objetivo claro: la restauración. A este debate en clave 
interna, se suma una crisis externa, de corte internacional: el reino se halla subyugado por 
un poder extranjero, por lo que su libertad primigenia está también sojuzgada. No hay 
reino libre e independiente, sino que camina sometido a un tirano. Y lo hace porque la 
estructura del poder tradicional ha claudicado. La respuesta a todos estos problemas va a 
venir dada en clave constitucional. Ambas crisis se entrecruzan, se interrelacionan, por lo 
que la solución de una implicaba asimismo la solución de la otra y viceversa. Esas dos 
respuestas combinadas van a proceder de una refacción constitucional131. 

 
La falta de coordinación entre estas Juntas, diversas entre sí en cuanto a sus orígenes, 

composición, fortaleza y éxitos, debilitaba la efectividad de las tareas bélicas. Era mejor ir 
juntos y eso requería centralizar las fuerzas y los esfuerzos hacia un mando único. 
Propuestas que reparasen esta situación desconcertante hubo varias: desde reunir a todas 
aquéllas o a sus representantes en un solo cuerpo y formar un Consejo en nombre de 
Fernando VII que coordinase con pulso firme las acciones militares, hasta designar un 
lugarteniente general del rey o una regencia interina, con la mirada puesta en la infanta 
Carlota Joaquina, pasando por las peticiones de los antiguos Consejos, que reclamaban su 

                                                           
130 Los documentos de la época, tanto los españoles como los franceses, insisten en el tránsito pacifico 
hacia el nuevo régimen josefista que se configurará, a lo sumo, como reformista: España no perderá ni 
uno de sus pueblos, ni se modificarán los privilegios de las provincias, sino que se mejoraría la 
Constitución. Los escritos referidos a las abdicaciones y los primeros mensajes napoleónicos insisten en 
esta dirección: “habiendo concertado la conservación, integridad é independencia de la España, y de 
nuestra sagrada Religión”, y buscando “la tranquilidad, prosperidad, seguridad é integridad de la 
Monarquía”, se establecerá sobre nuevas bases la Monarquía mediante “reformas saludables” que 
conduzcan a restablecer las antiguas libertades de la Nación y su primitiva Constitución. Vid. M. 
Fernández Martín, Derecho parlamentario español. Madrid, 1992. Tomo I, pp. 256, 278-280, 283, 286-288, 293, 
295 y 297, por citar varios ejemplos. 

131 Planteamiento éste que efectúa J. M. Portillo, Revolución de Nación, ed. cit., pp. 157 ss. 
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cuota de protagonismo. Tras la inyección de ánimo y moral que supone la victoria de 
Bailén, en el mes de julio de 1808, cobra forma la propuesta de las Juntas de Murcia y de 
Valencia de crear una Junta Central132, con el objetivo de mantener la Monarquía, 
conservar su Constitución, sus leyes, sus derechos y su religión, puntos todos ellos 
innegociables y que avanzan la limitación de las capacidades a las que se van a tener que 
enfrentar las instancias sucesivas que vayan apareciendo, es decir, el marco político 
inmutable y sólido con el que tendrán que coexistir y ante el cual se topan sin posibilidad 
de ignorarlo133. Después de arduas negociaciones, la unificación tiene lugar el 25 de 
septiembre de 1808, cuando se instaura en Aranjuez, presidida por Floridablanca, la Junta 
Central Suprema y Gubernativa del Reino, institución que centraliza desde entonces la 
acción política principal, lo cual va a venir reconocido no sólo por las Juntas provinciales, 
sino también por los Consejos subsistentes134. Sigue la acción política restauradora. No 
otro es el propósito de todos los participantes nombrados por las variadas instancias 
concurrentes, como lo prueban los poderes otorgados a sus miembros por las respectivas 
Juntas provinciales, en donde se insiste en la conservación, aumento y defensa de valores 
políticos básicos e indiscutibles como la religión o la forma monárquica,135 o como lo 
acredita el juramento que sus componentes prestan en la sesión constitutiva, donde se 
comprometían, además de a todo lo anterior (“promovereis y defendereis la conservación y 
aumento de nuestra Santa Religion Católica Apostólica Romana; la defensa y fidelidad á nuestro 
Augusto Soberano Fernando VII; la de sus derechos y soberanía”), a la conservación de “nuestros 
derechos, fueros, leyes y costumbres, y especialmente los de sucesión en la Familia reinante, y las demás 
señaladas en las mismas leyes”136. El objeto del gobierno allí ejercitado es recuperar y reparar 

                                                           
132 Cfr. Derecho parlamentario español, ed. cit. Tomo I, pp. 314-318 (Murcia) y pp. 318-323 (Valencia). 

133 Las Juntas Supremas de Castilla y León, en agosto de 1808, insisten en esta línea: la Junta Central 
tendrá el dictado de Junta soberana, el tratamiento de Alteza y la misma autoridad que el rey, pero no 
podrá alterar leyes, establecimientos, tribunales y autoridades instituidas por ellos, “ni reformar en la parte 
más mínima la constitución actual”. Tras la finalización de la guerra, se convocarán Cortes para que sus 
miembros “rectifiquen la constitucion y general legislación en la parte que sea precisa su reforma para 
tratar de todo lo concerniente á la mayor felicidad de la monarquía”, en Derecho parlamentario español, ed. cit. 
Tomo I, p. 337-339; y también en M. Artola – R. Flaquer Montequi, II. La Constitución de 1812, ed. cit., pp. 
138-140. En la misma línea se mueven Juan Pérez Villaamil, quien apunta la necesidad de una nueva 
“constitución civil”, que no política, y Nicolás María de Sierra, en Derecho parlamentario español, ed. cit. 
Tomo I, pp. 343 ss.; y en M. Artola – R. Flaquer Montequi, II. La Constitución de 1812, ed. cit., pp. 148-157 
y pp. 285-288. 

134 Vid. A. Martínez De Velasco, La formación de la Junta Central. Pamplona, 1972. 

135 Por ejemplo, los poderes de Murcia y de Valencia, en Derecho parlamentario español, ed. cit. Tomo I, pp. 
357-361 y pp. 368-369, respectivamente. 

136 Cfr. Derecho parlamentario español, ed. cit. Tomo I, pp. 377-378. El Manifiesto de la Junta Central a la Nación 
española, de 26 de octubre de 1808, sigue esta misma dirección, en Guerra de la Independencia. Proclamas, 
Bandos y Combatientes. Edición de Sabino Delgado. Madrid, 1979, pp. 196-210; y asimismo en M. Artola – 
R- Flaquer Montequi, II. La Constitución de 1812, ed. cit., pp. 186-192: “La Patria, Españoles, no debe ser ya 
un nombre vano y vago para vosotros: debe significar en vuestros oídos y en vuestro corazón el santuario 
de las leyes y de las costumbres, el campo de los talentos, y la recompensa de las virtudes (…) Sí, 
Españoles: amanecerá el gran día en que según los votos uniformes de nuestro amado Rey, y de sus leales 
pueblos, se establezca la Monarquía sobre bases sólidas y duraderas. Tendreis entonces leyes 
fundamentales, benéficas, amigas del órden, enfrenadoras del poder arbitrario; y restablecidos así y 
asegurados vuestros verdaderos derechos, os complacereis al contemplar un monumento digno de 
vosotros, y del Monarca que ha de velar en conservarle, bendiciendo tantas desventuras (…) La Junta, en 
vez de repugnar vuestros consejos, los busca y los desea. Conocimiento y dilucidación de nuestras antiguas 
leyes constitutivas; alteraciones que deban sufrir en su restablecimiento por la diferencia de las 
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una Constitución que hasta entonces había funcionado correctamente, si bien perturbada 
en épocas recientes, pero que había sido incapaz de hacer frente a las situaciones de 
excepción que rodeaban ahora a la Monarquía por tratarse de crisis radicales, impensables, 
inimaginables en el pasado, y, por todo ello, imprevisibles. El escenario era rotundamente 
nuevo, mas podían servir para salir del atolladero político los instrumentos antiguos, las 
viejas experiencias de antaño. Había que buscar en el depósito que constituían los cuerpos 
normativos principales de los reinos para hallar en los mismos las instrucciones que 
pudiesen sacar a la Nación de ese marasmo que amenazaba con aniquilarla. Había que 
acudir a los textos jurídicos de todo tiempo para buscar respuesta a esos momentos 
inciertos que se estaban viviendo. Se tenía que inquirir la Constitución de forma 
imperativa como única y exclusiva tabla de salvación, aquellas leyes y costumbres 
nacionales, aquellas leyes del reino, que disciplinaban la forma de la acción pública, ante el 
temor fundado a que Francia aniquilase en su totalidad Constitución, leyes, fueros, usos y 
costumbres de manera inmisericorde. Había que recomponer las leyes que habían regido y 
regían la Monarquía, las que se conservaban y observaban o debían volver a ser 
observadas, como había tenido ocasión de manifestar el Consejo de Castilla, tratando que 
su voz se escuchase en ese maremágnum, o, como también lo expresaba un poco más tarde 
otro órgano polisinodial, el novedoso Consejo de España e Indias, institución de 
excepción en tiempos excepcionales: a propósito de las Cortes que se iban a poner en 
funcionamiento, decía que para todas las instituciones era el momento de obedecer y 
acatar las “leyes, y loables costumbres de la Nacion”, las “leyes del Reyno, fueros, usos y costumbres”, 
“nuestras leyes, fueros y prácticas, sin alterarlas ni hacer la más leve innovación”, puesto que el 
objetivo final de aquella asamblea in fieri era “tratar, resolver, y executar una Constitución 
conforme á nuestras Leyes fundamentales con las mejoras, enmiendas, y adicciones que en lo posible la 
perfeccionen, mas no la destruyan”137. De nuevo, el argumentario conocido: Constitución 
existente, útil, de eficacia contrastada, válida en su conjunto, pero Constitución 
susceptible de mejoras, adiciones, enmiendas y reformas. 

 
Ahora bien, ¿cómo salir de esa atonía, de ese caos, de ese callejón sin salida? ¿Quién 

debía articular tales reformas? ¿Qué instancia, qué cuerpo, qué instituto? La Junta era 
solución provisional, transitoria, y más bien efectista, coordinadora de esfuerzos militares 
antes que ejecutora de decisiones políticas rompedoras, revisoras o modificadoras del 
orden dado. Había que ir un poco más allá y contemplar la Historia para encontrar en ella 
remedios clásicos, convencionales, en cierta forma naturales a lo que España había sido y 
que no se separasen de su sustancia política tradicional. Se tenía que ir a la raíz de los 
problemas como clave explicativa del modelo que se quería restaurar: saber lo que se 

                                                                                                                                                                                     
circunstancias; reformas que hayan de hacerse en los códigos civil, criminal y mercantil; proyectos para 
mejorar la educación pública tan atrasada entre nosotros; arreglos económicos para la mejor distribución 
de las rentas del Estado y su recaudación; todo llama la atención vuestra, y forma una vasta serie de 
meditaciones y de tareas en que podeis manifestar vuestro estudio y vuestros talentos (…) Los ultrajes de 
la religión satisfechos; vuestro Monarca, ó restituido á su trono, ó vengado; las leyes fundamentales de la 
Monarquía restauradas; consagrada de un modo solemne y constante la libertad civil; las fuentes de la 
prosperidad pública corriendo espontáneamente y derramando bienes sin obstáculo alguno (…)”. 

137 Cfr. Consulta del Consejo de Castilla, de 8 de octubre de 1808, en Derecho parlamentario español, ed. cit. Tomo 
I, pp. 403-415; y en M. Artola – R. Flaquer Montequi, II. La Constitución de 1812, ed. cit., pp. 163-171; y 
Consulta del Consejo de España e Indias, de 22 de diciembre de 1809, en Derecho parlamentario español, ed. cit. 
Tomo I, pp. 549-566; y en M. Artola – R. Flaquer Montequí, II. La Constitución de 1812, ed. cit., pp. 231-
242. 
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había sido para continuar siéndolo. Y la medicina para la enfermedad grave, ardua, letal, 
que asolaba el cuerpo político se va a hallar en la Historia: las Cortes son el antídoto. En 
el seno de la Junta Central, Jovellanos, representante de la Junta asturiana, va a tener un 
protagonismo creciente, casi exclusivo. A él se debe el impulso para la convocatoria de 
Cortes, respondiendo así a una demanda generalizada, sentida anteriormente por varias 
personas (el propio Fernando VII, el obispo de Orense, la Junta de Valencia), pero 
formulada por él de una manera magistral y con una voluntad política reformista 
inequívoca138. Las reformas auspiciadas por las Cortes tenían como telón de fondo la 
cuestión constitucional, porque había que contar con esa Constitución subsistente, previa, 
ya creada y fundada en lo pretérito. El primero que invoca la palabra Constitución en un 
claro sentido salvífico, esto es, reparador de todo cuanto mal afectaba a la patria, es el 
vocal aragonés Lorenzo Calvo de Rozas, en un escrito de 15 de abril de 1809: habla de 
desórdenes en todos los ramos de la administración pública que exigen una reforma 
saludable, lo cual sólo puede sustentarse en una Constitución bien ordenada, no 
absolutamente novedosa, sino acomodada de la mejor forma posible a nuestro carácter, a 
nuestros usos y a nuestras necesidades. Las reformas no se pueden hacer en el vacío, sino 
teniendo como sustento y recipiente donde recogerlas un completo cuerpo constitucional, 
integrado por varias piezas que se corresponden con los principales asuntos públicos en 
los que se va a actuar y sobre los que se venía actuando (Guerra, Marina, Hacienda, 
Justicia, Comercio y Colonias, Agricultura y Artes). Las reformas eran absolutamente 
precisas, urgentes e innegociables, necesitando de una final Constitución que las 
sostuviese o que las consolidase, trabajada con el mayor cuidado posible, y desdoblada en 
múltiples instancias atinentes a esos campos de actividad pública, en ese momento, 
ruinosos y decadentes139. En ese mismo mes de abril de 1809, se aprueba la propuesta 
para la convocatoria inmediata de Cortes, no sólo para hacer las acuciantes reformas y 
reajustes que se precisaban en la línea ya expuesta, sino para oponer al reformismo francés 
un reformismo patrio de mejor calidad y de mayor coherencia con el pasado, un 
reformismo históricamente congruente y fundado. Aprobada la moción, se encargó a la 
secretaría de la Junta la elaboración de una minuta de decreto de convocatoria, que sería 
examinada posteriormente por la Junta en pleno. La redacción correspondió al poeta 
Quintana y el perfil histórico cobra de nuevo protagonismo principal, como se desprende 
de varias de sus afirmaciones: esas leyes tradicionales y saludables eran el baluarte contra 
los atentados de la tiranía y fueron destruidas hace tres siglos, coincidiendo con la llegada 
de una dinastía extranjera. Eran leyes “fundamentales” y “constitutivas” que conformaban un 
edifico augusto a modo de barrera eterna contra la mortífera arbitrariedad y a favor de los 
imprescriptibles derechos de los españoles. La buena Constitución sostiene y defiende las 
acciones del monarca cuando son justas y las contiene cuando sigue los malos consejos de 
perversos asesores. De nuevo, la Monarquía incólume e irresponsable. Han sido otros 
ajenos y distantes los que han provocado su ruina. Sin ella, sin la Constitución, todo es 
vano: las reformas son precarias, la prosperidad es incierta, los pueblos se convierten en 

                                                           
138 Para todo este proceso, vid. F. Suárez, El proceso de la convocatoria a Cortes (1808-1810). Pamplona, 1982; 
M. Morán Ortí, “La formación de las Cortes (1808-1810)”, en M. Artola (ed.), Las Cortes de Cádiz [= Ayer, 
n º. 1 (1991)] ed. cit., pp. 13-36; y R. Hocquellet, “La convocatoria de las Cortes Extraordinarias de Cádiz 
(1808-1810), una etapa esencial de la revolución española”, en La revolución, la política moderna y el individuo, 
ed. cit., pp. 107-140. 

139 Cfr. Derecho parlamentario español, ed. cit. Tomo I, pp. 436-438; y también en M. Artola – R. Flaquer 
Montequi, II. La Constitución de 1812, ed. cit., pp. 288-289. 
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rebaños de esclavos movidos por el arbitrio de una voluntad injusta y desenfrenada que 
busca contentar el orgullo y el frenesí de unos pocos o de uno solo. Con la Constitución 
en formación, “principal obgeto de vuestros afanes”, se hallará consuelo, premio y esperanza. 
En ella y a diferencia del modelo francés, está la garantía de la prosperidad pública del 
Estado y de la particular de los ciudadanos, siempre que se sigan unas verdades políticas 
indiscutibles y su mejor forma de aplicación, “obra del saber, del celo y de la experiencia”. Han 
de fijarse éstas escuchando a los sabios para luego ser aprobadas libremente por la Nación 
(“dado que la voluntad pública y legal y suficientemente espresada será la ley, limitando el gobierno sus 
funciones á los términos que en el orden político le ha señalado la naturaleza”). Así se llega al 
propósito final que es la libertad y la felicidad de la Nación. Ahora bien, esas Cortes que 
han de reactivar la Constitución, ¿gozan de una libertad constituyente? ¿Son un auténtico 
poder creador o fundador? ¿Pueden establecer la Constitución que quieran o han de 
plegarse a ciertas instrucciones, componentes o piezas históricas de las que no pueden 
disponer bajo ningún presupuesto? La respuesta la da con claridad la propia Junta al 
exponer algunas de esas verdades políticas irrenunciables que constituían el punto de 
partida inexcusable del que arrancaría cualquier texto constitucional. Si se trataba de 
reconstituir la Monarquía, restableciendo, aquí o allá, arriba o abajo, alguna institución, la 
respuesta era, de todo punto, negativa. La opinión pública podía debatir o incidir en otros 
extremos, pero había puntos intocables que debían estar presentes en toda discusión y 
que tenían que ser aceptados de modo imperativo. Religión católica, Monarquía y Cortes 
son los tres pilares a partir de los que se reedifica el mundo constitucional hispánico (en el 
que participan por derecho propio y en plena igualdad los territorios no europeos), 
precisamente porque su sustancia es preconstitucional y situada por encima de cualquier 
texto que así se nombre: 

 
“La Junta no anticipa su juicio ni previene la opinion pública en razón de estos proyectos; solo 
sí cree que debe anunciar desde ahora ciertos principios sobre los quales la voluntad y el deseo 
nacional tienen ya resuelto, y de que no deben separarse quantos contribuyan á la reforma con 
sus escritos ó con la discusión. Estos principios se reduce á los siguientes.- La religión católica, 
apostólica, romana que es la única religión del Estado. = La Constitucion de España ha de ser 
monárquica. = La Monarquía hereditaria en Fernando VIII, sus descendientes, y los llamados 
por ley á sucederle. = La nación ha de ser gobernada en adelante por leyes libremente 
deliberadas y admitidas. = Habrá córtes nacionales en el modo y forma que se establezca, 
atendida la diferencia y alteraciones que han sobrevenido desde el tiempo en que se celebraban 
legítimamente aquellas juntas. = Nuestras Américas y demás colonias serán iguales á la 
Metrópoli en todos los derechos y prerrogativas constitucionales. = La reforma que han de 
sufrir nuestros códigos legales, la administracion y recaudación de las rentas públicas, y quanto 
pertenece á la dirección del comercio, agricultura, artes, educación nacional, marina y guerra, 
será única y exclusivamente dirigida á procurar el mayor alivio y la mejor ilustración del pueblo 
español tan horriblemente vejado hasta ahora” 140. 
 

Discutida y aprobada la minuta con la invocación, de nuevo y una vez más, de aquellos 
argumentos tan queridos a los ilustrados que hablaban de una Constitución antigua e 
histórica, de una anciana Constitución derivada no de la pura abstracción teórica, sino de 
la experiencia contrastada por el paso del tiempo141, se convirtió aquélla en el Decreto de 

                                                           
140 Cfr. Derecho parlamentario español, ed. cit. Tomo I, pp. 439-445; y en M. Artola – R. Flaquer Montequi, II. 
La Constitución de 1812, ed. cit., pp. 192-196. 

141 Cfr. Derecho parlamentario español, ed. cit. Tomo I, pp. 445-477. Dictamen del Sr. Rivero, en p. 446: 
“Deseara que se manifestase bien á las claras que la idea de la Junta no es de levantar un nuevo edificio, 
sino reedificar lo que el tiempo, la ignorancia ó la malicia habían arruinado en la administración pública, 
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22 de mayo de 1809142. La mano y el espíritu de Jovellanos se dejan sentir en cada una de 
sus palabras. La Junta Central no crea las Cortes, sino que las reinstaura (otra concesión al 
espíritu pretérito): los desastres de la Nación proceden de haber caído en el olvido las 
saludables instituciones que en tiempos más felices hicieron la prosperidad y la fuerza del 
Estado, provocando una felicidad pública incomparable, ahora mismo obstruida y 
estorbada por doquier, cuando no fracturada. Usurpaciones y abandono indolente, 
diagnósticos ya conocidos, fueron reduciendo a aquéllas, las Cortes, a la nada. Hay que 
restablecerlas, que no fundarlas, porque ya existían: se trata de meditar las reformas que 
deben efectuarse en nuestra administración, asegurándolas en las Leyes Fundamentales de 
la Monarquía, para consolidar tanto a las unas como a las otras. Para ello, habrá que 
recurrir a los sabios y a la propia Nación. Se pone en marcha este mecanismo 
representativo, no sin ciertos problemas y dificultades interpretativas. En realidad, la 
convocatoria no hacía más que reproducir un sentir político común, pero nada aclaraba 
acerca de qué tipo de Cortes debían reunirse, con cuántas cámaras y, sobre todo, con qué 
competencias, o, lo que es lo mismo, qué es lo que iban a hacer o qué es lo que podían 
hacer esas Cortes reunidas (es decir, qué no iban a hacer o qué no podían hacer, 
marcando los límites de actuación desde un primer instante). Fiaba el desarrollo de la 
acción posterior a una Comisión de Cortes, de cinco miembros procedentes de la Central, 
de la cual formará parte – sin ser casualidad – Jovellanos, empeñado como estaba en guiar 
la labor de la citada asamblea de acuerdo con las pautas que la Historia patria 

                                                                                                                                                                                     
para quitar todo pretexto á la malevolencia de los mal intencionados”; Dictamen del Sr. Bonifaz y 
Quintano, en p. 447: “Sobre facultades en la Junta para adoptar y dar al reino la Constitucion provisional y 
interina que crea más útil, opino con la sección, que puede y debe darla, á no querer prolongar los abusos 
que sufrimos por el largo tiempo que aparece preciso para arreglar la respectiva representacion de las 
provincias”; Dictamen del Sr. Valdés, en pp. 448-451: “Así es que, conformándome yo con el 
pensamiento de dar á la Nacion una idea cabal del estado á que la ha reducido la infraccion de sus leyes 
fundamentales (…) se omita la voz de Constitucion que se halla repetida en este papel; porque además de 
dar una idea de novedad absoluta en nuestro gobierno, que no es cierta, parece que queremos imitar á los 
franceses, á quienes debemos detestar tanto en el objeto como en la expresión; y será mas oportuno decir 
que se quieren restablecer y observar nuestras leyes fundamentales, corrigiendo los abusos que se han 
introducido en su ejecucion (…) observar las leyes fundamentales del Reino y corregir los abusos, pues 
queda despues á la consideración de la Junta valerse de los medios que crea oportunos para lograr este 
importantísimo fin (…) no se crea que vamos á formar un nuevo Código de leyes, que trastornen las que 
ya tenemos, sino que cuidamos de su observancia”, insertando después algunas de las preguntas que se 
formularán a los sabios en la Consulta respecto a “los medios de asegurar la observancia de las leyes 
fundamentales del Reyno” y “medios de mejorar nuestra legislación, desterrando los abusos introducidos y 
facilitando su perfeccion”; Dictamen del Sr. Palafox, en pp. 454-458: “Hacer ver á la Nacion los defectos 
de nuestra antigua gobernación; mayormente cuando se trata solamente de corregirlos, y de darla una 
forma mejor de gobierno, en tal manera, que cimentada y establecida bajo principios los más sólidos y 
firmes, sea estable y duradera (…) tratando solamente, como tratamos, de corregir los abusos, y dar nueva 
organización á nuestro Gobierno, y en ningún modo nueva Constitucion (cuyo nombre solo debe 
borrarse), será muy útil y conveniente que así este papel, como otros que igualmente están bajo los 
mismos fines y principios, pero correctos y revisados por una comisión particular que nombre V. M., se 
anuncien y dén al público (…) nos enviaron á establecer el Gobierno, pero no nos enviaron á 
absorbérnoslo, sino á fijarlo bajo las leyes fundamentales de la nación (…) á darla un Gobierno capaz de 
sostenerla, recto, justo, prudente, adecuado á las leyes”; o en el ya citado Dictamen de Jovellanos (cfr. 
supra, notas nº. 113-116; y en Obras Completas, ed. cit. Tomo XI, pp. 685 ss.), en pp. 458-477. 

142 El texto de este Decreto sobre restablecimiento y convocatoria de Cortes, expedido por la Junta Suprema gubernativa 
del Reino, de 22 de mayo de 1809, en M. Fernandez Martín, Derecho parlamentario español, ed. cit. Tomo II, 
pp. 559- 561; en M. Artola – R. Flaquer Montequi, II. La Constitución de 1812, ed. cit., pp. 206-207; y en I. 
Fernández Sarasola, Los primeros parlamentos modernos, ed. cit. Apéndice, doc. nº. 4, pp. 217-218. 
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suministraba, e impulsaba, en fin, una Consulta al País (a esos sabios y personas ilustradas, 
que eran los individuos particulares así calificados, pero también corporaciones como los 
Consejos, las Juntas provinciales, los Tribunales de Justicia, los Ayuntamientos, los 
Cabildos eclesiásticos, los Obispos y las Universidades) sobre varias cuestiones 
(principalmente, referidas a materias bélicas, económicas y militares), la segunda y la 
tercera de las cuales, sin embargo, eran las alusivas a esa latente, oculta e ignorada 
Constitución que España poseía desde tiempos antiguos bajo el envoltorio formal de las 
viejas Leyes Fundamentales: se decía, por ende, que la Junta extendería sus investigaciones 
a los objetos siguientes para ir proponiéndolos a la Nación reunida en las Cortes y, en 
concreto, se detendrían en concretar los “medios de asegurar la observancia de las leyes 
fundamentales del Reino” y los “medios de mejorar nuestra legislación, desterrando los abusos 
introducidos y facilitando su perfección”. Fijados los términos de la respuesta en la propia 
pregunta, las contestaciones no podían si no discurrir más que a través de los raíles 
trazados por el encuestador, en este caso, la propia Junta, con arreglo a sus intereses y 
visiones particulares del proceso en marcha. No había capacidad de innovación posible 
porque el punto de arranque eliminaba esta posibilidad, erradicaba la viabilidad de 
respuestas que fuesen más allá de las cuestiones planteadas y del marco conceptual 
referido. De nuevo, se toma conciencia de un proceso de reforma, no de ruptura, que se 
inserta dentro de una dinámica general de restructuración monárquica en la que participan 
todos los plurales cuerpos que la conforman en su integridad y sin excepciones. La 
reparación solamente puede actuarse si todas las partes intervienen en la operación. Por lo 
tanto, hay que escuchar lo que dice cada una de esas partes para diseñar de nuevo el 
cuerpo total dimanante de la suma de los elementos previos. 

 
4.4. El resultado de todo este propósito fue un cúmulo de respuestas, informes y 

dictámenes variados, dispares, heterogéneos, plurales, desiguales y ciertamente originales, 
que exponen el sentir jurídico y político de España en ese año de 1809. La Consulta al País 
es la radiografía perfecta de lo que pensaban las principales instituciones del momento 
acerca de todo aquello que precisaba la Monarquía para su refundación y subsistencia. Y 
lo que se pensaba para reflotar ese cuerpo político estaba alejado de cualquier atisbo 
revolucionario143. Los tópicos manejados son constantes, repetitivos, en una misma 
dirección, inequívocos. Hay ya una Constitución, compuesta de Leyes Fundamentales, 
que se debe refundar a partir de su redescubrimiento, que implica su reconocimiento y su 
difusión hacia toda la Nación, para posteriormente proceder a dotarla de las medidas 
indispensables que aseguren su cumplimiento por toda la eternidad o casi. Las Leyes 
Fundamentales son inalterables y están por encima de cualquier contingencia política, si 
bien es factible desarrollar en relación a las mismas alguna actividad exegética que pueda 
implicar su alteración, adición o explicación cumplidas, siempre por medio de las Cortes o 

                                                           
143 Para una visión global, vid. M. I. Arriazu, “La Consulta de la Junta Central al País sobre Cortes”, en 
AA. VV., Estudios sobre Cortes de Cádiz. Pamplona, 1967, pp. 15-117. Para los informes principales, vid. M. 
Artola, Los orígenes, ed. cit Tomo II, passim; y los sucesivos volúmenes aparecidos en el entorno del 
Seminario de Historia Moderna de la Universidad de Navarra: Cortes de Cádiz. I. Informes oficiales sobre Cortes. 
Baleares. Estudio preliminar y notas por Federico Suárez. Pamplona, 1967; Cortes de Cádiz. I. Informes oficiales 
sobre Cortes. Valencia y Aragón. Pamplona, 1968; y Cortes de Cádiz. I. Informes oficiales sobre Cortes. Andalucía y 
Extremadura. Pamplona, 1974. Algunos proyectos, surgido al amparo de la Consulta, son recogidos 
asimismo por I. Fernández Sarasola, Proyectos constitucionales en España, ed. cit., pp. 467 ss. (Junta Superior de 
Mallorca), pp. 481 ss. (Juan Bosmeniel y Riesco), y pp. 501 ss. (Obispo y cabildo de Córdoba). 
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contando con ellas144. Son aquellas leyes mencionadas las que recogen los principios, 
pactos, condiciones y deberes entre el jefe del Estado y la Nación, según el parecer del 
obispo de Barbastro, la base sobre la que descansa el edificio de la sociedad y cuya 
inobservancia conduce al despotismo y a la anarquía, en palabras del obispo de Calahorra, 
o las que por sí solas pueden mantener la felicidad pública y de las que depende la 
subsistencia de la Constitución íntegra, dice el obispo de Cartagena145. Así las debe 
declarar el soberano y así ha de actuar el conjunto de la Monarquía de conformidad con 
las Leyes que conforman mínimos políticos inexcusables, verdades indiscutibles, dogmas 
jurídicos irrefutables y por todos aceptados antes de cualquier plan, texto escrito, 
imposición o discusión. De nuevo, estas consideraciones excluyen la viabilidad 
constituyente de las Cortes que se preveían reunir para el año siguiente. Nadie 
consideraba abierta esta posibilidad. Para reforzar este convencimiento y esa forma de 
actuar reivindicada, era preciso volver la vista a la antigua legislación, con las Partidas a la 
cabeza, donde estaba recogido todo lo que conduciría al bien espiritual y temporal de la 
Nación146. A pesar de la cita a la obra alfonsina, se abre paso la idea de que el 

                                                           
144 Cfr. M. Artola, Los orígenes, ed. cit. Tomo II. Arzobispo de Tarragona, pp. 129-130; Obispo de 
Barbastro, pp. 136-1138 y pp. 140-141; Obispo de Calahorra, pp. 143-144; Obispo de Cartagena, pp. 153-
154; Obispo y cabildo de Córdoba, pp. 167 ss.; Obispo de Lérida, pp. 201 ss.; Obispo de Menorca, pp. 
208-209; Obispo de Orihuela, p. 215; Obispo de Teruel, p. 219; Cabildo de Ciudad Rodrigo, p. 236; 
Cabildo de Cuenca, pp. 239-240; Cabildo de Lérida, pp. 253-254 y p. 256; Cabildo de Segorbe, pp. 262-
266; Cabildo de Tarragona, pp. 267-268; Cabildo de Tortosa, pp. 272-273; Audiencia de Galicia, pp. 281-
283; Ayuntamiento de Cádiz, pp. 289 ss.; Ayuntamiento de Córdoba, p. 299; Ayuntamiento de Cartagena, 
p. 300; Ayuntamiento de Granada, pp. 305 ss.; Ayuntamiento de Palma de Mallorca, pp. 314 ss. con su 
“Idea de la Constitución”, en realidad referida a las Cortes; Ayuntamiento de Yecla, pp. 325-326; 
Universidad de Mallorca, p. 329; Junta de Badajoz, pp. 333-335; Junta Superior de Cataluña, pp. 336-337; 
Junta Superior de Córdoba, pp. 338-340; Junta de Mallorca, pp. 342-343; Junta Superior de Mallorca, p. 
349: Miguel Agustín Jarillo, pp. 371 ss.; P. José de la Madre de Dios, p. 394; R. L. de Dou, pp. 400 ss., 
especialmente, pp. 415-417, con invocación del modelo catalán; Fray José de Jesús Muñoz, p. 425; Fray 
José Ríus, pp 432-433; José Sala, pp. 437-438; Barón de Castellet, pp. 444-445, Conde de Sastago, p. 448; 
Pedro Alcántara Corrales, pp. 462-465; Fernando Andrés Benito, pp. 478 ss.; Francisco de Borja 
Meseguer, pp. 496 ss:, Francisco Javier Borrull, p. 506; el ya citado supra Capmany, pp. 512 ss.; Andrés 
Diest de la Torre, p. 539 ss.; Ignacio María de Funes Ulloa, pp. 544 ss.; Manuel Mahamud, pp. 552 ss.; 
Pedro María Ric, pp. 567 ss.; José Manuel Vadillo, pp. 598 ss.; Joaquín de Acosta, p. 608; José Batlle y 
Jover, pp. 609 ss.; Juan Bosmeniel y Riesco, pp. 613 ss.; Manuel Fernández Manrique, pp. 620-621; Juan 
de Gispert, pp. 625-627; Fernando Miguel Huertado, pp. 627 ss.; Pedro Martín Campos, pp. 642-644; y 
Antonio Panadero, pp. 645-646. Cfr. además Cortes de Cádiz. I. Informes oficiales sobre Cortes. Valencia y Aragón, 
ed. cit. Audiencia de Valencia, pp. 36 ss.; Carta-Informe del Obispado de Segorbe, pp. 116-117; Cabildo 
de Orihuela, pp. 126 ss.; y Audiencia de Aragón, pp. 185 ss.; y Cortes de Cádiz. I. Informes oficiales sobre Cortes. 
Andalucía y Extremadura, ed. cit. Universidad de Sevilla, pp. 255 ss.; y Audiencia de Extremadura, pp. 308-
309 

145 Cfr. M. Artola, Los orígenes, ed. cit. Tomo II, pp. 141, 143 y 153, respectivamente. 

146 Enumera esas fuentes donde están depositadas las Leyes Fundamentales el Obispo de Urgell, en M. 
Artola, Los orígenes, ed. cit. Tomo II, pp. 222: Fuero Juzgo, Concilios de Toledo, Capitulares de 
Carlomagno, Partidas, Leyes del Estilo, Ordenamientos, Fueros Generales, la Nueva y la Novísima 
Recopilación, y las Cortes celebradas desde el siglo XI en adelante, si bien sobre todos estos materiales es 
factible sacar lo más útil y necesario, dejando lo perjudicial y superfluo abrogado para memoria de historia, 
y así “formar uno solo [Código] bien distribuido y metódico, breve, conciso y claro, cuyas leyes no tengan 
más palabras que las que son menester para establecer y mandar como conviene a la soberanía y a la 
majestad de la Ley”, esto es, “desmochando, quitando, abrogando, derogando y subrogando lo que 
conviene, no a reinos y provincias, sino a un reino solo y unido a ellas, no a muchas coronas, sino a una, ni 
a muchas familias, sino a la España, y acomodarlo en cuerpo y alma al carácter de la nación, a su genio, a 
sus costumbres de segunda naturaleza, a sus honestas inclinaciones, a su industria, y estímulos de trabajar, 
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castellanocentrismo no es operativo y no responde con exactitud a la confluencia de 
tradiciones que se han vivido en los reinos peninsulares tan heterogéneos entre si, no 
obstante compartir una trayectoria común de varios siglos: España es un Monarquía 
compleja y plural, y muchos son los cuerpos jurídicos a los que se deberá atender con el 
fin de rastrear y hallar esas leyes capitales y esenciales. No se debe tocar, pues, nada, no se 
debe revisar en profundidad ningún precepto o instituto, sino proclamar y postular la 
vuelta al pasado y recuperar lo que ese pasado ofrece como garantía de presente y de 
futuro. El obispo y cabildo cordobeses lo dicen con suma y meridiana claridad: se debe 
seguir el plan que “menos se desvíe de nuestra antigua y moderada legislación, y así ésta prestará a 
nuestra obra la solidez y el ornato que prestarían a un arquitecto los grandiosos fragmentos de un edificio 
antiguo”147. No menos diáfana es la opinión del cabildo de Lérida, cuyos verbos denotan 
este sentido de vuelta al pasado: hay que “resucitar” las Constituciones o Leyes 
Fundamentales de la Monarquía de España, “recobrar” los derechos de que ha sido 
despojada por la violencia del poder, y “reintegrar” la Real Hacienda148. El Ayuntamiento 
de Granada habla de “restauración o reforma de nuestra Constitución”, puesto que las novedades 
siempre han provocado recelo por peligrosas149. La Junta de Badajoz proclama la 
necesidad de “reengendrar” el modelo político150. Con mayor detalle y contundente 
argumentación se pronuncian las Audiencias de Valencia y de Aragón151. Hay alguna 

                                                                                                                                                                                     
a los productos y tributos de su suelo y de su comercio, al espíritu de su honradez y nobleza, a la seguridad 
de sus propiedades y derechos personales y familiares, a la mejor administración de justicia, que lo será 
cuanto más expedita, pronta y menos costosa sea, y cuanto más bien escogidos sean los que por mayor y 
por menor han de administrarla; al derecho público de adentro y al de gentes y político de afuera; a las 
influencias de su clima y riqueza de su tierra; y a la obediencia de la ley, que es la verdadera obediencia y 
amor al rey, y la verdadera libertad de los vasallos, que lejos de ser siervos del rey, son más libres en 
obedecer a la ley (…). Fundida, purgada y acrisolada que sea diestramente la legislación inmensa de 
España en sus cuatro estados y formado el código de sus leyes fundamentales antiguas y modernas, y 
nuevas que puedan resultar de las Cortes para no volver a caer la Monarquía en tantos males y afianzar 
para lo futuro grandes bienes”. Para el Ayuntamiento de Palma, en ibidem, p. 317, tales Leyes se refieren a 
las facultades del soberano para con sus vasallos y las relativas a cada ramo del Estado. Pedro Alcántara 
Corrales, en ibidem, p. 465, añade, por su parte, que “los cuerpos de nuestra legislación son el Fuero Juzgo, 
el Viejo de Castilla, el Real, las leyes de Partida, las del Estilo, el Ordenamiento Real, el de Alcalá, la Nueva 
Recopilación, la Novísima y Pragmáticas. A ellos han de agregarse los diversos fueros particulares que se 
concedieron a ciertas ciudades y pueblos y los que por privilegios rigen en Aragón, Navarra, Cataluña y 
Señorío de Vizcaya. Y de todos, ¿qué dificultad hay de componer un código breve, claro y sencillo que 
contenga todo lo que puede desearse? ¿Halló acaso Teodosio y después Justiniano alguna insuperable en la 
redacción de los suyos?”. Enumeración similar formula la Audiencia de Valencia, en Cortes de Cádiz. I. 
Informes oficiales sobre Cortes. Valencia y Aragón, ed. cit., pp. 45-48. 

147 Cfr. M. Artola, Los orígenes, ed. cit. Tomo II, p. 170; y Cortes de Cádiz. I. Informes oficiales sobre Cortes. 
Andalucía y Extremadura, ed. cit., p. 226. 

148 Cfr. M. Artola, Los orígenes, ed. cit. Tomo II, pp. 253-254. 

149 Cfr. M. Artola, Los orígenes, ed. cit. Tomo II, p. 311; y Cortes de Cádiz. I. Informes oficiales sobre Cortes. 
Andalucía y Extremadura, ed. cit., p. 198. 

150 Cfr. M. Artola, Los orígenes, ed. cit. Tomo II, p. 333; y Cortes de Cádiz. I. Informes oficiales sobre Cortes. 
Andalucía y Extremadura, ed. cit., p. 294. 

151 Cfr. Cortes de Cádiz. I. Informes oficiales sobre Cortes. Valencia y Aragón, ed. cit. Audiencia de Valencia, pp. 36 
ss., en donde se leen pasajes tan claros en este sentido apuntado en el texto: la “obligación de restablecer 
aquellas saludables instituciones que en tiempos más felices hicieron la prosperidad y la fuerza del 
Estado”; “meditar las reformas que deben hacerse en nuestra administración, asegurándolas en las Leyes 
Fundamentales de la Monarquía, que solas pueden consolidarlas”; o “descubrir nuestra Constitución 
fundamental”; y, en sentido no del todo análogo, Audiencia de Aragón, pp. 185-187. 
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excepción, mínima por otro lado, donde aparece una crítica abierta a la Constitución que 
nos ha conducido hacia tal estado de postración152. Pero el tópico está lo bastante 
asentado para admitir una cierta unanimidad doctrinal respecto a los pasos que debían 
darse de inmediato de cara a la reparación de la Monarquía y de su Constitución. Hay que 
recuperar ésta pues se sabe dónde está depositada, formularla, clarificarla de suerte tal que 
no quepan imprecisiones o dudas interpretativas, resquicios por donde se ha filtrado el 
demonio de la discordia y de la cizaña a través de una hermenéutica que ha deformado 
contenidos que debían ser notorios, evidentes y nítidos. Hay que poner en claro esos 
textos antiguos con alguna adaptación o adición a los tiempos excepcionales de toda 
punto que se están viviendo. Con todo eso, la Monarquía recuperará su vitalidad. La 
Constitución y sus Leyes están dispersas en varios textos, textos además redactados en 
lenguaje de otros tiempos. Hay que depurar, pues, tales escritos y traducirlos al lenguaje 
moderno. A lo sumo y como mucho, se admite una nueva ordenación o sistemática de 
todo el caudal jurídico pretérito. Otro tópico relacionado con el anterior: la revisión o 
reordenación formal, pero no más allá de ese aspecto externo. Ambos elementos están 
entrelazados. El orden, la buena disposición de las normas fundamentales, es la garantía 
del cumplido conocimiento de ese espíritu constitucional pasado y ese conocimiento se 
plantea como la solución a las crisis excepcionales que se están viviendo. Hay que 
recuperar el pulso constitucional ancestral y eso solamente se puede efectuar mediante 
una simplificación de las normas que facilite su difusión y así su general conocimiento, 
provocando la eclosión de un sentir plenamente constitucional que conduzca a una 
identificación entre Monarquía, Nación y Constitución. Hay que sacar la Constitución de 
las sombras y del silencio, darle luz y pronunciarla abiertamente. Ésa es la idea de Código 
que se postula: una recopilación, como las ya existentes en Castilla y en otros territorios, 
una compilación acumulativa y sedimentaria de fragmentos procedentes de todo tiempo, 
lugar y monarca, con un mejor método, con mayor orden y más concierto, pero sin 
efectuar ninguna operación de revisión del material jurídico subyacente, convalidado por 
el simple paso del tiempo que se impone al legislador hodierno. Sistema, método, orden, 
pero no Derecho nuevo, ni siquiera posibilidad de alterar el Derecho viejo más que de 
forma prudente, tangencial y nunca global: se hablará de un cuerpo exacto de Derecho, 
libre en un todo de partes heterogéneas, un nuevo y completo Código español, inspirado 
en las Partidas, código de pocas y sabias leyes, claras e inteligibles, una colección clara, 
sucinta y comprensiva de todas las Leyes Fundamentales del Reino, llamada por eso 
Constitución, Código o Instituciones de España e Indias, que sea precisa pauta y única regla de 
jueces y letrados153. Allí se pueden hallar instituciones que conviene recuperar, como 
sucede con las Cortes, concebidas no como innovación, sino como depósito de las 
esencias de un gobierno moderado, capaz de administrar ese legado jurídico pasado, 
imponiendo leyes nuevas o alterando decretos, cédulas reales o pragmáticas sanciones, o 

                                                           
152 Cfr. M. Artola, Los orígenes, ed. cit. Tomo II, pp. 358 ss., correspondiente a la Junta de Trujillo. 

153 Cfr. M. Artola, Los orígenes, ed. cit. Tomo II. Obispo de Albarracín, pp. 132-133; Obispo de Calahorra, 
p. 144; Obispo de Cartagena, pp. 158-159; Obispo de Cuenca, pp. 198-199; Obispo de Lérida, pp. 206-
207; Obispo de Orihuela, p. 218; Cabildo de Ciudad Rodrigo, pp. 236-237; Cabildo de Segorbe, p. 266; 
Cabildo de Tarragona, pp. 268-269; Cabildo de Tortosa, pp. 273-274; Audiencia de Galicia, pp. 283-284; 
Ayuntamiento de Cádiz, pp. 287-289; Ayuntamiento de Cartagena, p. 302; Ayuntamiento de Palma de 
Mallorca, p. 319-322; Ayuntamiento de Yecla, p. 326; Universidad de Mallorca, p. 329; R. L. de Dou, p. 
420; Fray José de Jesús Muñoz, pp. 430-432; José Sala, pp. 438-439; Barón de Castellet, pp. 445-446; 
Pedro Alcántara Corrales, pp. 466 ss.; Francisco Javier Borrull, p. 507; José Solsona, p. 572; Manuel 
Fernández Manrique, p. 621; y Antonio Panadero, pp. 646 ss. 
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bien con un Consejo Real en el que, como decía el obispo de Urgell, se radique “el 
inviolable y sagrado depósito de las leyes fundamentales diferidas y recopiladas en su código para 
observarlas y hacerlas observar, guardar y ejecutar con autoridad suprema real y nacional irresistible, para 
declarar auténticamente el espíritu y verdadero sentido de ellas en los casos oscuros o dudosos que por 
modos, formas y circunstancias puedan ocurrir”154. De esta forma, la Nación por medio de sus 
cuerpos intelectuales más significados pensaba que esas Cortes en formación, unas Cortes 
en absoluto de factura constituyente, sino reconstituyente como se ha podido exponer 
alto y claro, tenían que presuponer (o partir en sus trabajos revisores, nunca fundadores, 
de) la comparecencia de Leyes Fundamentales ya existentes, que, no obstante lo anterior, 
podían ser ajustadas a los nuevos tiempos con añadidos, enmiendas o mejoras mínimas, y 
tenían así la capacidad de ordenar, a partir de los textos antiguos, medievales y modernos, 
todo este material constitucional pretérito. Ésa es la tarea que se les va a conferir y con 
arreglo a la cual debían de actuar. 

 
De nuevo, el lenguaje que se explicita en estas opiniones nos remite a la idea de 

reforma y a la idea de unas perennes Leyes Fundamentales que han de ser aseguradas con 
mayor firmeza para eludir inestabilidades futuras. El motivo tópico es constante y está 
presente en toda la documentación, sin prácticamente excepción alguna, lo que dice 
mucho acerca del arraigo profundo de esta idea capital que nos pone de manifiesto la 
existencia de un sentimiento constitucional tradicional, traducido en el convencimiento de 
que hay una Constitución y de que se sabe, más o menos, dónde está depositada. La 
cuestión y así lo expresaba el Decreto de 1809, no era ésta, sino precisar qué era lo que se 
tenía que hacer con la tal Constitución en tanto en cuanto que recipiente que condensaba 
las antiguas Leyes Fundamentales, una vez que todas éstas fuesen perfectamente 
delimitadas e identificadas. Estaba clara la imposibilidad de la revolución por esos anclajes 
que impedían de todo punto la eclosión de aquélla, la subversión total del orden político, 
mediante una hábil neutralización del único sujeto que estaba capacitado para que tal 
inversión pudiera germinar, pero los críticos acontecimientos que se estaban viviendo 
excluían asimismo cualquier posibilidad de inmovilismo155. Era precisa una vía intermedia 
y se va a encontrar ésta en la reforma pausada, meditada, consensuada, siempre con un 
horizonte indisponible e irrenunciable que conformaba la genética de la Nación. Había 

                                                           
154 Cfr. M. Artola, Los orígenes, ed. cit. Tomo II, pp. 224-225. 

155 El cual contaba también con sus partidarios, para los cuales, vid. F. Tomás y Valiente, “El arzobispo de 
Santiago y las Cortes de 1810”, en Homenaje al Profesor Alfonso García-Gallo. Madrid, 1996. Tomo II, 
volumen 2, pp. 385-435 (= también en Constitución, ed. cit., pp. 47-98; y en Obras Completas, ed. cit. Tomo 
III, pp. 2.503 ss.), con la contundente afirmación del prelado gallego, en pp. 413 y 435: “Queremos, en 
una palabra, que ahora y en adelante seamos lo que hemos sido antes”; o el caso más flagrante del obispo 
de Orense y presidente de la Regencia, Pedro Quintano y Quevedo, en su Manifiesto del obispo de Orense á la 
Nacion española. Reimpresión. Valencia, 1814, con abundante material documental y explicativo, tanto del 
obispo como de la otra parte interesada, las Cortes, y, más específicamente, p. 13: “No ha sido formado 
para crear nuevas formas de gobierno ó hacer nueva constitucion; sino para restablecer la antigua dando 
vigor á leyes antiquadas que convenga renovar, para hacer en las que rijen la variación que en alguna de 
ellas pide la necesidad y el bien común de la Nacion, para aclarar y añadir algunas otras por el mismo fin y 
motivo”; y p. 71: “Y exigiéndosele un juramento de guardar, y hacer guardar una Constitucion que estimó, 
y estima formada sin la autoridad, representación y sanción necesarias; y que contraria al título que lleva á 
juicio del Obispo antes que Constitucion, es destitución de la Monarquia española, y un trastorno de su 
antigua y verdadera Constitucion sin atencion á leyes canónicas ó civiles”. También pp. 72 ss., en la misma 
línea argumentativa. La fecha originaria del Manifiesto es, como se indica en p. 83, el 21 de abril de 1813. 
Para todas estas cuestiones, vid. ahora J. Lasarte, Las Cortes de Cádiz, ed. cit., pp. 105 ss. 
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que hacer algo y había que hacerlo en relación a esas Leyes Fundamentales de corte 
constitucional. Si aquéllas habían fallado, era preciso corregirlas. Si eran insuficientes, era 
preciso completarlas. Si estaban inadaptadas o eran poco adecuadas a las circunstancias de 
espacio y tiempo, era menester adaptarlas a la realidad cambiante. Se necesitaban ajustes 
que permitiesen que la Constitución siguiese funcionando, pero admitiendo, en su 
integridad y en sus caracteres esenciales, esa misma Constitución de la que se partía, sin 
desfigurarla o desdibujarla, lo cual sólo podía ser ejecutado si se respetaba el pulso 
histórico patrio, aquellas leyes “sentadas sobre bases eternas e indestructibles”156. 

 
4.5. Los siguientes pasos no van a diferir en esencia de este guión conceptualmente 

trazado. Seguimos con hechos ya conocidos y no vamos a detenernos en detalles. La 
Comisión de Cortes, con sus cinco miembros originarios (el arzobispo de Laodicea, 
Jovellanos, Riquelme, Caro y Castanedo, con Abella y Polo de Alcocer como secretarios), 
comienza su actuación en el mes de junio de 1809, dirigida a materializar la reunión de las 
Cortes ansiadas, para lo cual debía ir resolviendo todas las dudas (que eran muchas) 
relativas al sistema electoral (con especialidades e instrucciones específicas para ciertos 
territorios, como Baleares, Galicia y Asturias), a la tipología de los diputados (propietarios 
y suplentes), a la cuestión de América y su especial tratamiento, a la clase de Cortes 
requeridas y demás cuestiones implicadas. Lo hará con cierta solvencia157. En efecto, la 
Comisión de Cortes es la que acaba por determinar cómo serían aquellas Cortes en 
proceso de formación y cómo se constituirían, si bien la premura de los tiempos y 
presiones varias acabaron por frustrar el propósito inicial del bicameralismo y la 
subsiguiente estamentalización social, tan del gusto británico. La tarea no era fácil a causa 
del olvido constitucional de tantos años. De nuevo, el recurso a la antigua Constitución 
olvidada. Pero el ambiente sevillano (pues a Sevilla se había trasladado la Junta Central a 
mediados de diciembre de 1808, huyendo del ejército francés), de plena efervescencia 
intelectual, con una fuerte opinión pública, dotada de revistas, diarios y semanarios de 
todo tipo e ideología, podía suplir esa insuficiencia centenaria y señalar caminos a recorrer 
de inmediato, caminos trufados de Liberalismo more hispánico, pero sin excesos158. Para 

                                                           
156 Como propugna, a modo de ejemplo, A. De Capmany, Centinela contra franceses. Edición, con 
introducción, notas y apéndices documentales de Françoise Étienvre. Madrid, 2008. [Primera Parte], pp. 
15, 18-19 y 43, sin escatimar críticas al reformismo napoleónico en [Primera Parte], pp. 48-51; y [Parte 
Segunda], p. 73. 

157 Cfr. F. Suárez, El proceso de la convocatoria de Cortes, ed. cit., pp.133 ss. El 22 de junio de 1809, Caro y 
Riquelme, rivales de Jovellanos, afirmaban que el principal y más importante objeto de la convocatoria de 
las Cortes era restablecer “en su antiguo uso nuestras leyes fundamentales, y hacer en ellas las adiciones y 
mejoras que son absolutamente necesarias para que en lo sucesivo estén á cubierto de toda usurpación y 
violencia los sagrados é imprescriptibles derechos del pueblo español” para lo cual reivindicaban “una 
verdadera representación nacional”. Desde otro punto de vista, radicalmente opuesto, Sebastián de Jocano 
admitía las Cortes, pero entendía que no podían actuar en contra de esos pilares básicos: la defensa y 
conservación de la religión, la patria, el rey, la independencia de toda potencia extranjera, la Constitución, 
leyes y costumbres. Su dictamen tiene fecha de 21 de julio de 1809. El conde de Tilly adopta una posición 
intermedia, pero abiertamente reformista. Cfr. Derecho parlamentario español, ed. cit. Tomo I, pp. 480, 486 y 
487-492, respectivamente. 

158 Vid. R. Rico Linaje, “Constitución, Cortes y opinión pública: Sevilla, 1809”, en Anuario de Historia del 
Derecho Español, nº. LXVII (1997). Vol. I (Homenaje a Francisco Tomás y Valiente), pp. 799-819. Es el tiempo 
también de Suggestions on the Cortes, de John Allen (London, 15 de septiembre de 1809), documento de una 
indudable influencia en los subsiguiente debates constitucionales. Vid. el texto en M. Moreno Alonso, 
“Sugerencias inglesas para unas Cortes españolas”, en Materiales para el estudio de la Constitución de 1812. 
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cumplir con todo esto y en una labor de asesoramiento constante, la Comisión referida se 
va a acompañar de una serie de Juntas auxiliares, creadas a partir del mes de agosto de 
1809, llamadas a diseñar los aspectos formales y materiales de la acción de las futuras 
Cortes159. La más importante para nuestros propósitos es la Junta de Legislación, 
integrada por Riquelme, como presidente, Manuel de Lardizábal, el conde del Pinar, José 
Pablo Valiente, Antonio Ranz Romanillos, Alejandro Dolarea, José María Blanco White 
(de inmediato reemplazado por Antonio Porcel) y Agustín de Argüelles, como secretario 
con voz y voto, creada el 27 de septiembre de 1809, en funcionamiento desde el 4 de 
octubre y concluida el 19 de enero de 1810, casi al mismo tiempo que la Junta Central 
desaparecía160. Para esta Junta, redacta Jovellanos, sin ser miembro de ella, una famosa 
Instrucción en donde se exponían cuál debía ser su actividad en el futuro, como ya se 
indicado previamente161. Tal texto, revelador como el que más del pensamiento 

                                                                                                                                                                                     
Edición al cuidado de Juan Cano Bueso. Madrid, 1989, pp. 499-520; F. Tomás y Valiente, “Las Cortes de 
España en 1809, según un folleto bilingüe cuya autoría hay que atribuir a un triángulo compuesto por un 
lord inglés, un ilustrado español y un joven médico llamado John Allen”, en A. Iglesia Ferreirós (ed.), 
Estat, dret i societat al segle XIII. Homenatge al Prof. Josep M. Gay i Escoda. Barcelona, 1996, pp. 753-815 (= 
Obras Completas, ed. cit. Tomo V, pp. 4.717 ss.); y en I. Fernández Sarasola, Proyectos constitucionales en 
España, ed. cit., pp. 587 ss. 

159 Cfr. F. Suárez, El proceso de la convocatoria de Cortes, ed. cit., pp. 185 ss. Se trata de la Junta de Ordenación 
y Redacción, la de Medios y Recursos, la de Hacienda, la de Instrucción Pública, la de Materias 
Eclesiásticas, la de Ceremonial y la de Legislación. 

160 Su actuación es explicada con detenimiento por F. Tomás y Valiente, “Génesis de la Constitución de 
1812”, cit., pp. 76 ss. Los acuerdos de la Junta de Legislación son publicados por el mismo, pp. 103-125 
(por donde citamos). Cfr. también en I. Fernández Sarasola, Proyectos constitucionales en España, ed. cit., pp. 
643 ss. 

161 Cfr, la “Instrucción de la Junta de Legislación (finales de septiembre de 1809)”, en Obras Completas, ed. 
cit. Tomo XI, pp. 263-270, y demás referencias citadas supra nota nº 111. Consecuencia, casi simultánea, 
de esto es la Memoria relativa a la Instrucción de la Comisión de Cortes referente a la formación de un sistema general de 
Hacienda, de 30 de octubre de 1809, en M. Artola – R. Flaquer Montequí, II. La Constitución de 1812, ed. cit., 
pp. 290-292, donde se habla del carácter políticamente esencial de las Cortes y del gobierno monárquico 
moderado. No muy distinto es el parecer de la Junta de Ceremonial, de 5 de diciembre de 1809, o el ya 
citado del Consejo de España e Indias, de 22 de diciembre de 1809. Cfr. Derecho parlamentario español, ed. 
cit. Tomo I, pp. 539-544 y pp. 549-566 (= también en M. Artola – R. Flaquer Montequí, II. La Constitución 
de 1812, ed. cit., pp. 227-230 y 231-242, respectivamente). La primera afirmaba con rotundidad: “¡Qué 
dulce placer el de trabajar en la reparación del augusto edificio de nuestra Constitución, socavado ya por el 
tiempo y por los continuos embates de quantos han tenido interés en arruinarlo!”. La respuesta de la 
Comisión de Cortes, el 18 de diciembre de 1809, incide en esta línea, en Derecho parlamentario español, ed. cit. 
Tomo I, p. 547: “Dirijamos, pues, todo nuestro empeño, y sea nuestro principal conato afianzar la 
Constitución monárquica sobre bases sólidas, de modo que al Rey le quede asegurada su dignidad y 
prerogativa real, expedito y libre su poder, al clero y nobleza confirmada su existencia política, enlazándola 
con la del pueblo, y formando de todas un apoyo en que se sostengan firme y poderosamente los derechos 
imprescriptibles del pueblo mismo”. Por su parte, ese nuevo Consejo, como ya ha visto supra nota nº. 137, 
propugnaba “el sostener con celo y fidelidad la conservación de la religión y de la Patria, y los derechos del 
Monarca, que ha jurado con la obediencia á las leyes, y loables costumbres de la Nacion, mientras que por 
la autoridad legítima no se hagan otras”, “se deberá tratar, resolver, y executar una Constitucion conforme 
á nuestras Leyes fundamentales con las mejoras, enmiendas, y adicciones que en lo posible la 
perfeccionen, mas no la destruyan”, sin concesiones a Francia, ya que “debe, pues, conservarse nuestra 
constitucion religiosamente, meditando con prudencia aquellas precauciones que sin trastornarla la hagan 
más sólida, más robusta y más firme contra los abusos é influxos de los privados iniquos que rodean á los 
Soberanos y se aprovechan de su bondad ó imbecilidad para oprimir á los vasallos”. En idéntico sentido, 
vid. el Dictamen de la Comisión de Cortes, de 8 de enero de 1809, en Derecho parlamentario español, ed. cit. Tomo 
I, pp. 590-599; y en M. Artola – R. Flaquer Montequí, II. La Constitución de 1812, ed. cit., pp. 254-260. Y lo 
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constitucional del ilustrado asturiano, planteaba una primera ordenación en bloques 
generales de aquellas Leyes Fundamentales de las que todos hablaban, ninguno había visto 
y que ya comenzaban a vislumbrarse por parte de los hombres públicos del momento a 
fin de resolver una enigma de siglos. Al mismo tiempo que daba ese esquema 
organizativo, se procedía a determinar el modo de comportarse que habrían de tener las 
Cortes, es decir, qué deberían hacer en relación con todas estas Leyes Fundamentales, 
cómo conducirse con aquéllas. La Junta era la que tendría por objeto dar respuesta a esa 
cuestión planteada en la Consulta: “meditar las mejoras que pueda recibir nuestra legislación, así en 
las leyes fundamentales como en las positivas del reino y proponer los medios de asegurar su observancia”. 
Dos campos de actuación se abren para sus miembros: primeramente, el que ahora 
interesa y el que jerárquicamente presenta una superior relevancia, el de las leyes así 
llamadas “fundamentales”; en segundo lugar y en estrecha relación con el anterior, se 
ocuparán de las “leyes positivas”, integrantes ambas de un mismo sistema de legislación, 
pero con gradaciones: las primeras servirán de base a las segundas, “las cuales nunca pueden 
ser convenientes a una nación si repugnaren o desdijeren de la constitución que haya adoptado”. Las 
fundamentales integran o forman la Constitución. De ahí derivan todas las demás, las que 
conforman un Código legal, las positivas, entre las que descuellan las civiles, las 
criminales, las de policía interior y las mercantiles. Prescindamos ahora de éstas. 
Centrémonos en lo que se tiene que hacer con las Leyes Fundamentales. Y lo que se tiene 
que hacer es muy sencillo y responde al convencimiento ya expresado por la Nación en 
los meses anteriores: hay que reunir tales Leyes, conforme a una primera ordenación que 
aglutina cinco campos o ámbitos. Reunir y ordenar es el primera paso para clarificar el 
panorama constitucional existente y quebrado, indefenso y roto. Los rubros que califican 
a esas citadas leyes, es decir, las leyes propiamente fundamentales o constitucionales, son 
las que se refieren a los derechos del soberano; las que se refieren a los derechos de la 
Nación “considerada como cuerpo social”; las relativas a sus individuos como miembros y 
partes constituyentes de la sociedad española; las que determinan la esencia y la forma del 
gobierno; y las que pertenecen al “derecho público interior de España”. Sobre esta primera 
delimitación de la materia constitucional, se añaden una serie de pautas de actuación: 
reunidas y ordenadas, la Junta debe examinar y proponer los medios indispensables que 
aseguren su observancia, tanto frente al poder arbitrario ejercitado sobre los derechos de 
la Nación y de sus miembros, como frente a los ataques a los “derechos legítimos de la 
soberanía”. Hay que proteger a todos los elementos de esa ecuación constitucional por 
igual y sin excepciones de ninguna clase. Con esto, se consiguen afirmar derechos y 
afirmar mecanismos para la tutela de tales derechos. La tarea de la Junta ha de 
completarse con dos acciones ulteriores y remotas, eventualmente necesarias, pero que 
pueden no darse: exégesis y renovación. Puede suceder, y así lo contempla Jovellanos, que 
alguna de esas leyes referidas precisase de aclaración o de “declaración”, por todo lo cual la 
Junta ha de proceder a esas labores hermenéuticas. Del mismo modo, si se tiene 
constancia de la necesidad de alguna nueva ley de este tipo, en orden a la perfección del 
sistema de nuestra Constitución, se hará saber. Tal acción innovadora, aceptada si se 
quiere a regañadientes por el asturiano, sin embargo, de inmediato ve garantizada la 
tranquilidad de aquél al ser cercenada o condicionada en cuanto a su extensión por dos 
barreras que cortan de raíz cualquier inquietud revolucionaria: las leyes así propuestas, las 
nuevas Leyes Fundamentales que se acepten, han de ser “conformes al espíritu de las ya 
                                                                                                                                                                                     
mismo podemos decir del Manifiesto de la Junta Central, de 28 de octubre de 1809, de nuevo en M. 
Fernández Martín, Derecho parlamentario español, ed. cit. Tomo II, pp. 562-570. 
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establecidas”, para eludir disonancias, y, al mismo tiempo, debe ser “pocas y claras para que su 
observancia sea más segura”. La uniformidad es el reclamo final que expone Jovellanos en 
relación a esa labor constitucional, tanto en el gobierno interior de los pueblos y 
provincias como en las obligaciones y derechos de sus respectivos habitantes. 

 
El plan de vuelo estaba, pues, trazado, y trazado de una forma inequívoca. Esa Junta 

de Legislación tenía como cometido fundamental hacer lo que se echaba en falta en el 
panorama constitucional y que tantas veces ha sido indicado en estas páginas: determinar 
cuáles eran expresamente esas Leyes Fundamentales de las que tanto se hablaba, es decir, 
buscar en los principales cuerpos de nuestro Derecho patrio cuáles eran los preceptos 
exactos a los que se podía otorgar el calificativo de fundamentales y obrar en consecuencia la 
reconstrucción de la Monarquía dentro del más exquisito respeto a la ortodoxia, esto es, 
ordenando, asegurando, explicando y completando. En ningún caso, se debía innovar, 
subvertir, cambiar a la ligera, desplazar o suplantar el tradicional espíritu constitucional 
que España había logrado atesorar a lo largo de su milenaria existencia. Ése no era el 
objetivo en ninguno de los casos. La labor de esta Junta queda explicitada en el trabajo 
final de Antonio Ranz Romanillos, ambiguo personaje que tiene protagonismo antes, 
durante y después de las Cortes de Cádiz, a quien se le debe la autoría más que probable 
del Proyecto de Constitución sobre el que trabajará la Comisión de Constitución en 
tiempos gaditanos, cuestión que se retomará más adelante. La Constitución histórica 
había, pues, aparecido y se habían expresado sus normas esenciales. Diversos acuerdos de 
la Junta van avanzando soluciones en clave constitucional pretérita a medida que se 
investigaba y se leían textos antiguos162. Pero nos interesa, sobremanera, el Acuerdo de la 
Junta correspondiente a la Sesión de 10 de diciembre de 1809, en donde figura como 
elemento adjunto un informe de Ranz Romanillos, de nueve folios, en el que se detallan 
cuáles era, por fin, aquellas Leyes Fundamentales, en la senda indicada por Jovellanos, 
aunque con algunos cambios no del todo neutrales o pacíficos, y con algunas 
observaciones de no escaso interés163. El cambio de orden más relevante se refiere a la 
inserción, en primer lugar, a diferencia del criterio de Jovellanos, de las cuestiones 
atinentes a los derechos de la Nación, manifestación palmaria de la relevancia que como 
sujeto político estaba adquiriendo, no en virtud de una pretendida superioridad política, 
sino por las circunstancias del momento con un monarca ausente y una Nación que se ve 
obligada a hacerlo todo en soledad y sin el concurso de aquél. Siguen los derechos del Rey 
y se culmina con los de los Individuos. El elenco de fuentes manejadas es el ya insinuado 

                                                           
162 Así, 5º Acuerdo (Sesión de 29 de octubre de 1809); 6º Acuerdo (Sesión de 5 de noviembre de 1809), 
con Apéndice firmado por Antonio Ranz Romanillos, planteando varias dudas a resolver por la Junta en 
orden a recuperar la observancia y asegurar la ejecución de las Leyes Fundamentales; 13º Acuerdo (Sesión 
de 15 de diciembre de 1809); 15º Acuerdo (Sesión de 17 de diciembre de 1809); 16º Acuerdo (Sesión de 29 
de diciembre de 1809); 17º Acuerdo (Sesión de 31 de diciembre de 1809); 18º Acuerdo (Sesión de 5 de 
enero de 1810); y 19º Acuerdo (Sesión de 7 de enero de 1810). Cfr. F. Tomás y Valiente, “Génesis de la 
Constitución de 1812”, cit., pp. 108, 109-110, 120, 120-121, 121-122, 122-123, 123 y 123-124, 
respectivamente. 

163 12º Acuerdo (Sesión de 10 de diciembre de 1809). Cfr. F. Tomás y Valiente, “Génesis de la 
Constitución de 1812”, cit., pp. 113-118. También publican esta Reunión de las leyes fundamentales de la 
Monarquía Española clasificadas por el método que prescribe la Instrucción formada por la Comisión de Cortes para 
arreglar y dirigir los trabajos de la Junta de Legislación en los párrafos 7º. y 9º, S. M. Coronas González, “Las Leyes 
Fundamentales del Antiguo Régimen”, cit., pp. 213-218 (= Estudios de Historia del Derecho Público, ed. cit., 
pp. 311-321); e I. Fernández Sarasola, Proyectos constitucionales en España, ed. cit., pp. 664-673. 
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por algunos de los autores de la Consulta. Era lo que ya se preveía o se intuía desde, por lo 
menos, la anterior centuria cuando la Ilustración hispánica había lanzado a sus pensadores 
y políticos a la captura de esa vieja Constitución. Se trataba de textos históricos no en el 
sentido de anticuados u obsoletos, sino en el sentido de productos de la Historia y, como 
tales, plenos de valor, de vigencia, de continuidad ininterrumpida: Fuero Juzgo, Fuero Viejo, 
Fuero Real, Partidas, Ordenamiento de Alcalá, Ordenamiento Real, Nueva Recopilación, Autos 
Acordados, esto es, los principales cuerpos normativos del Derecho castellano-leonés desde 
época visigoda hasta los momentos más recientes. Se extractan de todos ellos leyes, 
pasajes y fragmentos, leídos con marcada óptica política, finalizando con dos notas o 
indicaciones finales. En la última de ellas, se reivindica el papel de las Cortes como órgano 
legislativo a partir de algunos testimonios antiguos. No era más que la forma de justificar 
la directa acción normativa que las Cortes gaditanas iban a iniciar de inmediato y su 
perfecta congruencia, pues, con la situación que en ese instante se procedía a inaugurar. 
La primera de las notas rebaja el castellanocentrismo manifiesto: si bien se han recogido 
las Leyes Fundamentales de la Monarquía “separadas en las diferentes cuerpos de la Legislación de 
los Reynos de Castilla” con el objeto de poner de manifiesto el carácter templado del 
gobierno monárquico, no es menos cierto que hay otros ejemplos constitucionales 
igualmente moderados, como el de los diferentes reinos de la Corona de Aragón o el de 
Navarra (vigente y actuante en el momento en que escribe Ranz Romanillos), “mas como 
esto es tan sabido de todos, no se ha tenido por conveniente agregar a esta reunión sus leyes y fueros 
particulares, además de que hubiera sido obra inmensa”. Desde ese instante, se puede decir que 
queda perfectamente clarificada la anciana Constitución y sobre ella, sobre su rastro y 
sobre sus restos, es donde tendrían que operar las Cortes Generales y Extraordinarias. Las 
sucesivas convocatorias que salen de Sevilla en el mes de enero de 1810 caminan en esta 
línea y ésa es la misión a la que van a estar llamados los diputados164. 

 
La fecha prevista para reunir las Cortes (el 1 de marzo de 1810 de conformidad con un 

Decreto de 28 de octubre de 1809, publicado el 27 de noviembre siguiente por medio de 
Real Cédula expedida por el Consejo Supremo de España e Indias) es imposible de 
respetar, dado el trabajo todavía pendiente, las materias a resolver y las dudas acuciantes, 
por lo que se pospone sine die la apertura. La marcha de la guerra tampoco es beneficiosa 
para las autoridades juntistas que apenas pueden presentar en su haber victorias relevantes 
que insuflen un poco de optimismo, esperanza y ánimos, tanto a sus partidarios como a 
sus numerosos enemigos y opositores. La llegada de las tropas francesas a Andalucía 
fuerza una nueva marcha desde Sevilla hacia Cádiz de todo el organigrama institucional. 
Será el último desplazamiento y la estocada final a esta etapa de gobierno. Acosada por 

                                                           
164 Cfr. Derecho parlamentario español, ed. cit. Tomo II. Convocatoria para las Juntas Superiores, p. 571 Convocatoria 
para las ciudades con voto en Cortes, p. 572; Convocatoria para los Diputados de provincia, p. 573; y Convocatoria é 
intrucción especial para las elecciones por Canarias, p. 591, todas ellas del 1 de enero de 1810: las Cortes se 
reunirán para proteger la religión, para procurar la libertad del rey, para avanzar en la finalización de la 
guerra, y, sobre todo, “para restablecer y mejorar la Constitución fundamental de mis Reinos, en la cual se 
afiancen los derechos de Mi soberanía y las libertades de mis amados vasallos, y finalmente para resolver y 
determinar todos los asuntos que deben serlo en Córtes generales”. En la Instrucción que deberá observarse para 
la elección de Diputados de Córtes, de la misma fecha, en ibidem, p. 574, se habla de “restablecer y mejorar una 
Constitución que sea digna de la Nacion española” (= también en M. Artola – R. Flaquer Montequí, II. La 
Constitución de 1812, ed. cit., pp. 242 ss.). En la Instrucción para las elecciones por América y Asia, de 14 de 
febrero de 1810, en ibidem, p. 599, se dice que el objetivo de las Cortes es “la restauración y recomposición 
de la Monarquía”. 
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toda suerte de hostilidades y fracasada en el aspecto bélico, la Junta Central decide auto-
disolverse y nombrar en su lugar, con plena trasferencia de autoridad y facultades, sin 
limitación de ninguna clase, un Consejo de Regencia de cinco miembros (el obispo de 
Orense, Pedro Quevedo y Quintano, como presidente, el general Castaños, Saavedra, 
Escaño y Fernández de León son sus componentes). Tiene tiempo aún para expedir un 
último Decreto, de 29 de enero de 1810 (no publicado hasta el 31 de octubre), el mismo 
día de su disolución, por medio del cual se reiteraba el carácter bicameral de las Cortes y el 
modo de ordenar el ejercicio de la potestad legislativa entre ambas asambleas y con la 
futura Regencia165. Ésta siguió adelante con la convocatoria, resolviendo las cuestiones de 
la representación americana en Cortes y la de los diputados suplentes, acaso las dos más 
urgentes y decisivas una vez celebradas las elecciones pertinentes166. Presionada por todos 
los lados, se le urge para convocar en una sola cámara la representación nacional. Se 
decide así que cuando estuviesen reunidos en Cádiz la mitad más uno de los diputados, se 
procedería a la constitución de las Cortes. Un Decreto del Consejo de Regencia, de 20 de 
septiembre de 1810, certifica esta decisión y determina la apertura de las Cortes para 
cuatro días después, de una vez por todas, “sin perjuicio de los derechos y prerrogativas de la 
nobleza y clero, cuya declaración se reserva a las mismas”167. El 24 de septiembre de 1810, tras la 
pertinente ceremonia religiosa, se inauguran de modo solemne las Cortes gaditanas. A 
renglón seguido, tras el discurso del obispo de Orense y la elección del primer presidente 
y secretarios de la cámara, se hace profesión de fe cuasi-constitucional, aunque el 
juramento prestado por los diputados mantenía vivas alguna verdades esenciales previas 
que tenían difícil encaje o cohabitación con lo que el primer texto normativo allí aprobado 
iba a determinar. Es una lucha constante que marcará el devenir de esta experiencia 
parlamentaria: el combate entre lo viejo y lo nuevo, como lo prueba la propia experiencia 
del obispo de Orense, atrapado entre dos juramentos expresión de dos tiempos históricos 
que se estaban solapando168. El primer Decreto allí fraguado, propuesto por Muñoz 
                                                           
165 Cfr. M. Artola – R. Flaquer Montequí, II. La Constitución de 1812, ed. cit., pp. 263-267. De nuevo, 
aparece nuestro tópico: se busca con las actividades desarrolladas hasta entonces y con las que vendrán, 
dar “firmeza y estabilidad a la constitución” así como orden, claridad y perfección a la legislación civil y 
criminal, y a los diferentes ramos de la administración pública. 

166 Vid. F. Suárez, El proceso de la convocatoria a Cortes, ed. cit., pp. 439 ss. Cfr. Derecho parlamentario español, ed. 
cit. Tomo II. Instrucción para las elecciones por America y Asia, fecha 14 de febrero de 1810, pp. 594-600; Adición a 
la Instrucción de 1º. De Enero de 1810, fecha 9 de Setiembre del mismo año, pp. 603-604; y Edicto y decreto fijando el 
numero de Diputados suplentes de las dos Americas y de las Provincias ocupadas por el enemigo, y dictando reglas para esta 
elección, fecha 8 de Setiembre de 1810, pp. 605-615. 

167 Cfr. Derecho parlamentario español, ed. cit. Tomo II, pp. 617-618. 

168 Cfr. Derecho parlamentario español, ed. cit. Tomo II, pp. 619 ss. Los diputados juran la religión católica con 
exclusión de cualquier otra, conservar la integridad de la Nación y liberarla de sus injustos opresores, 
conservar al rey Fernando VII, restituirlo en el trono, protegerlo y defenderlo, así como a sus sucesores, y 
cumplir con el encargo que les ha sido encomendado “guardando las leyes de España, sin perjuicio de 
alterar, moderar y variar aquellas que exigiese el bien de la Nación”. Poco espacio había, pues, para 
cambios sustanciales y determinantes a la luz del compromiso que, por medio de esta fórmula político-
religiosa, habían adquirido ante la Nación y ante Dios. El juramento reclamado en los Decretos I y II, de 
24 y 25 de septiembre de 1810, no contemplaban el último inciso, sino que se plegaba a los nuevos 
tiempos inaugurados por las Cortes, si bien con alguna pequeña referencia a la causa de donde traía origen 
la reunión (reconocer la soberanía de la Nación representada en las Cortes; obedecer decretos, leyes y 
Constitución que surjan de acuerdo con los santos fines para los que se han reunido, mandarlos observar y 
ejecutar; conservar la independencia, libertad e integridad de la Nación, la religión y el gobierno 
monárquico del reino; restablecer en el trono a Fernando VII; y mirar en todo por el bien del Estado). 
Sobre la polémica suscitada por el obispo de Orense, cfr. J. Lasarte, Las Cortes de Cádiz, ed. cit., pp. 105 ss. 



Historia et ius www.historiaetius.eu - 3/2013 - paper 6 

89 

Torrero y Luján en la misma sesión del 24 de septiembre, provocará una tormenta política 
enorme169. Allí se habla (y, sobre todo, se proclama, se extiende como nuevo credo, se 
instaura) de unas Cortes que representan a la Nación española, en las cuales reside la 
soberanía y que actúan la voluntad general. Además de reiterar la legitimidad de Fernando 
VII y la ilegalidad de su renuncia, movidas por el deseo de moderar el poder, las Cortes 
fraccionan su ejercicio en legislativo, ejecutivo y judicial, con predominio del primero por 
encima de los otros dos, confirman autoridades de todo signo ya existentes y proclaman la 
inviolabilidad de aquellos diputados. Es un texto de valor constitucional antes incluso de 
que se hable de o se proponga una Constitución, que se pretenda ponerla por escrito en 
realidad, como ya se ha indicado. Es indudable que hay un intento de forjar un nuevo 
marco político con todos los condicionantes que se quieran contemplar en el entorno que 
rodea a esta acción; hay algo nuevo en el panorama hispánico, algo rompedor que guarda 
muy poca coherencia con el pasado más inmediato170. Veremos cuánto es capaz de durar 
esta nueva dinámica instaurada, cuánto perduran las palabras y los conceptos, atrapados 
en unas inercias que también tenían que jugar su papel. Hay que relativizar, por tanto, los 
contenidos allí referidos, no obstante su profundo calado, y situarlos en el contexto más 
amplio de las Cortes que siguieron actuando y que lo hicieron en dirección no contraria, 
pero sí revisando o matizando los presupuestos de partida indicados. Es un Decreto 
rupturista171, pero, como se ha dicho en anteriores trabajos, la ruptura da como resultado 
el inicio de un proceso de reconstrucción de esa fractura provocada, acaso ante el miedo 
al vacío causado por tal ruptura deliberada del orden político, por tal fraccionamiento 
consciente del modelo constitucional heredado. Parece como si los diputados fuesen 
responsables y sabedores de que habían ido demasiado lejos en sus propósitos, de que el 
mundo que trataban de construir apenas guardaba coherencia con la realidad que estaban 
acostumbrados a vivir, y de que era preciso desandar el camino que de un modo tan 
arriesgado y abrupto se habían atrevido a recorrer. De nuevo, el afán de reforma acaba 
por imponerse al de la descarada y descarnada revolución. Si comparamos la obra de las 
Cortes de Cádiz, en su conjunto, con la Constitución final resultante, quizás su más 
reputado producto normativo, se pueden intuir muchas de estas recomposiciones o 
rectificaciones. La potestad legislativa, sin ir más lejos, es el caso más flagrante: de una 
potestad única en manos de la Cortes y en la que no participa el ejecutivo para nada, así 
sancionada en septiembre de 1810, se llega a una potestad compartida por Cortes y Rey 
en marzo de 1812, con las implicaciones que esto tiene para un lectura desde la 

                                                           
169 Los textos correspondientes a los Decretos gaditanos se citan por Colección de Decretos y Órdenes de las 
Cortes de Cádiz. Edición facsimilar de las Cortes Generales. 175 Aniversario de la Constitución de 1812. 
Madrid, 1987. 2 volúmenes. Para los debates preliminares, vid. Diario de Sesiones de las Cortes Generales y 
Extraordinarias, dieron principio el 24 de setiembre de 1810, y terminaron el 20 de setiembre de 1813. Madrid, 1870. 8 
tomos (= en adelante, DSCGE), en concreto, para el Decreto que nos ocupa ahora, Tomo I, nº. 1. Sesión 
del día 24 de setiembre de 1810, pp. 1-4. 

170 Cfr. J. M. Portillo Valdés, Revolución de nación, ed. cit., pp. 313 ss. 

171 Benito Pérez Galdós, con su inigualable estilo, lo expresó con suma claridad, afirmando que Muñoz 
Torrero había clausurado el siglo XVIII y provocado un momento de cesura histórica incontestable: 
“Cuando la última palabra expiró en sus labios y se sentó recibiendo las felicitaciones y los aplausos de las 
tribunas, el siglo decimoctavo había concluido. El reloj de la Historia señaló con campanada, no por todos 
oída, su última hora y realizose en España uno de los principales dobleces del tiempo”. Cfr. Las Cortes de 
Cádiz y la Constitución de 1812. “Cádiz”, de Benito Pérez Galdós. Constitución de 1812, ed. cit. Cap. 8, p. 84. El 
problema fue que ese siglo volvió de inmediato, acaso porque nunca pudo, ni quiso marcharse, y que la 
doblez del tiempo recuperó su firmeza y su tersura en momentos sucesivos, volviendo a su estado natural. 
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perspectiva de la soberanía y de su ejercicio. Y lo mismo acontece con la obra legislativa 
reformista que ha sido mitificada sin ser realmente una revolución lo que allí se encuentra 
o se padece: libertad de imprenta, pero no absoluta, sino sólo para cuestiones políticas y 
no religiosas (Decreto IX, de 10 de noviembre de 1810); incorporación de jurisdicciones, 
pero de forma imprecisa, poco clara y dubitativa, dando origen a más problemas, sobre 
todo interpretativos, que los que había tratado de resolver (Decreto LXXXII, de 6 de 
agosto de 1811, siendo el efecto jurisdiccional de los señoríos cuestión ya menor); o 
supresión de la Inquisición, pero reemplazada por tribunales eclesiásticos, protectores de 
la fe (Decreto CCXXIII, de 22 de febrero de 1813), sin perjuicio de que fuesen medidas 
más efectistas que otra cosa, es decir, que se referían a cuestiones que apenas tenían peso 
específico en el panorama institucional de la época, como puede ser el caso de la tortura y 
de los apremios, prácticas en radical desuso en nuestros tribunales a comienzos del siglo 
XIX (Decreto LXI, de 22 de abril de 1811). Muchas de estas tan reivindicadas y 
mixtificadas medidas no son más que brindis al sol realizados por las Cortes con la 
conciencia de su indudable efecto positivo ante la opinión pública, de su perfil 
propagandístico más que otra cosa, de su artificiosidad antes que de su contundencia de 
cara a desmontar un sistema pasado, y, en fin, de su escaso recorrido práctico o real. Poco 
o nada se cambia con tales medidas, aunque se presenten como la quintaesencia de la 
metamorfosis. En resumidas cuentas, los cambios necesarios, como pudieran ser los 
sociales, los que atañían a la estructura social profunda, los referidos a derechos y 
libertades individuales, o los relativos a la lucha contra la sociedad corporativa estamental 
(supresión de gremios o libertades económicas, por ejemplo), son pequeños, tardíos o de 
muy escaso efecto. El edificio del Antiguo Régimen apenas se toca y, por ende, se deja 
intacto en sus pilares más esenciales, lo cual implica que la Constitución que se vaya a 
realizar no podrá más que (tendrá la obligación de) reconocer muchas de esas verdades, 
piezas y columnas sobre (y a partir de) las que se procedería a reconstruir el anciano 
edificio político. La causa de esta acción hay que buscarla, de nuevo, en la aceptación 
generalizada de ese Antiguo Régimen bajo el presupuesto de que eran urgentes algunos 
ajustes, pero sin que se impusiese el derrumbe total del edificio en el que se moraba desde 
hacia tanto tiempo. Valía la inmensa mayoría de sus fundamentos; los que no valían 
podían ser modificados o reemplazados, pero la arquitectura en sus líneas generales se 
conservaba. Hay un ejemplo especialmente simbólico que nos sirve para ilustrar este 
aserto. El término Majestad, ligado a la soberanía, se vincula a las Cortes desde el 25 de 
septiembre de 1810, en virtud del segundo Decreto allí aprobado. Los restantes poderes, 
manejando esta terminología de raigambre monárquica (pues no se dejaba de estar en el 
seno de una Monarquía en trance de recomposición), adquirían el calificativo de Alteza. 
Así eran titulados, por ejemplo, regentes, magistrados y jueces. Es evidente que la 
expresión Majestad, predicable de los reyes, estaba aludiendo a la especial singularidad 
institucional que los mismos protagonizaban, trasunto en última instancia de su poder 
más amplio, incontestable y casi absoluto, es decir, de la soberanía. La razón romana 
parecía reconducir a esta acepción: debe recordarse que la maiestas en Roma radicaba en el 
populus, de donde arrancaban todos los poderes, tanto en la concepción republicana clásica 
como en la imperial. Cuestión diferente era el proceso de transmisión de ese poder (la lex 
regia o la lex de imperio) y la dirección de la misma, pero la fuente primigenia era el pueblo 
romano. Quien se titulase así, era, por tanto, el soberano, sin discusión alguna. El término 
transita así por tiempos medievales y modernos de la mano de la jurisprudencia del 
Derecho Común. Majestad es sinónimo de soberanía. Las Cortes hacen todo esto en un 
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intento claro de reforzar y de escenificar la soberanía que ejercitan en virtud de las 
circunstancias especiales que se están viviendo. Pero esa especialidad requiere por su 
propio carácter excepcional que, cuando se recupere el tracto normal, las cosas tengan que 
retornar a su cauce ordinario y ese título tiene que volver a ser predicado de su legítimo 
titular, el que históricamente lo ha sido y nunca otro. Cuando Fernando VII regrese y jure 
la Constitución, es decir, cuando se incardine perfectamente dentro de la dinámica 
constitucional revisitada, recuperará el título que le correspondía: será él, ya no las Cortes, 
quien se nombre así y volverá a ser Majestad, lo que implica implícitamente, como se ha 
dicho, atribuirle parte de la soberanía en concordancia con el artículo 3 de la Constitución 
(Nación soberana, pero no en exclusiva titularidad de esa soberanía, es decir, dejando 
abierta la puerta a la posibilidad de sujetos que compartan tal atributo). Esta posibilidad 
nominal, que tiene un calado mayor por sus derivaciones políticas, lo contempla la propia 
asamblea gaditana en su Decreto LXXV, de 19 de abril de 1814172, en desarrollo del 
artículo 169 de la Constitución de Cádiz: “El Rey tendrá el tratamiento de Magestad Católica”. 
Cuando el monarca vuelva a España, jure la Constitución y acepte el orden reconstituido 
o reconstruido, fruto de una dura y sólida acción de reforma, las Cortes abandonarán el 
tratamiento referido que será recuperado por el rey con plenos derechos para ello: “El 
tratamiento de Magestad corresponde exclusivamente al Rey”. Se volverá plenamente al pasado. 

 
Con esas reformas tan poco relevantes como ruidosas en apariencia, más lustrosas y 

decorativas que otra cosa, escasamente efectivas y transformadoras dado que el tejido 
social seguía siendo sustancialmente el mismo, surge en la sesión del 8 de diciembre de 
1810, a propuesta del diputado americano Mejía Lequerica, la cuestión de la redacción del 
texto constitucional, emulando a los diputados franceses en su célebre Juramento del Juego de 
la Pelota: las Cortes no podrían disolverse hasta completar la ansiada Constitución173. Era 
necesidad sentida como lo prueba la prensa del momento, primer atisbo de una opinión 
pública en formación, si bien en esa misma prensa se perciben indecisiones acerca de qué 
modelo de Constitución llevar a la práctica, lo que no era otra cosa que el reflejo de la 
propia indecisión política del momento, si bien dominada o guiada por el peso de las 
Leyes Fundamentales, recurso constante en toda intervención pública de relevancia. El 
“arreglo de la Constitución”, el establecimiento del “sólido edificio de la Constitución que dé el 
impulso a esta vasta monarquía” es reivindicación continua desde fuera de las Cortes y, por 
supuesto, con lógica incidencia dentro de aquéllas y en relación a cada uno de sus 
miembros. El Patriota en las Cortes, de tendencia liberal, habla de que España tiene 
Constitución, “bien que obscuramente delineada en los fueros, usos y costumbres, que han limitado más 
de lo que se piensa el poder de sus monarcas”174, aunque se le deben insuflar mayores dosis de 

                                                           
172 Cfr. Colección de los Decretos y Órdenes que han expedido las Cortes Ordinarias desde 25 de setiembre de 1813, día de 
su instalación, hasta 11 de mayo de 1814 en que fueron disueltas, mandadas publicar por orden de las actuales. Madrid, 
1820. Tomo V, p. 184. Sobre esta cuestión, vid. R. Medina Plana, Soberanía, monarquía y representación, ed. cit. 
Tomo I, pp. 126-129. 

173 DSCGE. Tomo I, nº. 73. Sesión del día 8 de diciembre de 1810, p. 151. Quien da cumplida 
información sobre esta propuesta es J. L. Villanueva, Mi viaje á las Cortes. Madrid, 1860, pp. 100 ss. 

174 Cfr. El Patriota en las Cortes (Cádiz, diciembre de 1810 a marzo de 1811). Edición, introducción y notas de 
Fernando Durán López. Madrid, 2012, nº. 1, lunes, 10.XII.1810, pp. 132-133. A pesar de su espíritu 
liberal, son varios los trabajos y artículos que inciden en la idea de reforma del material constitucional 
antiguo. Cfr., a modo de ejemplo, nº. 3, jueves, 17.XII.1810, pp. 148 ss. (representación del diputado 
González); nº. 4, jueves, 20.XII.1810, pp. 158 ss.; nº. 20, jueves, 14.II.1811, pp. 307-308; y nº. 26, jueves, 
7.III.1811, p. 366: “Que ahora y siempre deben entender en la salud del Estado, dictando las leyes que 
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libertad para así arreglar “su constitución política y los varios ramos de legislación, hacienda, comercio, 
ejército, marina y demás que toman su arranque de aquella ley fundamental que ha de ponernos a cubierto 
de la arbitrariedad y del abuso”175. Desde las páginas del también liberal Semanario Patriótico y 
abundando en la opinión de varios diputados, se insiste en esa línea, si bien con mayores 
dosis de ironía. Se reclama la presentación de esa Constitución histórica añeja, aunque, al 
final de la reflexión, se afirma implícitamente su posible existencia: “Como algunos señores 
diputados exponen con frecuencia y repiten hoy que uno de los objetos de la reunión de Cortes es renovar y 
mejorar nuestra antigua constitución, sería de desear que el Congreso les encargase la publicación de esta 
constitución con que citan, a fin de que fuese más fácil corregir o variar los artículos que lo necesitasen, 
porque la tal constitución se ha hecho tan rara que presumimos que nadie tiene noticia de ella, y es lástima 
que se pierda o que no se tenga presente al hacer la nueva. Porque no llamamos constitución a nuestros 
cuerpos de leyes civiles, criminales ni eclesiásticas, por más que en ellos haya diseminadas algunas que 
debiesen entrar en el edificio o construcción que ha de constituir el Estado, que es lo que entendemos por 
constitución, y de ninguna manera a las leyes civiles ni a las constitucionales hechas sin autoridad, en 
diversas épocas, sin conexión ni armonía entre sí, publicadas hoy y desusadas mañana; ni tampoco es la 
constitución de España la de alguna de sus provincias, como Navarra, Cataluña, Valencia, etc.”176. No 
eran los únicos que enarbolaban la bandera liberal y, con ella, cierta apertura y aceptación 
de la idea de un constituyente y de un poder hacedor de una nueva Constitución177. Desde 

                                                                                                                                                                                     
arreglen su derecho público, que le modifiquen, que le alteren, que le consoliden, etc. etc.; y asimismo que 
establezcan, aumenten, cercenen, amplifiquen, comenten y anulen según convenga las leyes de todos los 
códigos y ordenanzas”. 

175 Cfr. El Patriota en las Cortes, ed. cit., nº. 17, lunes, 4.II.1811, p. 285. Discurso de José Pablo Valiente. 

176 Cfr. Crónicas de Cortes del Semanario Patriótico (1810-1812). Edición, introducción y notas de Fernando 
Durán López. Cádiz, 2003, nº. 58, 16.VI.1811, p. 304. Sin embargo, parece decantarse abiertamente por 
posiciones liberales, esto es, constituyentes, lo que no sorprende conociendo quiénes estaban detrás del 
mencionado periódico. Lo hace resaltando y dando publicidad a aquellas discusiones en Cortes de mayor 
calado constitucional, estrategia que cada cual practica en atención a sus intereses y objetivos. Cfr., a modo 
de ejemplo, nº. 38, 27.XII.1810, p. 122; nº. 39, 3.I.1811, pp. 128 ss.; nº. 40, 10.I. 1811, p. 155; nº. 73, 
29.VIII.1811, p. 412; nº. 74, 5.IX.1811, pp. 417-418; nº. 75, 12.IX.1811, p. 421; nº. 92, 9.I.1812, pp. 530-
531; y nº. 99, 27.II.1812, p. 563, entre otros. 

177 Por ejemplo, cfr. el Manifiesto de la Nacion Española á la Europa, atribuido a Quintana y a Martín de 
Garay, sin lugar de edición, ni fecha; el periódico El Voto de la Nación Española, aparecido en Sevilla el 
miércoles 13 de diciembre de 1809, que dedica a este asunto su nº. II (miércoles, 20 de diciembre de 
1809), Estado político de la España, y necesidad de una constitucion, pp. 17-21; y su nº. III (miércoles, 27 de 
diciembre de 1809), Conclusion del estado político de España, y necesidad de una constitucion, pp. 33-36; los 
Preliminares a la Constitucion para el Reyno de España, que dedica a la augusta asamblea de las Cortes D. A. de Elola. 
Valencia, 1810. Artículos 1º-19º, pp. 1- 20; la Censura de las Córtes y derechos del pueblo español y de cada uno de los 
miembros que le componen con respecto al Congreso Nacional y á los que le forman. Por el Ciudadano Gonzalo Luna y 
Montejo. Cádiz, 1811, pp. 28 ss.; M. Pardo De Andrade, en sus colaboraciones en el Semanario Político, 
Histórico y Literario de La Coruña, nº. 13 (sin fecha), pp. 289 ss., después consolidadas y desarrolladas en sus 
Reflexiones sobre la mejor Constitucion posible de España: escritas por D. Manuel Pardo de Andrade. Publicadas baxo la 
seguridad de S. M. el Congreso nacional ofrece á los escritores en esta materia. Coruña, 1811; J. Sabau y Blanco, 
Instruccion familiar política y moral sobre el orígen, naturaleza, propiedades, derechos y obligaciones de la sociedad civil, que 
comunmente se llama Estado, y de los que corresponden á los ciudadanos. Madrid, 1812. Cap. 1, p. 13; o la Opinion 
sobre la Constitucion política de la Monarquia española, Hecha en Cadix á principios del año 1812, Escribiala un 
Jurisconsulto español, en Valencia, en enero de 1813 (Sin fecha, ni lugar de edición). Para momentos posteriores e 
insistiendo en esta línea argumentativa, cfr. J. C. Carnicero, El liberalismo convencido por sus mismos escritos ó 
examen crítico de la Constitución de la Monarquía española publicada en Cádiz, y de la obra de Don Francisco Marina 
“Teorías de las Cortes” y de otras que sostiene las mismas ideas acerca de la soberanía de la nación. Madrid, 1830. 2 
vols.; R. Salas, Lecciones de Derecho Público Constitucional. Edición y estudio preliminar de José Luis Bermejo 
Cabrero. Madrid, 1982, pp. 159 ss.; o el ya citado y más contundentemente liberal (por lo tanto, 
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postulados absolutistas, el Diario de la Tarde no ceja en ese empeño de neutralizar cualquier 
actitud innovadora en las Cortes, encarnando de una manera perfecta y plena el ideario 
ilustrado de las Leyes Fundamentales178. Otro periódico del momento, El Redactor General, 
iba más allá y trataba de sintetizar de dónde se había partido y adónde se había llegado, 
una vez que la Constitución se completa, se culmina como proceso revisor, se promulga y 
se jura: “Porque la palabra constitucion tiene un sentido legal y determinado por el mismo Congreso, y 
envuelve la idea de leyes inmutables, leyes que hasta cierto punto están fuera del arbitrio de los hombres, 
como v. g. la creencia, la forma de gobierno, &c.; y por eso nuestras Cortes, aunque tan plenamente 
autorizadas por la nación, no se han creido facultadas sino para aclarar y desenredar el espiritu de 
nuestras antiguas instituciones”179. Las Cortes podían haber creado un nuevo texto, puesto 
que la Nación les habilitaba para ello, pero habían decidido, con buen criterio, con 
prudencia histórica y con loable sabiduría, conscientes de sus propios poderes y de sus 
propias limitaciones, contentarse con una tarea que no era menor, pero que, en ningún 
caso, era fundadora o creadora: revisar, aclarar, limpiar el sentido de las viejas 
instituciones patrias. Una reflexión ésta que evoca aquellas otras más conocidas de 
Argüelles, expuestas en la Cortes en agosto y septiembre de 1811, según las cuales la 
Nación pudo, pero no quiso, forjar un nuevo marco constitucional, acosada por toda un 
serie de condicionantes poderosos y profundos que impedían la eclosión de una auténtica 
libertad de elección y de decisión entre varios modelos, principios y reglas políticos, es 
decir, la Nación era soberana, pero la soberanía no suponía omnipotencia, fuerza sin 
control o sin freno, dado que había una serie de principios esenciales que dirigían el modo 
de gestionar la cosa pública y la felicidad, contenidos en la antigua Constitución, que 
comparecían para mostrar el camino que debía seguirse y que debía reformarse para 
eliminar impurezas y defectos180. O lo que es lo mismo: la Nación era, en potencia, 
plenamente soberana, es decir, pura voluntad, pero, en acto, la tal Nación debía 

                                                                                                                                                                                     
rotundamente antihistoricista), J. Sempere, Memorias para la Historia de las Constituciones españolas. Memoria 
Primera. Sobre la Constitución gótico-española. Paris, 1820 (= ahora en, Cádiz, 1812. 1. Observaciones sobre las Cortes 
y sobre las Leyes Fundamentales de España. 2. Memoria primera sobre la Constitución gótico-española. Edición y 
estudio de Rafael Herrera Guillén. Madrid, 2007, pp. 107 ss., por donde citamos), repitiendo idénticos 
tópicos en su obra Los principios de la Constitucion española y los de la Justicia universal aplicados á la legislación de 
señoríos, ó sea Concordia entre los intereses y derechos del Estado y los de los antiguos vasallos y señores. Precede un discurso 
histórico legal sobre la feudalidad y los señoríos en España. Dedicado a las Cortes por un jurisconsulto español. Madrid, 
1821. 

178 Cfr. Crónicas de Cortes del Diario de la Tarde en el período constituyente (24 de agosto de 1811 a 31 de marzo de 
1812). Edición, introducción y notas de Miguel Ángel Díaz Dota. Cádiz, 2010, pp. 35-38 (domingo, 25 de 
agosto de 1811); pp. 43-44 (miércoles, 28 de agosto de 1811); p. 46 (jueves, 29 de agosto de 1811); p. 47 
(viernes, 30 de agosto de 1811); p. 59 (martes, 3 de septiembre de 1811); p. 61 (miércoles, 4 de septiembre 
de 1811); p. 69 (martes, 10 de septiembre de 1811); p. 191 (lunes, 18 de noviembre de 1811); p. 224 
(sábado, 7 de diciembre de 1811); pp. 344-346 (lunes, 16 de marzo de 1812); y p. 348 (miércoles, 18 de 
marzo de 1812). 

179 Cfr. El Redactor General, nº. 480. Cádiz, martes, 6 de octubre de 1812, p. 1.901. 

180 Vid. A. De Argüelles, Discursos. Estudio preliminar de Francisco Tomás y Valiente. Oviedo, 1995. II. 1. 
Conceptos y principios básicos, p. 157: “La comisión no olvidó un solo instante que las Córtes estaban 
congregadas para restablecer la primitiva Constitución, mejorándola en todo lo que convinieses; así es que 
sabia que habían venido no tanto á formar de nuevo el pacto, como á explicarle é ilustrarle con mejoras”; 
y II. 3. Cortes, p. 186: “Sabía, sí, que la Nación, como soberana, podía destruir de un golpe todas las leyes 
fundamentales, si así lo hubiese exigido el interés general; pero sabia también que la antigua Constitución 
contenía los principios fundamentales de la felicidad nacional, y por eso se limitó en las reformas á los 
defectos capitales que halló en ella”. 
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acomodarse a los valores sólidos e inamovibles que la Historia suministraba en un 
ejercicio de traslación temporal y de adecuación a realidades diversas, valores que eran 
indisponibles y que debían figurar de forma imperativa en todo texto por encima de 
consideraciones contingentes achacables a sus redactores (Constitución material por 
encima de la Constitución formal, o, lo que es lo mismo, Verfassung frente a Konstitution). La 
Nación abstracta, la teorizada desde las orillas del pensamiento liberal, era plenamente 
política dado que era poder volitivo en estado químicamente puro: podía todo lo que 
quería; la Nación concreta, la real, la que unía a su poder y fuerza el respeto solemne, 
religioso y venerable al pasado más antiguo y más cercano, era antipolítica, porque no 
podía ser o manifestarse de ningún otro modo más que de aquel específico que se la había 
trazado en el tiempo. No podía ser de otra forma más que de la forma que había sido y 
debería seguir siendo: no podía, pues, todo cuanto quería, sino solamente lo que se le 
permitía por el peso de la Historia, lo que la Historia toleraba sin que se rompiesen sus 
propias costuras o se desdibujase hasta perder sus perfiles el sujeto España que subyacía 
en todo este debate. El ambiente del momento mostraba, pues, que desde las diferentes 
familias ideológicas, nunca con fronteras bien trazadas, había un convencimiento claro 
respecto a partir de todo un remanente constitucional fundamental pretérito en relación al 
cual las Cortes deberían iniciar su actividad para reafirmar la Monarquía moribunda que 
les había tocado gestionar. El lenguaje que liberales y absolutistas hablaban era el mismo; 
los tópicos, idénticos; la aceptación de sentidos y semánticas, también. El diálogo era 
posible porque estaban educados en el mismo universo conceptual, el del siglo XVIII del 
que procedían todos ellos, del que todos eran descendientes intelectuales. 

 
4.6. Poco a poco nos vamos acercando al núcleo central de las más relevantes 

decisiones políticas. La Constitución se aproxima, pero no desde la nada, no desde el 
vacío181. Nombrada la Comisión de Constitución con trece miembros el 23 de diciembre 
de 1810182 y en pleno funcionamiento desde el 2 de marzo de 1811 para que “medite, forme 
y proponga á las Cortes un proyecto de constitución para la monarquía”183, los trabajos avanzan de 
una manera acelerada, acaso por la comodidad que suponía la existencia del proyecto de 
Ranz Romanillos sobre el que se labora y del que hay constancia de utilización en varios 
momentos, proyecto que se perdió como resultado de las oscilaciones políticas, tan 
abruptas, de ese comienzo del siglo XIX y del procesamiento del autor durante la primera 
restauración absolutista. El proyecto de Ranz Romanillos, hombre que estuvo presente en 
Bayona y en Sevilla, es el resultado directo de sus trabajos al servicio de la Junta de 
Legislación, aunque se ignora por completo cómo estaría redactado, con qué extensión, 
en qué términos, con qué alcances y, sobre todo, con qué contenidos. Es el enlace entre 
1809 y 1810, es decir, el elemento que engarza la Junta Central y las Cortes, y, como 
                                                           
181 DSCGE. Tomo I., nº. 74. Sesión del día 9 de diciembre de 1810, p. 39, con las propuestas de Oliveros 
(nombramiento de una comisión que, teniendo en cuenta los trabajos de la Junta Central, proponga un 
proyecto de Constitución política de la Monarquía) y de Muñoz Torrero (que la comisión presente un 
proyecto de decreto ofreciendo un premio al autor de la mejor Memoria sobre la Constitución política de 
la Monarquía, con fecha tope de 19 de marzo de 1811, sin perjuicio de que la misma comisión se ocupe en 
adelantar y reunir los trabajos expresados). 

182 DSCGE. Tomo I, nº. 88. Sesión del día 23 de diciembre de 1810, p. 55. Se trata de Argüelles, Valiente, 
Ric, Gutiérrez de la Huerta, Pérez de Castro, Cañedo, Espiga, Oliveros, Muñoz Torrero, Rodríguez de la 
Bárcena, Morales, Fernández de Leyva y Antonio Joaquín Pérez. Posteriormente se incorporan Jáuregui y 
Mendiola el 12 de marzo de 1811. 

183 Cfr. Gaceta de la Regencia de España e Indias, nº. 4. Martes, 8 de enero de 1811, p. 31. 
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enlace, en cierto modo, es la garantía del seguimiento, de la no ruptura de aquellos 
tiempos históricos. Lo que está claro es que la Comisión no hace borrón y cuenta nueva, 
no empieza a trabajar desde cero, ni mucho menos. Hay una clara continuidad de estilos, 
materiales y labores que no puede ser soslayada, siempre dentro del marco de posibles 
reformas que las Cortes aceptan como lo esencial de su labor. No hay inmovilismo, ni hay 
revolución. Hay un punto intermedio donde no caben ni lo uno, ni la otra. Se trata de una 
reforma contenida y moderada, de una reforma equilibrada y con vocación de futuro, 
pero con horror a cesuras o fracturas de época de carácter drástico e irreparable, por 
ende, reacia a fraccionamientos totales e irremediables. Se trabaja sobre el legado 
suministrado por la convocatoria de mayo de 1809, esto es, por los textos preliminares 
elaborados por y desde la Comisión de Cortes, las varias Juntas que la asesoraban y los 
variados textos de la Consulta al País184. Con esos materiales y a partir de su combinación, 
surgiría el proyecto particular de Ranz ya citado. La existencia e importancia de ese 
documento es tal que a su autor se le autoriza por eso para formar parte de la Comisión 
de Constitución con voz y voto, aun sin tener la calidad de diputado electo o suplente. 
Aquel escrito serviría de base a los trabajos de los comisionados, de donde arrancará un 
nuevo proyecto, aunque esto no implique, ni mucho menos, identidad sustancial entre 
ambos textos185. En base a todo lo anterior186, la Comisión de Constitución elabora un 
proyecto final, que no difiere esencialmente del aprobado después por las Cortes en 
pleno, entregado en tres momentos sucesivos con su correspondiente pieza del Discurso 
Preliminar. Será objeto de debate y de aprobación entre el 17 de agosto de 1811 y el 17 de 
marzo de 1812187. En estas discusiones, se vuelven a poner de manifiesto las dos grandes 
líneas en conflicto respecto al papel de las Cortes mismas y a su función jurídica: la de los 
liberales, partidarios de unas Cortes que fuesen capaces de hacer una Constitución como 
si de un mundo nuevo se tratase; y la de los realistas o serviles, aferrados a la idea de las 
Leyes Fundamentales y a la negación de cualquier veleidad constituyente por parte de 
aquella asamblea. En todo caso, el lenguaje que hablan ambas facciones es el mismo y los 
sentidos, tópicos y lugares comunes parecen ser unánimes y compartidos188. A nuestro 
modo de ver, la segunda postura es la que acaba por triunfar en cierta manera y, sobre 
todo, por hacer visibles sus argumentos de una manera más clara; por lo menos, es la que 
se deja traslucir en el propio articulado constitucional. No olvidemos que la Constitución 
de 1812 se presenta a sí misma como compendio de Leyes Fundamentales, acompañadas 
éstas de algunas providencias y ciertas provisiones destinadas a asegurar su aplicación y 

                                                           
184 Vid. Actas de la Comisión de Constitución (1811-1813). Estudio preliminar por Mº. Cristina Diz-Lois. 
Coordinador Federico Suárez. Madrid, 1979, pp. 9-68; y P. Martínez Sospedra, La Constitución de 1812 y el 
primer liberalismo español, ed. cit., pp. 155 ss. 

185 DSCGE. Tomo II, nº. 274. Sesión del día 3 de julio de 1811, p. 1.400, con la contundente respuesta de 
Muñoz Torrero, presidente de la Comisión de Constitución, al escrito del mexicano Ramos Arizpe. 

186 Referencias a los trabajos de la Junta Central, en Actas de la Comisión de Constitución, ed. cit., pp. 72, 73 y 
92, correspondientes a las sesiones de 2 de marzo, 6 de marzo y 1 de mayo de 1811. Alusiones al Proyecto 
de Ranz Romanillos, en ibidem, pp. 73-81 (Sesiones de 6 de marzo, 8 de marzo, 12 de marzo – momento 
en el que se le invita a integrarse en la Comisión -, 16 de marzo, 20 de marzo, 23 de marzo y 2 de abril de 
1811), aunque en las fechas últimas (Sesión del 25 de marzo), al debatir sobre los principios preliminares 
de la Constitución, van tomando cuerpo las proposiciones de Espiga y, sobre todo, de Muñoz Torrero. 

187 Vid. I. Fernández Sarasola, Proyectos constitucionales en España, ed. cit., pp. 187 ss. Para el Discurso, que falta 
en la edición anterior, vid. A. De Argüelles, Discurso Preliminar a la Constitución de 1812. Introducción de 
Luis Sánchez Agesta. Madrid, 1981. 

188 Vid. J. Varela Suanzes-Carpegna, La teoría del Estado, ed. cit., pp. 110 ss.; pp. 241 ss.; y pp. 277 ss.  
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respeto: “Las Córtes generales y extraordinarias de la Nacion española, bien convencidas despues del 
mas detenido exámen y madura deliberación, de que las antiguas leyes fundamentales de esta Monarquía, 
acompañadas de las oportunas providencias y precauciones, que aseguren de un modo estable y permanente 
su entero cumplimiento, podrán llenar debidamente el grande objeto de promover la gloria, la prosperidad, 
y el bien de toda la Nacion, decretan la siguiente Constitucion política para el buen gobierno y recta 
administración del Estado”. Este punto de llegada, que es confesión de parte en primera 
persona de la propia Constitución y de sus autores, la cual se representa a sí misma como 
eso, como simple agregado de normas fundamentales de antaño, tiene sus antecedentes 
en las discusiones parlamentarias, elemento necesario e indispensable (aunque no único, 
ni exclusivo) para conocer el sentir de los diputados gaditanos y las distintas tendencias 
que los aglutinaban, no obstante su parcialidad y carácter incompleto. Numerosos pasajes 
en este sentido se pueden traer a colación, pero destacaremos algunos de ellos por su 
relevancia de cara a la argumentación que se viene sosteniendo189. 

 
Desde el instante mismo en que comienza el debate constitucional, a finales del mes de 
agosto de 1811, se habla de un “proyecto formado para el arreglo y mejora de la constitución política 
de la nación española”, dado que estaba reservado en exclusiva a los españoles, representados 
por esas Cortes, “mejorar y arreglar su constitución”190. El preámbulo del proyecto, después 
convertido en el ya citado preámbulo de la Constitución, incide en esta dirección: 
providencias y precauciones son lo que se adoptan para asegurar de una vez para siempre 
las antiguas Leyes Fundamentales a fin de garantizar su respeto y cumplimiento. A eso se 
reduce la Constitución y eso es, en fin, la Constitución de Cádiz: un catálogo ordenado, 
sistemático, mejorado, de las viejas Leyes Fundamentales, modificadas o aseguradas por 
medio de vías e instrumentos que garanticen su aplicación. Con esto se explica todo lo 
demás pues los conceptos políticos y jurídicos derivan de esa primera afirmación 
contundente191. Sobre este primer inciso, comenzarán los debates en donde se realizan 

                                                           
189 Cfr. Constitución en Cortes. El debate constituyente, 1811-1812. Fernando Martínez Pérez (ed.). Madrid, 2011, 
por donde citaremos, sin perjuicio de emplear también el Diario de Sesiones de las Cortes Generales y 
Extraordinarias, ed. cit., a modo de contrapunto. 

190 Son las palabras con las que el presidente de las Cortes inaugura la Sesión de 25 de agosto de 1811, en 
Constitución en Cortes, ed. cit., p. 21. Cfr. asimismo DSCGE. Tomo III, nº. 327, pp. 1.683-1.691, para la 
sesión completa. 

191 Vid. el ejemplar discurso historicista de García Herreros, en clara defensa de la Nación, en DSCGE. 
Tomo I, nº. 95. Sesión del día 30 de diciembre de 1810, pp. 263-265, en donde se habla de los 
“incontestables derechos y autoridad que la Nación tiene sobre la persona y acciones de sus Monarcas”, 
esto es, la “Constitución de Estado, ó sean leyes fundamentales, en que determinó la forma y cualidades 
de su gobierno”, donde se contienen el pacto social que precedió a su creación y las condiciones con que 
se depositaban en el príncipe los derechos naturales: “En ellas se deslindan con escrupulosidad los 
derechos de los Príncipes, se les prescriben sus derechos naturales y se ponen límites bien estrechos al 
ejercicio de la potestad soberana, de modo que no pudiese degenerar hacia la arbitrariedad y despotismo. 
Sus decretos se obedecían, pero no tenían fuerza de leyes hasta que eran aprobados por las Córtes”. Ahí 
estaban, pues, los límites al poder de los reyes y la necesaria colaboración-limitación-control por parte de 
las Cortes, expresión de esa Nación, de donde se seguían ciertas restricciones indisponibles para los 
monarcas: enajenar los bienes de la Corona, privar a los súbditos de sus propiedades, resolver por sí solos 
los asuntos graves atinentes al interés y prosperidad generales, etc. Y añadía: “No es mi ánimo referir 
ahora todas las leyes fundamentales de la antigua Monarquía española; bastan las indicaciones que he 
hecho para conocer las bases y espíritu de su legislación é integridad política desde aquélla época, y para 
persuadirse que desde entonces las leyes constitucionales restringieron de tal modo el ejercicio de la 
potestad soberana, que la Nación no podía ligarse al cumplimiento de una obligación que ella misma no se 
hubiese impuesto. Sus Príncipes gobernaban bajo el imperio de la ley: eran inferiores á ella, y su soberanía 
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invocaciones a los textos jurídicos de nuestra Historia, en ese momento vigentes, “los 
códigos de la nación”, a los Concilios de Toledo, o a ciertas imprecaciones religiosas192. Lo 
primero que se discute es el compendio de elementos preliminares a todo texto 
constitucional, los conceptos primeros básicos. Así aparece el nuevo sujeto político que 
protagoniza nuestra vida pública desde las abdicaciones de 1808: la cuestión de la Nación 
y de su naturaleza. ¿Ha existido la Nación española como tal o estamos asistiendo a su 
génesis? La respuesta mayoritaria conduce a la primera afirmación, expresión de un ser 
español políticamente articulado desde tiempos inmemoriales, ya formado, por tanto, ya 
existente. Con tal motivo, se dirá que es una Nación ya constituida y no constituyente, 
quitándole de esta forma poderes, facultades y atributos. La Nación tiene poder, pero un 
poder compartido con el monarca, a pesar de su ausencia. La idea de la soberanía 
compartida, de un cuerpo moral integrado por el pueblo y el rey, sobrevuela las 
discusiones parlamentarias. Como ya se expuso anteriormente, la Nación es monárquica y 
la Monarquía es nacional193. 

 

                                                                                                                                                                                     
jamás fue tan absoluta que por sí pudiese alterar, variar y mucho menos derogar las leyes fundamentales”. 
Una Constitución así, con leyes tan justas y sabias, no podía más que proporcionar el florecimiento de la 
Nación, elevar su grandeza y poder, y colocarla en una posición de primacía. La tiranía subsecuente, con 
Witiza y Rodrigo, provocó la ruina de todo esto y una guerra inevitable, situación análoga a la que se está 
viviendo en 1810. En consecuencia, pide, como en la primera Edad Media, que “restablezcamos, pues, 
como nuestros mayores las Monarquías, las leyes con que la fundaron subsisten aún, á pesar de las 
trasgresiones y atentados del despotismo; uno mismo es su espíritu: la Monarquía no es absoluta, como no 
lo había sido antes; en las leyes con que la fundaron se restringe el ejercicio del poder soberano á límites 
muy estrechos, según que la experiencia les había hecho conocer que convenía para evitar los males que 
acarrea el despotismo”, con enumeración de ejemplos tomados de Partida 2. 15. 5, Ordenamiento de 
Montalvo u Ordenanza Reales de Castilla 2. 11. 6, Partida 3. 11. 29, y Partida 2. 1. 10. Y concluye: “Y 
últimamente, nadie ignora nuestro antiquísimo proverbio: Rey serás, si derecho facéres; é si non facéres, 
non serás Rey. Los que se escandalizan de oír que la Nación tiene derechos sobre las personas y acciones 
de sus Monarcas, y que puede anular cuanto hagan durante su cautiverio, repasen los fragmentos de leyes 
que he citado, lean las leyes fundamentales de nuestra Monarquía desde su origen; y si aun así no se 
convencen de la soberanía de la Nación, de que esta no es patrimonio de los Reyes, y de que en todos 
tiempos la ley ha sido superior al Rey, crean que nacieron para esclavos y que no deben ser miembros de 
esta Nación, que jamás reconocerá otras obligaciones que las que ella misma se imponga. Esta ha sido la 
base más principal de su constitución política, civil y criminal desde su origen hasta nuestros días; y 
aunque jamás otra nación amó y honró á sus Monarcas tanto como la española, nunca se ha separado del 
gran principio de que los reinos no son para los Reyes, sino los Reyes para los reinos; y por eso en sus 
leyes fundamentales, cuando prescribe á sus Príncipes las obligaciones que deben cumplir y deslinda los 
derechos que les competen; cuando pone freno á sus pasiones y autoriza á los súbditos para que á su pesar 
le separen de su lado el valido ó Ministro que con sus consejos le animan á cometer injusticias, ó 
cualquiera otro acto en perjuicio de sus intereses, ciertamente que entonces no se propuso la Nación otra 
cosa que su bien general, atando las manos al Monarca con el sagrado freno de la ley para que el abuso del 
poder no convirtiese en despótico y tiránico el gobierno que le conferían”. 

192 Constitución en Cortes, ed. cit., pp. 23-24 (Guereña); p. 24 (Riesco); pp. 24-25 (Simón López); y p. 25 
(Mendiola). 

193 Constitución en Cortes, ed. cit., p. 29 (Llamas): “El pueblo español, que nos ha diputado para representarlo 
en estas Córtes generales y extraordinarias, y nuestro amado soberano el Sr. D. Fernando VII, que es su 
cabeza, forman un cuerpo moral, á que yo llamo la nación ó monarquía española, por ser monárquica su 
constitución La soberanía real y verdadera solo la admito en la nación, pues en el instante que se conciba 
que puede estar separada, ya sea en el rey, ó ya sea en el pueblo, queda destruida la constitución que se ha 
jurado mantener, porque precisamente deberá sucederle el gobierno despótico ó democrático, y por lo 
tanto es necesario fixar el idioma para que nos entendamos”. 
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Admitidas estas verdades previas, no son Cortes constituyentes lo que allí está 
actuando, dado que no constituyen nada, en el sentido de fundar, originar, crear o 
inaugurar, sino que mejoran aquello que ya estaba constituido y que preexistía a su propia 
labor194. La conocida intervención del diputado Gómez Fernández, solicitando se 
indicasen cuáles eran esas Leyes Fundamentales que se iban a mejorar para poder 
clarificar así el panorama constitucional y saber qué se estaba haciendo195, sufren la réplica 
de Calatrava, donde aparece una expresión muy exacta de ese tránsito o compromiso 
entre pasado y presente, tan peculiar del momento gaditano: las Cortes no son un colegio 
de abogados y no han de desmenuzar cuáles Leyes Fundamentales se tocan, mejoran o 
alteran, sino que son un “cuerpo constituyente”, paradójica unión de un sustantivo tradicional 
y de una adjetivo revolucionario196. Oliveros pone fin a la sesión con contundente 
intervención, reveladora del pensamiento absolutista: 

 
“Esta nación, Señor, no se está constituyendo, está ya constituida, lo que hace es explicar su 
constitución, perfeccionarla, y poner tan claras sus leyes fundamentales que jamás se olviden, y 
siempre se observen. Esto es lo que ha procurado la comisión de constitución, y está ya 
aprobado en la introducción á ella; por todo lo qual aparece que la definición propuesta es clara, 
y que no debe pedirse que todo se diga en un artículo, como no se pide en ninguna otra cosa, 
sea de jurisprudencia ó teología”197. 
 

Van siendo destiladas, decantadas, y así conocidas y explicitadas, con cuentagotas, 

                                                           
194 Constitución en Cortes, ed. cit., pp. 34-35 (Espiga y Llaneras). 

195 Constitución en Cortes, ed. cit., p. 35-36: “Señor, la razón natural dicta, y la experiencia nos enseña todos 
los días, que siempre que se trata de restablecer alguna cosa que no estaba en uso, ó de añadirla algo que 
no tenía, se dé ó exponga la razón ó conveniencia que trae ponerlo en uso, ó qué razón ó conveniencia 
puede haber para que se mejore. Esto que ocurre en qualquier caso, y á qualquiera gente es más 
importante quando se trata de las leyes; y no así como quiera, sino de las leyes fundamentales del reyno, así 
de Partida como recopiladas. Todas los autores de unas y otras están conformes, que siempre que se trata 
de restablecer una ley que no estaba en uso, ó hay que mudarla, se haya de saber por que no estaba en uso; 
si trae conveniencia ú perjuicio, y si el restablecerla ó mudarla trae las utilidades que se propone. De aquí 
nace lo que voy á pedir para todos y para cada uno de los artículos de la constitución; á saber: que la 
comisión ó uno de sus individuos, en cada artículo que se trate nos diga: lo dispuesto en este artículo no 
estaba en uso, pero estaba mandado en la ley A, ó en la ley B. Este no estar en uso dimanaba de este abuso 
ó arbitrariedad, y trae (…) Iba á decir lo que hallo que debe hacerse en esto, y no solo yo, sino la comisión 
lo dice ó V. M. (…) Con que ahora la comisión lo ha juzgado necesario; y por no haberlo hecho no la 
culpo, porque bien sé que sería obra de romanos; pero debe hacerlo aquí ántes de principiar la discusión 
de qualquiera artículo. Así sabrá V. M. por que no estaban en uso las leyes que se reformen, y por que se 
añaden ó mudan las que estaban faltas”. 

196 Constitución en Cortes, ed. cit., p. 36. La reiteran, más adelante, Argüelles, en Constitución en Cortes, ed. cit. 
Sesión del día 28 de setiembre de 1811, p. 364: “Es necesario tener presente que las leyes que hace la 
nación por sí en virtud de la soberanía que tiene, no pueden ser derogadas sino por otro cuerpo como el 
que las ha formado; y las Córtes ordinarias como cuerpo constituido, y que forma sus leyes en unión con 
el rey, no puede derogar las que la nación ha formado por sí sola como cuerpo constituyente. Para esto es 
preciso que la nación vuelva á reunirse por sí sola, y obre sin intervención del rey como cuerpo 
constituyente. El acto de constitución es una ley que da forma al Gobierno, y esta no puede quedar 
expuesta á variaciones arbitrarias”; y el diputado Caneja, en Constitución en Cortes, ed. cit. Sesión del día 17 
de enero de 1812 p. 997: “Si fuese posible que la nación estuviera siempre reunida ó representada por un 
cuerpo constituyente, entonces sería inútil el artículo que se discute; pero semejante estado es repugnante, 
violento, y aun imposible. Ni una nación puede estar siempre constituyéndose, ni un cuerpo constituyente 
puede reunirse sino en épocas de revolución y de trastorno”. Ambos textos asimismo en DSCGE. Tomo 
III, nº. 361, p. 1.947; y DSCGE. Tomo IV, nº. 471, p. 2.646, respectivamente. 

197 Constitución en Cortes, ed. cit., p. 37. 
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algunas de esas Leyes Fundamentales, como sucede con la religión católica, las propias 
Cortes o el credo monárquico moderado, valladares que no pueden ser sorteados por 
ningún poder político, ni jurídico, cualesquiera que sea la forma que adopte en el seno de 
las Cortes actuantes. No hay impugnación por parte de las posturas liberales, lo que 
implica la aceptación tácita de este legado. Si se acepta esto, la Nación queda 
capitidisminuída en el sentido que no puede hacer todo lo que quiere o desea, en contra 
de lo que dirá en su momento Toreno. De este modo, al debatirse, en la sesión del 28 de 
agosto de 1811, el artículo 2, Llaneras expone que la Nación española, esa Nación ya 
constituida con arreglo a ciertos patrones derivados de la Historia (“Constituida sobre la base 
incontrastable de la única verdadera religión, que la debe conducir con magnanimidad y con gloria al feliz 
término á que aspira. Constituida baxo las sabias y justas leyes establecidas que la regían y que subsisten 
en todo su vigor, sin embargo de estar pronta á abrazar las que V. M. sancione para su bien y 
prosperidad. Constituida baxo el suave dominio de su adorado rey Fernando VII, y de sus legítimos 
sucesores”), es una realidad libre e independiente, pero no hasta el punto de poder “expeler ó 
abandonar” la religión santa que profesa, las sabias y justas leyes que la rigen (las 
Fundamentales, id est, la Constitución), o el suave dominio de Fernando VII y de sus 
sucesores. La Nación lo puede todo, excepto superar esas barreras infranqueables que la 
condicionan, la definen, la acantonan, la preexisten porque la afirman y la constituyen198. 
Por eso, cuando se trae a colación el artículo 3, cuya parte final decía que a esa Nación le 
correspondía en exclusiva el derecho de adoptar la forma de gobierno que más le 
conviniere, dando a entender la posibilidad de una alternativa a la Monarquía, las 
reacciones no se hicieron esperar. Aner dice que la Nación no se encuentra en la 
coyuntura de variar la forma de gobierno, “ni hablando políticamente le puede convenir otra que la 
que toda la nación y V. M. solemnemente han reconocido, proclamado y jurado”199. Desde postulados 
liberales, Terrero defiende la soberanía irrestricta de la Nación para fijar las Leyes 
Fundamentales y, por ende, la posibilidad de elegir libremente sistema y forma de 
Estado200, sin perjuicio de lo cual otro liberal, Argüelles, postulará que la Comisión ha 
excluido explícitamente toda forma de gobierno que no sea la monárquica, dado que 
nunca se olvidó que “las Cortes estaban congregadas para restablecer la primitiva constitución, 
mejorándola en todo lo que conviniese; así es que sabía que habían venido no tanto á formar de nuevo el 
pacto, como á explicarle é ilustrarle con mejoras”201. Borrull vuelve, por su parte, a la 
argumentación absolutista: el Estado se halla constituido desde tiempo inmemorial y la 
Monarquía moderada está al frente del mismo, sin que quepa discutir otra forma 

                                                           
198 Constitución en Cortes, ed. cit., pp. 38-39. Cfr. además DSCGE. Tomo III, nº. 330, pp. 1.705-1.716, para la 
sesión completa. Reiteran esa consideración de la religión como Ley Fundamental, por ejemplo, Muñoz 
Torrero, en la sesión de 31 de agosto de 1811 (así, en Constitución en Cortes, ed. cit., p. 87; y en DSCGE. 
Tomo III, nº. 333, p. 1.735), o Inguanzo, en la de 2 de septiembre del mismo año (en Constitución en Cortes, 
ed. cit., p. 103; y en DSCGE. Tomo III, nº. 335, p. 1.745). Villanueva, por su parte, añade la “monarquía 
moderada y la unidad de la religión católica”, en Constitución en Cortes, ed. cit. Sesión del día 23 de enero de 
1812, p. 1.046; y en DSCGE. Tomo IV, nº. 476, p. 2.680. 

199 Constitución en Cortes, ed. cit., pp. 40-41. 

200 Constitución en Cortes, ed. cit., pp. 41-43: “Todo cabe en la clase de humano, y en ella no está exênto el 
monarca. Sepan, pues, las cabezas coronadas que en un fatal extremo, en un evento extraordinario, no 
fácil, mas sí posible, la nación reunida podría derogarle su derecho. Esto tenía que decir, y dixe”. Algo en 
lo que insiste el Conde de Toreno, en famosa y citada intervención, en pp. 56-59: “Y no porque la nación 
no pueda ni deba; la nación puede y debe todo lo que quiere”. 

201 Constitución en Cortes, ed. cit., pp. 43-45. 
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diferente202. Para Llamas, está claro que “las antiguas leyes constitucionales legítimamente 
establecidas y practicadas por la nación, no pueden las Cortes derogarlas ó alterarlas, á menos que la 
necesidad no sea tan urgente, como fue la que dio lugar al establecimiento de los gobiernos y principio al 
derecho social”, lo que no impide que se forme con ardor y esmero el mejor plan de 
Constitución posible203. Las discusiones, a propósito de ese artículo 3, siguen los mismos 
derroteros en reuniones sucesivas con dos frentes perfectamente trazados204, llegando a 

                                                           
202 Constitución en Cortes, ed. cit., pp. 47-50. Ni siquiera podría modificar las Leyes Fundamentales, 
impugnando en su totalidad el artículo 3 susodicho. Sigue su argumentación el obispo de Calahorra, en pp. 
50-54, con reivindicación de la soberanía regia, si bien matizada o moderada por el juego de las Leyes 
Fundamentales: “En suma el pueblo español trasladaba al rey que elegía toda la soberanía; pero le ponían 
freno las leyes fundamentales que juraba, para que, aunque enteramente autorizado, no pudiese partir, 
dividir, ni enagenar los bienes pertenecientes á la corona: aunque independiente, procurase mas bien el 
beneficio de la patria que el suyo propio, y aunque legislador supremo, no pudiese dar fuerza, vigor ni 
perpetuidad de ley á sus órdenes y decretos, sino quando lograban el consentimiento de las Córtes, que 
compuestas de las tres clases representaban la nación (…) La que se supone, ó se quiere suponer, residir 
en la nación, ya la enagenó ó trasladó á sus reyes electivos y después á los hereditarios, pues como se ha 
demostrado, y lo acreditan las leyes de nuestros códigos, los reyes de España han sido siempre sin 
interrupción soberanos, supremos legisladores, etc. La nación entonces no era soberana, sino el rey, 
porque es al parecer una cosa disonante que la nación dé á su rey toda la soberanía para que la dirija, 
conserve y defienda, y se quede con toda ella para dirigirse, gobernarse, conservarse y protegerse; que 
haciendo á su rey cabeza de la nación, la nación sea cuerpo y cabeza de sí misma, y haya dos cabezas en un 
solo cuerpo; y si en el reyno el pueblo es sobre el rey, el Gobierno del reyno es popular, no monárquico. 
De aquí se sigue que trasladada por la nación la soberanía a su monarca elegido, queda este constituido 
soberano de su nación, y nadie le puede despojar del derecho de la soberanía; mas debe observar fielmente 
las condiciones y pactos que le están impuestos por leyes fundamentales del reyno, y quando faltare á ellos 
tiene derecho la nación á exigir su cumplimiento, obligando el rey a la puntual observancia de la 
constitución por los medios que tenga prescritos la ley”. 

203 Constitución en Cortes, ed. cit., pp. 55-56. 

204 Constitución en Cortes, ed. cit. Sesión del día 29 de agosto de 1811, pp. 59-62. Juan Nicasio Gallego 
defiende la soberanía nacional puesto que “si ántes de constituirse la nación fue soberana esencialmente, 
lo es en el día, y lo será siempre, aun quando haya pasado por una, dos ó diez constituciones. Una nación, 
ántes de establecer sus leyes constitucionales, y adoptar una forma de gobierno, es ya una nación, es decir 
una asociación de hombres libres que se han convenido voluntariamente en componer un cuerpo moral, el 
qual ha de regirse por leyes que sean el resultado de la voluntad de los individuos que lo forman, y cuyo 
único objeto es el bien y la utilidad de toda la sociedad. Esta nación por las leyes constitucionales que 
luego establece, contrae ciertas obligaciones consigo misma; pero como voluntariamente las contrae, y el 
objeto de ellas es la felicidad general de sus individuos, puede derogarlas ó reformarlas desde el momento 
en que vea que se oponen á dicha felicidad, que es el único fin de su formación”; pp. 63-65. Villagómez, 
por el contrario, expone: “Las resoluciones y medidas para salvar la patria, para restituir al trono á nuestro 
deseado monarca, y para restablecer y mejorar una constitución que sea digna de la nación española, 
objetos de la reunión de este augusto Congreso; estos grandes objetos, que son los únicos que deben 
atenderse, estaban desempeñados y cumplidas dignamente las sagradas y difíciles obligaciones de sus 
diputados, si posponiendo todo interés particular de los individuos general de la patria se ordenan estos 
puntos capitales de la constitución en el breve, claro y sencillo texto de ley constitutiva de la monarquía, y 
esto no puede ser otro que el ya decretado en el artículo 2 (…) No caben más oportunas providencias y 
precauciones que aseguren de un modo estable y permanente el entero cumplimiento de las antiguas leyes 
fundamentales de esta monarquía”; pp. 67-69. Lera sostiene, por su parte, que las Leyes Fundamentales 
que integran la Constitución son las condiciones del pacto social por el que se instituye una Monarquía y 
están en la Historia por lo que hay que acudir “á las determinaciones de las Córtes que se conservan, á los 
usos y estilos inmemoriales de la nación, y á los códigos y leyes de ella. De estos monumentos hemos de 
sacar é inquirir las condiciones y limitaciones con que trasladó el uso de la soberanía á los monarcas. Todo 
lo que estos hayan executado contra los pactos y limitaciones con que se les concedió este poder, lo han 
hecho sin autoridad y por mero abuso, y por consiguiente no debe subsistir; porque así como pudo la 
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una abierta proclamación conclusiva por parte de Muñoz Torrero, no sospechoso de 
ínfulas absolutistas, en la dirección expresada por los diputados anteriores: 

 
“La comisión, para exponer estas máximas conocidas y observadas por nuestros mayores, ha 
seguido religiosamente el espíritu de las antiguas constituciones de los diferentes reynos ó 
provincias que componen la península, á fin de manifestarlos á todos y dar á la nación entera 
una misma ley fundamental (…) Sólo hemos tratado de restablecer las antiguas leyes 
fundamentales de la monarquía, y declarar que la nación tiene derecho para renovarlas y 
hacerlas observar; tomando al mismo tiempo aquellas oportunas providencias y precauciones 
que aseguren de un modo estable y permanente su entero cumplimiento para que no volvamos 
á caer en los pasados desórdenes”205. 
 

El tópico cala hondo. Es de presencia constante, normal, reiterada, usual, recurrente 
por todas las facciones políticas inmersas en el debate constitucional, lo que demuestra un 
convencimiento en su empleo y en el sentido exacto que se le da al mismo. Lo acreditan 
sucesivas invocaciones puestas de relieve al tratar cada uno los preceptos constitucionales 
a medida que se avanza en el debate sobre el proyecto. La potencialidad del mismo la 
ponen de manifiesto, tanto liberales como absolutistas, a modo de lugar de encuentro del 
que parten sus respectivas posiciones ideológicas. Los primeros ven las Leyes 
Fundamentales que integran la Constitución como un elemento a superar, como una 
plataforma desde la cual se puede iniciar la construcción de todo un nuevo proyecto de 
futuro. Es el punto de arranque de la nueva Constitución, que puede servir en parte, pero 
que debe ceder ante el impulso de la Nación y de conformidad con lo que decida esa 
Nación de poder absoluto y omnímodo206. Para los segundos, por el contrario, las Leyes 

                                                                                                                                                                                     
nación no adoptar el gobierno monárquico quando se constituyó, pudo también poner al monarca ciertas 
y determinadas condiciones y limitaciones que no pudiese traspasar, siendo nulo y de ningún valor lo que 
se executare contra ellas. En efecto, nos consta por la historia por los códigos legales las limitaciones 
impuestas á nuestros monarcas en el uso de la soberanía; ellos nunca han podido imponer tributos ni 
hacer otras leyes sin el consentimiento de la nación; estas condiciones y limitaciones se le pudieron 
imponer y se le impusieron al monarca por la nación en virtud de la soberanía que residía en ella al 
constituirse, y cuyo uso ó exercicio le trasladó baxo dichas limitaciones”; y pp. 69-74. Inguanzo, en una 
línea abiertamente absolutista, habla sin tapujos de “nuestra antigua excelente constitución” que ha de ser 
asegurada para contener los abusos del poder, los excesos de la arbitrariedad, “y que la administración 
pública vaya siempre enderezada por el camino de la justicia y bien de la patria”. Precisamente el respeto al 
rey legítimo, a la Constitución, leyes y religión tradicionales, es lo que ha permitido conservar la unidad y el 
ser de la Nación, “el nudo que volvió á atar la cadena del estado que se había roto”, fuera del cual sólo 
eran imaginables el caos, los excesos y el laberinto irresoluble. Cfr. además DSCGE. Tomo III, nº. 331, 
pp. 1.717-1.726. 

205 Constitución en Cortes, ed. cit., p. 75. Itera esa necesidad de unificación en sesión de 2 de septiembre de 
1811: “En la constitución actual deben refundirse todas las leyes fundamentales de las demás provincias de 
la monarquía., especialmente quando en ella ninguna pierde”, en Constitución en Cortes, ed. cit., p. 101; y 
DSCGE. Tomo III, nº. 335, p. 1.745. 

206 Constitución en Cortes, ed. cit. Sesión del día 28 de setiembre de 1811, pp. 363-366, con intervenciones 
sucesivas de Terrero, Argüelles, Aner y el Conde de Toreno; Sesión del día 7 de octubre de 1811, pp. 456-
457 (Conde de Toreno); Sesión del día 15 de noviembre de 1811, pp. 689-670 (Gallego); Sesión del 17 de 
enero de 1812, pp. 992-993 (Argüelles); pp. 993-996 (Conde de Toreno y Leyva); y p. 997 (Caneja); y 
Sesión del día 22 de enero de 1812, p. 1.044 (Gallego). Cfr., respectivamente, DSCGE. Tomo III, nº. 361, 
pp. 1.946-1.948; nº. 370, pp. 2.009-2.010; y p. 2.263; y DSCGE. Tomo IV, nº. 471, pp. 2.643-2.646; y nº. 
475, p. 2.676. Anteriormente, en relación al proyecto de ley sobre incorporación de señoríos, una de las 
piezas clave para asegurar la soberanía y apuntalar a la Nación, las reflexiones de algunos diputados 
caminaban por esta misma dirección. Cfr. DSCGE, Tomo II, nº. 252. Sesión del día 10 de junio de 1811, 
p. 1.233 (Oliveros): “La imperfección de nuestras instituciones, y la contrariedad de nuestras leyes son 
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Fundamentales son el marco acerca y dentro del cual hay que discutir, sin atreverse bajo 
ningún concepto a romperlo o perturbarlo: conforman un tesoro que hay que conservar, 
que hay que proteger y que hay que realizar, coincidiendo en su esencia y en sus 
contenidos mínimos, pero haciendo hincapié en la necesidad de crear instrumentos que 
permitan su afianzamiento y su ejecución práctica. Todo ello trufado con invocaciones a 
la legislación medieval y moderna o a ciertas figuras míticas como Alfonso X El Sabio, a 
propósito de temas variados como la sanción real, la naturaleza de las Cortes, la potestad 
de reforma y demás asuntos constitucionales207. 

                                                                                                                                                                                     
hechos que prueban hasta la evidencia las edades de la sabiduría en el arte de organizar los Estados y 
darles leyes justas. El Congreso nacional reúne las luces de lo pasado y la experiencia de lo presente: 
hállase sin trabas en sus decisiones; es depositario de la soberanía del pueblo, y está revestido de ilimitados 
poderes para hacer su bien, para darla una Constitución, que equilibrando las facultades, lleve la felicidad 
social a aquel grado de perfección de que son susceptibles las cosas humanas. No sería disculpable si se 
contentase con menos, si no dedujese y sancionase todas las consecuencias de los grandes principios que 
ha establecido, sin que por esto se pueda creer que desacredita las determinaciones de sus mayores. He 
dicho que no fue bien conocido ni consultado en ellas el derecho público. Y no es extraño, cuando el 
derecho natural, que es su apoyo, si bien fue general su conocimiento en los primeros principios á todos 
los pueblos, no fue siempre desenvuelto por los hombres en sus consecuencias las más próximas” nº. 254. 
Sesión del día 12 de junio de 1811, p. 1.247 (Fernández Golfín): “En este día, para siempre memorable, la 
Nación española, señora de sí misma, dio á Fernando VII el más justo derecho á la Corona; derecho 
inconcuso, sagrado, más fuerte que el que sus progenitores tuvieron á ella, y que es el único que constituye 
á un hombre jefe supremo de una nación (…) Si la Nación pudo darse un Rey sin consideración á pactos 
antecedentes ni á leyes algunas, ¿no podía anular con mayor razón actos que confieren á algunos 
ciudadanos una autoridad y unos derechos incompatibles con la felicidad de los demás, y destructivos de la 
igualdad legal que debe unirlos á todos, particularmente cuando no están apoyados en las leyes, ó á lo 
menos en leyes que sean la expresión de la voluntad general, que es el carácter constitutivo de las 
verdaderas leyes?”; y nº. 272. Sesión del día 1 de julio de 1811, p. 1.390 (García Herreros): “Señor, á V. M. 
no le obliga más ley que la trivialísima de salus populi; las demás las mantendrá en observancia, en cuanto 
no se opongan á aquella”. 

207 Ejemplos innúmeros en Constitución en Cortes, ed. cit. Sesión del día 3 de setiembre de 1811, pp. 112-114 
(Gutiérrez de la Huerta); Sesión del día 5 de setiembre de 1811, p. 158 (Pérez de Castro); Sesión del día 12 
de setiembre de 1811, pp. 211-216 (Borrull); pp. 216-224 (Inguanzo); pp. 224-235 (Argüelles), Sesión del 
día 13 de setiembre de 1811, pp.242-247 (Cañedo); pp. 247-248 (Ostolaza); Sesión del día 25 de setiembre 
de 1811, pp. 307-308 (Cañedo), Sesión del día 26 de setiembre de 1811, pp. 327-328 (Villanueva); pp. 331-
332 (Maragues); Sesión del día 29 de setiembre de 1811, pp. 369-370 (Argüelles); pp. 377-378 (Gordillo); 
Sesión del día 30 de setiembre de 1811, pp. 383-385 (Inguanzo); p. 386 (Muñoz Torrero); Sesión del día 4 
de octubre de 1811, pp. 427-428 (Terrero); Sesión del día 6 de octubre de 1811, pp. 435-437 (Pérez de 
Castro); Sesión del día 7 de octubre de 1811, pp. 454-455 (Borrull); pp. 459-460 (Villanueva); Sesión del 
día 8 de octubre de 1811, p. 466 (Giraldo); Sesión del día 9 de octubre de 1811, p. 479 (Villanueva); Sesión 
del día 16 de noviembre de 1811, pp. 691-694 (Calatrava); Sesión del día 17 de noviembre de 1811, pp. 
703-711 (Villanueva y García Herreros); Sesión del día 29 de noviembre de 1811, pp. 792-795 (Villagómez 
y Luján); Sesión del día 1 de diciembre de 1811, pp. 808-811 (Gómez Fernández); Sesión del día 2 de 
diciembre de 1811, pp. 812-813 (Dueñas); Sesión de 4 de diciembre de 1811, p. 822 (Alonso y López); 
Sesión del día 6 de diciembre de 1811, p. 837 (Aner); Sesión del día 7 de diciembre de 1811, pp. 837-839 
(Guridi y Alcocer); Sesión del día 10 de diciembre de 1811, p. 849 (José Martínez); Sesión del día 19 de 
diciembre de 1811, pp. 897-898 (Larrazabal); Sesión del día 10 de enero de 1812, p. 912 (Sombiela); Sesión 
del día 17 de enero de 1812 (Leyva y Caneja), pp. 995-998; Sesión del día 18 de enero de 1812 (Guridi y 
Alcocer), pp. 1.011-1018; Sesión del día 20 de enero de 1812, pp. 1.026-1.035 (Argüelles); Sesión del día 24 
de enero de 1812 (Creus), p. 1.057; Sesión del día 26 de enero de 1812, pp. 1.065-1.066 (Borrull); pp. 
1.067-1.068 (Gómez Fernández), Sesión del día 30 de enero de 1812, pp. 1.079-1.080 (Sombiela), Sesión 
del día 1 de febrero de 1812, pp. 1.087-1.089 (Aner); pp. 1.089-1091 (Dueñas); y Sesión del día 3 de 
febrero de 1812, pp. 1.091-1.093 (Mendiola). Cfr., respectivamente, DSCGE. Tomo III, nº. 336, pp. 1.752-
1.753; nº. 338, p. 1.780; nº. 345, pp. 1.820 ss.; nº. 346, pp. 1.837 ss.; nº. 358, p. 1.915; nº. 359, pp. 1.925-
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En los momentos finales del proceso constitucional, la invocación de las Leyes 

Fundamentales no cesa un ápice. Oigamos a Muñoz Torrero, de nuevo diputado 
quintaesencia del liberal hispánico, en la sesión del 17 de enero de 1812, quien pone de 
relieve las dos tareas que las Cortes han enfrentado y se encuentran ya prestas a concluir: 

 
“Luego aquí se deben distinguir dos cosas: las antiguas leyes fundamentales ó políticas de la 
monarquía, y las nuevas providencias ó medidas que se han añadido, para que aquellas tengan 
su entero cumplimiento y no vuelvan á caer en el olvido. Las primeras se exponen brevemente 
en el capítulo III del título II, en el que se dice: el Gobierno de la nación española es una 
monarquía moderada. La potestad de hacer las leyes reside en las Córtes con el rey; en éste la de 
hacerlas executar, y en los tribunales la de aplicar las leyes á las causas civiles y criminales. Los 
demás capítulos que tratan de las Córtes y de sus facultades, de la autoridad del rey y la de los 
tribunales, no son más que el desenvolvimiento ó las conseqüencias inmediatas de los 
expresados principios; y con esto se hace ver claramente que el Congreso no intenta hacer una 
nueva constitución, sino establecer la antigua, tomando al mismo tiempo todas aquellas 
medidas y precauciones que le han parecido mas oportunas para conservar las antiguas leyes 
fundamentales, y asegurar su observancia de un modo estable y permanente. Es de la mayor 
importancia tener esto presente para evitar toda equivocación, y á fin de que jamás se crea que 
las Córtes actuales han sido convocadas para fundar y constituir nuevamente el estado, ó de 
hacer un nuevo pacto social, que es el error de algunos que no han reflexionado debidamente 
sobre las funestas conseqüencias de semejante doctrina”. 
 

Para fundamentar lo cual, se añadía a renglón seguido: 
 
“La nación española es una sociedad muy antigua, que tiene sus leyes fundamentales, y que 
fueron observadas por muchos siglos; pero por desgracia cayeron después en un entero olvido, 
de donde resultó la arbitrariedad del Gobierno, que ha sido la causa principal de los desastres y 
desgracias que padecemos. Para remediar este mal no se necesita más que renovar las antiguas 
leyes políticas de la monarquía, y hacerlas executar, precaviendo por los medios convenientes su 
inobservancia en lo sucesivo (…) Las Córtes, después del más detenido y maduro exâmen, han 
creído que las providencias sancionadas llenarán el objeto de asegurar la observancia de 
nuestras antiguas leyes fundamentales como lo desea la nación. La experiencia sola podrá 
desengañarnos, si acaso nos hemos equivocado en la selección de los medios que se han 
adoptado (…) Vuelvo otra vez al mismo principio de que no se trata de hacer un nuevo pacto 
social, ni una nueva constitución, sino de restablecer las antiguas leyes políticas de la monarquía, 
y de asegurar por los medios más oportunos su cabal cumplimiento (…) La nación recibió con 
aplausos este decreto, y desde entonces se espera por todos los buenos españoles el 
restablecimiento de nuestras antiguas leyes fundamentales, y que queda asegurada su 
observancia de modo que no puedan otra vez caer en el olvido en que han estado por tantos 
años (…) De aquí resulta evidentemente que no puede dexarse la sanción de la constitución á 
las próximas Córtes, sino que las actuales deben hacerlo, como que no se trata de otra cosa que 
de restablecer las antiguas leyes fundamentales ó políticas de la monarquía, y de asegurar su 
observancia por los medios que han parecido más oportunos para conseguir este objeto”208. 

                                                                                                                                                                                     
1.927; nº. 362, pp. 1.950-1.952 y pp. 1.954-1.955; nº. 363, pp. 1.959-1.960 y pp. 1.960-1.961; nº. 367, pp. 
1.988-1.989; nº. 369, pp. 1.999-2.000; nº. 370, pp. 2.008-2.009 y pp. 2.010-2.011; nº. 371, p. 2.016; nº. 372, 
p. 2.024; nº. 410, pp. 2.267-2.268; nº. 411, pp. 2.273 ss.; nº. 423, pp. 2.347-2.349; nº. 426, pp. 2.361-2.362; 
nº. 428, p. 2.372; nº. 430, pp. 2.381-2.383; nº. 431, pp. 2.386-2.387; y DSCGE. Tomo IV, nº. 434, pp. 
2.401-2.403; nº- 443, p. 2.447; nº. 464, p. 2.591; nº. 471, pp. 2.645-2.647; nº. 472, pp. 2.654-2.657; nº. 474, 
pp. 2.666 ss.; nº. 478, pp. 2.691-2.692; nº. 479, pp. 2.699-2.700 y pp. 2.700-2.702; nº. 481, pp. 2.720-2.721; 
nº. 482, pp. 2.729-2.731; y nº. 483, pp. 2.735-2.736.  

208 Constitución en Cortes, ed. cit. Sesión del día 17 de enero de 1812, pp. 1.002-1.005. Cfr. DSCGE. Tomo 
IV, nº. 471, pp. 2.648-2.649. 
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El diputado Aner completaba esta exposición detallada en la sesión del día siguiente, el 
18 de enero de 1812, fijando una interesante diferenciación entre varios tipos de Leyes 
Fundamentales o constitucionales209. Oliveros, por su parte, insistía en que nada había 
cambiado en el proceso constitucional desarrollado, sino que se había operado a partir del 
pasado210, y Argüelles, con su calculada ambigüedad, iba de un lado a otro del espectro 

                                                           
209 Constitución en Cortes, ed. cit. Sesión del día 18 de enero de 1812, pp. 1.005-1.006: “De nada servirán los 
desvelos y afanes de V. M. en restablecer la sábia, respetable y antigua constitución de la monarquía 
española, si al mismo tiempo no adoptase V. M. todas las medidas convenientes para su estabilidad y 
observancia (…) La constitución, Señor, es la ley que por su naturaleza debe llamarse estable, es el área 
donde se asienta y reposa el grande edificio de la sociedad; es la tabla donde cada ciudadano lee los 
derechos que le corresponden y las obligaciones á que está sujeto; es en suma la gran carta en que la 
nación establece su Gobierno, declara su religión, y asegura sus imprescriptibles derechos. No tratemos, 
Señor como algunos han persuadido, de formar una nueva constitución, ó hacer un nuevo pacto social; 
tratemos, sí, únicamente de restablecer nuestras leyes fundamentales, cuyo olvido ha acarreado á la nación 
tantas desgracias, porque la nación española no ha dexado de ser nación; á pesar de la actual insurrección 
ha conservado sus leyes, ha tenido Gobierno, y los individuos que componen la nación se han conservado 
en sociedad y en unión para resistir al poder y á las maquinaciones de Bonaparte. Las leyes fundamentales, 
que compiladas en un código restablecemos á su observancia, por su naturaleza ó importancia deben ser 
estables (…) Entre las leyes constitucionales unas deben llamarse perpetuamente estables, quales son las 
que determinan los derechos de los ciudadanos, su religión, la forma de gobierno, etc. Otras menos 
estables, como son las que determinan las calidades que deban tener los diputados en Córtes, el modo de 
hacer las elecciones, que las Córtes se celebran anualmente, etc. etc.”. Cfr. DSCGE. Tomo IV, nº. 472, pp. 
2.651-2.653. La distinción la anticipan Argüelles, en Constitución en Cortes, ed. cit. Sesión del día 2 de 
setiembre de 1811, p. 94 (Cfr. DSCGE. Tomo III, nº. 335, p. 1.742), contraponiendo fundamentales y 
positivas, e Inguanzo, en Constitución en Cortes, ed. cit. Sesión del día 30 de setiembre de 1811, pp. 383-385 
(Cfr. DSCGE. Tomo III, nº. 363, pp. 1.959-1.960); la acogen posteriormente Borrull, en Constitución en 
Cortes, ed. cit. Sesión del día 20 de enero de 1812, pp. 1.035-1.036, diferenciando entre Leyes 
Fundamentales y otras que son necesarias para ejecutar las anteriores, medios para llevarlas a efecto, 
Oliveros, en Sesión del día 22 de enero de 1812, pp. 1.042, distinguiendo entre leyes constitucionales y leyes 
positivas, y Muñoz Torrero, cit. supra, nota nº 207, y además en Sesión del día 22 de enero de 1812, p. 1.046, 
quien habla de leyes fundamentales y leyes comunes. Cfr. DSCGE. Tomo IV, nº. 474, pp. 2.670-2.671; nº. 475, p. 
2.675; y nº. 476, p. 2.680. Tales distinciones se vierten a propósito de la reforma constitucional, diseñada 
en el caso gaditano más como una mecanismo de intangibilidad de la Constitución y de defensa de la 
misma frente al rey (quien, como se sabe, no podía proponer la reforma, ni tampoco sancionarla o 
vetarla), que como resultado de la articulación de un poder “constituyente constituido”, dado que, como 
ya se ha indicado en páginas previas, no llega a eclosionar tal poder con una tal naturaleza. En todo caso, 
la reforma tampoco sería ilimitada porque ni se puede cambiar toda la Constitución (sólo parcialmente en 
determinados artículos), ni ciertos aspectos de la misma pueden someterse a tales mutaciones según 
exponen algunos diputados: de la misma manera que la acción gaditana choca contra ciertos muros 
impenetrables (los ya conocidos: religión, Monarquía, etc.), la reforma debe conducirse por iguales 
derroteros y dejar a salvo los contenidos mínimos indispensables de aquella Constitución histórica. Ecos 
de esta distinción se hallan en debates posteriores. Cfr. la intervención de los diputados Cepero, 
Echevarría y Caro, ya en tiempos de legislatura ordinaria, en Córtes. Actas de las Sesiones de la Legislatura 
Ordinaria de 1813. Dieron principio el 1º. de Octubre de 1813 y terminaron el 19 de Febrero de 1814. Madrid, 1876. 
Sesión del día 28 de octubre de 1813, nº. 29, pp. 167-168. 

210 Constitución en Cortes, ed. cit. Sesión del día 20 de enero de 1812, pp. 1.018-1.021: “Entre esas (porque es 
necesario repetirlo) la principal es que no se trata aquí de formar de nuevo el estado, y presentar á los 
españoles un nuevo pacto social (…) No es este, Señor, el estado que se halla la monarquía española; en la 
cautividad de su rey, toda la nación le ha de nuevo reconocido y proclamado; el estado es el mismo; la 
monarquía no ha sido trastornada; nada variado el pueblo español en sus usos, leyes y costumbres No 
pueden, pues, separarse entre sí las provincias sin que sean calificadas de rebeldes aquellas que rompan la 
unidad, y no reconozcan el Gobierno reconocido por la mayoría; de donde se infiere que los diputados de 
estas Córtes han sido autorizados con poderes bastantes para hacer la constitución: si por una parte son 
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ideológico y ahora abrazaba postulados nada favorables a una Nación constituyente: se 
situaba en las antípodas del Liberalismo que de él se suele predicar211. 

 
Llegamos, por fin, a la sesión de 18 de marzo de 1812, la previa a la aprobación del 

texto constitucional, que culmina con un discurso del presidente de las Cortes, Vicente 
Pascual, en donde éste expone lo que sigue en relación a esa Constitución “tan feliz, franca 
y liberal” que forma un “magnífico edificio de libertad”: 

 
“En unos tiempos, Señor, en que la opresión y tiranía han atropellado escandalosamente los 
derechos más sagrados del hombres, hasta querer obligarle á sepultar en el olvido su dignidad y 
lo que fueron sus antepasados. Pero ya en fin un extraordinario, aunque por otra parte 
desgraciado acontecimiento, ha hecho renacer los siglos de libertad de que gozaron nuestros 
mayores, y nos ha conducido á los representantes de esta nación heroica á renovar nuestras 
instituciones antiguas, dándoles el órden, claridad y modificaciones convenientes, y formando 

                                                                                                                                                                                     
ilimitados, por otra tienen por objeto los santos fines para que se han congregado; á saber: afirmar el 
trono, y asegurar la libertad de los ciudadanos, ó lo que es lo mismo, restablecer la monarquía moderada. 
Los señores preopinantes que han apoyado el artículo han demostrado que en la constitución que V. M. 
acaba de sancionar se restablecen las leyes antiguas de la monarquía, que no se ponen otros cimientos al 
edificio social que los que nuestros padres echaron con tanto pulso, y que toda novedad se reduce al órden 
con que se presentan y á la armonía que se les hace guardar entre sí; añadiendo únicamente aquellas 
medidas y providencias que han parecido necesarias para que en adelante jamás se olviden tan saludables 
principios, y que tengan exacto cumplimiento las leyes primordiales que han conservado la nación por 
tantos siglos, y cuya violación la ha expuesto á perecer y ser borrada del número de las naciones en estos 
últimos tiempos (…) Es cierto, Señor, que la nación es soberana, y que si todos sus constituyentes, ó 
reunidos ó dispersos, conviniesen en un pensamiento contrario á la constitución, aquel sería su voluntad y 
su ley; pero el caso es metafísico y raya en lo imposible. Por lo que toca á las Córtes no milita la misma 
razón. Estas no exercen todos los derechos de la soberanía sino quando sus diputados se hallan revestidos 
de poderes que contengan todo el de la nación, y no serán tales en lo sucesivo los que otorguen los 
pueblos á sus diputados”. Una Constitución, conforme en todo con nuestras leyes primitivas, a la que se 
han añadido “los medios para ponerlas en execución, las precauciones convenientes para que no sean 
violadas, y las providencias oportunas para que sea indestructible el trono español, y la libertad de la 
nación y de sus individuos (…) Las medidas para la observancia de las leyes fundamentales participan de la 
estabilidad de estas; sobre ellas deben fundarse los códigos civil, criminal y económico; no miran á un 
objeto particular de la monarquía, sino que son las bases sobre que estriba; sin ellas, Señor, volvería la 
arbitrariedad, la anarquía y el despotismo”. Cfr. DSCGE. Tomo IV, nº. 474, pp. 2.662-2.664. 

211 Constitución en Cortes, ed. cit. Sesión del día 20 de enero de 1812, p. 1.030: “Con todo, el Congreso halló 
en el proyecto casi todo lo que la comisión había asegurado en su discurso preliminar. En el fondo 
nuestras antiguas leyes y nuestras instituciones. Y á pesar de algunas novedades de órden muy subalterno, 
que son suyas, si se quiere, la comisión no ha sido original en su obra; lo ha confesado modestamente”; 
pp. 1.031-1.032: “Soy el primero á convenir en que los españoles debemos ser libres por nuestra 
constitución anterior. Pero también soy el primero á sostener que mientras no busquemos el medio de 
asegurar su observancia, es inútil la antigua constitución, los antiguos fueros, las antiguas leyes, y quanto 
puede haberse hecho en favor de nuestra libertad. La comisión de Constitución, íntimamente penetrada de 
esta verdad, ha procurado establecer el único medio de conservar en vigor las leyes fundamentales de que 
tanto han hablado los que más las hollaron en todos los tiempos”; y p. 1.033: “La constitución que se 
discute no será, si se quiere, la mejor que pudiera presentar á los españoles; pero es sin disputa la más 
acomodada á las circunstancias en que se halla hoy día la nación. Esta, como ha demostrado el Sr. Torrero, 
no viene ahora á hacer de nuevo el pacto social. Ni para legitimar la constitución se necesita recurrir á esta 
idea quasi metafísica. La nación quiere que su Gobierno sea monárquico, moderado, como lo ha sido en 
su origen en todos los reynos de España, y como no puede menos de querer todo hombre que no esté 
corrompido ó excesivamente degradado. El Congreso ha restablecido la antigua monarquía, y ha adoptado 
hasta las medidas que creyó necesarias para evitar que en adelante volviese á degenerar en absoluta”. Cfr. 
DSCGE. Tomo IV, nº. 474, pp. 2.666-2.670. 
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sobre ellas la ley fundamental que acaba de leerse, en la qual apenas se encontrará cosa alguna 
que no se halle consignada en nuestros códigos”212. 
 

Se había conseguido, como lo manifestará el presidente de la Regencia el mismo día de 
la aprobación definitiva del texto, forjar un documento escrito de enorme relevancia y 
trascendencia, puesto que conformaba para la Nación el “cimiento más sólido de la prosperidad 
de la monarquía, y más digna de ocupar el corazón de los españoles para su observancia, que del mármol 
y del cedro para su duración”, una obra que era “emanación estimable de la sabiduría de V. M.” y 
que formaba “la egida impenetrable de su defensa, y el depósito sagrado que encierra las leyes tutelares 
de su libertad é independencia”213. Constitución escrita, ordenada, mejorada, simplificada, texto 
finalmente que sintetizaba o compendiaba las principales Leyes Fundamentales de la 
Monarquía, que las recuperaba, actualizaba y mejoraba para garantizar su pretensión de 
eternidad; por todo ello dotado de una superioridad jerárquica incuestionable que lo hacía 
erigirse en corrector de las restantes normas jurídicas, antiguas y nuevas214, y en superior 
elemento convalidador o reprobador de la acción de cualquier poder público con el 
reverso de la responsabilidad215. Eso era, en definitiva, la Constitución de 1812: una forma 
nueva para disposiciones antiguas. 

 
4.7. A la vista de los debates transcritos, no puede sorprender, pues, el contenido del 

Discurso Preliminar, ese imprescindible documento que no se desvía ni una coma de la 
tendencia general mayoritaria que se ha percibido entre los diputados gaditanos, incluidos 
los pretendidamente liberales como Diego Muñoz Torrero o Joaquín Lorenzo Villanueva. 
Todos están instalados en las mismas coordenadas mentales y obran en consecuencia. El 
siglo XVIII deja sentir sus efectos a la altura del año 1812. No hay, no puede haber, 
excepciones en ese sólido edifico construido a lo largo de tantos siglos y del que son sus 
representantes postreros, figuras de un mundo que caminaba hacia su desaparición. 
Preparado por la Comisión de Constitución a modo de justificación del proyecto 
presentado en el verano del año 1811, el Discurso pasa por ser el documento interpretativo 
más importante de todos cuantos acompañan a la Constitución de 1812, puesto que es el 
texto en el que la Comisión se sincera para explicar sus propósitos, su real y efectiva labor, 
y el alcance de la misma. Tanto es así, tal fue la simbiosis, que comenzó a publicarse de 
modo conjunto con la Constitución al ser su exégesis más auténtica y genuina, formando 
un todo indisoluble editorialmente hablando. Se presentó en tres momentos sucesivos a lo 
largo del año 1811, coincidiendo con cada una de las partes en que fue dividido el 
proyecto constitucional: la Parte I del Discurso ve la luz el 16 de agosto, coincidiendo con 
la introducción en el debate de los Títulos I, II, III y IV; la Parte II, el 5 de noviembre al 
discutirse el Título V; y la Parte III, el 24 de diciembre cuando las Cortes se ocuparon de 
los Títulos VI, VII, VIII, IX y X del citado proyecto, siendo su autoría conjunta, si bien 

                                                           
212 Constitución en Cortes, ed. cit. Sesión del día 18 de marzo de 1812, p. 1.117. Cfr. DSCGE. Tomo IV, nº. 
524, p. 2.946.  

213 Constitución en Cortes, ed. cit. Sesión del día 19 de marzo de 1812, p. 1.121. Cfr. DSCGE. Tomo IV, nº. 
525, p. 2.950. 

214 Vid. C. Garriga, “Constitución política y orden jurídico en España: el efecto derogatorio de la 
Constitución de Cádiz”, en M. Chust (coord.), Doceañismos, constituciones e independencias. La Constitución de 
1812 y América, ed. cit., pp. 33-77 (= Cádiz, 1812, ed. cit., pp. 119-168); y “Cabeza moderna, cuerpo 
gótico”, cit., pp. 138 ss. 

215 Vid. M. Lorente Sariñena, Las infracciones a la Constitución de 1812. Un mecanismo de defensa de la Constitución. 
Prólogo de Francisco Tomás y Valiente. Madrid, 1988. 
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los nombres de Argüelles y de Espiga aparecen con más méritos que los de los restantes 
miembros de la Comisión. El primero de ellos fue el encargado de leerlo públicamente en 
los debates parlamentarios y el segundo es tenido como el más que probable redactor del 
mismo o de una buena parte de aquél. 

 
El arranque del discurso es claro y contundente, incardinado en el pensamiento 

historicista ilustrado que se sentía en las Cortes: la Comisión no ofrece nada nuevo en el 
proyecto “que no se halle consignado del modo más auténtico y solemne en los diferentes cuerpos de la 
legislación española, sino que se mire como nuevo el método con que ha distribuido las materias, 
ordenándolas y clasificándolas para que formasen un sistema de ley fundamental y constitutiva, en el que 
estuviese contenido con enlace, armonía y concordancia cuanto tienen dispuesto las leyes fundamentales de 
Aragón, de Navarra y de Castilla en todo lo concerniente a la libertad e independencia de la Nación, a 
los fueros y obligaciones de los ciudadanos, a la dignidad y autoridad del Rey y de los tribunales, al 
establecimiento y uso de la fuerza armada, y al método económico y administrativo de las provincias”216. 
Ahí está condensado buena parte del imaginario político gaditano, de ese credo ya 
explicitado a partir de los debates analizados con carácter previo: la Comisión no ha 
hecho nada nuevo, no ha creado una Constitución propiamente dicha, sino que se ha 
limitado a recoger las antiguas Leyes Fundamentales y ha procedido a identificarlas, 
analizarlas, ordenarlas y clasificarlas con el fin de constituir un sistema, esto es, un orden 
que tuviese las notas ilustradas de enlace, armonía y concordancia, tomando como 
referencia no sólo lo que Castilla ofrecía, sino también lo procedente de Navarra y de 
Aragón. Al mismo tiempo, se indican cuáles son esos contenidos constitucionales, con 
lejanos ecos jovellanistas: la libertad de la Nación, los derechos y deberes de los 
ciudadanos, la dignidad y autoridad del Rey y de los tribunales, la fuerza armada y el 
gobierno económico-administrativo de las provincias. Se busca, pues, un texto breve, 
claro y sencillo, donde se recoja aquella “ley constitutiva” de la Monarquía, pero que no dé la 
espalda a la novedad de los tiempos y, por eso mismo, tenga en cuenta el “adelantamiento” 
que la Ciencia del Gobierno ha introducido en Europa, bajo la forma de método o 
sistema, algo completamente desconocido en los tiempos en que se publicaron nuestros 
cuerpos esenciales de legislación. El contenido, a lo que parece, no se toca, ni merece ser 
tocado; se reforma la presentación de nuestras Leyes Fundamentales, el aspecto externo, 
con arreglo a una nueva ordenación acorde con los tiempos. Todo lo que figura en la 
Constitución se ha conocido y se ha usado en España desde tiempos inmemoriales y 
nuestros códigos así lo acreditan, por lo que no puede calificarse la acción de la Comisión 
como “novadora” bajo ningún concepto. El Discurso reitera un argumento utilizado de 
modo usual en estos tiempos y en los anteriores de la Ilustración: el principal problema de 
la Constitución española era su olvido, provocado por el incumplimiento reiterado de 
aquélla, y también al revés. Los abusos del despotismo sepultaron nuestras Leyes 
Fundamentales, las hicieron evaporarse, y provocaron un desconocimiento de las mismas, 
querido o no, por parte de los gobernantes. No se tenía conciencia de poseer una 
Constitución, a pesar de tenerla realmente, porque aquélla había sido ocultada por medio 

                                                           
216 Cfr. Discurso Preliminar, ed. cit. Parte I, pp. 67-68. Idea que se reitera en pp. 76, 77 y 78; en Parte II, pp. 
95 ss., en relación al poder judicial, donde se dice que “encargada por V. M. de arreglar un proyecto de 
Constitución para restablecer y mejorar la antigua ley fundamental de la Monarquía, se ha abstenido de 
introducir una alteración sustancial en el modo de administrar la justicia”, especialmente pp. 109-110; y en 
Parte III, pp. 114 ss. Por supuesto, a modo de coda final y sin desentonar con la partitura principal, cfr. pp. 
127-129, la recapitulación de argumentos que presenta la Comisión. 
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de su reiterado y sistemático incumplimiento. El anterior reinado, el de Carlos IV, había 
conseguido “desterrar de tal modo el gusto y afición hacia nuestras antiguas instituciones comprendidas 
en los cuerpos de la jurisprudencia española”217. El castellanocentrismo de épocas anteriores es 
eludido de modo convincente por el Discurso. La Comisión no deja de manifestar su 
predilección por la Constitución tradicional aragonesa, “en todas sus instituciones más libre que 
Castilla”, sin perjuicio de mostrar respeto y veneración por la castellana, y abrir el campo 
de visión a otras experiencias constitucionales hispánicas, como es el caso de la Navarra, 
cuya Constitución se encuentra “viva y en ejercicio”, o la de las Provincias Vascongadas218. 

 
El conjunto de recursos retóricos no es nuevo y halla su antecedente en nuestra 

Ilustración, tan amante de las reformas pausadas y sin excesos como apasionada de la 
Historia, más en concreto de un discurso histórico efectivo que nos sitúa en una plenitud 
constitucional gótica y medieval, a la que sigue un despotismo moderno procedente de 
dinastías extranjeras, ajenas al ser político español, y que culmina en esos tiempos en una 
sana y ansiada recuperación de esa tracto constitucional con ocasión del conflicto bélico 
que se está viviendo, el cual opera como disolvente de viejos vicios y como recuperador 
de ancianas virtudes. Todo es Historia; no hay sitio para la novedad o para la creación, 
para la génesis de nuevas instancias, normas o instituciones. Problema de olvido, eso está 
claro pues es el efecto más directo e inmediato que se percibe, al que se suma un 
problema de confusión, de caos: la cuestión estriba no sólo en el incumplimiento, sino en 
la falta de una correcta y ordenada presentación de aquellas Leyes Fundamentales, lo cual 
ha provocado su desconocimiento, de lo que se sigue su infracción por ignorancia, 
buscada o no, querida o sobrevenida, eso es ya irrelevante. España cuenta con muchos 
cuerpos normativos de distinta procedencia en el tiempo y en el espacio, pero dispersos, 
redactados de modo diferenciado, obra de muchos reyes de distintas épocas, mezclados 
con otras normas que no tienen tan alta consideración o jerarquía, contradictorios entre sí, 
desiguales219. De nuevo, el objetivo principal es crear un sistema completo y bien 
ordenado, cuyas partes guarden entre sí el más perfecto enlace y armonía. Pero no es 
suficiente con proponérselo. Un segundo elemento recurrente es el que se refiere al cómo 
de esa sistematización: no es preciso copiar literalmente las viejas Leyes Fundamentales 
procedentes de los viejos códigos, sino que bastaría con “penetrarse profundamente, no del tenor 
de las citadas leyes, sino de su índole y espíritu; no de las que últimamente habían igualado a casi todas 
las provincias en el yugo y degradación, sino de las que todavía quedaban vivas en algunas de ellas, y las 
que habían protegido en todas, en tiempos más felices, la religión, la libertad, la felicidad y bienestar de los 
españoles; y extrayendo, por decirlo así, de su doctrina los principios inmutables de la sana política”220. 
Basta, pues, con conocer cuál es el espíritu de cada norma, sin ocuparse de su formulación 
expresa, de su lenguaje gótico, medieval o moderno, buscando su espíritu indeleble de 
forma pura y nítida, para proceder así a su redacción en términos comprensibles para todo 

                                                           
217 Cfr. Discurso Preliminar, ed. cit. Parte I, pp. 69-70. 

218 Cfr. Discurso Preliminar, ed. cit. Parte I, pp. 73, 75 y 76. De hecho, a la Constitución de Aragón se mira 
cuando se trata de desentrañar la posición del monarca y las restricciones a su autoridad, en pp. 89 ss. 
También se alude, de modo incidental, a ciertas instituciones de Ibiza y Formentera, en Parte II, p. 112, y a 
las Juntas de las Vascongadas, de Navarra y del Principado de Asturias, en Parte III, p. 114. 

219 Cfr. Discurso Preliminar, ed. cit. Parte I, pp. 75-76, de nuevo con enumeración de estos cuerpos, ahora en 
perspectiva castellana: Fuero Juzgo, Partidas, Fuero Viejo, Fuero Real, Ordenamiento de Alcalá, 
Ordenamiento Real y Nueva Recopilación. 

220 Cfr. Discurso Preliminar, ed. cit. Parte I, pp. 76-77. 
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el mundo, en términos actuales, coetáneos. Se trata de no alterar sustancias, pero sí de 
expresarlas de un modo que toda persona pueda comprenderlas sin mucho esfuerzo. 
Evidentemente, van compareciendo esas Leyes Fundamentales ya conocidas y ahora 
recuperadas (Religión, Monarquía, Cortes, etc.), con un tercer añadido de no menor 
categoría y trascendencia: las leyes han de ser escritas de un modo sencillo, claro y 
evidente, extractando sus reglas, para evitar la ambigüedad y oscuridad de aquéllas con su 
consecuente correlato de “funestas alteraciones”, tal y como también ha acontecido en el 
pasado. La claridad de las leyes es garantía de que no van a ser malinterpretadas o 
malogradas; los juristas no podrán, pues, forzar o torcer el prístino sentido de la 
Constitución si aquélla se redacta de una forma sencilla, con simplicidad y lógica, de un 
modo cristalino, claro y legible221. 

 
Recapitulando el contenido del Discurso: la Comisión no ha hecho nada novedoso, sino 

que ha tomado piezas procedentes de las distintas Constituciones históricas de los 
diferentes reinos hispánicos, vivas o difuntas (o ahora resucitadas). Les ha dado un nuevo 
orden en títulos, capítulos y artículos numerados de forma correlativa. Ha buscado el 
espíritu preciso de cada institución, su razón de ser, y lo ha trasladado a los nuevos 
tiempos, para finalmente acabar por formular tales normas mediante “reglas fijas, claras y 
sencillas” que determinen con exactitud y precisión el papel de cada instituto concreto. Las 
Leyes Fundamentales han sido releídas por la Comisión para dar como resultado una 
Constitución que no innova, sino que profundiza en la Historia, la toma como punto de 
partida inexcusable, la limpia, la aclara y la presenta de un modo novedoso, con una forma 
externa que permita su difusión y conocimiento, es decir, que facilite la creación de un 
espíritu constitucional por medio de su conocimiento completo y cabal. Las páginas 
finales del Discurso inciden en esta misma dirección apuntada. La Comisión ha procedido a 
recoger “los principios elementales de la Constitución española, dispuestos como ha parecido más 
conveniente para que tengan el orden y método de que por desgracia habían carecido hasta el día nuestras 
leyes fundamentales”222, es decir, los autores han recogido con toda diligencia “de entre todas 
las leyes del código godo, y de los demás que se publicaron desde la restauración hasta la decadencia de 
nuestra libertad, los principios fundamentales de una Monarquía moderada, que vagos dispersos y 
destituidos de método y enlace, carecían de la coherencia necesaria para formar un sistema capaz de 
triunfar de las vicisitudes del tiempo y de las pasiones”223, sin que pueda hablarse - es capital 
recalcarlo - de novedad de ninguna clase. Cualquier posición en este sentido fracasaría, 
cualquier imputación de renovación o de revolución sería de todo punto falsa: 

 
“al ver demostrado hasta la evidencia que las bases de este proyecto han sido para nuestros 
mayores verdades prácticas, axiomas reconocidos y santificados por la costumbre de muchos 
siglos. Sí, señor, de muchos siglos, por espacio de los cuales la Nación elegía sus reyes, otorgaba 
libremente contribuciones, sancionaba leyes, levantaba tropas, hacía la paz y declaraba la guerra, 

                                                           
221 Cfr. Discurso Preliminar, ed. cit. Parte I, p. 80. Precisamente, una de las denuncias que formula la 
Comisión alude a esto en relación con las restricciones a la autoridad del monarca, manipuladas o 
subvertidas por obra de los juristas, conformando “esa prodigiosa multitud de intérpretes y escoliadores 
que ofuscando nuestras leyes, y llenando de oscuridad nuestros códigos, produjo el lamentable conflicto, 
la espantosa confusión en que a un tiempo anegaron nuestra antigua Constitución y nuestra libertad”, en 
Discurso Preliminar, ed. cit. Parte I, p. 91. Otro ejemplo lo hallamos al tratar la justicia criminal, en Discurso 
Preliminar, ed. cit. Parte II, pp. 109-113. 

222 Cfr. Discurso Preliminar, ed. cit. Parte III, p. 126. 

223 Cfr. Discurso Preliminar, ed. cit. Parte III, p. 127. 
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residenciaba a los magistrados y empleados públicos, era en fin soberana, y ejercía sus derechos 
sin contradicción ni embarazo. Pues éstos y no otros son los principios constitutivos del 
sistema que presenta la Comisión en su proyecto. Todo lo demás es accesorio, subordinado a 
máximas tan fundamentales, correspondiente sólo al método y orden que se debe seguir para 
precaver que con el tiempo vuelvan a ofuscarse verdades tan santas, tan sencillas y tan 
necesarias a la gloria y felicidad de la Nación y del Rey, cuyos derechos nadie compromete más 
que los que aparentan sostenerlos, oponiéndose a las saludables limitaciones que le harán 
siempre padre de sus pueblos y objeto de las bendiciones de sus súbditos”224. 
 

Ahí está, pues, el texto constitucional pleno, completo, organizado, dispuesto a ser 
discutido y perfeccionado, para después convertirse en una Ley Fundamental (fundamental 
y constitutiva) que contiene en su seno muchas otras Leyes Fundamentales, elementos que 
explican y justifican la grandeza y la prosperidad de la Nación. Pero ni en este momento 
final la Nación puede estar sola o se la puede dejar abandonada, en recuerdo de esa 
soberanía compartida: se culmina el Discurso con una nada neutral invocación al monarca, 
cuyo trono “reposa majestuosamente sobre la sólidas bases de una Constitución liberal”225. Los 
ulteriores pronunciamientos de las Cortes abundarán, como no podía ser de otra manera, 
en esta visión de la Constitución como recipiente en el cual se han insertado las antiguas 
instituciones, los antiguos fueros y las antiguas leyes, para reactivarlos, hacerlos más 
fuertes, consolidarlos y así eternizarlos. Ésa - y nada más que ésa - había sido la tarea 
desarrollada desde el mes de septiembre de 1810 y que ahora se culminaba, no por 
casualidad, el 19 de marzo 1812, festividad de San José, aniversario de la subida al trono 
de Fernando VII y onomástico del rey intruso226. 

 
5. Restauraciones 
 
“Declaro: que mi Real ánimo es no solamente no jurar ni acceder á dicha Constitución ni á decreto 

alguno de las Córtes generales y extraordinarias, y de las ordinarias actualmente abiertas, á saber los que 
sean depresivos de los derechos y prerogativas de mi soberanía, establecidas por la Constitución y las leyes 
en que de largo tiempo la Nación ha vivido, sino el declarar aquella Constitución y tales decretos nulos y 
de ningún valor ni efecto, ahora ni en tiempo alguno, como si no hubiesen pasado jamás tales actos, y se 
quitasen de en medio del tiempo, y sin obligación en mis pueblos y súbditos de cualquiera clase y condición, 
á cumplirlos ni guardarlos”227. La Constitución termina por ser eliminada, anulada, despojada 

                                                           
224 Cfr. Discurso Preliminar, ed. cit. Parte III, p. 128. 

225 Cfr. Discurso Preliminar, ed. cit. Parte III, pp. 128-129. 

226 A modo de ejemplo, cfr. Manifiesto de las Cortes á la Nación con motivo de la promulgación de la Constitución, de 
28 de agosto de 1812: “Españoles: las Córtes generales y extraordinarias, al anunciaros la horrible trama 
con que vuestro feroz enemigo intentaba sorprender vuestra lealtad, os prometieron desempeñar 
religiosamente la más sagrada de sus obligaciones. Asegurar para siempre la libertad política y civil de la 
Nación, restableciendo en todo su vigor las leyes é instituciones de vuestros mayores (…) La Religión 
Santa de vuestros mayores, las leyes políticas de los antiguos reynos de España, sus venerables usos y 
costumbres, todo se halla reunido como ley fundamental en la Constitución política de la Monarquía; y las 
opiniones y deseos de los españoles de ambos mundos se han fijado para siempre con la promulgación de 
este augusto Código (…) alexando el momento de restablecer vuestras antiguas instituciones sobre los 
sólidos fundamentos de una Constitución escrita”; y también el Manifiesto de las Cortes á la Nación española, 
de 19 de marzo de 1814: “Y que hemos sacado las libres instituciones de nuestros mayores del abandono y 
olvido en que por nuestro mal yacieron”. Ambos textos en Derecho parlamentario español, ed. cit. Tomo II, 
pp. 792-800 y pp. 432-438, respectivamente. 

227 Cfr. Derecho parlamentario español, ed. cit. Tomo II, pp. 856-863. 
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de su valor en cuanto que texto compilatorio. Lo que hizo Fernando VII con su Decreto 
de 4 de mayo de 1814 fue un golpe de efecto (y no simplemente efectista) para recuperar 
la voluntad política primera (única y exclusiva) que la Constitución le obligaba a compartir 
a la luz de la Historia. El monarca entendía que, en su peculiar lectura del pasado, los 
diputados de las Cortes se habían equivocado, habían errado el diagnóstico pretérito y 
habían formalizado un texto plagado de errores que se compadecía muy mal con las 
antiguas Leyes Fundamentales, inclinando nuestra Constitución hacia una alteración de 
esas buenas leyes y hacia una innovación consistente en copiar “los principios revolucionarios y 
democráticos de la Constitución francesa de 1791”, rechazando de plano los inherentes a una 
Monarquía moderada que eran los tradicionalmente vinculados a España228. Pero eso no 
significaba obviar a las Cortes, a las viejas Leyes Fundamentales integrantes de la 
Constitución, a la Historia, al pasado, ni mucho menos. El fondo sobre el que las Cortes y 

                                                           
228 El afrancesamiento deviene lugar común de entre todas las críticas que sufre la Constitución de 1812. Hay 
ejemplos de todo signo, pero, sobre todo, descuellan los procedentes de las filas afrancesadas y de las filas 
absolutistas, que adoptan un estilo similar de presentación de tales similitudes: la comparación, artículo a 
artículo, entre la Constitución gaditana y las Constituciones francesas (especialmente, la de 1791) para 
mostrar con descarnada delectación el plagio detectado, totalmente opuesto a la tradición española y a lo 
que las Cortes decían que habían hecho, conforme al guión trazado, entre otros documentos, por el 
Discurso Preliminar. Vid., a modo de ejemplo, B. Mª. Sotelo Noboa y Niño, ¿Qué era la Constitucion? Ó sea 
observaciones sobre la que sancionaron las Cortes Generales y Extraordinarias, publicadas en 1812, y reimpresas ahora de 
nuevo en un solo volumen por su autor D. Benito María Sotelo de Noboa y Niño, Marqués de Villaverde, &c. &c. &c., 
Caballero Maestrante de Ronda, vecino y Regidor perpetuo que era de la Ciudad de Orense, y como tal Diputado por la 
misma Provincia, é individuo de la primera y Suprema Junta del Reyno de Galicia en 1808. Madrid, 1814, p. 7 y pp. 
177 ss., con uso prolífico de los DSCGE y del Discurso Preliminar (las Observaciones se publican inicialmente 
en El Sensato. Periodico de Santiago de Galicia, editado en Santiago de Compostela, entre los días 6 de febrero 
y 21 de mayo de 1812, correspondiente a los números 25 a 38 de la citada publicación, siendo después 
reimpresos con nuevas anotaciones recogidas a pie de página); el anónimo Examen analitico de la Constitucion 
politica publicada en Cádiz en 18 de marzo de 1812. Madrid, 1813, passim, pero especialmente, pp. 55-56, donde 
se fijan conclusiones en tal sentido, después de un riguroso análisis comparativo; las Sencillas reflexiones á 
varios articulos de la Constitucion politica de la Monarquia española publicada en Cádiz á 19 de marzo de 1812. Por las 
que se prueba lo confusa, inutil y perjudicial que era á los pueblos. Madrid, 1814, pp. 7 ss.; las obras de J. A. Llorente 
(J. Nellerto), Memorias para la historia de la revolucion española, con documentos justificativos. Madrid, 1814. Tomo I. 
Artículo IX, pp. 173-174; y Artículo XI, pp. 200 ss.; y de F. De Alvarado, Constitucion filosofica que el Filosofo 
Rancio transformado en Filosofo Liberal, escribió ántes que las llamadas Córtes Extraordinarias sancionasen su 
Constitucion politica para la Monarquia española. Sevilla, 1816. Primera Parte, pp. 31-39 (= también en I. 
Fernández Sarasola, Proyectos constitucionales en España, ed. cit., pp. 702-704); o, acaso el más conocido y 
drástico de todos ellos, el padre R. De Vélez, primeramente, en su Preservativo contra la irreligion. Ó los planes 
de la filosofia contra la religion y el estado, realizados por la Francia para subyugar la Europa seguidos por Napoleon en la 
conquista de España, y dados a luz por algunos de nuestros sabios en perjuicio de nuestra patria. Cádiz, 1812 (reimpreso 
por vez primera en Madrid, 1812, y, en segunda instancia, en Santiago de Compostela, 1813, por donde se 
cita); y, sobre todo, en su Apologia del altar y el trono, ó historia de las reformas hechas en España en tiempo de las 
llamadas Cortes, e impugnacion de algunas doctrinas publicadas en la Constitucion, diarios y otros escritos contra la religión 
y el estado. Madrid, 1818. Tomo II, Capítulo IX, pp. 173 ss., con la expresiva rúbrica La constitucion de Cádiz 
esta copiada en su mayor parte de la de los asambleístas de Paris. También sucede así en las causas seguidas contra 
algunos diputados gaditanos, como, a modo de ejemplo, la de J. L. Villanueva, en M. Fernández Martín, 
Derecho parlamentario español, ed. cit. Tomo III, pp. 106-114, especialmente, el Cargo nº. 28, donde se le 
acusa, además de haber faltado a la confianza de la Nación y a los poderes conferidos para consolidar un 
gobierno y proporcionarle auxilios para repeler al enemigo francés, de haber procedido a derogar las Leyes 
Fundamentales del Reino y de haber establecido otras “en las que no era posible concurriese la voluntad 
general atendiendo á las circunstancias políticas”; o la de Toreno, en ibidem, pp. 154-156, es decir, en todos 
los niveles comparece el afrancesamiento como execrable error filosófico y político, merecedor de los 
mayores castigos. 
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el monarca dialogaban era el mismo. El rey habla de Leyes Fundamentales, las mismas 
que invocaron los diputados gaditanos para actuar en el plano político. Lo que había que 
decidir era quién (si el rey o las Cortes) estaban legitimados para efectuar esa 
condensación constitucional y, sobre todo, para introducir las mejoras, enmiendas y 
providencias pertinentes. Era un problema, a nuestro juicio, no de contenidos, sino de 
decisiones, no de fondo constitucional, sino de articulación de la suprema capacidad de 
decisión. Un problema, en suma, exclusivamente político, volitivo, del querer, decisional 
en estado puro. Fernando VII podía comulgar prácticamente con todo lo que la 
Constitución vertía en papel, dado que nada se inventaba o innovaba. Ni le daba, ni le 
quitaba nada, sino que simplemente le recordaba y le imponía como ley constitutiva cómo 
había de comportarse un perfecto monarca católico, le informaba de cuáles era sus 
derechos y obligaciones, su modo de conducirse de ahí en adelante, cosa que no siempre 
se había hecho y cosa que el monarca no siempre había respetado. Lo que no podía 
consentir es que fuese la Nación la que fijase las reglas de la Monarquía aprovechando su 
ausencia. La excepcionalidad del momento gaditano debe recorrer el camino de vuelta y 
trasladar el centro del discurso político a la persona del rey, nunca a la de la Nación. Ésta 
ha actuado en circunstancias extremas que ahora han desaparecido. El debate Monarquía-
Nación seguía activado. Ése era el principal problema a dilucidar. No sorprende así que el 
pensamiento liberal, el reaccionario y el absolutista sigan moviéndose dentro del mismo 
universo de tópicos empleado por los diputados gaditanos. Sus referencias intelectuales 
eran las mismas y la coincidencia no era casual. Cambiaban los desarrollos que no eran 
más que formas diversas de interpretar el caudal histórico remanente. De la misma 
manera que Jovellanos y Martínez Marina habían discrepado cordialmente acerca del 
sujeto rector de la dinámica política en los inciertos momentos que siguen al año 1808, ese 
dilema seguía sin resolverse a la altura de 1814. Monarquía o Nación, Rey o Cortes, 
seguían siendo los antagonistas antes de que produjese su fusión o perfecta imbricación 
por obra el pensamiento moderado229. 

 
El convencimiento de la reforma de esas Leyes Fundamentales no fue una simple 

estrategia de las Cortes o no fue solamente eso. Hay algo más subyacente. La publicística 
del momento, dentro de la cual ocupan un lugar de importancia los catecismos 
constitucionales, piezas dirigidas a crear ciudadanos españoles perfectamente incardinados 
y educados en el orden político puesto por escrito en 1812230, defendió a capa y espada 

                                                           
229 Para el contexto ideológico de esta primera restauración absolutista, vid. M. C. Diz-Lois, El Manifiesto de 
1814. Pamplona, 1967; J. Varela Suanzes-Carpegna, “La teoría constitucional en los primeros años del 
reinado de Fernando VII: el Manifiesto de los Persas y la Representación de Álvaro Flórez Estrada”, en AA. 
VV., Estudios dieciochistas en homenaje al Profesor José Miguel Caso González. Oviedo, 1995. Tomo II, pp. 417-
426; y La monarquía doceañista, ed. cit. Cap. 4, pp. 193 ss.; J. M. Nieto Soria, Medievo constitucional, ed. cit., pp. 
173 ss. y Epílogo documental, pp. 189-209; y J. López Alós, Entre el trono y el escaño, ed. cit., pp. 241 ss. Sobre 
el destino posterior gaditano, a nivel hispánico, europeo y americano, vid. I. Fernández Sarasola, La 
Constitución de Cádiz, ed. cit., pp. 271 ss. 

230 Por ejemplo, Catecismo Catolico-Politico que, con motivo de las actuales novedades de España, Dirige y dedica a sus 
Conciudadanos un Sacerdote amante de la Religion, afecto a su patria, y amigo de los hombres. Madrid, 1808, passim; 
Catecismo politico para instrucción del pueblo español. México, 1811, pp. 2-3, 11-12, 14 y 16-19; Cartilla natural y 
politica del ciudadano español. Coruña, 1812, passim; M. López Cepero, Lecciones políticas para el uso de la juventud 
española por el Doctor Don Manuel Lopez Cepero Cura del Sagrario de Sevilla. 2ª. edición corregida por el autor. 
Sevilla, 1813. Lecciones X-XX, pp. 60 ss.; Catecismo cristiano politico compuesto Por un magistrado, para la 
educacion de su hijo. Lo da a luz El Ayuntamiento de Antequera, para la educacion en sus escuelas. Antequera, 1814, 
pp. 35-36: Breve catecismo politico-español-constitucional, que a imitacion del de doctrina cristiana compuesto por el Señor 
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este resultado. No debemos ver en estas voces deseo alguno de ocultación, mentira, 
falacia o camuflaje, sino concordancia con un universo intelectual del que estaban 
imbuidos los sujetos que viven a caballo entre el viejo y el nuevo orden político-jurídico, 
entre los dos siglos donde se decide el paso a la Edad contemporánea231. No hay motivo 
para pensar en falsedades, en tácticas aviesas o en subterfugios. No mintieron esos 
diputados ni en sus intervenciones, ni en el resultado final de sus votaciones. Creían firme 
y conscientemente en todo lo que decían. Hablaban de forma sincera y deliberada y en sus 
palabras hay un recurso constante: no se ha hecho una Constitución nueva, sino que se ha 
mejorado la antigua. El problema estribaba en determinar quién se tenía que ocupar de 
esas Leyes Fundamentales y en saber a ciencia cierta cuáles eran éstas, cuáles merecían tal 
calificativo de las múltiples que habitaban en el desván de la Historia, pero sin preguntarse 
por sujetos, instituciones y principios elementales, ya bastante decantados por la Historia, 
ya comúnmente aceptados, ya generalmente sabidos y admitidos por todos. Ahí estaba la 
clave de bóveda del debate. Quién y cuáles, pero con trasfondo pretérito indiscutible. 

 
La Constitución tuvo muchos lectores e intérpretes, prueba del carácter abierto que 

                                                                                                                                                                                     
Reynoso, presenta al publico E. D. D. E. A. Málaga, 1814, passim; D. De Las Heras Ibarra, Catecismo natural del 
hombre libre, en donde se instruye a toda clase de personas acerca de su verdadero interes, derechos y deberes. Madrid, 1814, 
pp. 21 ss.; D. J. Corradi, Catecismo politico, arreglado á la Constitucion de la Monarquia Española, para ilustracion del 
pueblo, instruccion de la juventud, y uso de las escuelas de primeras letras. Por D. J. Corradi. 2ª edición. Madrid, 1820, 
pp. 7-8, 13-14, 29, 33 y 37 (con primeras ediciones en Palma y Madrid, 1812); y Catecismo historico, politico, 
religioso, y constitucional, que contiene en preguntas y respuestas, la explicacion sucinta de la Monarquia Española, 
promulgada en Cádiz á 19 de Marzo de 1812. Su autor un párroco español compatricio de la sin par Dulcinea. Madrid, 
1822, pp. 1, 10-11 y 64-67. Sobre los mismos, vid. P. García Trobat, Constitución de 1812 y educación política, 
ed. cit., passim; y L. López Nieto (coord.), Catecismos políticos de la Constitución de 1812: Antecedentes e influencia 
en Hispanoamérica, ed. cit., passim, de donde proceden muchos de los anteriormente citados. 

231 Con ejemplos asimismo variados y dispersos. Vid. Fray M. Suárez De Santander, Carta de un religioso 
español, amante de su Patria, escrita á otro Religioso amigo suyo sobre la Constitucion del Reyno y abuso del poder 
(redactada en Toro en el año 1798, pero publicada por vez primera en Cádiz en 1808, y de nuevo 
aparecida en Madrid en 1814 y 1820, cultivando con abundancia los tópicos referidos); ¿Qué es lo que mas 
importa a la España? Discurso de un miembro del pueblo (Sin fecha, ni lugar de edición, mas redactado en Teruel 
el 28 de junio de 1808), pp. 10-15; M. J. Quintana, Carta de un representante de Aragon a sus comitentes. Palma 
de Mallorca, circa 1810; J. Canga Argüelles, A todos los dependientes y empleados de los ramos de Hacienda del 
Exército y Reyno de Valencia, y de las subdelegaciones de Alicante, Orihuela y Xijona, Con motivo del juramento á la 
Constitucion Politica de la Monarquia Española. Cádiz, 1812, en el volumen Reflexiones sociales y otros escritos, ed. 
cit., pp. 95-102, específicamente, pp. 100-101; Explicacion legal y genuina de la nueva Constitucion á los editores del 
Conciso, que la agraviaron en su Periodico numero 19 en el día de su publicacion; cuyo articulo tiene la siguiente divisa: Dia 
de San Josef “19 de marzo de 1812” “pág. 3”. Madrid, 1812 (reimpreso en Santiago de Compostela ese mismo 
año), pp. 12-13 y 16; J. A. Posse, Discurso sobre la Constitucion que dixo Don Juan Antonio Posse, Cura Párroco de 
San Andres, Diócesis de León, al publicarla á su pueblo en veinte y nueve de noviembre de mil ochocientos doce. Reimpreso á 
expensas de los redactores del Ciudadano por la Constitucion. La Coruña, 1813 (= citamos por Memorias del cura 
liberal don Juan Antonio Posse con su Discurso sobre la Constitución de 1812. Edición a cargo de Richard Herr. 
Madrid, 1984, pp. 251-274); M. Cortés y López, Exhortacion constitucional, que en 15 de agosto de 1813, pronunció 
en la Santa Iglesia Catedral de Segorbe el D. D. Miguel Cortés y López Canónigo Penitenciario Curado de la misma. 
Zaragoza, 1813, pp. 7-22; J. M. Jecebek, El Fiscal Patriótico de España. Obra Periódica publicada los lunes y viernes 
de cada semana. Madrid, 1813, passim, especialmente, nº. 14 (viernes, 26 de noviembre de 1813), p. 103; nº. 
17 (lunes, 6 de diciembre de 1813), p. 136; y nº. 19 (lunes, 13 de diciembre de 1813), pp. 146-152; Solemne 
acción de gracias que la Academia de Derecho español, público y privado de la capital de México da al Supremo Congreso de 
las Cortes Generales y Extraordinarias, por haber dictado la Constitución política de la Monarquía española. Celebrada el 
día 15 de marzo de 1813. En la Aula mayor del colegio más antiguo de San Pedro, San Pablo, y San Ildefonso. México, 
1814, pp. 4 ss., expuesta por Benito J. Guerra; y D. Carreño, Constitucion política de la Nacion española por lo 
tocante á la parte militar. Madrid, 1820; pp. 5 ss., entre otros muchos. 
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atesoraba, de su matriz histórica, dable a plurales comentarios y exégesis. Todo el mundo 
la leía, pero se leía de maneras diversas, opuestas, incluso contradictorias. El texto era el 
mismo; los lectores no compartían esta igualdad. De ahí, que fuese imposible contentar a 
todas las facciones y que todas presentasen su propio texto constitucional, adaptado a su 
credo respectivo. Que la Constitución no satisfizo ni a unos, ni a otros, es decir, que dio 
lugar a lecturas de todo signo a su favor o en su contra, serviles, modernas o de otro 
sesgo, lo pone de relieve uno de los liberales a los que mejor cuadraba ese epíteto: José 
María Blanco White. Admitiendo la necesidad de una Constitución desde sus primeras 
colaboraciones en prensa y asumiendo la existencia de una Constitución antigua que en 
Cádiz se había intentado superar232, sin embargo, certifica el sevillano el fracaso de la 
acción gaditana, amparándose en diversos ejemplos: la dependencia de las Cortes respecto 
a varias instancias, la ausencia de división de poderes con un fuerte, soberano y absoluto 
Parlamento, o el predominio de la abstracción y del sesgo teorético frente al pragmatismo, 
lo que, en suma, conducía a forjar una Constitución que nada tenía que ver con la realidad 
a la que iba a ser aplicada debido a las tan altas cotas intelectuales de las que había partido. 
Como norma debía ser amada y obedecida, pero era sumamente mejorable: tenía que 
tomar en consideración carácter, costumbres y opiniones del pueblo concreto al que iba a 
dirigirse y eso es lo que se echaba en falta en el caso gaditano. Dicho de otra forma: no 
era una Constitución empírica y, por eso, no podía acabar triunfando dado que le faltaban 
los asideros que la ligasen a la tradición; esto solamente lo podía proporcionar la Historia. 
La Constitución no servía porque había dado la espalda a esa realidad histórica, en contra 
de lo que había sido expresado por sus propios redactores. Blanco White parte de una 
Constitución histórica que debe ser superada por una Constitución moderna, la cual, al 
fin, naufraga precisamente por perder el calificativo de histórica, lo que implícitamente 
equivale a reconocer el valor supremo y casi único del Constitucionalismo histórico al 
que, en un principio, se quería rebasar233. 

 
Diferente, muy diferente, era el criterio valorativo expuesto por José María Queipo de 

Llano y Ruíz de Saravia, el Conde de Toreno, no obstante ser otro adalid del Liberalismo 
más combativo. Sorprenden las invocaciones historicistas de quien fuera un conspicuo 
representante de la perspectiva constituyente en Cádiz. En su obra más conocida y 
célebre, afirma que las Cortes, con una mano, defendían la independencia de la Nación, y, 
con la otra, empezaron a levantar “bajo nueva forma” sus abatidas, libres y antiguas 

                                                           
232 Así lo postuló en sus colaboraciones para el Semanario Patriótico, nº. XXV. Jueves, 13 de julio de 1809; y 
nº. XXVI. Jueves, 20 de julio de 1809, cuando contraponía la Constitución teórica con aquélla otra fruto 
de la experiencia, conveniente al carácter, costumbres y opiniones de un pueblo determinado [ambos 
textos en Obra completa de José Blanco White. I. Periódicos políticos. Volumen primero: Semanario Patriótico (Sevilla, 
1809). Editor General: Antonio Garnica Silva. Granada, 2005, pp. 164-169 y 175-179, respectivamente]; y, 
por supuesto, en su aventura literaria y política más personal, El Español, nº. I. 30 de abril de 1810. Carta 
sobre la Antigua costumbre de convocar las Cortes de Castilla para resolver los negocios graves del reino, pp. 48-49. El 
problema de España, decía Blanco White en esta última publicación, radicada en un doble defecto 
constitucional, que era lo peor que le podía suceder a cualquier reino en relación a su estructura 
fundamental: tenía una Constitución dudosa y había perdido memoria de la misma por el transcurso del 
tiempo, todo lo cual había provocado su caída en desuso. 

233 Cfr. J. M. Blanco White, Cartas de Juan Sintierra (Crítica de las Cortes de Cádiz). Edición de Manuel Moreno 
Alonso. Sevilla, 1990. Carta II, p. 65; Carta III, pp. 67 ss.; Carta IV, pp. 78, 82-83 y 85; y Breves reflexiones. 
Sobre algunos artículos de la Constitución Española, pp. 137 ss. Sobre el pensamiento de Blanco White, vid., por 
todos, J. Varela Suanzes-Carpegna, La monarquía doceañista, ed. cit. Cap. 3, pp. 159 ss. 
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instituciones234. El ejemplo de la soberanía es paradigmático: “Que la nación fuese origen de 
toda autoridad no era en España doctrina nueva ni tomada de extraños: conformábase con el derecho 
público que había guiado a nuestros mayores, y en circunstancias no tan imperiosas como las de los 
tiempos que corrían (…) Así que las Cortes de 1810, en su declaración de 24 de septiembre, además de 
usar de un derecho inherente a toda nación, indispensable para el mantenimiento de la independencia, 
imitaron también y templadamente los varios ejemplos que se leían en los anales de nuestra historia”235. 
Pero no es el único supuesto: misión de las Cortes fue, según unas palabras alejadas del 
tono liberal al que nos tiene acostumbrado en los debates parlamentarios, “rever las 
franquezas y fueros de que habían gozado antiguamente los diversos pueblos peninsulares, mejorándolos, 
uniformándolos y adaptándolos al estado actual de la nación y del mundo”236. Ejemplos posteriores 
siguen esta misma línea de enlace con el pasado, sorprendente por venir de quien viene237, 
máxime cuando se trata de abordar y enjuiciar la propia Constitución238. La obra de 
Toreno es una obra apologética, sumamente apologética, pero, al mismo tiempo, no 
puede prescindir del regusto historicista de la época, con la consiguiente remisión a 
tiempos antiguos para encauzar instituciones presentes y conferirles plena legitimidad. En 
este contexto, las obras de Manuel José Quintana239, Joaquín Lorenzo Villanueva240, 

                                                           
234 Cfr. J. M. Queipo De Llano y Ruíz De Saravia (Conde De Toreno), Historia del levantamiento, guerra y 
revolución de España. Astorga, 2008. Tomo III. (1810-1811). Libro XII, Cap. 82, pp. 203 ss. 

235 Cfr. Toreno, Historia, ed. cit. Tomo III. Libro XII, Cap. 82, pp. 211-212. 

236 Cfr. Toreno, Historia, ed. cit. Tomo III. Libro XII, Cap. 88, p. 264. 

237 Cfr. J. M. Queipo De Llano y Ruíz De Saravia (Conde De Toreno) Historia del levantamiento, guerra y 
revolución de España. Astorga, 2009. Tomo IV. (1811-1813). Libro XVI, Cap. 102, pp. 21 ss., para las 
cuestiones relativas a la abolición de la tortura y de los apremios, o al Decreto sobre los señoríos y 
derechos jurisdiccionales, con intensa presencia de la Historia; o Libro XXI, Cap. 137, pp. 337 ss., para 
varias cuestiones; y Cap. 139, pp. 357 ss., para la Inquisición. 

238 Cfr. Toreno, Historia, ed. cit. Tomo IV. Libro XVIII, Cap. 116, pp. 145 ss.; Cap. 117, pp. 171 ss., con 
comparación con la Constitución de Inglaterra incluida (pp. 174-175); y Cap. 120, pp. 191 ss. Para seguir el 
periplo vital de Toreno, hay que acudir, de nuevo, a J. Varela Suanzes-Carpegna, El conde de Toreno (1786-
1843): biografía de un liberal. Prólogo de Miguel Artola. Madrid, 2005. 

239 Cfr. M. J. Quintana, Memoria sobre el proceso y prisión de D. Manuel José Quintana en 1814, en Obras Inéditas 
del Excmo Señor D. Manuel José Quintana, precedidas de una biografía del autor por su sobrino D. M. J. Quintana, y de 
un juicio crítico por el Ilmo. Señor Don Manuel Cañete, de la Academia Española. Madrid, 1872, pp. 163 ss., 
especialmente las Cuestiones, pp. 245-246. Sin embargo, para un cierto espíritu constituyente, cfr. sus Cartas 
a Lord Holland sobre los sucesos políticos de España en la segunda época constitucional, en Obras de Manuel José 
Quintana. Prólogo de Antonio Ferrer del Río. Madrid, 1946, pp. 531-588, especialmente, la Carta Primera, 
de 20 de noviembre de 1823, donde refleja su positiva valoración sobre la Constitución de Cádiz, la mejor 
que se pudo hacer en su momento. Respecto a su carácter histórico, dice lo que sigue: “Error más grande 
es el de aquellos que acusan a los españoles de no haber restablecido sus antiguas instituciones políticas, 
las cuales, acreditadas por la experiencia de otro tiempo y por la veneración que les tributan la tradición y 
la historia, no estuvieran expuestas al peligro y disfavor de la novedad, y fueran respetadas de propios y de 
extraños. He dicho, milord, error más grande, y debiera haber añadido que el más ridículo también. 
Porque se ha repetido este cargo con tanta frecuencia y con un aire de satisfacción y de sabiduría tan 
impertinente, que se ve bien claro que estos pretendidos estadistas no han saludado siquiera ni nuestra 
historia ni nuestras antigüedades. ¿Quién ignora sino ellos que en otro tiempo había en España tantas 
constituciones diversas cuantos eran los estados independientes en que entonces se dividía la Península? 
Yo supongo que los que nos dan el consejo de acudir a ellas para recomponer ahora el Estado, no nos 
negarían el derecho de elegir las que nos pareciesen más a propósito para el objeto que nos proponíamos 
de restablecer y asegurar nuestra libertad política y civil. Demos pues que hubiésemos resucitado el 
privilegio de la unión, el magistrado del justicia, las hermandades de Castilla, ¿es de suponer por un 
momento siquiera que la legitimidad monárquica mirase estos murallones opuestos a su prerrogativa con 
menos ceño, que los artículos de la constitución de Cádiz? ¡Oh, cómo entonces los mismos que armados 



Historia et ius www.historiaetius.eu - 3/2013 - paper 6 

116 

Antonio Alcalá-Galiano241 y, sobre todo con una mayor contundencia y suficiente 
expresividad ya desde el mismo título, Agustín de Argüelles242, no hacen más que 
corroborar la idea profundamente sentida y sobradamente probada, a nuestro modesto 
entender, de que no se hizo nada nuevo en 1812, sino que se revisó el caudal 
constitucional que suministraba la Historia, es decir, se reconstruyó la Monarquía a partir 
de los elementos esenciales que la definían, ahora mejorados, perfeccionados y protegidos 
con nuevos instrumentos243. Años después, un periodista llamado Karl Marx afirmaría 
que la Constitución de 1812 no había sido más que “la reproducción de los antiguos fueros, pero 
leídos a la luz de la Revolución Francesa y adaptados a las necesidades de la sociedad moderna”, 
insistiendo en que las privaciones, restricciones o limitaciones al poder del rey, acaso lo 
aparentemente más novedoso del texto a su juicio, no eran otra cosa que disposiciones 
provenientes de los “antiguos fueros de España”, para concluir que tal texto constitucional 
era, ni más ni menos, que el resultado de un compromiso “entre las ideas liberales del siglo 

                                                                                                                                                                                     
ahora del polvo y las telarañas de la antigüedad hacen la guerra a nuestras teorías, revistiéndose de todo el 
sobrecejo filosófico y llamándonos a boca llena pedantes, invocarían las teorías contra nosotros! Ellos nos 
acusarían de ignorar de todo punto los grandes adelantamientos de la ciencia social, de desconocer la 
diversidad de tiempos y de circunstancias, y de tener la extravagante necedad de querer ajustar a la España 
del siglo XIX los andrajos antiguos, ya podridos y olvidados. Y esta rechifla serviría sólo para el debate de 
pluma y de palabras; porque en el conflicto político y de espada con los príncipes, dejando a un lado estas 
vanas argucias de historia y antiguallas, y considerando como un ultraje a su majestad la renovación de 
aquellas libertades proscriptas ya y condenadas por su antecesores, sin pararse en razones ni en disputas, 
las arrollarían del mismo modo que han arrollado la Constitución”. 

240 Lo anticipa en Mi viaje á las Cortes, ed. cit., passim; y lo confirma, dentro de la más estricta ortodoxia 
escolástica, en su obra Las angélicas fuentes ó el tomista en las Córtes. Cádiz, 1811, passim, pero, especialmente, 
en pp. 20, 28-29 y 54-55. No muy distinto, con los debidos matices de espacio y tiempo, era el panorama 
que esbozaba en su conocido Catecismo del Estado según los principios de la Religion por el Doctor D. Joaquin 
Lorenzo Villanueva, Presbítero, Calificador del Santo Oficio, y Capellan Doctoral de S. M. en la Real Capilla de la 
Encarnacion. Madrid, 1793, con sus sustancioso prólogo, pp. I-XXIV, y, especialmente, los Cap. XVII, pp. 
164 ss.; y Cap. XXV, pp. 243 ss. Como réplica a fray Agustín de Castro, redactor del periódico Atalaya de 
la Mancha, nuestro autor escribe sus Apuntes sobre el arresto de los vocales de Cortes, egecutado en mayo de 1814, 
escritos en la cárcel de la Corona por el diputado Villanueva, uno de los presos. Madrid, 1820, pp. 11 ss., refutando los 
paralelismos con las Constituciones francesas e insistiendo en el profundo carácter nacional del texto 
redactado en Cádiz. 

241 Cfr. A. Alcalá-Galiano, “Recuerdos de un Anciano”, [VIII], pp. 81-88; y “Memorias”. Cap. XVI, pp. 
376-377; y Cap. XIX, p. 397, en Obras escogidas de Antonio Alcalá-Galiano. Prólogo y edición de D. Jorge 
Campos. Madrid, 1955. Tomo I; e “Índole de la revolución de España en 1808”, en ibídem. Tomo II, pp. 
320 ss., acerca del carácter de mezcla que se percibe en la Constitución, donde se funden ideas 
contemporáneas, la intolerancia religiosa, el producto de la ciencia de nuestros letrados en cuanto a arreglo 
de tribunales y métodos de enjuiciar, y memorias de antiguallas peculiares de nuestra tierra. 

242 Cfr. A. De Argüelles, Examen Histórico de la Reforma Constitucional de España. Estudio preliminar de 
Miguel Artola. Oviedo, 2002. Tomo I. Parte I, pp. 11 ss.; Parte II, pp. 27 ss.; y Tomo II, Cap. VII, pp. 47 
ss., especialmente, pp. 50-51. No dejan de ser significativos los verbos que emplea Argüelles cuando se 
refiere al efecto causado por la Constitución: recobrar, proclamar de nuevo, reformar, volver a proclamar, restablecer, 
consagrar de nuevo, restaurar, síntoma de lo que uno de sus principales responsables pensaba del artificio 
constitucional cuando el paso del tiempo y las circunstancias le habían proporcionado otra perspectiva 
más serena y calmada para afrontar el examen de las labores gaditanas. 

243 De idéntico modo se sigue pensando en tiempos absolutistas, como se prueba asimismo con ejemplos 
varios, como la sólida exposición de los diputados gaditanos, de 9 de diciembre de 1815, dirigida a 
Fernando VII, el manifiesto de Porlier, de 21 de septiembre de 1815, o la Representación de A. Flórez 
Estrada, de 8 de octubre de 1818 Todos ellos en Derecho parlamentario español, ed. cit. Tomo III, pp. 120-
148, pp. 287-295, y pp. 530-605, respectivamente. 
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XVIII y las oscuras tradiciones de la teocracia”: “Lejos de ser un copia servil de la Constitución francesa 
de 1791, fue un vástago genuino y original de la vida intelectual española, que regeneró las antiguas 
instituciones nacionales, que introdujo las medidas de reforma clamorosamente exigidas por los autores y 
estadistas más célebres del siglo XVIII, que hizo inevitables concesiones a los prejuicios populares”244. 

 
Se concluye así, de forma meridiana, por medio de las palabras de los propios 

protagonistas del momento constitucional, la inexistencia de un poder constituyente que 
no aparece ni por asomo en tiempos gaditanos, como ha sido expuesto a lo largo de estas 
páginas. Si la Constitución de 1812 fue la que marcó el ritmo político de la primera mitad 
del siglo XIX español, si fue el texto de referencia para el naciente credo liberal, en el 
sentido de que las Constituciones que la sucedieron se presentan como reformas o 
revisiones de la misma, partiendo de aquélla - y así, lo hace la de 1837 en su proemio, y, a 
su vez, respecto de esta última, lo expresa la de 1845245 -, podemos afirmar que el primer 
(y único) momento realmente constituyente que se vive en el siglo XIX corresponde al 
año 1869 y nunca antes246. Si Cádiz no es constituyente, difícilmente lo pueden ser los 
textos que están llamados a modificarla y que se presentan como resultado de tales 
revisiones. Todo lo que no se produjo en Cádiz, todo lo que las Cortes de Cádiz fueron 
incapaces de articular para crear un espacio político moderno (y, a partir de ahí, todo lo 
que se impidió desarrollar en el ámbito del Constitucionalismo moderado o doctrinario), 
es precisamente lo que acaba aflorando tras la Revolución Gloriosa. Es ya otra Historia 
porque es otro modelo de Constitución que supera o rebasa los márgenes del anterior, 
para afirmar ya una plenitud soberana en manos de la Nación, que se comporta como 
sujeto constituyente, capaz de alumbrar una verdadera Constitución moderna con todos 
sus perfiles y elementos, con toda la libertad fundadora y originaria que se echa en falta en 
el año 1812. Antes, hubo una convergencia entre Monarquía y Nación, es decir, entre Rey 
y Cortes que de todo punto neutralizó cualquier reclamación en exclusiva de la soberanía, 
haciendo imposible, por innecesaria, una voluntad originaria de perfiles constituyentes, 

                                                           
244 Vid. P. Ribas (ed.), Karl Marx y Friedrich Engels. Escritos sobre España. Extractos de 1854. Madrid, 1998. 
España Revolucionaria [VI]. New York Daily Tribune. Núm. 4.244, 24 de noviembre de 1854, pp. 136, 137 y 
139. 

245 Cfr. Constitución Política de la Monarquía Española de 8 de junio de 1837 (Gaceta de Madrid de 24 de junio): 
“Siendo la voluntad de la nación revisar, en uso de su soberanía, la Constitución política promulgada en 
Cádiz el 19 de marzo de 1812 (…)”; y Constitución de la Monarquía Española de 23 de mayo de 1845 (Suplemento 
a la Gaceta de Madrid de 23 de mayo): “(…) Que siendo nuestra voluntad y la de las Córtes del Reino 
regularizar y poner en consonancia con las necesidades actuales del Estado los antiguos fueros y libertades 
de estos Reinos, y la intervención que sus Córtes han tenido en todos tiempos en los negocios graves de la 
Monarquía, modificando al efecto la CONSTITUCIÓN promulgada en 18 de junio de 1837 (…)”, citados 
en R. Rico Linage, Constituciones históricas, ed. cit., pp. 89 y 113, respectivamente. La continuidad con las 
Leyes Fundamentales se pone de manifiesto en los textos más abiertamente doctrinarios, como son la 
Exposición del Consejo de Ministros a S. M. la Reina Gobernadora, de 4 de abril de 1834 (Gaceta de Madrid de 17 de 
abril) y el Estatuto Real para la Convocación de las Cortes Generales del Reino, mandado observar por S. M. la Reina 
Gobernadora, en 10 de abril de 1834 (Gaceta de Madrid de 16 de abril de 1834), ambos en R. Rico Linage, 
Constituciones históricas, ed. cit., pp. 71 ss. 

246 Resultado directo de un Constitucionalismo construido, en sus primeros compases, por, para y desde 
la(s) libertad(es), aunque de inmediato obligado a coexistir, una vez más, con el pasado y con sus cadenas 
(ley, orden, moral, religión, autoridad, intereses políticos, etc.), todos los cuales terminan desvirtuando y 
boicoteando aquellos, a primera vista, amplios derechos y libertades sobre los que se erguía aquella 
Constitución plenamente liberal y conscientemente moderna. Vid., al respecto, C. Serván Reyes, 
Laboratorio constitucional en España: el individuo y el ordenamiento, 1868-1873. Madrid, 2005. 
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esto es, fundacionales de un nuevo orden político. El poder constituyente curiosamente 
estaba en manos del poder constituido y viceversa, integrado por esas dos piezas que era 
previas y superiores a cualquier ingenio constitucional. La Constitución material se situaba 
por encima de la Constitución formal, que no pasaba de ser un mero texto escrito, un 
pequeño programa político, pero dudosamente una norma jurídica y, mucho menos, la 
norma jurídica superior. Cádiz no lo fue. Habrá que esperar casi toda la centuria para que 
en España se produjese una auténtica revolución constitucional y un producto normativo 
digno de tal nombre en su plena acepción moderna. Lo anterior seguía siendo, para bien o 
para mal, pura y simple Historia reconstruida, puro y duro Constitucionalismo histórico, 
sin asomo de Modernidad por ninguna parte247. 

*** 

Uno de los grandes músicos y musicólogos de nuestro tiempo, N. Harnoncourt, 
propuso en su momento una forma de interpretación revolucionaria de la música mal 
llamada clásica, secundada de inmediato por toda una pléyade de intérpretes acogidos a 
ese patrón historicista, de tipo filológico248. Si la música no deja de ser un texto, a partir 
del cual es posible crear un diálogo, un discurso establecido a partir de y con los 
testimonios procedentes del pasado, el dilema que se plantea al intérprete, a todo 
intérprete, es el cómo de esa reproducción, es decir, cómo ejecutar una música ideada, 
pensada, concebida para otras épocas tan lejanas y distantes, para otras sonoridades y 
acústicas, para otros requisitos y cánones artísticos (es irrelevante, a estos efectos, el 
empleo o no de instrumentos antiguos o reconstruidos more antiquo). Ante el texto 
anciano, caben dos posibilidades: o la ejecución al modo actual o la ejecución a la manera 
pasada. O seguir los patrones del presente o seguir los patrones del pasado. Traer la 
música hacia nuestro tiempo o ir nosotros mismos hacia el pasado. La primera presenta el 
alto riego del anacronismo que termina por desdibujar, manipular o alterar el legado del 
pasado. La segunda hipótesis es la que propugna el maestro austriaco, respetando siempre 
el lenguaje del momento, el fraseo, la instrumentación, la concepción de la música en 
aquellos tiempos, las condiciones de la época, el universo intelectual de cada instante 
histórico, y es la que, con las debidas salvedades, hemos intentado trasladar al mundo 
gaditano. La partitura compleja que conforma Cádiz debe ser leída, pues, con la óptica de 
1812 y no con la óptica actual. Somos nosotros los que tenemos la obligación de ir hacia 
ese pasado reciente y observarlo desde sus respectivos parámetros para así poder captarlo, 
aprehenderlo y entenderlo plenamente. Si así se hace, es cierto que podemos perder 
ilusiones y espejismos, celebraciones y festejos, subvenciones y subsidios, sonoridad, 
amplitud, conceptos rimbombantes, antecedentes constitucionales y riqueza tímbrica, 
pero no lo es menos que ganaremos, sin duda alguna, elementos de enorme valor: 
autenticidad, certeza histórica, coherencia, fidelidad, respeto a los testimonios del pasado, 
congruencia con el pensamiento de nuestros predecesores. Y todos estos son la esencia de 
nuestro oficio. A fin de cuentas, como quería Goethe, toda obra literaria (y la Historia es 
sencillamente eso: literatura, mejor o peor escrita) no es más que el simple resultado de 
reproducir el mundo exterior, el que existe en torno a mí, a partir de y mediante el mundo 
que está dentro de mí, captando todas las cosas y procediendo a su relación, recreación, 
moldeado y reconstrucción en forma original y personal. 

                                                           
247 Vid. los trabajos de J. Varela Suanzes-Carpegna, citados supra en nota nº. 95. 

248 Vid. N. Harnoncourt, La música como discurso sonoro. Hacia una nueva comprensión de la música. Traducción 
del alemán de Juan Luis Milán Barcelona, 2006, pp. 12 ss. La obra originaria data del año 1982. 


